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Del diputado Francisco Martínez Neri, del Grupo Parlamentario del PRD, por la
que solicita que sea retirada la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y
adiciona los artículos 41 y 82 Bis de la Ley Federal de Presupuesto y Responsa-
bilidad Hacendaria. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De la diputada María Luisa Beltrán Reyes, del Grupo Parlamentario del PRD, por
la que solicita el retiro de las siguientes iniciativas con proyecto de decreto: . . . 

–Que reforma y adiciona el artículo 546 del Código Federal de Procedimientos
Civiles.
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–Para que se inscriba con Letras de Oro en el Muro de Honor del salón de sesio-
nes de la Cámara de Diputados el nombre de Gregorio Torres Quintero, maestro
ejemplar y creador del método onomatopéyico, formador de generaciones de me-
xicanos.

Del diputado José de Jesús Zambrano Grijalva, por la que solicita que sea retira-
da la iniciativa con proyecto de decreto de su autoría y suscrita por el diputado
Omar Ortega Álvarez, ambos del Grupo Parlamentario del PRD, que reforma el
inciso n) del artículo 25 de la Ley General de Partidos Políticos.. . . . . . . . . . . . . 

Del diputado José de Jesús Zambrano Grijalva, por la que solicita que sea retira-
da la iniciativa con proyecto de decreto de su autoría, presentada por la diputada
Maricela Contreras Julián, en nombre propio y del diputado Omar Ortega Álva-
rez, todos del Grupo Parlamentario del PRD, con proyecto de decreto que reforma
y adiciona diversas disposiciones de la Ley General de Partidos Políticos, de la
Ley General en Materia de Delitos Electorales y de la Ley General del Sistema de
Medios de Impugnación en Materia Electoral.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De la diputada Delia Guerrero Coronado, del Grupo Parlamentario del PRI, por la
que solicita el retiro de la iniciativa con proyecto de decreto por la que se reforma
y adiciona diversas disposiciones de la Ley de Cámaras Empresariales y sus Con-
federaciones. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se tienen por retiradas, actualícense los registros parlamentarios. . . . . . . . . . . . . 

De la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, con la que remite la información
relativa al pago de las participaciones a las entidades federativas correspondiente
al mes de octubre de 2017, desagregada por tipo de fondo, de acuerdo con lo es-
tablecido en la Ley de Coordinación Fiscal y por entidad federativa, efectuando la
comparación correspondiente al mes de octubre de 2016. Se turna a las Comisio-
nes de Hacienda y Crédito Público, y de Presupuesto y Cuenta Pública, para su co-
nocimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, mediante la cual informa que, du-
rante el mes de octubre de 2017, el Servicio de Administración Tributaria, a través
de las autoridades aduaneras competentes, dio destino a bienes aptos para su uso
o consumo. Se turna a la Comisión de Economía, para su conocimiento.. . . . . . . 

Del Instituto Federal de Telecomunicaciones, con la cual remite el Tercer Informe
Trimestral de Actividades 2017. Se remite a la Comisión de Comunicaciones, pa-
ra su conocimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, mediante la que remite el
Diagnóstico de la Participación Equilibrada de Mujeres y Hombres en los Cargos
de Elección Popular en México. Se remite a la Comisión de Igualdad de Género,
para su conocimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De la Fiscalía General del Estado de Jalisco, con la que remite contestación a pun-
to de acuerdo aprobado por la Cámara de Diputados, para promover entre las ni-
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ñas, niños y adolescentes la cultura de la denuncia de los actos violentos en su con-
tra. Se remite a la Comisión de Derechos de la Niñez, para su conocimiento. . . . 

MINUTA

LEY GENERAL PARA LA PREVENCIÓN Y GESTIÓN INTEGRAL DE LOS
RESIDUOS

De la Cámara de Senadores, se recibió la minuta con proyecto de decreto por el
que se reforma el artículo 35 de la Ley General para la Prevención y Gestión In-
tegral de los Residuos. Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Na-
turales, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INICIATIVA DE SENADORA

LEY DE CAMINOS, PUENTES Y AUTOTRANSPORTE FEDERAL Y LEY
FEDERAL DE DERECHOS

De la Cámara de Senadores, se recibió la iniciativa con proyecto de decreto por el
que se adicionan los artículos 2o. y 8o. de la Ley de Caminos, Puentes y Auto-
transporte Federal y 172 de la Ley Federal de Derechos, presentada por la sena-
dora Luz María Beristáin Navarrete, del Grupo Parlamentario del PT. Se turna a
la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde la curul, se refieren a diversos temas parlamentarios:

–La diputada Erika Araceli Rodríguez Hernández, del PRI.. . . . . . . . . . . . . . . . . 

–El diputado Rafael Hernández Soriano, del PRD. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

–La diputada Mirza Flores Gómez, de MC.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La Presidencia, en su momento, hace aclaraciones y gira las instrucciones corres-
pondientes.

INICIATIVAS DE DIPUTADAS Y DIPUTADOS

CÓDIGO CIVIL FEDERAL

El diputado David Sánchez Isidoro, del Grupo Parlamentario del PRI, presenta la
iniciativa con proyecto de decreto que adiciona un artículo 83 Bis al Código Civil
Federal. Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES

La diputada Emma Margarita Alemán Olvera, del Grupo Parlamentario del PAN,
presenta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos 1o. y 14 de
la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes. Se turna a la Co-
misión de Derechos de la Niñez, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY FEDERAL DEL TRABAJO

La diputada Emma Margarita Alemán Olvera, del Grupo Parlamentario del PAN,
presenta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas dis-
posiciones a la Ley Federal del Trabajo. Se turna a la Comisión de Trabajo y Pre-
visión Social, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY SOBRE LA CELEBRACIÓN DE TRATADOS Y LEY DE INVERSIÓN
EXTRANJERA

La diputada María Cristina García Bravo, del Grupo Parlamentario del PRD, pre-
senta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas dispo-
siciones de la Ley sobre la Celebración de Tratados y de la Ley de Inversión Ex-
tranjera. Se turna a las Comisiones Unidas de Relaciones Exteriores, y de
Economía, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE CAMINOS, PUENTES Y AUTOTRANSPORTE FEDERAL

La diputada Concepción Villa González, del Grupo Parlamentario de Morena, pre-
senta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas dispo-
siciones de la Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal. Se turna a la Co-
misión de Transportes, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE
VIOLENCIA

La diputada Concepción Villa González, del Grupo Parlamentario de Morena, pre-
senta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona los artículos 16
Bis y 17 de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violen-
cia. Se turna a la Comisión de Igualdad de Género, para dictamen. . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL PARA LA PREVENCIÓN Y GESTIÓN INTEGRAL DE LOS
RESIDUOS

El diputado Juan Manuel Celis Aguirre, del Grupo Parlamentario del PVEM, en
nombre propio y de integrantes de su Grupo Parlamentario, presenta la iniciativa
con proyecto de decreto que adiciona el artículo 12 de la Ley General para la Pre-
vención y Gestión Integral de los Residuos. Se turna a la Comisión de Medio Am-
biente y Recursos Naturales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE
VIOLENCIA

La diputada María Candelaria Ochoa Avalos, en nombre propio y de la diputada
Mirza Flores Gómez, ambas del Grupo Parlamentario de MC, presenta la iniciati-
va con proyecto de decreto que reforma los artículos 16 y 17 de la Ley General de
Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia. Se turna a la Comisión de
Igualdad de Género, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY GENERAL DE SALUD

La diputada Karina Sánchez Ruiz, del Grupo Parlamentario de NA, presenta la ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 51 Bis 1 de la Ley Gene-
ral de Salud. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

El diputado José Máximo García López, del Grupo Parlamentario del PAN, pre-
senta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 30 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de Pun-
tos Constitucionales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES

El diputado José Máximo García López, del Grupo Parlamentario del PAN, pre-
senta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos 84, 85 y 134
del Código Nacional de Procedimientos Penales. Se turna a la Comisión de Justi-
cia, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES

El diputado José Máximo García López, del Grupo Parlamentario del PAN, pre-
senta la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona el artículo 173 del Códi-
go Nacional de Procedimientos Penales. Se turna a la Comisión de Justicia, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY MINERA

El diputado Diego Valente Valera Fuentes, del Grupo Parlamentario del PRD, pre-
senta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 4o. de la Ley
Minera. Se turna a la Comisión de Economía, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DEL TRABAJO, LEY GENERAL DE ACCESO DE LAS 
MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA Y LEY FEDERAL PARA
PREVENIR Y ERRADICAR LA DISCRIMINACIÓN

La diputada Patricia Elena Aceves Pastrana, del Grupo Parlamentario de Morena,
presenta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas dis-
posiciones de la Ley Federal del Trabajo, de la Ley General de Acceso de las Mu-
jeres a una Vida Libre de Violencia y de la Ley Federal para Prevenir y Erradicar
la Discriminación. Se turna a las Comisiones Unidas de Trabajo y Previsión So-
cial, y de Igualdad de Género, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD

El diputado José Refugio Sandoval Rodríguez, del Grupo Parlamentario del
PVEM, en nombre propio y de diputados integrantes de su Grupo Parlamentario,
presenta la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona un artículo 1 Ter a la
Ley General de Salud. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen. . . . . . . . 
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LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL
MEDIO AMBIENTE, LEY MINERA, Y CÓDIGO PENAL FEDERAL

La diputada Verónica Delgadillo García, en nombre propio y del diputado José
Clemente Castañeda Hoeflich, ambos del Grupo Parlamentario de MC, presenta la
iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Medio Ambiente, de
la Ley Minera, y del Código Penal Federal. Se turna a las Comisiones Unidas de
Medio Ambiente y Recursos Naturales, y de Justicia, para dictamen. . . . . . . . . . 

LEY DEL SEGURO SOCIAL

La diputada María del Rocío Rebollo Mendoza, del Grupo Parlamentario del PRI,
para presentar iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 300 de la
Ley del Seguro Social. Se turna a la Comisión de Seguridad Social, para dictamen.

VOLUMEN II

DICTÁMENES A DISCUSIÓN DE LEY O DECRETO

SE DECLARA EL TERCER DOMINGO DE MARZO DE CADA AÑO, COMO
“DÍA NACIONAL DEL TEQUILA”

A discusión el dictamen de la Comisión de Gobernación, con proyecto de decreto
por el que se declara el tercer domingo de marzo de cada año como “Día Nacio-
nal del Tequila”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para fundamentar y referirse al dictamen, interviene:

–La diputada María Victoria Mercado Sánchez, de MC, proponente.. . . . . . . . . . 

No habiendo oradores inscritos, se considera suficientemente discutido en lo ge-
neral y en lo particular. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de decreto por el que se de-
clara el tercer domingo de marzo de cada año como “Día Nacional del Tequila”.
Pasa al Senado de la República, para sus efectos constitucionales. . . . . . . . . . . . 

LEY ORGÁNICA DEL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS
MEXICANOS

A discusión el dictamen de la Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parla-
mentarias, con proyecto de decreto por el que se adiciona un inciso d) al artículo 106
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos. . . . . . 

Para fundamentar el dictamen, hace uso de la voz:

–El diputado Jorge Triana Tena, del PAN. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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No habiendo oradores registrados, se considera suficientemente discutido en lo
general y en lo particular. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de decreto por el que se adi-
ciona un inciso d) al artículo 106 de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos. Pasa al Ejecutivo Federal, para sus efectos constitu-
cionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y PROTECCIÓN AL
AMBIENTE

A discusión el dictamen de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les, con proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan los artículos 11 y
12 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente. . . . . . . 

Para fundamentar el dictamen, hace uso de la palabra:

–El diputado Miguel Ángel Ramírez Ponce, del PRI. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para referirse al dictamen, en nombre de los proponentes, interviene:

–La diputada Ximena Tamariz García, del PAN. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

No habiendo más oradores registrados, se considera suficientemente discutido en
lo general y en lo particular. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de decreto por el que se re-
forman y adicionan los artículos 11 y 12 de la Ley General del Equilibrio Ecoló-
gico y Protección al Ambiente. Pasa al Senado de la República, para sus efectos
constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INICIATIVAS DE DIPUTADAS Y DIPUTADOS

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

El diputado Miguel Alva y Alva, del Grupo Parlamentario de Morena, presenta la
iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley Federal del Trabajo. Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión So-
cial, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL
AMBIENTE

El diputado Francisco Javier Pinto Torres, del Grupo Parlamentario de NA, pre-
senta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona los artículos 5o.
y 7o. de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente. Se
turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, para dictamen. . . 
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CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y
LEY DE FISCALIZACIÓN Y RENDICIÓN DE CUENTAS DE LA FEDERA-
CIÓN

La diputada Minerva Hernández Ramos, del Grupo Parlamentario del PAN, pre-
senta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos 79 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 86 de la Ley de Fiscalización
y Rendición de Cuentas de la Federación. Se turna a la Comisión de Puntos Cons-
titucionales, la parte que le corresponde, y a la Comisión de Transparencia y An-
ticorrupción, la porción respectiva, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE
VIOLENCIA

La diputada Erika Irazema Briones Pérez, del Grupo Parlamentario del PRD, pre-
senta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas dispo-
siciones de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violen-
cia. Se turna a la Comisión de Igualdad de Género, para dictamen. . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS PARA LA ATENCIÓN,
CUIDADO Y DESARROLLO INTEGRAL INFANTIL

La diputada Alicia Guadalupe Gamboa Martínez, del Grupo Parlamentario del
PRI, en nombre propio y de diputados integrantes de su Grupo Parlamentario, pre-
senta la iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Gene-
ral de Prestación de Servicios para la Atención, Cuidado y Desarrollo Integral In-
fantil. Se turna a la Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas
Parlamentarias, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY ORGÁNICA DEL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS
MEXICANOS

La diputada Alicia Guadalupe Gamboa Martínez, del Grupo Parlamentario del
PRI, presenta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diver-
sas disposiciones de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos. Se turna a la Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parla-
mentarias, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ACUERDOS DE LOS ÓRGANOS DE GOBIERNO 

Se recibió de la Junta de Coordinación Política, acuerdo por el que solicita a la Se-
cretaría de Salud realice las acciones necesarias para que se incluya al cáncer de
pulmón en el Programa de Normalización 2018. Aprobado, comuníquese. . . . . . 

COMUNICACIONES OFICIALES

Se recibieron oficios de la Junta de Coordinación Política, relativos a cambios de
integrantes y de juntas directivas en comisiones. Aprobados, comuníquense.. . . . 

196

201

205

209

212

213



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 21 de noviembre de 20179

INICIATIVAS Y PROPOSICIONES 

La Presidencia turna las proposiciones y las iniciativas que no se presentaron en
tribuna a las comisiones que correspondan, en términos de lo dispuesto por los ar-
tículos 100 y 102 del Reglamento de la Cámara de Diputados. . . . . . . . . . . . . . . 

CLAUSURA Y CITA . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

RESUMEN DE LOS TRABAJOS . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EFEMÉRIDE

DÍA MUNDIAL EN RECUERDO DE LAS VÍCTIMAS DE LOS ACCIDENTES
DE TRÁFICO

Efeméride con motivo del Día Mundial en recuerdo de las Víctimas de los Acci-
dentes de Tráfico, cada tercer domingo de noviembre, a cargo del diputado Jona-
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Presidencia de la diputada 
Martha Hilda González Calderón

ASISTENCIA

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Pido a la Secretaría —buenos días a todas y a todos—.
Pido a la Secretaría haga del conocimiento de esta Presi-
dencia el resultado del cómputo de la asistencia de diputa-
das y diputados.

La secretaria diputada Alejandra Noemí Reynoso
Sánchez: Se informa a la Presidencia que existen pre-
viamente registrados 257 diputadas y diputados. Por lo
tanto, hay quórum.

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón ( a las 12:00 horas): Se abre la sesión.

ORDEN DEL DÍA

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Consulte la Secretaría a la asamblea si se dispensa la
lectura al orden del día.

La secretaria diputada Alejandra Noemí Reynoso
Sánchez: Por instrucciones de la Presidencia, en vota-
ción económica se consulta a la asamblea si se dispensa
la lectura al orden del día. Las diputadas y los diputados
que estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo. Las dipu-
tadas y los diputados que estén por la negativa sírvanse
manifestarlo. Señor presidente, mayoría por la afirmati-
va. Se dispensa la lectura.

«Primer periodo de sesiones ordinarias del tercer año de
ejercicio de la LXIII Legislatura.

Orden del día 

Martes 21 de noviembre de 2017.

Acta de la sesión anterior.

Comunicaciones oficiales

Retiro de iniciativas

De la Secretaría de Hacienda y Crédito Público

Remite la información relativa al pago de las participacio-
nes a las entidades federativas correspondiente al mes de
octubre de 2017, desagregada por tipo de fondo, de acuer-
do con lo establecido en la Ley de Coordinación Fiscal y
por entidad federativa, efectuando la comparación corres-
pondiente al mes de octubre de 2016.

Informa que, durante el mes de octubre de 2017, el Servi-
cio de Administración Tributaria, a través de las autorida-
des aduaneras competentes, dio destino a bienes aptos pa-
ra su uso o consumo.

Del Instituto Federal de Telecomunicaciones

Remite el Tercer Informe Trimestral de Actividades 2017.

De la Comisión Nacional de los Derechos Humanos

Remite el Diagnóstico de la Participación Equilibrada de
Mujeres y Hombres en los Cargos de Elección Popular en
México.

De la Fiscalía General del Estado de Jalisco

Remite contestación a punto de acuerdo aprobado por la
Cámara de Diputados, para promover entre las niñas, niños
y adolescentes la cultura de la denuncia de los actos vio-
lentos en su contra.

Minuta

Con proyecto de decreto por el que se reforma el artículo
35 de la Ley General para la Prevención y Gestión Integral
de los Residuos. 

Iniciativa de senadora

Con proyecto de decreto por el que se adicionan los artícu-
los 2o. y 8o. de la Ley de Caminos, Puentes y Autotrans-
porte Federal y 172 de la Ley Federal de Derechos, pre-
sentada por la senadora Luz María Beristáin Navarrete, del
Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo. 

Acuerdos de los órganos de gobierno 

De la Junta de Coordinación Política
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Iniciativas

De decreto para que se inscriba con letras de oro en el Muro
de Honor del Palacio Legislativo de San Lázaro “A las vícti-
mas, voluntarios y rescatistas de los sismos de México”, a
cargo del diputado Miguel Ángel Sulub Caamal, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 41 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Jorge
Triana Tena, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. 

Que deroga diversas disposiciones de los artículos 28 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 9
de la Ley Federal de Competencia Económica, a cargo del
diputado Jorge Triana Tena, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. 

Que reforma y adiciona el artículo 39 de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
en materia de reducción de comisiones, a cargo del dipu-
tado Jorge Triana Tena, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional. 

Que reforma y adiciona los artículos 62, 64 y 76 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, a cargo del diputado
Jorge Triana Tena, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional. 

Que reforma y adiciona los artículos 77, 165, 166 y 175 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, en lo referente al
retiro de iniciativas, a cargo del diputado Jorge Triana Te-
na, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Pesca y Acuacultura Sustentables, en materia
de pesca deportiva, a cargo del diputado Víctor Ernesto
Ibarra Montoya, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional. 

Que reforma el artículo 50 de la Ley General de Partidos
Políticos, a cargo del diputado Francisco Martínez Neri,
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática. 

Que adiciona los artículos 17 Bis y 30 de la Ley General de
Cultura Física y Deporte, a cargo de la diputada Nora Li-
liana Oropeza Olguín, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Que reforma diversas disposiciones de la Ley de Coordi-
nación Fiscal, suscrita por diputados integrantes de la Co-
misión de Educación Pública y Servicios Educativos. 

Que reforma diversas disposiciones de la Ley del Seguro
Social, a cargo de la diputada Araceli Damián González,
del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma los artículos 36 y 76 de la Ley del Impuesto
sobre la Renta, suscrita por los diputados integrantes de la
Comisión Especial de la Industria Automotriz. 

Que reforma y adiciona el artículo 28 de la Ley Orgánica
de la Administración Pública Federal, a cargo de la dipu-
tada Martha Cristina Jiménez Márquez, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma los artículos 7 Bis y 32 de la Ley Federal de
Protección al Consumidor, a cargo del diputado Erik Juá-
rez Blanquet, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática. 

Que reforma el artículo 15 de la Ley de Amparo, Regla-
mentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la dipu-
tada Edith Yolanda López Velasco, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma los artículos 103, 105 y 109 de la Ley Gene-
ral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, a car-
go del diputado Alfredo Javier Rodríguez Dávila, del Par-
tido Acción Nacional. 

Que reforma y adiciona los artículos 6o. y 67 de la Ley Ge-
neral de Educación, a cargo del diputado Guillermo Rafael
Santiago Rodríguez, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal del Trabajo, de la Ley General de Acceso de las
Mujeres a una Vida Libre de Violencia y de la Ley Federal
para Prevenir y Erradicar la Discriminación, a cargo de la
diputada Patricia Elena Aceves Pastrana, del Grupo Parla-
mentario de Morena. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas, a
cargo de la diputada Noemí Zoila Guzmán Lagunes, del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 



Que reforma el artículo 185 de la Ley del Instituto de Se-
guridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Esta-
do, a cargo del diputado Luis Manuel Hernández León, del
Grupo Parlamentario de Nueva Alianza. 

Que reforma el artículo 2o. de la Ley del Impuesto Espe-
cial sobre Producción y Servicios, a cargo del diputado
Luis Alfredo Valles Mendoza del Grupo Parlamentario de
Nueva Alianza.

Que adiciona diversas disposiciones a la Ley General de
Salud, a la Ley de Asistencia Social y a la Ley General de
Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, a
cargo de la diputada Olga Catalán Padilla, del Grupo Par-
lamentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Que reforma el artículo 62 de la Ley de Caminos, Puentes
y Autotransporte Federal, a cargo de la diputada Lillian Ze-
pahua García, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 390 del Código Penal Federal, a
cargo de la diputada Silvia Rivera Carbajal, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma los artículos 19, 22 y 109 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del
diputado Juan Carlos Ruiz García, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional. 

Que reforma y adiciona los artículos 26 de la Ley de Ad-
quisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Públi-
co, y 37 Bis de la Ley General del Equilibrio Ecológico y
la Protección al Ambiente, a cargo del diputado Juan Car-
los Ruiz García, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional. 

Que reforma el artículo 28 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Ana
Georgina Zapata Lucero, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional. 

Que adiciona un artículo 18 Bis 9 a la Ley para la Trans-
parencia y Ordenamiento de los Servicios Financieros, y
un artículo 72 Ter a la Ley de Instituciones de Crédito, sus-
crita por las diputadas Ana Georgina Zapata Lucero y Su-
sana Corella Platt, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Bienes Nacionales, a cargo de la diputada Su-
sana Corella Platt, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Caminos, Puentes y Autotransporte Federal, a cargo de la
diputada Concepción Villa González, del Grupo Parlamen-
tario de Morena. 

Que reforma el artículo 74 de la Ley General de Asenta-
mientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Ur-
bano, a cargo del diputado Yerico Abramo Masso, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma diversas disposiciones de la Ley del Instituto
de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del
Estado, a cargo de la diputada Araceli Damián González,
del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de
la Ley del Seguro Social y de la Ley Federal del Trabajo, a
cargo de la diputada Claudia Sofía Corichi García, del Gru-
po Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones del Código
Penal Federal, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la
Federación y de la Ley Federal contra la Delincuencia Or-
ganizada, a cargo de la diputada Zacil Leonor Moguel
Manzur, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional. 

Que reforma diversas disposiciones de la Ley del Instituto
Mexicano de la Juventud, a cargo de la diputada Karla Ka-
rina Osuna Carranco, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional. 

Que reforma los artículos 61 y 64 de la Ley General de Sa-
lud, a cargo de la diputada Sandra Luz Falcón Venegas, del
Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma los artículos 32 y 41 Bis de la Ley General
de Salud, a cargo de la diputada Isaura Ivanova Pool
Pech, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática. 

Que reforma y adiciona los artículos 27 y 79 de la Ley Ge-
neral de Desarrollo Social, a cargo de la diputada Isaura
Ivanova Pool Pech, del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática. 
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Que reforma diversas disposiciones de la Ley General de
Partidos Políticos y de la Ley General de Instituciones y
Procedimientos Electorales, a cargo de la diputada María
Candelaria Ochoa Ávalos, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano. 

Que reforma y adiciona el artículo 10o. de la Ley de Fis-
calización y Rendición de Cuentas de la Federación, a car-
go de la diputada Angie Dennisse Hauffen Torres, del Gru-
po Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma los artículos 469, 692 y 923 de la Ley Fede-
ral del Trabajo, suscrita por los diputados Marco Antonio
Aguilar Yunes y José Luis Sáenz Soto, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 66 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Mar-
co Antonio García Ayala, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal de Sanidad Animal, a cargo del diputado Oscar
García Barrón, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 93 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Víctor
Manuel Silva Tejeda, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 39 de la Ley General de Turismo,
a cargo del diputado José Luis Toledo Medina, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que adiciona un artículo 6o. a la Ley para Determinar el
Valor de la Unidad de Medida y Actualización, a cargo del
diputado Francisco Martínez Neri, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido de la Revolución Democrática. 

Que reforma el artículo 4o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Ro-
salinda Muñoz Sánchez, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional. 

Que reforma los artículos 137 Bis 2 y 137 Bis 3 de la Ley
Aduanera, suscrita por diputados integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 8o. de la Ley General de Partidos
Políticos, a cargo de la diputada Miriam Dennis Ibarra
Rangel, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Cambio Climático, a cargo de la diputada Mi-
riam Dennis Ibarra Rangel, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 5o. y adiciona un artículo 116 Bis
a la Ley Federal del Trabajo, a cargo del diputado Pedro
Luis Noble Monterrubio, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 267 del Código Nacional de Pro-
cedimientos Penales, a cargo del diputado Pedro Luis No-
ble Monterrubio, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal de Armas de Fuego y Explosivos, de la Ley Gene-
ral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, de la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente y de la Ley General de Protección Civil, suscri-
ta por diversos diputados integrantes de los Grupos Parla-
mentarios de Morena y de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de
la Ley General de Víctimas, a cargo de la diputada Araceli
Damián González, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma el artículo 93 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Araceli
Damián González, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma el artículo 151 de la Ley del Seguro Social, a
cargo de la diputada Araceli Damián González, del Grupo
Parlamentario de Morena. 

Que reforma diversas disposiciones de la Ley Orgánica del
Instituto Nacional de Antropología e Historia, suscrita por
los diputados Virgilio Dante Caballero Pedraza y Ángel
Antonio Hernández de la Piedra, del Grupo Parlamentario
de Morena. 

Que reforma el artículo 18 de la Ley Sobre el Escudo, la
Bandera y el Himno Nacionales, a cargo de la diputada
Eloísa Chavarrías Barajas, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. 



Que reforma el artículo 58 de la Ley General de Protec-
ción Civil, a cargo del diputado José Luis Toledo Medi-
na, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. 

Que adiciona un artículo 310 Bis a la Ley General de Títu-
los y Operaciones de Crédito, a cargo de la diputada Clau-
dia Sofía Corichi García, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano. 

Que reforma el artículo 5o. de la Ley Federal de los Traba-
jadores al Servicio del Estado, Reglamentaria del Apartado
B) del Artículo 123 Constitucional, a cargo del diputado
Moisés Guerra Mota, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano. 

Que adiciona un artículo 57-Bis a la Ley Federal de Pro-
tección al Consumidor, a cargo del diputado Germán Er-
nesto Ralis Cumplido, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano. 

Que adiciona los artículos 191 y 192 de la Ley Federal de
Telecomunicaciones y Radiodifusión, a cargo del diputado
Salvador Zamora Zamora, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano. 

Que reforma los artículos 1o. y 14 de la Ley General de los
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, a cargo de la
diputada Emma Margarita Alemán Olvera, del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma el artículo 7o. de la Ley General de Protec-
ción Civil, suscrita por los diputados Héctor Javier Álvarez
Ortiz y Maricela Serrano Hernández, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona el artículo 5o. de la Ley de los Ins-
titutos Nacionales de Salud, a cargo del diputado Carlos
Lomelí Bolaños, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma el artículo 167 del Código Nacional de Pro-
cedimientos Penales, a cargo de la diputada Martha Lorena
Covarrubias Anaya, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 74 de la Ley del Impuesto Sobre la
Renta, a cargo del diputado Armando Alejandro Rivera
Castillejos, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. 

Que reforma el artículo 6o. de la Ley General de Socieda-
des Mercantiles, a cargo del diputado José Luis Orozco
Sánchez Aldana, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Ciencia y Tecnología, de la Ley Federal del Derecho de
Autor y de la Ley de la Propiedad Industrial, a cargo de la
diputada María Cristina García Bravo, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Que reforma el artículo 160 de la Ley del Impuesto sobre
la Renta, a cargo del diputado José Luis Orozco Sánchez
Aldana, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
sobre la Celebración de Tratados y de la Ley de Inversión
Extranjera, a cargo de la diputada María Cristina García
Bravo, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática. 

Que reforma diversas disposiciones de la Ley General de
Salud, a cargo del diputado José Luis Orozco Sánchez Al-
dana, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. 

Que expide la Ley Nacional de Remuneraciones de los Ser-
vidores Públicos, a cargo del diputado Víctor Manuel Gior-
gana Jiménez, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional. 

Que expide la Ley sobre la Celebración de Tratados y Vin-
culación Internacional, a cargo del diputado Víctor Manuel
Giorgana Jiménez, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes,
a cargo de la diputada Azul Etcheverry Aranda, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 9o. de la Ley de Aguas Nacionales,
a cargo del diputado Evelio Plata Inzunza, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 3o. de la Ley Orgánica del Banco
del Ahorro Nacional y Servicios Financieros, a cargo del
diputado Evelio Plata Inzunza, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional. 
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Que reforma el artículo 120 de la Ley General de Pesca y
Acuacultura Sustentables, a cargo del diputado Mario Ariel
Juárez Rodríguez, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que adiciona el artículo 83 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, en materia de pensiones
para expresidentes, suscrita por los diputados Verónica
Delgadillo García y José Clemente Castañeda Hoeflich, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma diversas disposiciones de la Ley Federal de
Consulta Popular, a cargo del diputado Justo Federico Es-
cobedo Miramontes, del Grupo Parlamentario del Partido
Encuentro Social. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Caminos, Puentes y Autotransporte Federal y de la Ley Fe-
deral del Trabajo, a cargo del diputado Daniel Torres Cantú. 

Que reforma el artículo 381 del Código Penal Federal, a car-
go de la diputada Zacil Leonor Moguel Manzur, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Caminos, Puentes y Autotransporte Federal, a cargo del
diputado Daniel Torres Cantú. 

Que reforma los artículos 17 y 20 de la Ley de los Dere-
chos de las Personas Adultas Mayores, a cargo de la dipu-
tada Lilian Zepahua García, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona los artículos 16 Bis y 17 de la Ley
General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Vio-
lencia, a cargo de la diputada Concepción Villa González,
del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma el artículo 5o. de la Ley Orgánica del Conse-
jo Nacional de Ciencia y Tecnología, a cargo de la diputada
Janette Ovando Reazola, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Federal del Trabajo, en materia de derechos laborales de las
y los periodistas, suscrita por las diputadas Laura Nereida
Plascencia Pacheco y Carmen Salinas Lozano, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 14 de la Ley General del Sistema
Nacional de Seguridad Pública, a cargo del diputado José

Luis Toledo Medina, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Que reforma los artículos 79 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos y 86 de la Ley de Fiscaliza-
ción y Rendición de Cuentas de la Federación, a cargo de
la diputada Minerva Hernández Ramos, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma los artículos 116 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos y 42 de la Ley General
del Sistema Nacional Anticorrupción, suscrita por dipu-
tados integrantes de los Grupos Parlamentarios de Acción
Nacional, de Morena, del Revolucionario Institucional, de
la Revolución Democrática, de Movimiento Ciudadano, de
Encuentro Social y diputado Independiente. 

Que reforma el artículo 212 de la Ley General de Salud, a car-
go del diputado José Luis Orozco Sánchez Aldana, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.

Que reforma el artículo 29 de la Ley General de Pesca y
Acuacultura Sustentables, a cargo del diputado Wenceslao
Martínez Santos, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional. 

Que adiciona un artículo 468 Bis a la Ley General de Salud
y reforma el artículo 250 del Código Penal Federal, a cargo
de la diputada Elvia Graciela Palomares Ramírez, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona los artículos 3o., 18 y 21 de la Ley
General de Turismo, a cargo de la diputada Zacil Leonor
Moguel Manzur, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional. 

Que adiciona un articulo 87-Bis 3 a la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, a cargo
del diputado Enrique Rojas Orozco, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 43 de la Ley General de Protec-
ción Civil, a cargo del diputado Germán Escobar Manja-
rrez, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional. 

Que reforma el artículo 51 de la Ley General de Desarro-
llo Social, a cargo del diputado Germán Escobar Manja-
rrez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. 



Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, a cargo de la diputada Alicia Guadalupe Gamboa
Martínez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Prestación de Servicios para la Atención, Cui-
dado y Desarrollo Integral Infantil, suscrita por diputadas
integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional. 

Que reforma y adiciona los artículos 65 Bis y 419 de la Ley
General de Salud, a cargo del diputado David Jiménez
Rumbo, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática. 

Que adiciona diversas disposiciones a la Ley General de
Salud, a cargo del diputado Alberto Martínez Urincho, del
Grupo Parlamentario de Morena. 

Que expide la Ley para la Protección del Patrimonio Cul-
tural de México, suscrita por diputados integrantes de la
Comisión Especial para el Patrimonio Cultural de México. 

Que reforma el artículo 67 de la Ley General de Salud, a
cargo del diputado Elías Octavio Iñiguez Mejía, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de
Violencia, a cargo de la diputada Erika Irazema Briones
Pérez, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revo-
lución Democrática. 

Que reforma la denominación del capítulo V del Título Dé-
cimo Tercero y adiciona un artículo 248 Ter al Código Pe-
nal Federal, a cargo del diputado Juan Romero Tenorio, del
Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma el artículo 33 de la Ley General de Educa-
ción, a cargo de la diputada Rosa Guadalupe Chávez Acos-
ta, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones a la Ley Fe-
deral del Trabajo, a cargo de la diputada Emma Margarita
Alemán Olvera, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional.

Que reforma el artículo 2o. de la Ley del Impuesto Espe-
cial sobre Producción y Servicios, a cargo de la diputada
Claudia Sofia Corichi, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano. 

Que deroga el artículo 261 de la Ley de Amparo, Regla-
mentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del dipu-
tado Daniel Ordóñez Hernández, del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática. 

Que reforma los artículos 24, 25, 132 y 994 de la Ley Fe-
deral del Trabajo, a cargo de la diputada Ana Georgina Za-
pata Lucero, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional. 

Que reforma diversas disposiciones de la Ley Federal de
Responsabilidades de los Servidores Públicos, a cargo del
diputado Jesús Zambrano Grijalva, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido de la Revolución Democrática. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal del Trabajo, a cargo del diputado José Luis Toledo
Medina, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Instituciones y Procedimientos Electorales, en
materia de paridad de género, suscrita por las diputadas
Laura Nereida Plascencia Pacheco y Mariana Benítez Ti-
burcio, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
los Derechos de las Personas Adultas Mayores, a cargo de
la diputada Fabiola Guerrero Aguilar, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona los artículos 77 y 96 de la Ley de
Instituciones de Crédito, a cargo del diputado Carlos Lo-
melí Bolaños, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma los artículos 12 de la Ley General de Educa-
ción y 2o. y 26 de la Ley General de Protección Civil, a
cargo de la diputada Yarith Tannos Cruz, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Sobre el Contrato de Seguro, a cargo del diputado Carlos
Lomelí Bolaños, del Grupo Parlamentario de Morena. 
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Que adiciona el artículo 7o. de la Ley General de Educa-
ción, a cargo de la diputada Claudia Sofía Corichi García,
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma y adiciona el artículo 19 Bis de la Ley Fede-
ral de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, suscrita
por los diputados Minerva Hernández Ramos y Federico
Döring Casar, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, de
la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del
Sector Público y de la Ley del Instituto de Seguridad y Ser-
vicios Sociales de los Trabajadores del Estado, a cargo del
diputado Erik Juárez Blanquet, del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática. 

Que reforma y adiciona los artículos 6o., 6 Bis y 19 de la
Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal, a car-
go del diputado Carlos Lomelí Bolaños, del Grupo Parla-
mentario de Morena. 

Que adiciona un artículo 130 Bis a la Ley General de De-
sarrollo Forestal Sustentable, a cargo de la diputada Laura
Mitzi Barrientos Cano, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 2o. de la Ley Monetaria de los Es-
tados Unidos Mexicanos, a cargo de diputados integrantes
de los Grupos Parlamentarios de Nueva Alianza, de More-
na, del Partido Revolucionario Institucional, de Movimien-
to Ciudadano, del Partido Acción Nacional y del Partido de
la Revolución Democrática. 

Que adiciona un artículo 60 Bis 3 a la Ley General de Vi-
da Silvestre, a cargo de la diputada Laura Mitzi Barrientos
Cano, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, de
la Ley del Fondo Mexicano del Petróleo para la Estabiliza-
ción y el Desarrollo y de la Ley de los Órganos Regulado-
res Coordinados en Materia Energética, a cargo de la dipu-
tada María de los Ángeles Rodríguez Aguirre, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma el artículo 6o. de la Ley General de Acceso de
las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, a cargo de la

diputada Laura Mitzi Barrientos Cano, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley del
Impuesto sobre la Renta y de la Ley del Impuesto al Valor
Agregado, a cargo de la diputada Minerva Hernández Ra-
mos, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma el artículo 21 de la Ley General de Acceso de
las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, a cargo de la
diputada Laura Mitzi Barrientos Cano, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma los artículos 45 y 46 de la Ley General de Ac-
ceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, a cargo
de la diputada Laura Mitzi Barrientos Cano, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma los artículos 6o. y 7o. de la Ley General para la
Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia, a cargo
de la diputada Paola Iveth Gárate Valenzuela, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 134 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Ra-
món Bañales Arámbula, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional. 

Que reforma los artículos 225 del Código Penal Federal
y 137 del Código Nacional de Procedimientos Penales, a
cargo del diputado César Alejandro Domínguez Domín-
guez, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Educación, de la Ley General de Protección Ci-
vil y de la Ley General de Asentamientos Humanos, Orde-
namiento Territorial y Desarrollo Urbano, a cargo del dipu-
tado Salomón Fernando Rosales Reyes, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 49 de la Ley General de Protección
Civil, a cargo del diputado Marco Antonio García Ayala,
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional. 

Que reforma los artículos 61 y 111 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la dipu-
tada Rosalinda Muñoz Sánchez, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional. 



Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley del
Impuesto al Valor Agregado y de la Ley del Impuesto sobre
la Renta, suscrita por los diputados Minerva Hernández Ra-
mos, Guadalupe Acosta Naranjo y Francisco Xavier Nava
Palacios, de los Grupos Parlamentarios del Partido Acción
Nacional y del Partido de la Revolución Democrática. 

Que expide la Ley de los Derechos de las Personas Usua-
rias de Perros Guía y/o de Asistencia Médica, a cargo di-
versos diputados integrantes de los Grupos Parlamentarios
del Partido Acción Nacional, del Partido Revolucionario
Institucional y del Partido Verde Ecologista de México. 

Que reforma diversas disposiciones de la Ley Federal de
Protección al Consumidor y de la Ley General de Acceso
de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, a cargo de la
diputada Verónica Delgadillo García, del Grupo Parlamen-
tario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma el artículo 30 de la Ley General de Cultura
Física y Deporte, a cargo del diputado José Adrián Gon-
zález Navarro, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Salud, de la Ley del Seguro Social y de la Ley
General de Responsabilidades Administrativas, a cargo del
diputado Juan Carlos Ruiz García, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Salud, a cargo de la diputada Blanca Margarita
Cuata Domínguez, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Cambio Climático, a cargo de la diputada Ma-
ría Guadalupe Oyervides Valdez, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 2o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Vita-
lico Cándido Coheto Martínez, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona el artículo 5o. de la Ley del Im-
puesto Especial sobre Producción y Servicios, a cargo del
diputado Juan Fernando Rubio Quiroz, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Que reforma los artículos 97 y 97 Bis del Código Penal Fe-
deral y 7o. de la Ley General de Víctimas, a cargo del dipu-
tado Benjamín Medrano Quezada, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones del Código
Penal Federal, en materia de responsabilidad penal de las
personas jurídicas y medio ambiente, a cargo del diputado
Eukid Castañón Herrera, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Víctimas, a cargo del diputado Renato Josafat
Molina Arias, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma el artículo 366 de la Ley de Instituciones de
Seguros y de Fianzas, a cargo del diputado Benjamín Me-
drano Quezada, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona el artículo 1o. de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del
diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar, del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional. 

Que adiciona diversas disposiciones al Código Penal Fede-
ral, a cargo del diputado Alfredo Anaya Orozco, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que adiciona un artículo 26 Bis a la Ley General de Acce-
so de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, a cargo de
la diputada Laura Nereida Plascencia Pacheco, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 24 de la Ley de Aguas Nacionales,
a cargo del diputado Jorge Dávila Flores, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal del Trabajo, de la Ley del Instituto de Seguridad y
Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, de la
Ley del Seguro Social, y de la Ley del Instituto de Seguri-
dad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas, suscrita
por los diputados Rafael Yerena Zambrano y Laura Nerei-
da Plascencia Pacheco, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona los artículos 5, 27 y 43 de la Ley
General de Desarrollo Social, a cargo de la diputada Ara-
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celi Saucedo Reyes, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática. 

Que reforma el artículo 20 de la Ley Federal para Prevenir
y Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidro-
carburos, a cargo de la diputada Adriana del Pilar Ortiz
Lanz, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. 

Que adiciona el artículo 4o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Jorge
López Martín, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. 

Que adiciona el artículo 3o. de la Ley Federal de Compe-
tencia Económica, a cargo del diputado José Antonio Este-
fan Garfias, del Grupo Parlamentario del Partido de la Re-
volución Democrática. 

Que adiciona el artículo 7o. de Ley General de Educación,
a cargo de la diputada Sara Paola Gálico Félix Díaz, del
Grupo Parlamentario de Morena. 

Que expide la Ley Federal del Patrimonio Cultural de la
Nación, a cargo de la diputada Adriana del Pilar Ortiz
Lanz, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. 

Que reforma el artículo 48 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, a cargo del diputado Omar Ortega Álva-
rez, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática. 

Que reforma la denominación de la Ley de la Economía
Social y Solidaria, Reglamentaria del Párrafo Octavo del
Artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, en lo referente al sector social de la eco-
nomía, a cargo de la diputada Norma Xóchitl Hernández
Colín, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos en ma-
teria de revocación de mandato, suscrita por diputados in-
tegrantes del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano. 

Que reforma los artículos 35 y 35 Bis 2 de la Ley General
del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, a
cargo del diputado Benjamín Medrano Quezada, del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que adiciona el artículo 7o. de la Ley de Ayuda Alimenta-
ria para los Trabajadores, a cargo del diputado José Adrián
González Navarro, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional. 

Que adiciona un artículo 45 Bis a la Ley de la Economía
Social y Solidaria, Reglamentaria del Párrafo Octavo del
Artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, en lo referente al sector social de la eco-
nomía, a cargo de la diputada Norma Xóchitl Hernández
Colín, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma los artículos 33 y 38 de la Ley General de Edu-
cación, a cargo del diputado Alberto Silva Ramos, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la
Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los
Trabajadores del Estado, a cargo de la diputada Norma Xó-
chitl Hernández Colín, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma los artículos 66, 71 y 116 de la Ley Sobre el
Contrato de Seguro, a cargo del diputado Fernando Uriarte
Zazueta, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional. 

Que reforma los artículos 5o. y 6o. de la Ley Federal de
Fomento a las Actividades Realizadas por Organizaciones
de la Sociedad Civil, a cargo de la diputada Elvia Graciela
Palomares Ramírez, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona los artículos 39 y 90 de la Ley Or-
gánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, a cargo del diputado Juan Antonio Ixtláhuac Ori-
huela, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. 

Que reforma el artículo 48 de la Ley de Instituciones de
Crédito, a cargo del diputado Braulio Mario Guerra Urbio-
la, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. 

Que adiciona diversas disposiciones a la Ley Nacional de
Ejecución Penal, a cargo de la diputada Alma Carolina Vig-
giano Austria, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 24 de la Ley de Protección y De-
fensa al Usuario de Servicios Financieros, a cargo del dipu-



tado Fernando Uriarte Zazueta, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
del Impuesto sobre la Renta, a cargo del diputado Jorge
Dávila Flores, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones a la Ley de
Migración, a cargo del diputado José Antonio Estefan Gar-
fias, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática. 

Que reforma y deroga diversas disposiciones de la Ley de
Petróleos Mexicanos, de la Ley de la Comisión Federal de
Electricidad y de la Ley del Fondo Mexicano del Petróleo
para la Estabilización y el Desarrollo, a cargo de la dipu-
tada Norma Rocío Nahle García, del Grupo Parlamentario
de Morena. 

Que reforma el artículo 11 de la Ley General para la Inclu-
sión de las Personas con Discapacidad, a cargo del dipu-
tado Matías Nazario Morales, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma los artículos 84, 85 y 134 del Código Nacio-
nal de Procedimientos Penales, a cargo del diputado José
Máximo García López, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones a la Ley Ge-
neral de Partidos Políticos, a cargo del diputado José Anto-
nio Estefan Garfias, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática. 

Que reforma los artículos 16 y 17 de la Ley General de Ac-
ceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, suscri-
ta por las diputadas María Candelaria Ochoa Avalos y Mir-
za Flores Gómez, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano. 

Que reforma el artículo 78 de la Ley de Vivienda, a cargo
de la diputada María García Pérez, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional. 

Que abroga la Ley General de Sociedades Cooperativas y
expide una nueva Ley General de Sociedades Cooperati-
vas, a cargo del diputado Juan Romero Tenorio, del Grupo
Parlamentario de Morena. 

Que reforma el artículo 113 del Código Nacional de Pro-
cedimientos Penales, a cargo del diputado Germán Ernesto
Ralis Cumplido, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano. 

Que reforma el artículo 7o. de la Ley General de Educa-
ción, suscrita por las diputadas Flor Estela Rentería Medi-
na, Ana María Boone Godoy y María Guadalupe Oyervi-
des Valdez, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Salud, a cargo de la diputada Rosalina Mazari
Espín, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Desarrollo Forestal Sustentable y de la Ley Ge-
neral de Cambio Climático, a cargo del diputado Benjamín
Medrano Quezada, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Que reforma los artículos 149 de la Ley General de los De-
rechos de Niñas, Niños y Adolescentes y 75 de la Ley Ge-
neral de Educación, a cargo de la diputada Xitlalic Ceja
García, del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 9o. de la Ley General de la In-
fraestructura Física Educativa, suscrita por diversos dipu-
tados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Víctimas y de la Ley Orgánica del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del
diputado Alberto Silva Ramos, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional. 

Que expide la Ley de la Comisión de la Verdad sobre Vio-
laciones a los Derechos Humanos en México, a cargo del
diputado José Clemente Castañeda Hoeflich, del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones del Código
Civil Federal, de la Ley General de Población, de la Ley
General de Instituciones y Procedimientos Electorales y de
la Ley de Ascensos de la Armada de México, a cargo del
diputado Tomás Roberto Montoya Díaz, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. 
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Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Medio
Ambiente, de la Ley Minera, y del Código Penal Federal, a
cargo del diputado Clemente Castañeda Hoeflich, del Gru-
po Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma los artículos 102 y 116 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, suscrita por los
diputados Braulio Mario Guerra Urbiola y Lorena Corona
Valdés, de los Grupos Parlamentarios de los Partidos Re-
volucionario Institucional y Verde Ecologista de México,
respectivamente. 

Que reforma el artículo 77 bis 1 de la Ley General de Sa-
lud, a cargo de la diputada Marbella Toledo Ibarra, del Gru-
po Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma el artículo 10 de la Ley Federal de Zonas Eco-
nómicas Especiales, a cargo de la diputada Yarith Tannos
Cruz, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional.

Que reforma los artículos 5o. de la Ley General de Turis-
mo y 30 de la Ley General de Cambio Climático, a cargo
del diputado Benjamín Medrano Quezada, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 170 de la Ley de Amparo, Regla-
mentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del dipu-
tado Ricardo Ramírez Nieto, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. 

De Decreto por el que se declara el 19 de Septiembre co-
mo el Día Nacional del Rescate Canino, a cargo del dipu-
tado Gustavo Adolfo Cárdenas Gutiérrez, del Grupo Parla-
mentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma el artículo 22 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Ri-
cardo Ramírez Nieto, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 34 de la Ley Orgánica de la Procu-
raduría General de la República, a cargo del diputado Ri-
cardo Ramírez Nieto, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 102 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Ma-

ría Elena Orantes López, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano. 

Que reforma los artículos 1o. y 24 de la Ley Federal de
Protección al Consumidor, a cargo del diputado Alejandro
González Murillo, del Grupo Parlamentario del Partido En-
cuentro Social. 

Que reforma el artículo 35 de la Ley Orgánica de la Procu-
raduría General de la República, a cargo del diputado Ri-
cardo Ramírez Nieto, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 37 de la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria, a cargo de la dipu-
tada Adriana Elizarraráz Sandoval, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional. 

Que reforma el artículo 36 de la Ley Orgánica de la Procu-
raduría General de la República, a cargo del diputado Ri-
cardo Ramírez Nieto, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
de Migración, a cargo de la diputada Arlette Ivette Mu-
ñoz Cervantes, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional. 

Que reforma el artículo 4o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada
Mirza Flores Gómez, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano. 

Que reforma el artículo 55 de la Ley General del Sistema
Nacional de Seguridad Pública, a cargo del diputado Ri-
cardo Ramírez Nieto, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Que reforma los artículos 19 y 20 de la Ley de los Dere-
chos de las Personas Adultas Mayores, a cargo de la dipu-
tada Gabriela Ramírez Ramos, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional. 

Que reforma y adiciona el artículo 26 de la Ley de Ampa-
ro, Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo
del diputado Ricardo Ramírez Nieto, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional. 



Que reforma los artículos 3o. y 994 de la Ley Federal del
Trabajo, a cargo de la diputada Gabriela Ramírez Ramos,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma los artículos 77, 262 y 267 de la Ley de Am-
paro, Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo
del diputado Ricardo Ramírez Nieto, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma los artículos 55 Bis, 55 Bis 1 y 55 Bis 2 de la
Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal, a car-
go de la diputada María Verónica Agúndis Estrada, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Ciencia y Tecnología, a cargo de la diputada Marisol Var-
gas Bárcena, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. 

Que reforma el artículo 45 de la Ley Federal de Responsa-
bilidades de los Servidores Públicos, a cargo del diputado
Juan Pablo Piña Kurczyn, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. 

Que reforma el artículo 12 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, a cargo del diputado Omar Ortega Álva-
rez, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática. 

Que reforma los artículos 20 y 23 de la Ley para Regular
las Sociedades de Información Crediticia, a cargo del dipu-
tado Roberto Alejandro Cañedo Jiménez, del Grupo Parla-
mentario de Morena. 

Que reforma y deroga diversas disposiciones del Código
Civil Federal, en materia de matrimonio infantil, a cargo
del diputado Víctor Manuel Sánchez Orozco, del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma los artículos 7o. y 48 de la Ley General de Edu-
cación, a cargo de la diputada Susana Corella Platt, del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 37 y se adiciona un artículo 102
Bis de la Ley de los Sistemas de Ahorro para el Retiro, a
cargo del diputado Alfredo Javier Rodríguez Dávila, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma y adiciona los artículos 5o. y 10 del Código
de Ética de la Cámara de Diputados, a cargo del diputado
Omar Ortega Álvarez, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática. 

Que reforma los artículos 6o. y 93 de la Ley General de Sa-
lud, a cargo del diputado Roberto Alejandro Cañedo Jimé-
nez, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma el artículo 170 de la Ley Federal del Trabajo, a
cargo de la diputada Ana Georgina Zapata Lucero, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 4o. de la Ley Minera, a cargo del
diputado Diego Valente Valera Fuentes, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Que reforma y adiciona los artículos 26 y 31 de la Ley Fe-
deral de Armas de Fuego y Explosivos, a cargo de la dipu-
tada Cristina Ismene Gaytán Hernández, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Que reforma el artículo 17 de la Ley General para la Igual-
dad entre Mujeres y Hombres, a cargo de la diputada Alma
Lilia Luna Munguía, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios y de la
Ley de Coordinación Fiscal, a cargo del diputado Waldo
Fernández González, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática. 

Que reforma el artículo 7o. de la Ley del Registro Público
Vehicular, a cargo del diputado Federico Eugenio Vargas
Rodríguez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional. 

Que adiciona diversas disposiciones a la Ley General de
Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, a
cargo de la diputada Olga Catalán Padilla, del Grupo Par-
lamentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Que reforma el artículo 151 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, a cargo del diputado Federico Eugenio Var-
gas Rodríguez, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal del Trabajo, a cargo de la diputada Olga Catalán
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Padilla, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática. 

Que reforma el artículo 134 del Código Civil Federal, a cargo
del diputado Federico Eugenio Vargas Rodríguez, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 27 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Prós-
pero Manuel Ibarra Otero, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 187 del Código Nacional de Pro-
cedimientos Penales, a cargo del diputado Álvaro Ibarra
Hinojosa, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional. 

Que reforma el artículo 27 de la Ley Nacional de Ejecución
Penal, a cargo del diputado Álvaro Ibarra Hinojosa, del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que adiciona un artículo 421 Bis al Código Nacional de
Procedimientos Penales, a cargo del diputado Álvaro Iba-
rra Hinojosa, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional. 

Que reforma el artículo 189 de la Ley Federal de Teleco-
municaciones y Radiodifusión, a cargo del diputado Álva-
ro Ibarra Hinojosa, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Que adiciona diversas disposiciones al Código Penal Fede-
ral, suscrita por los diputados Armando Luna Canales y
Waldo Fernández González, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 17 de la Ley de los Derechos de las
Personas Adultas Mayores, a cargo de la diputada Beatriz
Vélez Núñez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional. 

Que reforma diversas disposiciones del Código Penal Fe-
deral, de la Ley General de Educación y del Código Civil
Federal, suscrita por la diputada Juana Aurora Cavazos Ca-
vazos y diversos diputados integrantes del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que adiciona un artículo 201 Bis 4 al Código Penal Federal,
a cargo de la diputada Alma Lilia Luna Munguía, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma los artículos 139 y 140 de la Ley de la Industria
Eléctrica, a cargo del diputado José Everardo López Córdo-
va, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma los artículos 3o., 8o., 16 y 40 de la Ley de
Puertos, a cargo de la diputada María Luisa Beltrán Re-
yes, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática. 

Que reforma los artículos 3o. y 25 de la Ley General de Sa-
lud, a cargo del diputado Alejandro González Murillo, del
Grupo Parlamentario del Partido Encuentro Social. 

Que reforma el artículo 73 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, suscrita por los diputados
Daniel Torres Cantú, diputado sin partido y Samuel Rodrí-
guez Torres, del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México. 

Que reforma el artículo 27 de la Ley Nacional de Ejecución
Penal, a cargo del diputado Álvaro Ibarra Hinojosa, del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma los artículos 51 y 325 del Código Penal Fede-
ral, a cargo del diputado Clemente Castañeda Hoeflich, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma los artículos 11 Bis y 254 Bis del Código
Penal Federal, a cargo del diputado Álvaro Ibarra Hino-
josa, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional. 

Que reforma el artículo 2o. de la Ley del Impuesto al Valor
Agregado, a cargo del diputado José Máximo García Ló-
pez, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma y adiciona el artículo 6o. de la Ley Agraria, a
cargo de la diputada María Elena Orantes López, del Gru-
po Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que expide la Ley de Zonas Económicas Libres para los
Estados de la Frontera Norte, suscrita por la diputada Luz
Argelia Paniagua Figueroa y diputados de Baja California
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma el artículo 7o. de la Ley General de Turismo,
para restablecer el balance del ciclo del agua en los desti-
nos turísticos, a cargo del diputado Benjamín Medrano
Quezada del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional. 



Que reforma y adiciona el artículo 123 del Código Penal
Federal, a cargo de la diputada Patricia Sánchez Carrillo,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma el artículo 7o. de la Ley General de Turismo,
en materia de acciones de eficiencia energética en las em-
presas turísticas, a cargo del diputado Benjamín Medrano
Quezada, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional. 

Que reforma el artículo 168 del Código Civil Federal, a
cargo del diputado Marco Antonio Aguilar Yunes, del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Vio-
lencia, a cargo de la diputada Miriam Dennis Ibarra Ran-
gel, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. 

Que reforma los artículos 25 y 27 de la Ley de Institucio-
nes de Seguros y de Fianzas, a cargo del diputado Oscar
Valencia García, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional. 

Que adiciona un artículo 83 Bis al Código Civil Federal, a
cargo del diputado David Sánchez Isidoro, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 12 de la Ley General de Educación
y adiciona un artículo 7-Bis a la Ley de la Comisión Fede-
ral de Electricidad, a cargo del diputado David Sánchez Isi-
doro, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. 

Que reforma el artículo 105 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Ma-
ría Soledad Sandoval Martínez, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 30 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado José
Máximo García López, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal del Trabajo, a cargo del diputado Miguel Alva y
Alva, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que adiciona el artículo 12 de la Ley General para la Pre-
vención y Gestión Integral de los Residuos, suscrita por el
diputado Juan Manuel Celis Aguirre e integrantes del Gru-
po Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México. 

Que reforma el artículo 7o. de la Ley de Energía para el
Campo, a cargo del diputado Fernando Quetzalcóatl Moc-
tezuma Pereda, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Or-
gánica de la Administración Pública Federal y de la Ley Ge-
neral del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, a
cargo del diputado José Luis Toledo Medina, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma diversas disposiciones de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, suscrita por dipu-
tados integrantes de los Grupos Parlamentarios de Morena
y del Partido de la Revolución Democrática. 

Que reforma el artículo 18 de la Ley sobre el Escudo, la
Bandera y el Himno Nacionales, a cargo de la diputada
Cristina Sánchez Coronel, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona los artículos 39 y 90 de la Ley Or-
gánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, suscrita por las diputadas Ana María Boone Godoy,
María Guadalupe Oyervides Valdez y Flor Estela Rentería
Medina, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional. 

Que reforma y adiciona el artículo 23 de la Ley para la Co-
ordinación de la Educación Superior, a cargo del diputado
Enrique Rojas Orozco, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 19 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Álva-
ro Ibarra Hinojosa, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 123 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Álva-
ro Ibarra Hinojosa, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 10 de la Ley Reglamentaria de las
Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Polí-
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tica de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado
Álvaro Ibarra Hinojosa, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona los artículos 47 y 49 de la Ley Ge-
neral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, a
cargo de la diputada Guadalupe González Suástegui, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Salud, suscrita por los diputados Evelyn Parra
Álvarez y Juan Fernando Rubio Quiroz, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Que reforma y adiciona los artículos 55 y 56 de la Ley de De-
sarrollo Rural Sustentable, a cargo de la diputada Natalia Ka-
rina Barón Ortiz, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma el artículo 4o. de la Ley General para la Igual-
dad entre Mujeres y Hombres, a cargo de la diputada An-
gélica Reyes Ávila, del Grupo Parlamentario de Nueva
Alianza. 

Que reforma el artículo 3o. de la Ley General de Turismo,
a cargo del diputado Alejandro González Murillo, del Gru-
po Parlamentario del Partido Encuentro Social. 

Que reforma el artículo 383 del Código Nacional de Pro-
cedimientos Penales, a cargo del diputado Álvaro Ibarra
Hinojosa, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional. 

Que reforma y adiciona los artículos 31 y 65 de la Ley pa-
ra la Protección de Personas Defensoras de Derechos Hu-
manos y Periodistas, a cargo de la diputada Janette Ovan-
do Reazola, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. 

Que reforma diversas disposiciones de la Ley del Seguro So-
cial, a cargo del diputado José Estefan Garfias, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Que deroga el artículo 61 de la Ley de Instituciones de
Crédito, a cargo del diputado Alejandro Cañedo Jiménez,
del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma y adiciona los artículos 79 de la Ley del Im-
puesto Sobre la Renta, y 173 y 239 de la Ley Federal de
Derechos, a cargo de la diputada María Elena Orantes Ló-
pez, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma el artículo 26 de la Ley General de Acceso de
las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, a cargo de la
diputada Angélica Reyes Ávila, del Grupo Parlamentario
de Nueva Alianza. 

Que reforma los artículos 336 y 336 Bis del Código Pe-
nal Federal, a cargo de la diputada Refugio Trinidad Gar-
zón Canchola, del Grupo Parlamentario del Partido En-
cuentro Social. 

Que reforma y adiciona los artículos 18 y 22 de la Ley Ge-
neral del Sistema Nacional de Seguridad Pública, a cargo
del diputado Álvaro Ibarra Hinojosa, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que deroga el artículo 44 de la Ley del Instituto del Fondo
Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, a cargo del
diputado Alejandro Cañedo Jiménez, del Grupo Parlamen-
tario de Morena. 

Que reforma y adiciona los artículos 6o., 26 y 27 de la Ley
General para el Control del Tabaco, a cargo del diputado
Germán Ernesto Ralis Cumplido, del Grupo Parlamentario
de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma diversas disposiciones de la Ley General de
Educación, a cargo de la diputada Mirna Isabel Saldívar
Paz, del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza. 

Que reforma el artículo 167 de la Código Nacional de Pro-
cedimientos Penales, a cargo del diputado José Alfredo Fe-
rreiro Velazco, del Grupo Parlamentario del Partido En-
cuentro Social. 

Que reforma los artículos transitorios Segundo, Tercero,
Cuarto y Quinto del Decreto por el que se reforman y adi-
cionan diversas disposiciones del Código de Comercio, en
materia de Juicios Orales Mercantiles, publicado en el
DOF el 25 de enero de 2017, a cargo del diputado Álvaro
Ibarra Hinojosa, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 49 de la Ley Federal de Dere-
chos, a cargo de la diputada María del Rocío Rebollo
Mendoza, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones del Código
Civil Federal, de la Ley General de Vida Silvestre y de la
Ley de Aguas Nacionales, a cargo del diputado Jorge Ál-



varez Maynez, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones del Artícu-
lo Décimo Cuarto Transitorio del Decreto por el que se re-
forman y adicionan diversas disposiciones de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, en Materia
de Energía, publicado en el Diario Oficial de la Federación
el 20 de diciembre de 2013, de la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria y de la Ley del Fon-
do Mexicano del Petróleo para la Estabilización y el Desa-
rrollo, a cargo del diputado Jesús Rafael Méndez Salas, del
Grupo Parlamentario de Nueva Alianza. 

Que adiciona el artículo 48 Bis 3 de la Ley de Instituciones
de Crédito, a cargo del diputado Marco Antonio Barranco
Sánchez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional. 

Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones del
Código Civil Federal, suscrita por las diputadas María
Candelaria Ochoa Avalos, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano, y Maricela Contreras Julián, del
Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma los artículos 259 Bis y adiciona un artículo
259 Ter del Código Penal Federal, a cargo del diputado
Francisco Javier Pinto Torres, del Grupo Parlamentario de
Nueva Alianza. 

Que reforma el artículo 3o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Mir-
na Isabel Saldívar Paz, del Grupo Parlamentario de Nueva
Alianza. 

Que reforma el artículo 27 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada
Noemí Zoila Guzmán Lagunes, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma los artículos 56 y 74 de la Ley Federal de Pro-
cedimiento Administrativo, a cargo de la diputada Mirna
Isabel Saldívar Paz, del Grupo Parlamentario de Nueva
Alianza. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal del Trabajo, a cargo del diputado José Hugo Ca-
brera Ruíz, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional. 

Que reforma los artículos 1o. y 15 Sextus de la Ley Fede-
ral para Prevenir y Eliminar la Discriminación, a cargo del
diputado Benjamín Medrano Quezada, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Salud, a cargo de la diputada Alicia Guadalupe
Gamboa Martínez, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Que adiciona un artículo 60 Bis 3 a la Ley General de Vi-
da Silvestre, a cargo de la diputada Erika Araceli Rodrí-
guez Hernández, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional. 

Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones del
Código Nacional de Procedimientos Penales, a cargo del
diputado Wenceslao Martínez Santos, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Acción Nacional. 

Que adiciona el artículo 41 Bis de la Ley General de
Educación, a cargo de la diputada María Luisa Beltrán
Reyes, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revo-
lución Democrática. 

Que adiciona un artículo 1 Ter a la Ley General de Salud,
suscrito por el diputado José Refugio Sandoval Rodríguez
y diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Parti-
do Verde Ecologista de México. 

que reforma los artículos 2o. y 6o. de la Ley de Coordina-
ción Fiscal, a cargo del diputado Adán Pérez Utrera, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma los artículos 25 y 27 de la Ley de Institucio-
nes de Seguros y de Fianzas, a cargo del diputado Luis Al-
fredo Valles Mendoza, del Grupo Parlamentario de Nueva
Alianza. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General para la Inclusión de las Personas con Discapaci-
dad, suscrita por diputados integrantes de la Comisión de
Atención a Grupos Vulnerables. 

Que reforma el artículo 300 de la Ley del Seguro Social,
a cargo de la diputada María del Rocío Rebollo Mendo-
za, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. 
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Que reforma los artículos 16 y 19 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado
Wenceslao Martínez Santos, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. 

Que reforma el artículo 71 de la Ley General de Desarro-
llo Social, a cargo de la diputada María Elida Castelán
Mondragón, del Grupo Parlamentario del Partido de la Re-
volución Democrática. 

Que reforma diversas disposiciones de la Ley de Aviación
Civil y de la Ley de Aeropuertos, suscrita por el diputado
Samuel Rodríguez Torres y diputados integrantes del Gru-
po Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México. 

Que reforma el artículo 47 Bis de la Ley de Aviación Civil,
a cargo del diputado Germán Ernesto Ralis Cumplido, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma el artículo 51 Bis 1 de la Ley General de Sa-
lud, a cargo de la diputada Karina Sánchez Ruiz, del Gru-
po Parlamentario de Nueva Alianza. 

Que reforma el artículo 39 de la Ley Orgánica del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, suscrita por
diputados integrantes de la Comisión de Atención a Grupos
Vulnerables. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones del Código
Penal Federal y del Código Nacional de Procedimientos Pe-
nales, a cargo del diputado David Sánchez Isidoro, del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona los artículos 326 y 327 del Código
Penal Federal, y 27 y 28 de la Ley General de Acceso de
las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, a cargo del
diputado Eukid Castañón Herrera, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional. 

Que adiciona un título a la Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, en materia del Par-
lamento Infantil y Juvenil, a cargo del diputado Rafael Her-
nández Soriano, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones del Código
Nacional de Procedimientos Penales y de la Ley Federal de
Armas de Fuego y Explosivos, suscrita por los diputados
integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México. 

Que reforma y adiciona el artículo 513 de la Ley Federal del
Trabajo, a cargo de la diputada Ma. Victoria Mercado Sán-
chez, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma y adiciona los artículos 5o. y 7o. de la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente, a cargo del diputado Javier Pinto Torres, del Grupo
Parlamentario de Nueva Alianza. 

Que reforma el artículo 280 de la Ley General de Institucio-
nes y Procedimientos Electorales, suscrita por diputados in-
tegrantes de la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables. 

Que reforma el artículo 175 de la Ley Federal del Traba-
jo, a cargo del diputado Marco Antonio Barranco Sán-
chez, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional. 

Que reforma y adiciona los artículos 20 Bis y 46 de la Ley
de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mis-
mas, a cargo de la diputada Rocío Matesanz Santamaría,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma y adiciona los artículos 156, 406 y 410 del
Código Nacional de Procedimientos Penales, a cargo de la
diputada Claudia S. Corichi García, del Grupo Parlamenta-
rio de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad
y de la Ley del Seguro Social, suscrita por diputados inte-
grantes de la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Premios, Estímulos y Recompensas Civiles, a cargo del
diputado Enrique Rojas Orozco, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional. 

Que adiciona el artículo 173 del Código Nacional de Pro-
cedimientos Penales, a cargo del diputado José Máximo
García López, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Vio-
lencia y del Código Penal Federal, a cargo de la diputada
María Candelaria Ochoa Ávalos, del Grupo Parlamentario
de Movimiento Ciudadano. 



Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
los Derechos de las Personas Adultas Mayores, suscrita por
diputados integrantes de la Comisión de Atención a Grupos
Vulnerables. 

Que reforma y adiciona el artículo 19 de la Ley de Naciona-
lidad, a cargo del diputado Enrique Rojas Orozco, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, en materia de derechos de los grupos parlamenta-
rios, a cargo del diputado Federico Döring Casar, del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma el artículo 994 y adiciona un artículo 995 Ter
a la Ley Federal del Trabajo, a cargo de la diputada Elvia
Graciela Palomares Ramírez, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona el artículo 458 de la Ley General
de Instituciones y Procedimientos Electorales, a cargo de la
diputada María Eloisa Talavera Hernández, del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma el artículo 115 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Alfre-
do Anaya Orozco, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 10 de la Ley General de Asenta-
mientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo
Urbano, a cargo de la diputada Brenda Velázquez Valdez,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, a car-
go del diputado Alfredo Anaya Orozco, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma los artículos 199 Bis de la Ley de la Propie-
dad Industrial y 21 de la Ley Federal sobre Metrología y
Normalización, a cargo del diputado Alfredo Anaya Oroz-
co, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. 

Que reforma el artículo 2-A de la Ley del Impuesto al
Valor Agregado, a cargo del diputado Alfredo Anaya
Orozco, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional. 

Que reforma el artículo 3o. de la Ley General de Desa-
rrollo Social, a cargo del diputado Alfredo Bejos Nico-
lás, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. 

Que reforma los artículos 27 de la Ley de Instituciones de
Seguros y de Fianzas, y 10 de la Ley General para la In-
clusión de las Personas con Discapacidad, suscrita por las
diputadas María Guadalupe Oyervides Valdez, Flor Estela
Rentería Medina y Ana María Boone Godoy, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona los artículos 6o. y 322 de la Ley
General de Salud, a cargo de la diputada David Mercado
Ruiz, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones del Código
Federal de Procedimientos Civiles, a cargo del diputado
Marco Antonio Aguilar Yunes, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal del Trabajo, a cargo del diputado Marco Antonio
Aguilar Yunes, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional. 

De decreto por el que se autoriza la emisión de una mone-
da conmemorativa por los cuatrocientos años de la Funda-
ción del municipio de Córdoba, Veracruz, a cargo del dipu-
tado Marco Antonio Aguilar Yunes, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Declaratoria de publicidad

Dictámenes a discusión de leyes o decretos

De la Comisión de Gobernación, por el que se Declara el
Tercer Domingo de marzo de cada año, como “Día Nacio-
nal del Tequila”. 

De la Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Par-
lamentarias, con proyecto de decreto por el que se adicio-
na un inciso d) al artículo 106 de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos. 

De la Comisión de Marina, con proyecto de decreto por el
que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones
de la Ley de Vertimientos en las Zonas Marinas Mexicanas. 
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De la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan
los artículos 11 y 12 de la Ley General del Equilibrio Eco-
lógico y Protección al Ambiente. 

De la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan
diversas disposiciones de la Ley General para la Preven-
ción y Gestión Integral de los Residuos, en materia de re-
siduos sólidos urbanos. 

Proposiciones

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Semarnat,
a la Conagua, así como a los titulares del Poder Ejecutivo
de los estados de Puebla y Tlaxcala, a fin de agilizar las ac-
ciones tendentes al saneamiento de los ríos Atoyac, Xo-
chiac, Zahuapan y sus afluentes, a cargo del diputado Víc-
tor Manuel Giorgana Jiménez, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. 

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Conferen-
cia Nacional de Procuración de Justicia, a desarrollar los
trabajos encaminados a la estandarización, homologación y
actualización de los criterios y montos inherentes a la fija-
ción de las medidas y providencias de carácter real, a car-
go del diputado José Máximo García López, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a los 2,457
ayuntamientos de la República para que consideren pro-
yectar y promover acciones, programas y la ejecución de
obra pública, en materia de prevención de riesgos de de-
sastres, a cargo de la diputada María Elena Orantes López,
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Comisión
Nacional de Seguridad y a la Sedesol, a fin de instrumen-
tar acciones específicas que atiendan las necesidades que
se viven en la zona serrana de Sinaloa, a cargo del diputado
Germán Escobar Manjarrez, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. 

Con punto de acuerdo relativo a la planeación institucional
e interinstitucional de la educación superior, con los obje-
tivos lineamientos y prioridades que demande el desarrollo
integral del país y los convenios para el fomento y desa-
rrollo armónico de la educación superior entre la Federa-
ción, los Estados y los Municipios, a cargo del diputado

Joaquín Jesús Díaz Mena, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional.

Con punto de acuerdo por el que se por el que se solicita al
presidente municipal de Zapopan, Jalisco y al pleno del ho-
norable Ayuntamiento, se dictamine la iniciativa por la que
se Decreta el Parque Eca do Queiros como área de valor
cultural popular y forma parte del paisaje tradicional del
municipio, a cargo de la diputada Mirza Flores Gómez, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Secretaría
de Salud, para que implemente en sus unidades de trabajo,
áreas de descanso y capacitación al personal a partir de la
implementación de cursos, talleres o seminarios relaciona-
dos con el manejo de estrés, la falta de motivación y el me-
joramiento de las relaciones interpersonales, a cargo del
diputado David Mercado Ruiz, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional. 

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la ASF, para
que inicie un proceso de fiscalización a la Cuenta Pública
del Municipio de Tecate, Baja California, de los años 2014
al 2016, correspondientes a la administración del XXI
Ayuntamiento de Tecate, a cargo de la diputada María del
Rosario Rodríguez Rubio, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional.

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Secreta-
ría de Economía y a la Profeco, a fin de fortalecer las me-
didas y estrategias dirigidas a proteger a los productores
de leche en todo el país, a cargo del diputado David Mer-
cado Ruiz, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional. 

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Congreso del
estado de Nuevo León, a adecuar el ordenamiento jurídico
estatal para eliminar el cobro por concepto de estaciona-
miento a usuarios de los centros comerciales, a cargo de la
diputada Brenda Velázquez Valdez, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional.

Con punto de acuerdo por el que se solicita al congreso del
estado de Veracruz, realice una sesión solemne en el mes de
abril de 2018, con motivo de la celebración de los cuatro-
cientos años de la fundación del municipio de Córdoba, a car-
go del diputado Marco Antonio Aguilar Yunes, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 



Con punto de acuerdo relativo a la armonización legislati-
va por parte de los congresos estatales para la guarda y cus-
todia de vehículos automotores que ingresan a los depósi-
tos vehiculares por la comisión de infracciones previstas en
el reglamento, a cargo de la diputada María Verónica
Agundis Estrada, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional.

Efemeride

Con motivo del Día Mundial en recuerdo de las víctimas de
los accidentes de tráfico (cada tercer domingo de noviem-
bre), a cargo del diputado Jonadab Martínez García, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano.»

ACTA DE LA SESIÓN ANTERIOR

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: El siguiente punto del orden del día es la lectura del
acta de la  sesión anterior. Pido a la Secretaría consulte a la
asamblea si se dispensa su lectura.

La secretaria diputada Alejandra Noemí Reynoso Sán-
chez: Por instrucciones de la Presidencia, se consulta a la
asamblea en votación económica si se dispensa la lectura al
acta de la sesión anterior. Las diputadas y los diputados que
estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas
y los diputados que estén por la negativa sírvanse manifes-
tarlo. Señor presidente, mayoría por la afirmativa. Se dis-
pensa su lectura.

«Acta de la sesión de la Cámara de Diputados del Congre-
so de la Unión, celebrada el jueves dieciséis de noviembre
de dos mil diecisiete, correspondiente al Primer Periodo de
Sesiones Ordinarias del Tercer Año de Ejercicio de la Se-
xagésima Tercera Legislatura.

Presidencia del diputado
Jorge Carlos Ramírez Marín

En el Palacio Legislativo de San Lázaro de la capital de
los Estados Unidos Mexicanos, sede de la Cámara de
Diputados del Congreso de la Unión, con una asistencia
de doscientos ochenta y un diputadas y diputados, a las
doce horas con dieciséis minutos del jueves dieciséis de
noviembre de dos mil diecisiete, la Presidencia declara
abierta la sesión.

En votación económica se dispensa la lectura al Orden del
Día, en virtud de que se encuentra publicado en la Gaceta
Parlamentaria; del mismo modo se dispensa la lectura del
acta de la sesión anterior, y no habiendo oradores registra-
dos, en votación económica se aprueba.

Comunicaciones Oficiales:

a) De la Mesa Directiva, con la que comunica que se reali-
zaron modificaciones de turno:

• A la Minuta con proyecto de decreto, por el que se ex-
pide la Ley de Fomento a la Industria Vitivinícola, re-
mitida por la Cámara de Senadores el veintiséis de oc-
tubre de dos mil diecisiete. Se turna a la Comisión de
Agricultura y Sistemas de Riego, para dictamen; y a la
Comisión Especial de la industria vinícola y berries, pa-
ra opinión.

• A la Iniciativa con proyecto de decreto por el que se re-
forma el artículo ochenta y nueve de la Ley Federal de
Telecomunicaciones y Radiodifusión, presentada por la
diputada María Eloísa Talavera Hernández, del Partido
Acción Nacional, el treinta de octubre de dos mil dieci-
siete. Se turna a las Comisiones Unidas de Comunica-
ciones y de Radio y Televisión, para dictamen.

• A la Iniciativa con proyecto de decreto que reforma,
adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley Ge-
neral de Protección Civil; adiciona el apartado B del ar-
tículo once Bis y un Titulo Vigésimo Séptimo al Código
Penal Federal y modifica su denominación, presentada
por la diputada Noemí Zoila Guzmán Lagunes, del Par-
tido Revolucionario Institucional, el treinta de marzo de
dos mil diecisiete. Se turna a la Comisión de Protección
Civil, para dictamen.

De conformidad con lo que establecen los artículos setenta
y tres, y setenta y cuatro, numeral dos, del Reglamento de
la Cámara de Diputados, se modifican los turnos de las ini-
ciativas y la minuta.

b) De los diputados: Lorena Corona Valdés, del Partido
Verde Ecologista de México, Gustavo Adolfo Cárdenas
Gutiérrez, de Movimiento Ciudadano; Natalia Karina Ba-
rón Ortiz, de Morena, por la que solicitan el retiro de sus
iniciativas y proposición que se encuentran publicadas en
la Gaceta Parlamentaria. Se tienen por retiradas, actualí-
cense los registros parlamentarios.
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c) De la Secretaría de Gobernación, con la que remite con-
testación a punto de acuerdo aprobado por la Cámara de
Diputados, para que el poder Ejecutivo Federal fortalezca
la institucionalización de las políticas de igualdad de géne-
ro. Se turna a la Comisión de Igualdad de Género para su
conocimiento.

d) Iniciativa con proyecto de decreto del Congreso del es-
tado de Nuevo León, por el que se reforma y adiciona el ar-
tículo diez de la Ley General de Desarrollo Social. Se tur-
na a la Comisión de Desarrollo Social, para dictamen.

El siguiente punto del Orden del Día es la discusión del
dictamen con proyecto de decreto de la Comisión de Ha-
cienda y Crédito Público, por el que se reforman y adicio-
nan diversas disposiciones de la Ley de Disciplina Finan-
ciera de las Entidades Federativas y los Municipios. Se
concede el uso de la palabra para fundamentar el dictamen
a la diputada Gina Andrea Cruz Blackledge, en nombre de
la Comisión. Se concede el uso de la palabra para presen-
tar moción suspensiva al diputado Juan Romero Tenorio,
de Morena, misma que en votación económica no se toma
en consideración y se desecha. Para fijar postura de sus res-
pectivos grupos parlamentarios intervienen las diputadas y
a los diputados: Justo Federico Escobedo Miramontes, del
Partido Encuentro Social; Luis Alfredo Valles Mendoza, de
Nueva Alianza; German Ernesto Ralis Cumplido, de Mo-
vimiento Ciudadano; 

Presidencia de la diputada
María Ávila Serna

Adriana Sarur Torre, del Partido Verde Ecologista de Mé-
xico; Vidal Llerenas Morales, de Morena; Waldo Fernán-
dez González, del Partido de la Revolución Democrática;
José Antonio Salas Valencia, del Partido Acción Nacional;
y Matías Nazario Morales, del Partido Revolucionario Ins-
titucional. 

A las trece horas con veinticinco minutos, por instruc-
ciones de la Presidencia, se cierra el sistema electrónico
de asistencia con un registro de trescientos ochenta y
ocho diputadas y diputados.

Se somete a discusión en lo general e intervienen las dipu-
tadas y los diputados: en contra Alejandro Ojeda Anguia-
no, y Ariadna Montiel Reyes, ambos de Morena; en pro
Cecilia Guadalupe Soto González, del Partido de la Revo-
lución Democrática; en contra Ana Leticia Carrera Her-
nández, de Morena; y en pro Marco Polo Aguirre Chávez,

del Partido Revolucionario Institucional. No habiendo más
oradores registrados en votación económica se considera
suficientemente discutido en lo general. La Presidencia in-
forma a la Asamblea que se han reservado para la discusión
en lo particular los artículos: dos, cinco, trece, catorce, die-
ciséis, veintitrés, veintiséis, veintinueve, cuarenta y tres,
cuarenta y ocho, cincuenta y uno, de la Ley de Disciplina
Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios;
y el artículo noveno transitorio, por el que se expide la Ley
de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los
Municipios, y se reforman, adicionan y derogan diversas
disposiciones de las leyes de Coordinación fiscal, General
de Deuda Pública y General de Contabilidad Gubernamen-
tal, publicado en el Diario Oficial de la Federación, el vein-
tisiete de abril de dos mil dieciséis; y los artículos segun-
do, tercero y cuarto transitorios del proyecto de decreto. 

Presidencia de la diputada
Martha Hilda González Calderón

En votación nominal por trescientos diecisiete votos a fa-
vor; treinta y ocho en contra; y dos abstenciones, se aprue-
ban en lo general y en lo particular los artículos no reser-
vados.

A discusión en lo particular se concede el uso de la palabra
para presentar propuestas de modificación de los artículos
reservados a las diputadas y a los diputados: 

• Maricela Contreras Julián, de Morena, al artículo dos,
de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Fe-
derativas y los Municipios, que en votación económica
no se admite a discusión, se desecha, y se reserva para
su votación en conjunto en términos del dictamen.

• Vidal Llerena Morales, de Morena, a los artículos dos,
catorce, veintitrés, veintinueve, cuarenta y tres, cuaren-
ta y ocho, de la Ley de Disciplina Financiera de las En-
tidades Federativas y los Municipios; y los artículos ter-
cero y cuarto transitorios, del proyecto de decreto, que
en votación económica no se admiten a discusión, se de-
sechan, y se reservan para su votación en conjunto en
términos del dictamen.

• Juan Romero Tenorio, de Morena, a los artículos: cin-
co, trece, catorce, dieciséis, veintiséis, veintinueve, cua-
renta y tres, y cuarenta y ocho, de la Ley de Disciplina
Financiera de las Entidades Federativas y los Munici-
pios; y los artículos segundo, tercero y cuarto transito-
rios, del proyecto de decreto; y el artículo noveno tran-



sitorio, por el que se expide la Ley de Disciplina Finan-
ciera de las Entidades Federativas y los Municipios, y se
reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de
las leyes de Coordinación fiscal, General de Deuda Pú-
blica y General de Contabilidad Gubernamental, publica-
do en el Diario Oficial de la Federación, el veintisiete de
abril de dos mil dieciséis, que en votación económica no
se admiten a discusión, se desechan, y se reservan para su
votación en conjunto en términos del dictamen.

La Presidencia instruye se inserte íntegramente en el Diario
de los Debates la reserva al artículo trece de la Ley de Disci-
plina Financiera de las Entidades Federativas y los Munici-
pios, del diputado Jorge Triana Tena, del Partido Acción Na-
cional, el cual declina de su participación en tribuna.

• Justo Federico Escobedo Miramontes, del Partido En-
cuentro Social, a los artículos: catorce, veintinueve, y
cuarenta y ocho, de la Ley de Disciplina Financiera de
las Entidades Federativas y los Municipios, que en vo-
tación económica no se admiten a discusión, se dese-
chan, y se reservan para su votación en conjunto en tér-
minos del dictamen.

• Norma Xochitl Hernández Colín, de Morena, a los ar-
tículos catorce, y cuarenta y ocho, de la Ley de Disci-
plina Financiera de las Entidades Federativas y los Mu-
nicipios, que en votación económica no se admiten a
discusión, se desechan, y se reservan para su votación
en conjunto en términos del dictamen.

Presidencia de la diputada
María Ávila Serna

La Presidencia instruye se inserte íntegramente en el Dia-
rio de los Debates la reserva a los artículos cincuenta y uno,
y segundo transitorio del proyecto de decreto, de la dipu-
tada Minerva Hernández Ramos, del Partido Acción Na-
cional, el cual declina de su participación en tribuna.

Sin más oradores registrados en votación económica se
considera suficientemente discutido en lo particular. 

Presidencia de la diputada
Martha Hilda González Calderón

En votación nominal por doscientos setenta y un votos a fa-
vor; cuarenta y cinco en contra; y tres abstenciones, se
aprueban en lo particular los artículos reservados: dos, cin-
co, trece, catorce, dieciséis, veintitrés, veintiséis, veinti-

nueve, cuarenta y tres, cuarenta y ocho, cincuenta y uno, de
la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federati-
vas y los Municipios; y el artículo noveno transitorio, por
el que se expide la Ley de Disciplina Financiera de las En-
tidades Federativas y los Municipios, y se reforman, adi-
cionan y derogan diversas disposiciones de las leyes de Co-
ordinación fiscal, General de Deuda Pública y General de
Contabilidad Gubernamental, publicado en el Diario Ofi-
cial de la Federación, el veintisiete de abril de dos mil die-
ciséis; y los artículos segundo, tercero y cuarto transitorios
del proyecto de decreto, en términos del dictamen. Se
aprueba en lo general y en lo particular el proyecto de de-
creto por el que se reforman y adicionan diversas disposi-
ciones de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades
Federativas y los Municipios. Pasa al Senado, para sus
efectos constitucionales.

Se concede el uso de la palabra para presentar iniciativas
con proyecto de decreto a las diputadas y a los diputados:

• José Luis Toledo Medina, del Partido Revolucionario
Institucional, que reforma y adiciona diversas disposi-
ciones de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y
Servicios del Sector Público y de la Ley de Obras Pú-
blicas y Servicios Relacionados con las Mismas. Se tur-
na a la Comisión de Transparencia y Anticorrupción, pa-
ra dictamen.

• Leticia Amparano Gámez, del Partido Acción Nacio-
nal, que reforma diversas disposiciones de la Ley Gene-
ral de Salud, del Código Nacional de Procedimientos
Penales, de la Ley Nacional de Ejecución Penal y de la
Ley Nacional del Sistema Integral de Justicia Penal pa-
ra Adolescentes, en materia de sustancias psicoactivas.
Se turna a las Comisiones Unidas de Salud, y de Justi-
cia, para dictamen.

• David Gerson García Calderón, y suscrita por el dipu-
tado Omar Ortega Álvarez, del Partido de la Revolución
Democrática, que reforma, adiciona y deroga diversas
disposiciones del Código Civil Federal. Se turna a la
Comisión de Justicia, para dictamen.

Presidencia de la diputada
María Ávila Serna

• Blanca Margarita Cuata Domínguez, de Morena, que
reforma el artículo tercero de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión
de Puntos Constitucionales, para dictamen.
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• Samuel Rodríguez Torres, y suscrita por los diputados
integrantes del Partido Verde Ecologista de México:

– Que reforma y adiciona diversas disposiciones de
la Ley de Aguas Nacionales. Se turna a la Comisión
de Recursos Hidráulicos, para dictamen.

– Que reforma y adiciona diversas disposiciones de
la Ley de Vivienda, en materia de cosecha de agua de
lluvia. Se turna a la Comisión de Vivienda, para dic-
tamen.

• Verónica Delgadillo García, y suscrita por el diputado
Clemente Castañeda Hoeflich, de Movimiento Ciudada-
no, que expide la Ley General de Comunicación Social y
Publicidad Gubernamental, Reglamentaria del Artículo
ciento treinta y cuatro, párrafo octavo de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la
Comisión de Gobernación, para dictamen; y a la Comi-
sión de Presupuesto y Cuenta Pública, para opinión.

• Jesús Rafael Méndez Salas, de Nueva Alianza, que re-
forma y adiciona los artículos catorce, y ciento veinti-
cinco de la Ley de Asociaciones Público Privadas. Se
turna a la Comisión de Economía, para dictamen.

• Blandina Ramos Ramírez, de Morena, que reforma los
artículos sexto, trece, y trece bis de la Ley Minera. Se
turna a la Comisión de Economía, para dictamen.

Se da cuenta con Acuerdos de la Junta de Coordinación Po-
lítica, en relación a cambio de integrantes y de juntas di-
rectivas de comisiones. En votación económica se aprue-
ban. Comuníquense.

La Secretaría informa a la Asamblea que se recibieron dic-
támenes con proyecto de decreto de las Comisiones:

a) De Marina, por el que se reforman, adicionan y derogan
diversas disposiciones de la Ley de Vertimientos en las Zo-
nas Marinas Mexicanas.

b) De Medio Ambiente y Recursos Naturales:

• Por el que se reforman y adicionan los artículos once
y doce de la Ley General del Equilibrio Ecológico y
Protección al Ambiente.

• Por el que se reforman y adicionan diversas disposi-
ciones de la Ley General para la Prevención y Gestión

Integral de los Residuos, en materia de residuos sólidos
urbanos.

De conformidad con lo que establece el artículo ochenta y
siete del Reglamento de la Cámara de Diputados, se cum-
ple con la Declaratoria de Publicidad.

De conformidad con los artículos cien y ciento dos del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, las iniciativas y las
proposiciones registradas en el Orden del Día de esta se-
sión, serán turnadas a las comisiones que correspondan,
publicándose el turno en la Gaceta Parlamentaria:

a) Iniciativas con proyecto de decreto:

• Kathia María Bolio Pinelo, del Partido Acción Nacio-
nal, que reforma el artículo nueve de la Ley Federal pa-
ra Prevenir y Eliminar la Discriminación. Se turna a la
Comisión de Derechos Humanos, para dictamen.

• Cynthia Gissel García Soberanes, del Partido En-
cuentro Social, que reforma y deroga diversas disposi-
ciones de la Ley del Impuesto al Valor Agregado. Se
turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.

• Marco Antonio Gama Basarte, del Partido Acción Na-
cional, que reforma el artículo ciento cincuenta y seis
del Código Civil Federal. Se turna a la Comisión de Jus-
ticia, para dictamen.

• Ana Guadalupe Perea Santos, del Partido Encuentro
Social, que reforma el artículo treinta y dos de la Ley de
Asistencia Social. Se turna a la Comisión de Salud, pa-
ra dictamen.

• Elías Octavio Iñiguez Mejía, del Partido Acción Na-
cional, que reforma el artículo ochenta y uno de la Ley
General de Salud. Se turna a la Comisión de Salud, pa-
ra dictamen.

• Agustín Rodríguez Torres, del Partido Acción Nacio-
nal, que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley Federal del Trabajo. Se turna a la Comisión de Tra-
bajo y Previsión Social, para dictamen.

• José Refugio Sandoval Rodríguez, e integrantes del
Partido Verde Ecologista de México, que reforma los ar-
tículos veintisiete, setenta y tres, y ciento quince de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.



Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen.

• Jonadab Martínez García, de Movimiento Ciudadano,
que adiciona el artículo trescientos setenta y seis bis del
Código Penal Federal. Se turna a la Comisión de Justi-
cia, para dictamen.

• Leticia Amparano Gámez, del Partido Acción Nacio-
nal, que reforma el artículo cuarenta y cuatro de la Ley
del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los
Trabajadores. Se turna a la Comisión de Vivienda, para
dictamen.

• Jorge Álvarez Máynez, de Movimiento Ciudadano,
que reforma y adiciona diversas disposiciones a la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
y a la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la Re-
pública. Se turna a la Comisión de Puntos Constitucio-
nales, la parte que le corresponde; y a la Comisión de
Justicia, la parte que le corresponde, para dictamen.

• Julieta Fernández Márquez, del Partido Revoluciona-
rio Institucional, que reforma y adiciona diversas disposi-
ciones de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Ra-
diodifusión, de la Ley de la Policía Federal, del Código
Penal Federal y de la Ley General para Prevenir, Sancio-
nar y Erradicar los Delitos en Materia de Trata de Perso-
nas y para la Protección y Asistencia a las Víctimas de es-
tos Delitos. Se turna a las Comisiones Unidas de Justicia,
y de Comunicaciones, para dictamen; y a la Comisión Es-
pecial contra la trata de personas, para opinión.

• Claudia Edith Anaya Mota, del Partido Revoluciona-
rio Institucional, que reforma y adiciona diversas dispo-
siciones de la Ley de los Derechos de las Personas Adul-
tas Mayores. Se turna a la Comisión de Atención a
Grupos Vulnerables, para dictamen.

• César Camacho, y Gloria Himelda Félix Niebla, del
Partido Revolucionario Institucional, que reforma el ar-
tículo veinte de la Ley Federal para Prevenir y Eliminar
la Discriminación. Se turna a la Comisión de Derechos
Humanos, para dictamen.

• Víctor Manuel Sánchez Orozco, de Movimiento Ciu-
dadano, que reforma y adiciona los artículos séptimo de
la Ley Nacional de Ejecución Penal y sexto, de la Ley
de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos.

Turno: Comisiones Unidas de Justicia y de Derechos
Humanos, para dictamen.

• José Luis Orozco Sánchez Aldana, del Partido Revolu-
cionario Institucional, que reforma los artículos trescien-
tos ochenta y uno del Código Penal Federal y segundo de
la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada. Se tur-
na a la Comisión de Justicia, para dictamen.

• Fabiola Rosas Cuautle, del Partido Revolucionario
Institucional, que reforma y adiciona diversas disposi-
ciones de la Ley Orgánica del Ejército y Fuerza Aérea
Mexicanos. Se turna a la Comisión de Defensa Nacio-
nal, para dictamen.

b) Proposiciones con puntos de acuerdo:

• María Bárbara Botello Santibáñez, del Partido Revo-
lucionario Institucional, relativo a la situación de des-
composición generalizada en materia de seguridad, vio-
lencia y gobernabilidad que registra el estado de
Guanajuato. Se turna a la Comisión de Seguridad Públi-
ca, para dictamen.

• Kathia María Bolio Pinelo, del Partido Acción Nacio-
nal, relativo a ampliar y mejorar los tratamientos y tera-
pias requeridas por las niñas y niños con discapacidad
en nuestro país. Se turna a la Comisión de Atención a
Grupos Vulnerables, para dictamen.

• Sergio López Sánchez del Partido de la Revolución De-
mocrática, por el que se exhorta a la Comisión Nacional
de Seguridad, a reforzar la vigilancia en las carreteras fe-
derales de Puebla, principalmente en las que atraviesan
los municipios del llamado Triángulo Rojo. Se turna a la
Comisión de Seguridad Pública, para dictamen.

• Alejandro Armenta Mier, de Morena, por el que ex-
horta a la Fiscalía General del estado de Puebla y al
gobernador de dicha entidad, para hacer públicas las
investigaciones sobre sus trescientos sesenta y seis
presos políticos. Se turna a la Comisión de Justicia,
para dictamen.

• Mirna Isabel Saldívar Paz, de Nueva Alianza, por el
que se exhorta a la Secretaría de Salud, a la Secretaría
de Educación Pública, y a la Secretaría de Desarrollo
Social, para que en el ámbito de sus atribuciones y
competencias, promuevan una estrategia conjunta para
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prevenir, tratar, controlar y combatir la obesidad infan-
til en México. Se turna a la Comisión de Salud, para
dictamen.

• Cynthia Gissel García Soberanes, del Partido Encuen-
tro Social, por el que se exhorta al Ejecutivo federal, a
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, y a la Se-
cretaría de Economía, a emitir e impulsar decreto y pro-
grama de regularización de vehículos extranjeros inter-
nados ilegalmente en el país. Se turna a la Comisión de
Economía, para dictamen, y a la Comisión Especial de
la Industria Automotriz, para opinión

• Xitlalic Ceja García, del Partido Revolucionario Insti-
tucional, por el que se exhorta a la Secretaría de Comu-
nicaciones y Transportes, a la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público, y a Caminos y Puentes Federales de In-
gresos y Servicios Conexos, a fin de exentar del cobro
de las casetas de peaje a vehículos que se trasladen a las
zonas siniestradas con víveres, medicamentos, equipos
de rescate, y todos los materiales necesarios para la re-
construcción y al apoyo directo a los damnificados. Se
turna a la Comisión de Transportes, para dictamen.

• José Everardo López Córdova, del Partido Acción Na-
cional, por el que se exhorta al Ejecutivo federal, a tra-
vés de la Secretaría de Energía, y Secretaría de Medio
Ambiente y Recursos Naturales, realice una amplia di-
fusión de los programas y políticas de financiamiento
para que los usuarios finales puedan instalar equipos de
generación de electricidad a partir de fuentes renovables
con un costo accesible y técnicamente viables. Se turna
a la Comisión de Energía, para dictamen.

• Evelyn Parra Álvarez y Juan Fernando Rubio Quiroz,
del Partido de la Revolución Democrática, relativo a im-
pulsar una estrategia de combate al sobrepeso, la obesi-
dad y otros problemas relacionados misma que sea fi-
nanciada con los recursos obtenidos por el impuesto a
bebidas saborizadas. Se turna a la Comisión de Hacien-
da y Crédito Público, para dictamen.

• Alejandro Armenta Mier, Miguel Alva y Alva y Rodri-
go Abdalá Dartigues, de Morena, relativo a las investi-
gaciones del asesinato de Manuel Hernández Pasión, al-
calde de Huitzilan de Serdán, Puebla, ocurrido el diez de
octubre de dos mil diecisiete. Se turna a la Comisión de
Derechos Humanos, para dictamen.

• Mirna Isabel Saldívar Paz, y Angélica Reyes Ávila, de
Nueva Alianza, por el que se exhorta a la Procuraduría
General de la República, para que investigue la posible
operación sistemática de algún grupo delictivo dedicado
al comercio sexual con menores de edad en diversos al-
bergues localizados en los estados de Guanajuato y Mi-
choacán. Se turna a la Comisión de Derechos de la Ni-
ñez, para dictamen, y a la Comisión Especial de
Prevención y Erradicación de la Pornografía y Abuso
Sexual Infantil, para opinión.

• Diputados integrantes del Partido Revolucionario Ins-
titucional, y del Partido Verde Ecologista de México,
por el que se exhorta a la Secretaría de Gobernación, a
emitir la declaratoria de desastre, así como a las depen-
dencias de gobierno federal, a fin de adoptar las medi-
das necesarias para apoyar a la población civil y escolar
del municipio de Chimalhuacán, Estado de México, que
resultaron afectados por el fenómeno telúrico ocurrido
el día diecinueve de septiembre de dos mil diecisiete. Se
turna a la Comisión de Gobernación, para dictamen.

• Mirna Isabel Saldívar Paz, de Nueva Alianza, relativo
a implementar acciones necesarias para adecuar las ins-
talaciones del Palacio Legislativo de San Lázaro, para
las personas ciegas. Se turna a la Junta de Coordinación
Política, para su atención.

• César Alejandro Domínguez Domínguez, del Partido
Revolucionario Institucional, por el que se exhorta al
Ejecutivo federal, por conducto de la Secretaría de Go-
bernación, y a los gobernadores de las entidades federa-
tivas para que, en coordinación, puedan celebrar un
acuerdo que les permita llevar a cabo las acciones nece-
sarias en materia de seguridad pública. Se turna a la Co-
misión de Seguridad Pública, para dictamen.

• Mirna Isabel Saldívar Paz, de Nueva Alianza, por el
que se exhorta a Secretaría de Gobernación, a la Secre-
taría de Salud y a la Secretaría de Desarrollo Social, así
como al Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de
la Familia, a implementar una estrategia integral para
erradicar la practica nociva del matrimonio y unión tem-
prana de niñas, niños y adolescentes en la República
Mexicana. Se turna a la Comisión de Juventud, para dic-
tamen.

• Xitlalic Ceja García, del Partido Revolucionario Insti-
tucional, por el que se exhorta a la Secretaría de Educa-
ción Pública, a la Secretaría de Energía, a la Secretaría



de Hacienda y Crédito Público, a la Secretaría de Desa-
rrollo Agrario, Territorial y Urbano, a la Comisión Fe-
deral de Electricidad, y al gobierno de las entidades fe-
derativas, para que atiendan diversas áreas de
oportunidad en los planteles educativos, desde garanti-
zar el servicio básico de energía eléctrica y fomentar la
transparencia en los Comités de Padres de Familia, has-
ta regularizar la situación jurídica de los predios en los
que laboran. Se turna a la Comisión de Educación Pú-
blica y Servicios Educativos, para dictamen.

• Julieta Fernández Márquez, del Partido Revoluciona-
rio Institucional, por el que se exhorta a diversas depen-
dencias se dirijan con apego a derechos humanos y de-
bida diligencia en sus actuaciones, en el caso del Puerto
de Ciudad del Carmen, Campeche, por los probables de-
litos de trata de personas con fines de explotación labo-
ral, esclavitud y de trabajo forzado, de trecientos traba-
jadores. Se turna a la Comisión de Comisión de
Derechos Humanos, para dictamen, y a la Comisión Es-
pecial Contra la Trata de Personas, para opinión.

• José Luis Toledo Medina, del Partido Revolucionario
Institucional, relativo a las investigaciones necesarias
con respecto al servicio brindado por Desarrollos Hi-
dráulicos de Cancún, Sociedad Anónima de Capital Va-
riable, a fin de atender las quejas ciudadanas en los mu-
nicipios en los que brinda sus servicios en el estado de
Quintana Roo. Se turna a la Comisión de Recursos Hi-
dráulicos, para dictamen.

• Álvaro Ibarra Hinojosa, del Partido Revolucionario
Institucional, relativo al estado que guardan los centros
penitenciarios y a la implementación y uso de mecanis-
mos del sistema penal acusatorio y adversarial. Se turna
a la Comisión de Seguridad Pública, para dictamen.

• Beatriz Vélez Núñez, del Partido Revolucionario Ins-
titucional, por el que se exhorta al gobierno del estado
de Guerrero para que lleve a cabo las medidas necesa-
rias para crear y gestionar un nuevo Programa de Huer-
tos Escolares en las escuelas de educación básica en di-
cha entidad. Se turna a la Comisión de Educación
Pública y Servicios Educativos, para dictamen.

La Presidencia levanta la sesión a las quince horas con
treinta y ocho minutos, y cita para la siguiente Sesión Or-
dinaria el día martes veintiuno de noviembre de dos mil
diecisiete, a las once horas.»

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Consulte la Secretaría si es de aprobarse el acta.

La secretaria diputada Alejandra Noemí Reynoso Sán-
chez: Por instrucciones de la Presidencia, en votación eco-
nómica, se pregunta si se aprueba el acta de la sesión ante-
rior. Las diputadas y los diputados que estén por la
afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los dipu-
tados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo. Ma-
yoría por la afirmativa, presidenta.

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Aprobada el acta.

Adelante, secretario.

COMUNICACIONES OFICIALES

El secretario diputado Marco Antonio Aguilar Yunes:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LXIII Legislatura.

Diputado Jorge Carlos Ramírez Marín, Presidente de la
Mesa Directiva de la Cámara de Diputados de la LXIII Le-
gislatura.— Presente.

Con fundamento en el artículo 77, numeral 2, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, me permito solicitarle
atentamente que sea retirada la iniciativa con proyecto de
decreto que reforma y adiciona los artículos 41 y 82 Bis de
la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacenda-
ria, presentada por un servidor en sesión ordinaria el jueves
20 de abril de 2017, y turnada a la Comisión de Presupues-
to y Cuenta Pública.

Agradeciéndole de antemano su atención a la presente, re-
ciba usted mis saludos más cordiales.

Atentamente

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 15 de noviembre de 2017.—
Diputado Francisco Martínez Neri (rúbrica).»

———————— o ————————
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El secretario diputado Marco Antonio Aguilar Yunes:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LXIII Legislatura.

Diputado Jorge Carlos Ramírez Marín, Presidente de la
Mesa Directiva de la honorable Cámara de Diputados.—
Presente.

Con fundamento en lo dispuesto en el artículo 77, numeral
II, del Reglamento de la Cámara de Diputados solicito a
usted el retiro de las siguientes iniciativas presentadas por
la suscrita: 

• Proyecto de decreto que reforma y adiciona el artículo
546 del Código Federal de Procedimientos Civiles. Pre-
sentada el 2 de marzo del presente año. 

• Proyecto de decreto que inscribe con Letras de Oro en
el Muro de Honor del salón de sesiones de la Cámara de
Diputados el nombre de Gregorio Torres Quintero,
maestro ejemplar y creador del método onomatopéyico,
formador de generaciones de mexicanos. Presentada el
14 de marzo del presente año. 

Sin otro particular, agradezco su atención y le envío un cor-
dial saludo. 

Atentamente 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 15 de noviembre de 2017.—
Diputada María Luisa Beltrán Reyes (rúbrica).»

———————— o ————————

El secretario diputado Marco Antonio Aguilar Yunes:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LXIII Legislatura.

Diputado Jorge Carlos Ramírez Marín, Presidente de la
Mesa Directiva de la honorable Cámara de Diputados.—
Presente.

José de Jesús Zambrano Grijalva, con fundamento en lo
dispuesto por el artículo 77, numeral 2, del Reglamento de
la Cámara de Diputados, me permito solicitar, tenga a bien
girar sus instrucciones a quien corresponda, con el objeto
de que sea retirada la iniciativa de mi autoría y suscrita por
el Diputado Omar Ortega Álvarez, con proyecto de decre-
to que reforma el inciso n) del artículo 25 de la Ley Gene-

ral de Partidos Políticos, presentada en el salón de sesiones
de la Comisión Permanente y turnada a la Comisión de Go-
bernación el 3 de mayo de 2017. 

Sin otro particular, aprovecho la ocasión para reiterarle la
más alta y distinguida de mis consideraciones. 

Atentamente

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 16 de noviembre de 2017.—
Diputado Jesús Zambrano Grijalva (rúbrica).»

———————— o ————————

El secretario diputado Marco Antonio Aguilar Yunes:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LXIII Legislatura.

Diputado Jorge Carlos Ramírez Marín, Presidente de la
Mesa Directiva de la honorable Cámara de Diputados.—
Presente.

José de Jesús Zambrano Grijalva, con fundamento en lo
dispuesto por el artículo 77, numeral 2, del Reglamento de
la Cámara de Diputados, me permito solicitar, tenga a bien
girar sus instrucciones a quien corresponda, con el objeto
de que sea retirada la iniciativa de mi autoría, presentada
por la diputada Maricela Contreras Julián, en nombre pro-
pio y del diputado Omar Ortega Álvarez, con proyecto de
decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General de Partidos Políticos, de la Ley General en
Materia de Delitos Electorales y de la Ley General del Sis-
tema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, en
el salón de sesiones de la Comisión Permanente y turnada
a la Comisión de Gobernación el 24 de mayo de 2017. 

Sin otro particular, aprovecho la ocasión para reiterarle la
más alta y distinguida de mis consideraciones.

Atentamente

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 16 de noviembre de 2017.—
Diputado Jesús Zambrano Grijalva (rúbrica).»

———————— o ————————



El secretario diputado Marco Antonio Aguilar Yunes:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LXIII Legislatura.

Diputado Jorge Carlos Ramírez Marín, Presidente de la
Mesa Directiva de la honorable Cámara de Diputados.—
Presente.

Sirva la presente para solicitarle de la manera más atenta,
con fundamento en el artículo 77, numeral 2, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, que la iniciativa con
proyecto de decreto por la que se reforma y adiciona di-
versas disposiciones de la Ley de Cámaras Empresariales y
sus Confederaciones, presentada por una servidora y publi-
cada en la Gaceta Parlamentaría el 10 de octubre de 2017,
sea retirada de la Comisión de Economía para efecto de
profundizar sobre su contenido y, en su caso, poder pre-
sentarla posteriormente. 

Sin otro asunto más por el momento, quedo a sus más dis-
tinguidas y finas consideraciones. 

Atentamente

Palacio Legislativo, a 15 de noviembre de 2017.— Diputada Delia
Guerrero Coronado (rúbrica).»

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Se tienen por retiradas. Actualícense los registros
parlamentarios.

———————— o ————————

El secretario diputado Marco Antonio Aguilar Yunes:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Hacienda y Crédito Público.

Diputado Jorge Carlos Ramírez Marín, Presidente de la
Mesa Directiva de la Cámara de Diputados del Honorable
Congreso de la Unión.— Presente.

Con el propósito de dar cumplimiento a lo señalado en el ar-
tículo 107, tercer párrafo de la Ley Federal de Presupuesto y
Responsabilidad Hacendaria, me permito anexar la informa-
ción relativa al pago de las participaciones a las entidades fe-
derativas correspondiente al mes de octubre de 2017, des-
agregada por tipo de fondo de acuerdo con lo establecido en
la Ley de Coordinación Fiscal y por entidad federativa, efec-
tuando la comparación correspondiente al mes de octubre de
2016.

Sin otro particular, reciba un cordial saludo.

Atentamente

Ciudad de México, a 15 de noviembre de 2017.— Vanessa Rubio Már-
quez (rúbrica), subsecretaria.»

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 21 de noviembre de 201739



Año III, Primer Periodo, 21 de noviembre  de 2017 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados40



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 21 de noviembre de 201741



Año III, Primer Periodo, 21 de noviembre  de 2017 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados42



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 21 de noviembre de 201743



Año III, Primer Periodo, 21 de noviembre  de 2017 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados44

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Túrnese a las Comisiones de Hacienda y Crédito
Público, y de Presupuesto y Cuenta Pública, para su co-
nocimiento.

———————— o ————————

El secretario diputado Marco Antonio Aguilar Yunes:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Hacienda y Crédito Público.

Diputado Jorge Carlos Ramírez Marín, Presidente de la
Mesa Directiva de la Cámara de Diputados del Honorable
Congreso de la Unión.— Presente.

Por medio del presente y en cumplimiento a lo dispuesto
por el artículo 145, penúltimo párrafo, de la Ley Aduanera
vigente, me permito informarle que el Servicio de Admi-
nistración Tributaria a través de las autoridades aduaneras,
como las unidades competentes para dar destino a las mer-
cancías de comercio exterior que no resultan transferibles
al Servicio de Administración y Enajenación de Bienes,

durante el mes de octubre de 2017 dio destino a bienes ap-
tos para su uso y consumo, siendo estos artículos de lim-
pieza, aseo personal, productos farmacéuticos, material de
curación y productos químicos entre otros. 

El total de bienes destinados en el mes de octubre de 2017
fue de 34,796, los cuales se encuentran contabilizados en la
unidad de medida kilogramos y piezas, anexo al presente el
detalle respectivo. 

Sin otro asunto por el momento, reciba un cordial saludo, 

Atentamente 

Ciudad de México, a 15 de noviembre de 2017.— Licenciada Mayra
Lilia Granados Luna (rúbrica), en suplencia por ausencia de la admi-
nistradora Central de Destino de Bienes de los Administradores de
Destino de Bienes 1, 2 y 3, con fundamento en los artículos 4, cuarto
párrafo; 40, último párrafo, numeral 4, inciso g, del Reglamento Inte-
rior del Servicio de Administración Tributaria, firma la Administrado-
ra para el Destino de Bienes “4”.»



La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Túrnese a la Comisión de Economía, para su co-
nocimiento.

———————— o ————————

El secretario diputado Marco Antonio Aguilar Yunes:
«Instituto Federal de Telecomunicaciones.

Diputado Jorge Carlos Ramírez Marín, Presidente de la
Mesa Directiva de la Cámara de Diputados de la LXIII Le-
gislatura.— Presente.

En cumplimiento a lo ordenado en el artículo 28, párrafo
veinte, fracción VIII de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, me permito entregarle el tercer
informe trimestral de actividades 2017 del Instituto Fede-
ral de Telecomunicaciones, el cual fue aprobado por el ple-
no de este instituto, en sesión del pasado 8 de noviem-
bre.(1)

(1) El documento será consultable en la versión electrónica del Dia-
rio de los Debates de esta fecha en el Anexo “A”.

Sin otro particular, aprovecho la oportunidad para reiterar-
le las seguridades de mi atenta y distinguida consideración.

Atentamente

Ciudad de México, a 15 de noviembre de 2017.— Gabriel Contreras
Saldívar (rúbrica), Presidente.»

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Túrnese a la Comisión de Comunicaciones, para
su conocimiento.

———————— o ————————

El secretario diputado Marco Antonio Aguilar Yunes:
«Comisión Nacional de los Derechos Humanos.

Diputado Jorge Carlos Ramírez Marín, Presidente de la
Mesa Directiva de la Cámara de Diputados de la LXIII Le-
gislatura.

Me refiero al “Diagnóstico de la Participación equilibrada
de mujeres y hombres en los cargos de elección popular en
México: principales resultados de los procedimientos elec-
torales 2015 y 2016 para elección de presidencias munici-
pales”, que fue presentado el pasado 17 de octubre por la

licenciada Elsa de Guadalupe Conde Rodríguez, directora
general del Programa de Asuntos de las Mujeres y de Igual-
dad entre Mujeres y Hombres, de la Cuarta Visitaduría Ge-
neral de este Organismo Nacional.

El estudio antes mencionado tiene como objetivo cumplir
con las atribuciones de la Comisión Nacional de los Dere-
chos Humanos en materia de observancia de la Política Na-
cional de Igualdad. Aunado a lo anterior, los artículos 22,
46 y 48, fracción primera, de la Ley General para la Igual-
dad entre Mujeres y Hombres, así como el artículo 6o.,
fracción XIV Bis, de la Ley de la Comisión Nacional de los
Derechos Humanos, confieren a esta Comisión la facultad
de monitorear, dar seguimiento y evaluar los programas y
las acciones que aplican las dependencias gubernamentales
en materia de igualdad entre mujeres y hombres.

Al respecto y como parte de nuestras actividades de difu-
sión y divulgación de la cultura de respeto a los derechos
humanos, me permito remitir a usted el diagnóstico en co-
mento, en CD adjunto, esperando sea de utilidad en el de-
sarrollo de sus labores y pueda ser difundido entre los ser-
vidores públicos de la institución que dignamente
representa.(2)

(2) El documento será consultable en la versión electrónica del Dia-
rio de los Debates de esta fecha en el Anexo “A”.

Atentamente

Ciudad de México, a 27 de octubre de 2017.— Joaquín Narro Lobo
(rúbrica), secretario técnico.»

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Gracias. Túrnese a la Comisión de Igualdad de
Género, para su conocimiento.

———————— o ————————

El secretario diputado Marco Antonio Aguilar Yunes:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Fiscalía General del Estado de Jalisco.

Diputada Sharon María Teresa Cuenca Ayala, de la Cáma-
ra de Diputados de la LXIII Legislatura.—  Presente.

En atención a una instrucción del maestro Jorge Aristóteles
Sandoval Díaz, gobernador constitucional del estado de Ja-
lisco y del fiscal general del Estado de Jalisco, licenciado
Jesús Eduardo Almaguer Ramírez me permito dar contes-
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tación a su oficio DGPL-63-11-3-1762 dirigido al manda-
tario estatal relativo al punto de acuerdo mediante el cual
“...exhorta a las Procuradurías de Protección de Niñas, Ni-
ños y Adolescentes Federal, Estatal y de la Ciudad de Mé-
xico a efecto de establecer la coordinación con la Procura-
duría General de la República, y con las Procuradurías de
Justicia de los Estados y de la Ciudad de México para que
utilicen mecanismos de denuncias confidenciales, accesi-
bles y amigables con las niñas, niños y adolescentes en to-
dos los ámbitos de su actuación proveyendo apoyo legal”.

Al respecto, hago de su conocimiento que el gobierno del
estado de Jalisco creó el Centro de los Derechos de la Ni-
ñez del Estado de Jalisco, mejor conocido como “Ciudad
Niñez” como parte de la estructura de asistencia social, en
el cual se encuentran las siguientes dependencias: Sistema
DIF Jalisco a través de la Procuraduría de Protección de
Niñas, Niños y Adolescentes, la Fiscalía General del Esta-
do de Jalisco, Secretaría de Educación, Seguro Popular,
Registro Civil del Estado, Instituto Jalisciense de Ciencias
Forenses, UNICEF Delegación Jalisco, Sipinna y asocia-
ciones civiles en pro de la defensa de las y los niños. Dicha
unidad brinda atención integral, psicológica, médica y jurí-
dica a los menores que vivan o estén expuestos a alguna si-
tuación de vulnerabilidad. En particular, la Fiscalía Central
opera la Unidad de Investigación contra los Delitos de Tra-
ta de Personas, Mujer Menores y Delitos Sexuales, la cual
tiene como objetivo primordial la investigación, persecu-
ción de los delitos cometidos en agravio de niñas niños y
adolescentes; y la trata de personas.

Es importante señalar que la Unidad adscrita a la Fiscalía
Central cuenta con agencias del Ministerio Público espe-
cializadas para la recepción de denuncias, investigación,
integración y litigación ante los Tribunales, tanto del nue-
vo Sistema de Justicia Penal como del Sistema Tradicional,
existiendo así pues la observancia por parte del Estado pa-
ra llevar a cabo la máxima diligencia en el manejo de las
investigaciones con la finalidad de que las víctimas acudan
a denunciar los hechos cometidos y reciban atención de
manera oportuna, además de especialistas para atender a
los niños, niñas y adolescentes en instalaciones adecuadas.

La administración estatal está y continuará allegándose de
herramientas e instrumentos para perseguir los delitos que
afecten a los niños, niña y adolescentes y garantizarles to-
dos sus derechos.

Sin otro asunto en particular, le reitero mi más distinguida
consideración.

Atentamente

Guadalajara, Jalisco, a 4 de octubre de 2017.— Licenciada Eugenia
Carolina Torres Martínez (rúbrica), directora general de Áreas Auxi-
liares de la Fiscalía General del Estado de Jalisco.»

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Túrnese a la Comisión de Derechos de la Niñez,
para su conocimiento.

MINUTA

LEY GENERAL PARA LA PREVENCIÓN Y GESTIÓN
INTEGRAL DE LOS RESIDUOS

El secretario diputado Marco Antonio Aguilar Yunes:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Para los efectos constitucionales, me permito remitir a
ustedes expediente que contiene proyecto de decreto por
el que se reforma el artículo 35 de la Ley General para la
Prevención y Gestión Integral de los Residuos, aprobado
por el Senado de la República en sesión celebrada en es-
ta fecha.

Atentamente

Ciudad de México, a 14 de noviembre de 2017.— Senador César Oc-
tavio Pedroza Gaitán (rúbrica), vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

PROYECTO DE DECRETO

POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 35 DE
LA LEY GENERAL PARA LA PREVENCIÓN Y GES-
TIÓN INTEGRAL DE LOS RESIDUOS

ÚNICO. Se reforma el artículo 35 de la Ley General para
la Prevención y Gestión Integral de los Residuos, para que-
dar como sigue:

Artículo 35.- ...



I. a VII. ...

VIII. Promoverán campañas de comunicación de mane-
ra permanente, a través de la participación corresponsa-
ble de todos los sectores sociales, organizaciones de la
sociedad civil, cámaras industriales, comerciales y de
otras actividades productivas, grupos e instituciones
académicas, y de investigación, con la finalidad de con-
cientizar a la población sobre la importancia de la ges-
tión integral de los residuos, en especial, respecto a la
disposición final de residuos en los sitios establecidos
para tal fin, de conformidad con las normas oficiales
mexicanas y con los programas de ordenamiento ecoló-
gico y desarrollo urbano.

Transitorio

Único.- El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Salón de sesiones de la honorable Cámara de Senadores. Ciudad de
México, a 1 de noviembre de 2017.— Senador César Octavio Pedroza
Gaitán (rúbrica), vicepresidente; senador Juan Gerardo Flores Ramírez
(rúbrica), secretario.»

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Túrnese a la Comisión de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales, para dictamen.

INICIATIVA DE SENADORA

LEY DE CAMINOS, PUENTES Y AUTOTRANSPORTE
FEDERAL Y LEY FEDERAL DE DERECHOS

El secretario diputado Marco Antonio Aguilar Yunes:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Comunico a ustedes que en sesión celebrada en esta fecha,
la senadora Luz María Beristain Navarrete, del Grupo Par-
lamentario del Partido del Trabajo, presentó iniciativa con
proyecto de decreto que reforma los artículos 2o. y 8o. de
la Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal y el
artículo 172 de la Ley Federal de Derechos.

Con fundamento en los artículos 66, párrafo 1, inciso a) y 67,
párrafo 1, inciso b) de la Ley Orgánica del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos; 174, 175, párrafo 1, 176,
177, párrafo 1 y 178 del Reglamento del Senado, se dispuso
que dicha iniciativa, que se anexa, por ser asunto de su com-
petencia, se turnara a la Cámara de Diputados.

Atentamente

Ciudad de México, a 14 de noviembre de 2017.— Senador David
Monreal Ávila (rúbrica), vicepresidente.»

«La suscrita senadora, Luz María Beristaín Navarrete, inte-
grante de la LXIII Legislatura del Congreso de la Unión, en
ejercicio de la facultad que le confieren los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, así como 8, numeral 1, fracción I y 169 del Regla-
mento del Senado de la República, somete a la consideración
de esta Cámara de Senadores la siguiente iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma el artículo 2o. y 8o. de la Ley
de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal, así como el
artículo 172 de La Ley Federal de Derechos.

Exposición de Motivos 

En la Meta 4 “México Prospero” del Plan Nacional de De-
sarrollo, el gobierno federal tiene como objetivo incremen-
tar la calidad de infraestructura para crear mayor conecti-
vidad entre la población. Asimismo, el Programa Nacional
de Infraestructura 2014-2018 busca orientar la funcionali-
dad integral de la infraestructura existente y nueva del pa-
ís, por medio de diversos objetivos, entre ellos el contar
con una infraestructura y una plataforma logística de trans-
portes y comunicaciones modernas que fomenten una ma-
yor competitividad, productividad y desarrollo económico
y social.

Que en cumplimiento a los objetivos que sigue el Plan
Nacional de Desarrollo, la Secretaría de Comunicaciones
y Transportes, al ser competente de conformidad con el
artículo 26 fracciones XXI y XXII, para la construcción
de carreteras y puentes, participa en la mejora de in-
fraestructura estableciendo políticas para el aprovecha-
miento de los espacios.

De conformidad con el artículo 7, fracción IX de la Ley Ge-
neral de Bienes Nacionales, son bienes de uso común los ca-
minos, carreteras, puentes y vías férreas, que constituyen
vías generales de comunicación con sus servicios auxiliares y
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demás partes integrantes establecidas en la Ley Federal en la
materia. Asimismo, acorde con el segundo párrafo del artícu-
lo 8 del citado ordenamiento legal, para aprovechamientos
especiales sobre los bienes de uso común, se requiere conce-
sión, autorización o permiso otorgado con las condiciones y
requisitos que establezcan las leyes.

En el artículo 8o. de la Ley de Caminos, Puentes y Auto-
transporte Federal, se prevé, entre otras cosas, que se re-
quiere de un permiso otorgado por la Secretaría de Comu-
nicaciones y Transporte para la construcción de accesos,
cruzamientos e instalaciones marginales, en el derecho de
vía de las carreteras federales; el establecimiento de para-
dores, salvo cuando se trate de carreteras concesionadas; la
instalación de anuncios y señales publicitarias; la construc-
ción, modificación o ampliación de las obras en el derecho
de vía; la construcción y operación de puentes privados so-
bre vías generales de comunicación.

Sin embargo, no hay regulación específica sobre el uso a los
espacios debajo de los puentes, lo que genera que se vuelvan
focos rojos de delincuencia, comercio ilegal, acumulación de
basura, asimismo se conciben como un espacio para dormir
de personas sin hogar, lo cual vulnera su salud y vida al ca-
recer de condiciones mínimas de seguridad.

En este sentido, algunas entidades federativas, han aprove-
chado los espacios antes señalados, tal es el caso de la Ciu-
dad de México que en 2009 instauró el Programa de Reha-
bilitación de Bajo Puentes, en el cual el mando responsable
es la Autoridad del Espacio Público (AEP), órgano des-
concentrado de la Secretaría de Desarrollo Urbano y Vi-
vienda del gobierno de la Ciudad de México, y en uso de
sus atribuciones, concede un permiso administrativo tem-
poral revocable a título oneroso para la administración, uso
y aprovechamiento de los espacios, con participación de la
iniciativa privada. Lo anterior mediante un esquema de
asociación público-privada en el cual el gobierno no in-
vierte dinero, y la empresa se encarga de la conservación
del inmueble.

Hasta ahora se han renovado 9 bajo puentes que recuperan
alrededor de 52 mil metros cuadrados entre negocios, áreas
de esparcimiento, estaciones de policía y estacionamientos;
gratuitos o controlados. Debido al éxito del programa, dos
más se encuentran bajo construcción y cuatro se encuen-
tran en fase de inspección por la AEP1.

Es importante mencionar que las cifras de inversión que pro-
porcionan las mismas autoridades capitalinas son por hasta

72.2 millones de pesos, es decir el aprovechamiento de los
Bajo Puentes rinde, aproximadamente, entre 3 mil 500 y 4
mil pesos por metro cuadrado.2

Se estima que en el ámbito federal, es factible el otorga-
miento de permisos para el uso de los bajo puentes, similar
a la que se encuentra vigente en la Ciudad de México, toda
vez que la Secretaría de Comunicaciones y Transportes se
encuentra facultada para otorgar aprovechamientos espe-
ciales sobre bienes de uso común a su cargo. Lo que per-
mitiría la recuperación de espacios federales, a fin de vol-
verlos sitios seguros y bien iluminados para la convivencia
ciudadana.

Acorde a lo anterior, la iniciativa de reforma propuesta, ten-
dría que modificar la Ley Federal de Derechos, a fin de que
se obtuviera una contraprestación por el permiso para apro-
vechamiento de los Bajo Puentes, en un principio por el es-
tudio técnico del proyecto, supervisión y autorización de
obras y posteriormente por los ingresos netos mensuales que
el permisionario obtuviera.

Los permisos antes referidos podrán otorgarse para la co-
locación de áreas de esparcimiento y establecimientos mer-
cantiles en los bajo puentes, mediante la reforma al artícu-
lo 2o. y adición de la fracción IX al artículo 8o. de la Ley
de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal; así como la
adición de la fracción XIV y XV al artículo 172 de la Ley
Federal de Derechos.

Al tenor de lo anterior, es importante regular la figura de
los bajo puentes, y dar aprovechamiento a los mismos toda
vez que contribuyen en la mejora sustentable del país y
crea oportunidades de conexión social, por lo que someto a
consideración de esta honorable asamblea la siguiente ini-
ciativa con proyecto de

Decreto

Primero. Se agregan las fracciones VI, VII y VIII al artí-
culo 2o. recorriéndose los subsecuentes, y la fracción XI al
artículo 8o. todos de la Ley de Caminos, Puentes y Auto-
transporte Federal, para quedar como sigue:

Artículo 2o. Para los efectos de esta ley, se entenderá por:

I. a V. ...

VI. Áreas de esparcimiento: Espacios públicos para
recreación, que pueden ser parques, canchas depor-



tivas, juegos infantiles, o aquellas que la Secretaría
de Comunicaciones y Transportes autorice.

VII. Bajo puentes: Espacio ubicado debajo de los
puentes federales.

VIII. Establecimientos mercantiles. Instalaciones y
construcciones que se encuentren en Bajo Puentes con-
forme al proyecto ejecutivo autorizado por la Secreta-
ría de Comunicaciones y Transportes.

IX. Secretaría: La Secretaría de Comunicaciones y
Transportes;

X. Servicios Auxiliares: Los que sin formar parte del au-
totransporte federal de pasajeros, turismo o carga, com-
plementan su operación y explotación;

XI. Servicio de autotransporte de carga: El porte de
mercancías que se presta a terceros en caminos de juris-
dicción federal;

XII. Servicio de autotransporte de pasajeros: El que se
presta en forma regular sujeto a horarios y frecuencias
para la salida y llegada de vehículos;

XIII. Servicio de autotransporte de turismo: el que se
presta en forma no regular destinado al traslado de per-
sonas con fines recreativos, culturales y de esparcimien-
to hacia centros o zonas de interés;

XIV. Servicio de paquetería y mensajería: El porte de
paquetes debidamente envueltos y rotulados o con em-
balaje que permita su traslado y que se presta a terceros
en caminos de jurisdicción federal;

XV. Terminales: Las instalaciones auxiliares al servicio
del autotransporte de pasajeros, en donde se efectúa la
salida y llegada de autobuses para el ascenso y descen-
so de viajeros, y tratándose de autotransporte de carga,
en las que se efectúa la recepción, almacenamiento y
despacho de mercancías, el acceso, estacionamiento y
salida de los vehículos destinados a este servicio;

XVI. Tránsito: La circulación que se realice en las vías
generales de comunicación; 

XVII. Transporte privado: Es el que efectúan las perso-
nas físicas o morales respecto de bienes propios o cone-
xos de sus respectivas actividades, así como de personas

vinculadas con los mismos fines, sin que por ello se ge-
nere un cobro; 

XVIII. Vehículo: Medio de transporte motorizado, in-
cluidos los medios o remolques que arrastren. 

Artículo 8o. Se requiere permiso otorgado por la secreta-
ría para:

I. a X. …

XI. El aprovechamiento de bajo puentes para la co-
locación de áreas de esparcimiento o establecimien-
tos mercantiles.

XII. El transporte privado de personas y de carga
salvo lo dispuesto en el artículo 40 de la presente ley.

Los reglamentos respectivos señalarán los requisitos para
el establecimiento, construcción, operación y explotación
de las instalaciones y servicios antes citados.

En los casos a que se refieren las fracciones I a III, IV y XI
del presente artículo, los permisos se otorgarán a todo
aquel que cumpla con los requisitos establecidos en esta
Ley y su reglamento. 

La Secretaría podrá concursar, en los términos del artículo
anterior, el otorgamiento de permisos cuando se trate de ser-
vicios auxiliares vinculados a la infraestructura carretera. 

Los permisos se otorgarán por tiempo indefinido, excepto
los que se otorguen para anuncios de publicidad, los cuales
tendrán la duración y condiciones que señale el reglamen-
to respectivo. 

Segundo. Se agrega las fracciones XIV y XV al artículo
172, de la Ley Federal de Derechos, para quedar como
sigue: 

Ley Federal de Derechos

Artículo 172. Por los servicios relacionados con el otorga-
miento de permisos para la construcción de obras dentro del
derecho de vía de los caminos y puentes de jurisdicción fe-
deral, se pagarán derechos conforme a las siguientes cuotas: 

I. a XIII. …
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XIV. Por el estudio técnico del proyecto, supervisión
y autorización de obras la construcción e instalación
de establecimientos mercantiles o áreas de esparci-
miento en los bajo puentes federales, 1 por ciento so-
bre el costo total de la obra.

XV. Por la autorización de la Secretaría de Comuni-
caciones y Transportes para colocar aprovechamien-
tos especiales en bajo puentes federales, una contra-
prestación equivalente a 10 por ciento de los ingresos
anuales, por el periodo de vigencia del permiso.

Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor el
día siguiente al de su publicación.

Artículo Segundo. La Secretaría de Comunicaciones y
Transportes determinará en un plazo de 180 días hábiles,
contados a partir de la publicación, las disposiciones lega-
les aplicables para el otorgamiento de permisos para apro-
vechar el espacio de los bajo puentes, que deberá aplicarse
hasta en tanto se actualicen las disposiciones legales res-
pectivas.

Notas

1 http://www.aep.cdmx.gob.mx/programas/programa/proyecto-de-re-
cuperacion-de-bajo-puentes 

2 http://www.elfinanciero.com.mx/empresas/hace-gdf-negocio-con-
espacio-de-bajo-puentes.htmI 

Dado en el salón de sesiones del Senado de la República, a 9 de no-
viembre de 2017.— Senadora Luz María Baristain Navarrete (rúbrica).»

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Túrnese a la Comisión de Hacienda y Crédito Pú-
blico, para dictamen.

Nos pide el uso de la palabra la diputada Erika Rodríguez,
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional. Sonido en la curul de la diputada. ¿Con qué obje-
to, diputada?

La diputada Erika Araceli Rodríguez Hernández
(desde la curul): Gracias, presidenta. Para hacer conoci-
miento de esta asamblea que la semana pasada dio inicio
la campaña Construyendo en Igualdad, organizada por la
Unidad para la Igualdad de Género de esta Cámara, con

el objeto de hacer conciencia al interior de este Palacio
Legislativo, sobre la violencia por motivo de género que
sufrimos las mujeres.

Es un hecho por demás condenable que el pasado día jue-
ves se registraron actos vandálicos en algunas de las áreas
donde fueron colocados los adhesivos de la campaña, des-
truyéndolos y dibujando imágenes obscenas. No hay duda
de que hay quienes el tema de la violencia contra las muje-
res aún les incomoda y responde con más actos de violen-
cia, y además cobardes.

Como secretaria de la Comisión de Igualdad de Género he
solicitado formalmente a la Presidencia de la Mesa Direc-
tiva, se hagan las investigaciones que sean necesarias para
que se condene este lamentable hecho. Y nos vamos a per-
mitir ningún hecho más de violencia que atente contra no-
sotras las mujeres. Alto a la violencia. Gracias, presidenta.

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Diputada, por supuesto que sus aseveraciones quedan
registradas en el Diario de Debates, sin embargo, creo que
la Mesa Directiva, y el señor presidente estará de acuerdo,
nos sumamos a este extrañamiento de los actos vandálicos
que ocurrieron en este recinto y pedimos la pronta clarifi-
cación de quiénes son los responsables de los mismos. Nos
sumamos a su exigencia, diputada, de usted y todas las in-
tegrantes de la comisión. Muchas gracias, diputada.

Sonido en la curul del diputado Rafael Hernández Soriano,
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática, por favor. ¿Con qué objeto, diputado?

El diputado Rafael Hernández Soriano (desde la curul):
Sí, presidenta. Con el objeto de recordar que el día de ayer
se conmemoró el Día Internacional del Niño, y son impor-
tantes estos días, precisamente porque nos hacen recordar
que hay agendas pendientes en nuestro país.

Le debemos mucho a la niñez, porque somos vergonzosos
primeros lugares en turismo sexual infantil, en pornografía,
en embarazo adolescente, en matrimonio infantil, entre
otras cuestiones que tenemos que recordar para trabajar pa-
ra erradicarlo, y precisamente por eso, como nos llama a
trabajar mucho más esto, hemos nosotros inscrito una ini-
ciativa para hacer honor a este sector y que el Parlamento
Infantil, que se ha celebrado trianualmente por el Congre-
so sea ya una obligación legal, tanto el Infantil como el
Parlamento Juvenil, que tendremos en las próximas sema-
nas también aquí en este Congreso, que son cuestiones que



materializan el derecho de participación de la niñez y la ju-
ventud, presidenta. Le agradezco que me haya permitido
anunciarlo.

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Al contrario, un tema muy importante, diputado. Que-
dan registradas sus aseveraciones en el Diario de los Debates.

La diputada Mirza Flores Gómez (desde la curul): Presi-
denta.

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Me pide el uso de la palabra la diputada Mirza Flores
Gómez, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudada-
no. Sonido en su curul, por favor.

La diputada Mirza Flores Gómez (desde la curul): Presi-
denta, muchas gracias, muy buenos días a mis compañeras
y compañeros diputados. Solamente para hacer mención y
que quede anotado en el Diario, que el día de ayer se con-
memora, años tras año, la Revolución Mexicana y en esta
revolución no se mencionan los nombres y apellidos de
cientos de mujeres que no solamente participaron en la Re-
volución, sino que dejaron ahí su vida.

Mujeres que fungieron como enfermeras, coronelas, correos,
costureras, y que se les redujo al nombre de Adelitas, cuan-
do cada una de ellas tenía nombre y apellido y tuvieron un
papel fundamental en la vida de esta nación. Por eso qui-
siera que el día de hoy también les rindiéramos un tributo
a todas esas mujeres que quedaron en el silencio y sin ape-
llidos, nombres y sus historias. Muchas gracias.

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Gracias, diputada Flores Gómez. Sus aseveraciones
quedan registradas en el Diario de los Debates.

INICIATIVAS DE DIPUTADAS Y DIPUTADOS 

CÓDIGO CIVIL FEDERAL

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Iniciamos la sección de iniciativas. Tiene la palabra,
por cinco minutos, el diputado David Sánchez Isidoro, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional, para presentar iniciativa con proyecto de decreto
que adiciona un artículo 83 Bis al Código Civil Federal.

Y por favor, mientras llega el diputado, le suplico a la dipu-
tada Emma Margarita Alemán Olvera, del Grupo Parla-
mentario de Acción Nacional, prepare también su interven-
ción. Adelante, diputado.

El diputado David Sánchez Isidoro: Buenos días, diputa-
das y diputados, público en general y medios de comunica-
ción que nos acompañan. Con su venia, señora presidenta.
Nuestra legislación contempla que todo niño y niña tiene de-
recho a la identidad, y conforme al artículo 4o. de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, toda perso-
na tiene el derecho de la identidad a ser registrado y el Estado
garantizará el cumplimiento de estos derechos.

Cuando un niño o niña nace dentro del matrimonio llevará
el primer apellido del padre y la madre indistintamente y la
ley presupone que si es hijo que procede de este matrimo-
nio efectivamente es hijo del cónyuge, pero cuando el hijo
o hija no procede del matrimonio entran en juego las otras
formas de reconocer la paternidad ya fijadas en la ley, que
hacen una división entre el reconocimiento voluntario y las
formas que no lo son, así tenemos que cuando el reconoci-
miento es voluntario, la modalidad más común de hacer
efectivo este reconocimiento es por medio de la compare-
cencia del padre y madre ante el Registro Civil, y propor-
cionar los datos para inscribir la partida del nacimiento del
niño o la niña.

Hoy por hoy, en los hogares monoparentales, es sumamente
común que ellos no cuenten con filiación paterna o materna
en algunos de los casos, por lo tanto, existe la necesidad de
facilitar a las madres o padres de escasos recursos que pue-
dan exigir el reconocimiento de su menor hijo por el proge-
nitor faltante, que lleve al efectivo cumplimiento del princi-
pio constitucional de igualdad de los hijos nacidos fuera, a fin
de establecer el desconocimiento que el padre o madre omi-
tió o negó en su momento por razones que fueren.

El objetivo es que se ampare también a los niños y niñas
nacidos fuera del matrimonio, para que puedan gozar, in-
cluso, accediendo al órgano jurisdiccional para ello de los
derechos que le confiere el establecimiento de la paterni-
dad, como, por ejemplo, el derecho a acceder a los alimen-
tos, el derecho a que establezcan un régimen de visitas y el
derecho a suceder abintestato a su padre, etcétera.

Actualmente el padre o madre se enfrentan a un sinnúme-
ro de complicaciones, para que su menor hijo o hija fuera
del matrimonio cuenten con el apellido de alguno de los
progenitores, y uno de ellos es la cuestión económica a la
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que se enfrentan día a día estas cabezas de familia, y quie-
nes resultan más afectados, en este caso, son los menores
hijos o hijas que no son reconocidos, eximiéndolos de los
derechos que con esto conlleva. Cada niña o niño merecen
tener un buen comienzo en su vida con las mejores condi-
ciones para un futuro exitoso.

No obstante, muchas niñas y niños de nuestro país no están
teniendo las mismas oportunidades para desarrollar y al-
canzar todo su potencial, reconociendo que el niño para el
pleno y armonioso desarrollo de su personalidad debe cre-
cer en el seno de la familia en un ambiente de felicidad,
amor y comprensión, considerando que el niño debe estar
plenamente preparado para una vida independiente en so-
ciedad y ser educado en el espíritu de los ideales procla-
mados por la Carta de las Naciones Unidas.

Y en particular, en un espíritu de paz, dignidad, tolerancia,
libertad, igualdad y solidaridad, resulta indispensable me-
jorar el presente y futuro de niñas y niños también. Pasa
por impulsar mejores leyes que garanticen el cumplimien-
to de sus derechos. Para ello tenemos la obligación de blin-
dar su perfecto desarrollo en la sociedad, y de conformidad
con los principios proclamados por la Carta de las Nacio-
nes Unidas, la libertad, la justicia y la paz en el mundo se
basan en el reconocimiento de la dignidad intrínseca y de
los derechos iguales e inalienables de todos los miembros
de la familia humana.

El niño y la niña serán registrados, es decir, reconocidos in-
mediatamente después de su nacimiento y tendrán el dere-
cho, desde que nacen, a un nombre, a adquirir una nacio-
nalidad y, en la medida de sus posibilidades, a conocer a
sus padres y a ser ciudadanos por ellos.

Es decir, el Estado debe velar por la aplicación de estos
derechos de conformidad con la legislación, y a su vez,
pondrán el máximo empeño en garantizar el reconoci-
miento del principio de que ambos padres tienen obliga-
ción común en lo que respecta a la crianza y el desarro-
llo del niño, siempre velando por el interés superior de la
niña y el niño.

Es importante resaltar que el gasto que tendría que ero-
gar cualquiera de los progenitores de los menores oscila
entre los 6 mil y 10 mil pesos, dependiendo de las clíni-
cas particulares en donde sea realizado el estudio, garan-
tizando una vez más el deterioro económico para estas
madres o padres cabezas de familia que, dicho sea de pa-

so, hacen un esfuerzo día a día para poder dar a los me-
nores la mejor calidad de vida posible, de conformidad a
sus posibilidades.

Esta iniciativa valora la importancia de contar con un
respaldo para los menores de edad a través de alguno de
sus progenitores, padre o madre, que conlleve toda la
responsabilidad, la representación legal y la protección
integral del menor en sus aspectos físico, psicológico y
moral, y la administración de sus bienes, a efecto de que
se garantice la realización y otorgamiento gratuito de la
pericial en genética molecular, con la finalidad de que
los menores hijos fuera del matrimonio sean reconocidos
por el progenitor faltante.

Con esta propuesta del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional da una muestra más de que es
prioridad para la atención de los grupos vulnerables y que
nuestra propuesta busca ser útil a beneficio de los ciudada-
nos que más lo necesiten. Por lo anteriormente expuesto...

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Concluya, por favor.

El diputado David Sánchez Isidoro: ...someto a consi-
deración de esta honorable asamblea la siguiente inicia-
tiva con proyecto de decreto, mediante la cual se adicio-
na el artículo 83 Bis del Código Civil Federal, para
quedar como sigue.

Código Civil Federal

Artículo 83 Bis. En la omisión del registro de reconoci-
miento de hijos por cualquier causa y mediante alguno de
los progenitores, se ordena a petición de parte pericial ge-
nética molecular ADN, a efecto de comprobar la paterni-
dad, previa valoración de la situación económica determi-
nada por el Estado.

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Concluya, por favor.

El diputado David Sánchez Isidoro: En esta ocasión
agradezco la atención de todas y de todos los presentes y
abogo por que la iniciativa que presenta su servidor, que no
solo es parte de la bancada del Partido Revolucionario Ins-
titucional, sino que la hagan suya todos los presentes en es-
ta asamblea general. Muchísimas gracias. Es cuanto, seño-
ra presidenta.



«Iniciativa que adiciona el artículo 83 Bis al Código Civil
Federal, a cargo del diputado David Sánchez Isidoro, del
Grupo Parlamentario del PRI

El suscrito, diputado federal David Sánchez Isidoro, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional, con fundamento en lo dispuesto en los artí-
culos 71, fracción II, y 72 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; así como 6, numeral 1, 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a la
consideración de esta honorable asamblea, iniciativa con
proyecto de decreto por el que la cual se adiciona el artícu-
lo 83 Bis al Código Civil Federal conforme a la siguiente:

Exposición de Motivos

Nuestra legislación contempla que todo niño y niña tiene
derecho a la identidad, y conforme al artículo 4 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, toda
persona tiene derecho a la identidad y a ser registrado y el
Estado garantizará el cumplimiento de estos derechos.

Cuando un niño o niña nace dentro del matrimonio llevará
el primer apellido del padre y de la madre indistintamente
y la ley presupone que si el hijo procede de este matrimo-
nio, efectivamente es hijo del cónyuge.

Pero cuando el hijo o hija no procede de matrimonio, en-
tran en juego las otras formas de reconocer la paternidad ya
fijadas en la ley, que hace una división entre el reconoci-
miento voluntario y las formas que no lo son, así tenemos
que cuando el reconocimiento es voluntario, la modalidad
más común de hacer efectivo este reconocimiento es por
medio de la comparecencia del padre y madre al Registro
Civil de su municipio a proporcionar los datos para inscri-
bir la partida de nacimiento del niño o niña.

Hoy por hoy, en los hogares monoparentales es suma-
mente común que ellos no cuenten con filiación paterna
o materna en algunos de los casos, por lo tanto existe la
necesidad de facilitar a las madres o padres de escasos
recursos que puedan exigir el reconocimiento de su me-
nor hijo por el progenitor faltante, que lleven al efectivo
cumplimiento del principio constitucional de igualdad de
los hijos nacidos fuera, a fin de establecer el reconoci-
miento que el padre o madre omitió o negó en su mo-
mento por la razón que fuere.

El objetivo es que se ampare también a los niños y niñas
nacidos fuera del matrimonio, para que puedan gozar, in-

cluso accediendo al órgano jurisdiccional para ello, de los
derechos que les confiere el establecimiento de la paterni-
dad, como por ejemplo el derecho a acceder a los alimen-
tos, el derecho a que se establezca un régimen de visita, el
derecho a suceder abintestato a su padre, etcétera.

Actualmente el padre o madre se enfrentan a un sin núme-
ro de complicaciones para que su menor hijo o hija fuera
del matrimonio cuenten con el apellido de alguno de los
progenitores, y uno de ellos es la cuestión económica a la
que se enfrentan día a día estas cabezas de familia; y quie-
nes resultan más afectados en este caso son los menores hi-
jos o hijas que no son reconocidos, eximiéndolos de los de-
rechos que este acto conlleva.

Cada niña y niño merece tener un buen comienzo en su vi-
da, las mejores condiciones para un futuro exitoso. No obs-
tante, muchas niñas y niños en México no están teniendo
las mismas oportunidades para desarrollar y alcanzar todo
su potencial; reconociendo que el niño, para el pleno y ar-
monioso desarrollo de su personalidad, debe crecer en el
seno de la familia, en un ambiente de felicidad, amor y
comprensión, Considerando que el niño debe estar plena-
mente preparado para una vida independiente en sociedad
y ser educado en el espíritu de los ideales proclamados en
la Carta de las Naciones Unidas y, en particular, en un es-
píritu de paz, dignidad, tolerancia, libertad, igualdad y so-
lidaridad, resulta indispensable mejorar el presente y futu-
ro de niñas y niños, también pasa por impulsar mejores
leyes que garanticen el cumplimiento de sus derechos. 

Para ello tenemos la obligación de blindar su perfecto
desarrollo en la sociedad, y de conformidad con los prin-
cipios proclamados en la Carta de las Naciones Unidas,
la libertad, la justicia y la paz en el mundo se basan en el
reconocimiento de la dignidad intrínseca y de los dere-
chos iguales e inalienables de todos los miembros de la
familia humana.

El niño o niña será registrado, es decir reconocido, inme-
diatamente después de su nacimiento y tendrá derecho des-
de que nace a un nombre, a adquirir una nacionalidad y, en
la medida de lo posible, a conocer a sus padres y a ser cui-
dado por ellos; es decir el Estado debe velar por la aplica-
ción de estos derechos de conformidad con la legislación,
y a su vez pondrá el máximo empeño en garantizar el re-
conocimiento del principio de que ambos padres tienen
obligaciones comunes en lo que respecta a la crianza y el
desarrollo del niño, siempre velando por el interés superior
del niño o niña.
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Es importante resaltar que el gasto que tendría que erogar
cualquiera de los progenitores de los menores oscila de los
6 mil a los 10 mil, dependiendo las clínicas particulares en
donde sea realizado el estudio, generando una vez más un
deterioro económico para estas madres o padres cabeza de
familia; que dicho sea de paso hacen esfuerzos día a día pa-
ra poder dar a los menores la mejor calidad de vida posible
de conformidad a sus posibilidades.

Esta iniciativa valora la importancia de contar con un res-
paldo para los menores de edad a través de alguno de sus
progenitores, padre o madre, que conllevan toda la respon-
sabilidad, la representación legal y la protección integral
del menor en sus aspectos físico, psicológico, moral, social
y la administración de sus bienes a efecto de que se garan-
ticen la realización y otorgamiento gratuito de la pericial en
genética molecular, con la finalidad de que los menores hi-
jos fuera del matrimonio sean reconocidos por el progeni-
tor faltante.

Con esta propuesta, el Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional da una muestra más de que es
prioridad la atención de los grupos vulnerables y que nues-
tras propuestas buscan ser útiles en beneficio de los ciuda-
danos que más lo necesitan. 

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta honorable asamblea, la siguiente 

Iniciativa con proyecto de decreto mediante la cual se
adiciona el artículo 83 Bis al Código Civil Federal para
quedar como sigue:

Código Civil Federal

Artículo 83 bis. En la omisión de registro de reconoci-
miento de hijos por cualquier causa y mediante alguno
de los progenitores, se ordenará a petición de parte, pe-
ricial de genética molecular ADN, a efecto de compro-
bar la paternidad, previa valoración de la situación eco-
nómica determinada por el Estado.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. A partir de la entrada en vigor del presente De-
creto, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, imple-

mentará lo necesario para dotar de suficiencia presupuestal
la presente.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 14 días de no-
viembre de 2017.— Diputados y diputadas: David Sánchez Isidoro,
Adolfo Mota Hernández, Carlos Federico Quinto Guillén, David Mer-
cado Ruiz, Delia Guerrero Coronado, Erika Lorena Arroyo Bello, Fa-
biola Guerrero Aguilar, Flor Estela Rentería Medina, Marco Antonio
Aguilar Yunes, María Soledad Sandoval Martínez, Noemí Zoila Guz-
mán Lagunes, Pedro Luis Coronado Ayarzagoitia, Sara Latife Ruíz
Chávez, Timoteo Villa Ramírez, Yanleel Abdala Carmona (rúbricas).»

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Gracias, diputado David Sánchez Isidoro. Pido por
favor túrnese a la Comisión de Justicia, para dictamen.

LEY GENERAL DE LOS DERECHOS 
DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Tiene la palabra por cinco minutos la diputada Emma
Margarita Alemán Olvera, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional, para presentar dos iniciativas. La
primera, con proyecto de decreto que reforma los artículos
1o. y 14 de la Ley General de los Derechos de Niñas, Ni-
ños y Adolescentes. Y la segunda, la diputada presenta re-
forma y adiciones a diversas disposiciones de la Ley Fede-
ral del Trabajo. Adelante, diputada.

La diputada Emma Margarita Alemán Olvera: Gracias.
Con su permiso, señora presidenta. Muy buenos días, com-
pañeras diputadas, compañeros diputados. Presento a esta
soberanía dos iniciativas con proyecto de decreto. La pri-
mera busca definir y reglamentar el llamado teletrabajo.

Las tecnologías de la información y la comunicación están
revolucionando las formas de interactuar y organizar en el
trabajo. A nivel mundial hoy hay organizaciones e indivi-
duos que se relacionan en tiempo real, independientemen-
te del lugar y la hora en que se necesitan los servicios.

El teletrabajo tiene un gran potencial para constituirse en
una alternativa real de empleo para muchas personas, entre
las que destacan personas con discapacidad, los jóvenes,
mujeres jefas de trabajo, adultos desempleados o personas
que viven en lugares de difícil acceso.



Esta modalidad permite al teletrabajador tener un mejor
equilibrio entre su vida personal como la laboral, con be-
neficios como trabajar en casa, podría dedicarse más tiem-
po, por supuesto, a la familia, e incluso participar en las ta-
reas y en el cuidado de sus hijos, ancianos o personas con
discapacidad, así como reducir el estrés que causan los
desplazamientos de casa a oficina y viceversa.

Para las empresas y organismos del sector público y priva-
do, adoptar esquemas de mayor flexibilidad como el tele-
trabajo adquiere relevancia en varios sentidos: significa
menos espacios físicos utilizados en las oficinas, lo cual
implica una reducción de gastos en energía, agua y costos
asociados y les permite transitar hacia un sistema de con-
trol por objetivos y resultados, donde exista más flexibili-
dad y por lo tanto mayor productividad y motivación por
parte de los trabajadores.

México estableció este tema de teletrabajo en la reforma
integral de la Ley Federal de Trabajo en 2012, aunque so-
lo se limitó a caracterizarlo como trabajo a domicilio, que
se realiza a distancia utilizando tecnologías de la informa-
ción y comunicación dentro del Capítulo XII Del Trabajo a
domicilio, en el Título Sexto sobre Trabajos especiales, ar-
tículo 311.

Con esta iniciativa que presento a nombre del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional, avanzamos en el
cumplimiento de la plataforma de nuestro partido en in-
cidir en una economía competitiva y en crecimiento, con
empleos con calidad y oportunidades para todos. Legis-
lar a favor del teletrabajo nos permite velar por la eco-
nomía familiar al emplear las fuentes de empleo y gene-
rar ingresos para las familias mexicanas, aumentando su
calidad de vida.

Por lo anterior expuesto someto a consideración de esta ho-
norable asamblea, el siguiente proyecto donde se conside-
ra como teletrabajo a la forma de organización laboral que
consiste en el desempeño de actividades remuneradas, sin
requerirse la presencia física del trabajador en un sitio es-
pecífico de trabajo y utilizando como soporte las tecnolo-
gías de la información y la comunicación para el contacto
entre el trabajador y el empleado.

La segunda iniciativa busca reconocer los derechos de las
niñas y los niños por nacer. En 1959 la Asamblea General
de la ONU realiza la Declaración de los Derechos del Ni-
ño, en donde resaltamos en el Principio IV: “El niño debe
de gozar de los beneficios de la seguridad social. Tendrá

derecho a crecer y desarrollarse con buena salud, con este
fin deberá proporcionarse, tanto a él como a su madre, cui-
dados especiales, incluso atención prenatal y postnatal.

En América Latina varios países han legislado a favor de
los derechos de los niños por nacer. Fue una iniciativa del
expresidente de Argentina, Carlos Saúl Menem. El exman-
datario aprobó mediante decreto, en 1998, en donde se ase-
gura que la vida, el mayor de los dones, tiene un valor in-
violable y una dignidad irrepetible. El derecho a la vida no
es una cuestión de ideología ni de religión, sino emana de
la naturaleza del ser humano.

En Guatemala se legisló el 20 de mayo a favor del niño no
nacido. En Chile el 18 de mayo de 1999 en la Cámara de
Senadores. En Costa Rica, la primera dama, Lorena Clara
de Rodríguez, proclamó el 27 de julio como el Día Nacio-
nal de la Vida.

El reconocimiento del niño por nacer es fundamental para
garantizar sus cuidados durante el periodo de gestación.
Esta ley permitirá la lucha que el Estado debe hacer para la
mortalidad infantil en el momento del nacimiento.

En 2013 en México existen 14.3 descensos de menores de
un año por cada mil nacidos vivos. En los años 70 la tasa
de mortalidad infantil era de 68.4 menores de un año por
cada mil nacidos.

La revisión prenatal es de suma importancia para la salud
del ser humano por nacer y la madre, por eso mi propuesta
es se adicione la fracción VI del artículo 1 y se adicione el
artículo 14 de la Ley General de los Derechos de las Niñas,
Niños y Adolescentes para quedar como sigue:

VI. Reconocer desde el comienzo de su existencia prenatal
al ser humano. Es un sujeto que tiene derecho a la vida y a
la seguridad de su persona.

Artículo 14. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a que
se les preserve la vida, a la supervivencia y al desarrollo.

Desde el comienzo de su existencia prenatal, el ser huma-
no es un sujeto que tiene derecho a la vida y a la seguridad
de su persona. Muchas gracias.

«Iniciativa que reforma los artículos 1o. y 14 de la Ley Ge-
neral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, a
cargo de la diputada Emma Margarita Alemán Olvera, del
Grupo Parlamentario del PAN
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La suscrita, Emma Margarita Alemán Olvera, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional en la
Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
así como 77 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a consideración de esta asamblea iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reconocen los Derechos
del Niño por Nacer, al tenor de la siguiente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se adiciona la fracción vi al
artículo 1 y se reforma el artículo 14 de la Ley General de
los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes.

Exposición de Motivos

En la Declaración Universal de los Derechos Humanos
del 10 de diciembre de 1948 en donde México votó a fa-
vor reconoce a la persona humana iguales y con dere-
chos. En su artículo uno menciona que “Toda persona
tiene todos los derechos y libertades proclamados en es-
ta declaración, sin distinción alguna de raza, color, sexo,
idioma, religión, opinión política o de cualquier otra ín-
dole, origen nacional o social, posición económica, naci-
miento o cualquier otra condición.” En su artículo tres
reconoce el “derecho a la vida, a la libertad y a la segu-
ridad de su persona.” Esta Declaración Universal conde-
na la discriminación en su artículo siete.

En la Declaración de los Derechos del Niño en 1924, en
Ginebra, se establece por primera vez en el mundo un re-
conocimiento a los seres más pequeños e indefensos del
planeta. En su primer principio se declara que “El niño de-
be ser puesto en condiciones de desarrollarse normalmente
desde el punto de vista material y espiritual.”

Para 1959 la Asamblea General de las Naciones Unidas
realiza la Declaración de los Derechos del Niño. En donde
resaltamos que en el cuarto principio “El niño debe gozar
de los beneficios de la seguridad social. Tendrá derecho a
crecer y desarrollarse en buena salud; con este fin deberá
proporcionarse, tanto a él como a su madre, cuidados espe-
ciales, incluso atención prenatal y posnatal…”

En la Convención sobre los Derechos del Niño aprobada
por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de
noviembre de 1989. En el preámbulo se indica que “el ni-
ño, por su falta de madurez física y mental, necesita pro-
tección y cuidado especiales, incluso la debida protección
legal, tanto antes como después del nacimiento”. En su ar-
tículo 6 “Los estados parte reconocen que todo niño tiene

el derecho intrínseco a la vida. Los estados parte garanti-
zarán en la máxima medida posible la supervivencia y el
desarrollo del niño.” Además en el artículo 24 “Los estados
parte asegurarán la plena aplicación de este derecho y, en
particular, adoptarán las medidas apropiadas para: D. Ase-
gurar atención sanitaria prenatal y postnatal apropiada a las
madres;”

El Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNI-
CEF) el periodo neonatal es el momento más vulnerable
para las niñas y niños.

Los primeros 28 días de vida –el periodo neonatal– es el
momento más vulnerable para la supervivencia de un niño.
En México de 36 a 19 muertes por cada 1.000 nacidos vi-
vos en 2015. Durante el mismo periodo, el número de re-
cién nacidos que murieron en los primeros 28 días de vida
2.7 millones. La causa más común es la mala atención du-
rante el periodo prenatal de la madre.

La Convención Americana sobre Derechos Humanos reali-
zada en San José, Costa Rica, el 7 de noviembre de 1969
reconoce el derecho a la vida de toda persona en su artícu-
lo 4: “Toda persona tiene derecho a que se respete su vida.
Este derecho estará protegido por la ley y, en general, a
partir del momento de la concepción. Nadie puede ser pri-
vado de la vida arbitrariamente.”

En el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos,
del cual nuestro país es parte desde 1976 en su artículo 6,
fracción 1, se manifiesta que “El derecho a la vida es inhe-
rente a la persona humana.”

En América Latina varios países han legislado a favor de
los derechos de los niños por nacer, fue una iniciativa del
ex presidente de Argentina, Carlos Saúl Menem. El ex
mandatario aprobó mediante decreto 1406/98 del 7 de di-
ciembre de 1998. En donde se asegura que “la vida, el ma-
yor de los dones, tiene un valor inviolable y una dignidad
irrepetible, y el derecho a la vida no es una cuestión de ide-
ología, ni de religión, sino una emanación de la naturaleza
humana.”

En Guatemala se legisló el 20 de mayo de 1999 a favor del
niño no nacido. En Chile, el 18 de mayo de 1999, en la Cá-
mara de Senadores. En Costa Rica, la primera dama Lore-
na Clara de Rodríguez, proclamando el 27 de julio como
Día Nacional de la Vida. En Nicaragua, se proclamó por
un decreto, el 25 de marzo de cada año como el Día del
Niño por Nacer. En República Dominicana se aprobó a co-



mienzos del año 2001. En Brasil el proyecto de ley que
instituirá el Día del Niño por Nacer, espera su aprobación
en la Cámara de Diputados. En Filipinas la presidenta
Gloria Macapagal Arroyo, declaró oficialmente el 25 de
marzo como el Día del No Nacido. Ecuador también ha
instituido el 25 de marzo como Día del Niño por Nacer. En
Perú el Día del Niño por Nacer se celebra cada 25 de mar-
zo en cumplimiento de la Ley 27654 dada por el Congre-
so de la República del Perú, en el año 2002.

El reconocimiento del niño por nacer es fundamental para
garantizar sus cuidados durante el periodo de gestación.
Esta ley permitirá fundamentar la lucha que el Estado debe
hacer para evitar la mortalidad infantil en el momento del
nacimiento.

El Instituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi) y el
Consejo Nacional de Población (Conapo) publicaron la En-
cuesta Nacional de la Dinámica Demográfica (Enadid) 2014,
en ella se mide la mortalidad infantil. En 2013 en México
existen 14.3 decesos de menores de un año por cada mil na-
cidos vivos. En los años 70 la tasa de mortalidad infantil era
de 68.4 menores de un año por cada mil nacimientos.

La revisión prenatal es de suma importancia para la sa-
lud del ser humano por nacer y la madre, en México 80
por ciento de las mujeres de 15 a 49 años recibieron 8.5
consultas durante su periodo de gestación. La primera re-
visión del embarazo por cuestiones médicas debe darse
en las primeras 12 semanas. 80 por ciento de las mujeres
en nuestro país recibieron consulta durante los primeros
tres meses del embarazo según la Encuesta Nacional de
Dinámica Demográfica.

Decreto por el que se adiciona la fracción VI al artículo
1 y se reforma el artículo 14 de la Ley General de los
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, en materia de
derechos de las niñas y niños por nacer.

Único. Se adiciona la fracción VI del artículo 1, y se adicio-
na texto al artículo 14 de la Ley General de los Derechos de
Niñas, Niños y Adolescentes, para quedar como sigue:

Artículo 1. La presente ley es de orden público, interés so-
cial y observancia general en el territorio nacional, y tiene
por objeto:

…

VI. Reconocer desde el comienzo de su existencia
prenatal, el ser humano es un sujeto que tiene dere-
cho a la vida y a la seguridad de su persona.

Artículo 14. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a
que se les preserve la vida, a la supervivencia y al desarro-
llo. Desde el comienzo de su existencia prenatal, el ser
humano es un sujeto que tiene derecho a la vida y a la
seguridad de su persona.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 3 de octubre de 2017.— Diputa-
das y diputados: Emma Margarita Alemán Olvera, Adriana Lizarra-
raz Sandoval, Alejandra Gutiérrez Campos, Alejandra Noemí Reynoso
Sánchez, Alfredo Miguel Herrera Deras, Angélica Moya Marín, Ariel
Enrique Corona Rodríguez, Arlette Ivette Muñoz Cervantes, Carlos Al-
berto de la Fuente Flores, Eloisa Chavarrías Barajas, Enrique Cambra-
nis Torres, Genoveva Huerta Villegas, Gina Andrea Cruz Blackledge,
Gretel Culin Jaime, Guadalupe González Suástegui, Héctor Barrera
Marmolejo, Hugo Alejo Domínguez, Ingrid Krasopani Schemelensky
Castro, J. Apolinar Casillas Gutiérrez, Javier Antonio Neblina Vega,
Jesús Antonio López Rodríguez, Jorge Ramos Hernández, José Anto-
nio Salas Valencia, José Erandi Bermúdez Méndez, José Everardo Ló-
pez Córdova, Juan Alberto Blanco Zaldívar, Juan Corral Mier, Leonel
Gerardo Cordero Lerma, Leticia Amparano Gamez, Luis Gilberto Ma-
rrón Agustín, Luz Argelia Paniagua Figueroa, Marco Antonio Gama
Basarte, María de los Ángeles Rodríguez Aguirre, María del Rosario
Rodríguez Rubio, María García Pérez, María Guadalupe Murguía
Gutiérrez, María Mercedes Aguilar López, María Verónica Agundis
Estrada, Martha Cristina Jiménez Márquez, Miguel Ángel Huepa Pé-
rez, Miguel Ángel Salim Alle, Norma Edith Martínez Guzmán, Pa-
tricia García García, Pedro Garza Treviño, René Mandujano Tinaje-
ro, Rocío Matesanz Santamaría, Román Francisco Cortés Lugo,
Rubén Alejandro Garrido Muñoz, Ulises Ramírez Núñez, Víctor Er-
nesto Ibarra Montoya, Wenceslao Martínez Santos, Ximena Tamariz
García (rúbricas).»

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Gracias, diputada Alemán Olvera. Túrnese a la
Comisión de Derechos de la Niñez para dictamen.
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LEY FEDERAL DEL TRABAJO

La diputada Emma Margarita Alemán Olvera: «Inicia-
tiva que reforma y adiciona diversas disposiciones a la Ley
Federal del Trabajo, a cargo de la diputada Emma Marga-
rita Alemán Olvera, del Grupo Parlamentario del PAN

La suscrita, diputada Emma Margarita Alemán Olvera in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional en esta LXIII Legislatura del Congreso de la Unión,
con fundamento en lo dispuesto por el artículo 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, así como por lo dispuesto en los artículos 3, nume-
ral 1, fracción VIII; 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, tiene a bien so-
meter a consideración de esta honorable soberanía la si-
guiente iniciativa con proyecto de decreto por la cual se re-
forman y adicionan diversas disposiciones a la Ley Federal
del Trabajo, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Las tecnologías de la información y la comunicación (TIC)
están revolucionando las formas de interactuar y organizar
el trabajo a nivel mundial, hoy día organizaciones e indivi-
duos se relacionan en tiempo real, independientemente del
lugar y la hora en que se necesiten los servicios.

La flexibilidad que permite el uso intensivo de las tecnolo-
gías digitales a ciertas profesiones cualificadas propias del
sector de servicios como las relativas a consultoría, servi-
cios profesionales, asesoría o de investigación, entre otras
actividades, contribuye a instaurar un modelo de trabajo
propio de una sociedad globalizada, que lleva a que los tra-
bajadores realicen su trabajo de forma remota, desde el do-
micilio de los trabajadores o en centros de trabajo compar-
tido (telecentros), por lo que no es necesaria la presencia
física del trabajador en la empresa.

El teletrabajo ha sido definido por la Organización Interna-
cional del Trabajo (OIT) como la forma de trabajo efectua-
da en lugar distante de la oficina y/o separación física y que
implique el uso de nueva tecnología facilitando la comuni-
cación. Este tipo de trabajo debe tener la característica de
ser permanente y no eventual, prestado por personas físicas
y no empresas, lo que significa que hay una relación labo-
ral de subordinación que puede ser medida por el control
de la empresa sobre el trabajo.

El teletrabajo tiene un gran potencial para constituirse en
una alternativa real de empleo para muchas personas, entre
los que destacan personas con discapacidad, mujeres jefas
de hogar, jóvenes y adultos desempleados, o personas que
viven en lugares de difícil acceso.

Esta modalidad permite al teletrabajador tener un mejor equi-
librio entre su vida personal como en la laboral; con benefi-
cios como trabajar en casa, podría dedicar más tiempo a la fa-
milia, e incluso participar en tareas como el cuidado de los
hijos, ancianos o personas con alguna discapacidad; así como
reducir el estrés que causa los desplazamientos de casa a ofi-
cina y viceversa.

Para las empresas y organismos del sector público y priva-
do adoptar esquemas de mayor flexibilidad como el tele-
trabajo adquiere relevancia en varios sentidos, significa
menos espacio físico utilizado en las oficinas lo cual im-
plica una reducción de gastos en energía, agua y costos
asociados, y les permite transitar hacia un sistema de con-
trol por objetivos y resultados donde existe más flexibili-
dad y por lo tanto mayor productividad y motivación por
parte de los trabajadores.

La supervisión, vigilancia y control de las actividades la-
borales es más eficiente, al medir el trabajo por objetivos,
metas y resultados concretos, que por la presencia física
del trabajador o las horas que pasa en la oficina. 

El teletrabajo reviste importancia en determinadas situa-
ciones como emergencias sanitarias o desastres, al contri-
buir a cumplir con las responsabilidades y objetivos de las
organizaciones. En la Ley General de Protección Civil se
establecen algunas disposiciones a fin de garantizar que las
actividades sustantivas de las instituciones públicas, priva-
das y sociales, afectadas por un agente perturbador, puedan
recuperarse y regresar a la normalidad en un tiempo míni-
mo, por lo que deben contar con un plan para la continui-
dad de operaciones1, donde el teletrabajo resulta un instru-
mento fundamental para cumplir este cometido.

La Encuesta en Hogares sobre Disponibilidad y Uso de las
Tecnologías de la Información (ENDUTIH) reveló que en
el año 2015, 55.7 millones de personas son usuarios de una
computadora y 62.4 millones utilizan internet en México.
Los mexicanos declararon emplear la red, principalmente
para obtener información general (88.7 por ciento), como
herramienta de comunicación (84.1 por ciento), para acce-
der a contenidos audiovisuales (76.6 por ciento) y para ac-
ceder a redes sociales (71.5 por ciento).2



De acuerdo con el Instituto Nacional de Estadística y Geo-
grafía (Inegi) en México, en relación con el equipamiento
de tecnologías, muestra que 14.7 millones de hogares (44.9
por ciento del total nacional) declararon contar con al me-
nos una computadora en condiciones de uso. Se calcula
que 6 de cada 10 hogares disponen de computadora. Es ne-
cesario resaltar que el uso de las tecnologías de la informa-
ción y comunicación (TIC) es un fenómeno predominante-
mente urbano, En las 32 ciudades seleccionadas, 59.5 por
ciento de los hogares dispone de computadora y 56.2 cuen-
ta con conexión a internet.3

El teletrabajo tiene un efecto multiplicador en los proce-
sos de modernización del Estado y el cierre de la brecha
digital. La reforma en telecomunicaciones de 2013 buscó
beneficiar a todos los mexicanos, se consideró dentro de
sus principales objetivos, permitir el acceso de la pobla-
ción a las tecnologías de la información y la comunica-
ción, incluida la banda ancha, lo que implicó que más me-
xicanos tendrán mayores posibilidades de estar
conectados y contar con medios que les permitan acceder
a un empleo en mejores términos de calidad y precio. En
ese sentido, una de las principales razones que sustenta-
ron la iniciativa fue la de lograr la reducción de los cos-
tos de los servicios de telecomunicaciones para la socie-
dad mexicana, contar con más ofertas y buscar que los
servicios se tradujeran en un beneficio concreto para toda
la población.4

De hecho, algunos países están aprovechando el avance de
sus sociedades respecto al uso intensivo de las tecnologías
de la información y la comunicación, por lo que cuentan
con legislación y políticas públicas específicas sobre tele-
trabajo, como el proyecto de Ley para la Promoción, Re-
gulación e Implementación del Teletrabajo en Costa Rica5.

En Estados Unidos se permite financiar líneas telefónicas e
instalar equipos en los hogares de los empleados autoriza-
dos para teletrabajar y existen políticas específicas de pro-
moción y fomento del teletrabajo. En 2010, el ex presiden-
te Barack Obama firmó el Telework Enhancement Act la
cual provee un marco para que las agencias aprovechen
mejor la tecnología y maximicen el uso de trabajo flexible,
lo que ayudará a reclutar nuevos trabajadores federales, re-
tener talento valioso y permitir que el gobierno federal
mantenga la productividad en diversas situaciones seguri-
dad y otras situaciones de emergencia.

Uno de los casos más exitosos de teletrabajo en el sector
público es United States Patent and Trademark Office

(PTO o USPTO o en español la Oficina de Patentes de Es-
tados Unidos), que tiene a más de 6 mil 300 empleados de
los cuales 3 mil se encuentran teletrabajando cuatro o cin-
co días a la semana.

Otras agencias norteamericanas que han adoptado el teletra-
bajo son: El Departamento de Tesoro, Comisión Federal Re-
guladora de Energía, Dell, IBM, Humana, Aetna, entre otras.

En Europa, se firmó el Acuerdo Marco Europeo de Tele-
trabajo, entre la Confederación Europea de Sindicatos y el
Centro Europeo de Empresas con Participación Pública
que garantiza a los trabajadores la igualdad de trato con el
resto de los trabajadores de la empresa, la voluntariedad y
la posibilidad de retornar al estatus laboral que tenía el tra-
bajador antes de optar por el teletrabajo, el derecho a la in-
formación y consulta para contar con representatividad co-
lectiva y obliga al empresario a aplicar medidas para evitar
el aislamiento del trabajador.6

Por su parte, Colombia desde 2008 cuenta con una ley (Ley
1221) para promover y regular el teletrabajo como un instru-
mento de generación de empleo y autoempleo mediante el
uso de las tecnologías de la información y las telecomunica-
ciones7, mientras que Chile introdujo el tema del teletrabajo
en el Código de Trabajo (Ley número 19.759) en el año 2001.

Ecuador y Costa Rica cuentan con proyectos de ley para
actualizar su marco normativo laboral en materia de tele-
trabajo. No obstante, Costa Rica ya cuenta con legislación
desde el año 2008 para promover y regular el teletrabajo en
las instituciones del Estado, por lo que ahora busca exten-
der la regulación a la esfera de todas las organizaciones.

Argentina creó la Comisión de Teletrabajo en el Ministerio
del Trabajo con el fin de modificar la Ley de Contrato de
Trabajo número 20.744, aun cuando ya se hacía mención al
teletrabajo en el Anexo H. Plan Nacional para la Inserción
Laboral y el Mejoramiento del Empleo de las Personas
Discapacitadas.

México estableció el tema del teletrabajo en la reforma inte-
gral de la Ley Federal del Trabajo del 2012, aunque sólo se
limitó a caracterizarlo como trabajo a domicilio que se reali-
za a distancia utilizando tecnologías de la información y la
comunicación, dentro del capítulo XII de Trabajo a domicilio
del Título Sexto sobre Trabajos Especiales, artículo 311.

“Artículo 311. Trabajo a domicilio es el que se ejecu-
ta habitualmente para un patrón, en el domicilio del
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trabajador o en un local libremente elegido por él, sin
vigilancia ni dirección inmediata de quien proporcio-
na el trabajo.

Será considerado como trabajo a domicilio el que se rea-
liza a distancia utilizando tecnologías de la información
y la comunicación.

Si el trabajo se ejecuta en condiciones distintas de las
señaladas en este artículo se regirá por las disposiciones
generales de esta ley.”

Es así que se circunscribió el teletrabajo a las disposiciones
que regulan el trabajo a domicilio, donde la relación labo-
ral que se establece refiere a una nula supervisión porque
las tareas a desempeñar fundamentalmente son artesanales
o manuales y el pago es usualmente por piezas o unidades
de producción, actividades que se dan por lo general en
condiciones precarias, dentro del círculo familiar y en un
entorno rural8. 

Lo que implica que la legislación especial que ampara a los
trabajadores a domicilio se limita a intercambiar bienes
materiales cuantificables, que no aplican a cuestiones es-
pecializadas que requieren conocimientos tecnológicos co-
mo demanda el teletrabajo para recibir, tratar y enviar in-
formación inmaterial por naturaleza9. “Las características
modernas del teletrabajo no pueden estar sujetas a esque-
mas normativos de cierta antigüedad que, en el mejor de
los casos, ni siquiera tomaron en cuenta el desarrollo tec-
nológico y sus consiguientes impactos en las organizacio-
nes laborales”10.

Lo que evidencia las características propias que tiene el te-
letrabajo, particularmente la ejecución de actividades inte-
lectuales por medio de las tecnologías digitales, donde sí
existe supervisión y control por parte del empleador.

El teletrabajo no altera la naturaleza de los poderes de di-
rección, sólo adquiere la modalidad de transmitir órdenes
por vía informática, por lo que no supone condiciones la-
borales distintas a las propias de una relación laboral pre-
sencial. Implica flexibilidad en la relación laboral con un
amplio margen de disponibilidad empresarial y un reforza-
miento de los poderes de dirección, porque no se da en el
lugar de trabajo sino fuera de él, ya sea en el domicilio o el
telecentro.

En México, las empresas que han implementado el teletra-
bajo con gran éxito son General Motors, Daimler Chrysler,

IBM, HP, Oracle y Nortel. IBM de México tiene una plan-
ta de mil ochocientos trabajadores, y de ellos 20 por cien-
to trabaja desde su casa. La empresa trabaja desde hace seis
años con programas flexibles para 40 por ciento del perso-
nal, donde el trabajador puede elegir su horario y combi-
narlo entre la oficina y el hogar. De acuerdo con un estudio
realizado por IBM, 80 por ciento de las razones por las que
un empleado se siente bien con su trabajo tienen que ver
con la flexibilidad laboral, lo que impacta positivamente en
los resultados del negocio11. 

Nortel Networks es una de las empresas pioneras en tele-
trabajo desde 1994, y para 1998 ya contaba con 35 mil te-
letrabajadores en todo el mundo. La empresa ha reportado
10.4 por ciento de aumento en la satisfacción del emplea-
do y un ahorro de 60 millones de dólares en propiedades.
Para abril del 2005, aproximadamente 8 por ciento de los
empleados de Nortel teletrabajaban de tiempo completo, y
cerca de 65 por ciento de los empleados trabajaban a dis-
tancia por tiempo parcial.

Si bien, el teletrabajo ha sido adoptado por corporativos in-
ternacionales desde hace más de 10 años, la tendencia es
aumentar su participación en organizaciones medianas y
pequeñas, las cuales concentran alrededor de 30 por ciento
de la población laboral, lo que motiva a contar con dispo-
siciones específicas hacia esta forma de organización labo-
ral que adquiere particular relevancia en la generación de
empleo y aumento de productividad, en igualdad de trato y
condiciones laborales que los trabajadores presenciales.

Lo cual conlleva que el empleador debe garantizar los de-
rechos fundamentales de sus trabajadores y respetarlos sin
menoscabo alguno, como es el derecho a la intimidad y a
la privacidad de su trabajador; por parte del trabajador, es-
tá obligado a respetar las normas de protección de datos y
confidencialidad de la información de la empresa, entre
otros aspectos12.

Frente al compromiso del Estado mexicano de garantizar
el derecho al trabajo a todas las personas, e incluso,
avanzar en el cumplimiento de compromisos internacio-
nales, el teletrabajo se convierte en una opción viable
que produce beneficios a la sociedad, a las organizacio-
nes y al medio ambiente.

Algunos datos dan cuenta de la importancia que adquiere el
teletrabajo para reducir riesgos de trabajo, disminuir la con-
taminación y, en general, para evitar costos económicos al
país y en la salud de la población. 
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En 2013, según la Encuesta Nacional del Empleo y Se-
guridad Social de 2013 del Instituto Mexicano del Segu-
ro Social (IMSS), hubo más de un millón 400 mil perso-
nas que tuvieron algún riesgo de trabajo (1´402,445), en
los que se incluye el traslado de casa al trabajo o de re-
greso a su casa, lo que obligó a más de 95 por ciento a
ausentarse del trabajo.

De acuerdo a un estudio de IBM13, el tránsito generado por
los automóviles en la Ciudad de México, del segundo lugar
de mayor malestar a nivel mundial en 2010, pasó en 2011
a ser la ciudad con mayor malestar causado por el tráfico.
63 por ciento de los automovilistas de la Ciudad de Méxi-
co cree que ha empeorado el tránsito en los últimos tres
años y que existe un grave problema de arranque y deten-
ción del flujo del tránsito.

Como consecuencias de esto, 56 por ciento de los auto-
movilistas han visto afectado su desempeño laboral o es-
colar debido al tránsito; 42 por ciento ha cancelado sus
viajes al trabajo por tránsito, mientras que 43 por ciento
considera que ha afectado su salud. El efecto del tránsito
sobre el desempeño laboral es evidentemente negativo. Si
los problemas de tránsito se redujeran drásticamente, 25
por ciento de los automovilistas de la Ciudad de México
escogerían trabajar más.

En México las personas están expuestas a la mala calidad del
aire, debido a la contaminación generada por los automóvi-
les14 lo cual provoca graves efectos en la salud humana, re-
lacionándose principalmente con enfermedades cardio-respi-
ratorias, aumento de los casos de asma e infecciones
respiratorias y, en algunos casos, ciertos tipos de cáncer.
Anualmente alrededor de 9 mil 300 muertes son causadas por
la contaminación del aire, de acuerdo con la Organización
Mundial de la Salud (OMS). Asimismo, anualmente mueren
24 mil personas a causa de los accidentes viales y más de 40
mil padecen alguna consecuencia negativa. Estos causan un
gasto de 126 mil millones de pesos al año, lo que representa
entre 5 y 8 por ciento del presupuesto anual del sector salud,
1.3 por ciento del producto interno bruto nacional15. 

En este tenor de ideas, esta iniciativa tiene como objetivo
regular y promover el teletrabajo, como un instrumento de
generación de empleo y autoempleo mediante la utiliza-
ción de tecnologías de la información y las telecomunica-
ciones, al tiempo de que contribuye al loable propósito de
lograr sociedades más incluyentes, participativas y con
mejor calidad de vida, donde es posible conciliar vida, tra-
bajo, reducir los efectos medio ambientales y el estrés en

las personas por el uso de vehículos y transporte público,
entre otros aspectos.

Con esta iniciativa que presento a nombre del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional avanzamos en el cum-
plimiento de la plataforma de nuestro partido de incidir en
una economía competitiva y en crecimiento, con empleos de
calidad y oportunidades para todos. Legislar a favor del tele-
trabajo nos permite velar por la economía familiar, al ampliar
las fuentes de empleo y generar ingresos para las familias
mexicanas, aumentando su calidad de vida.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta honorable asamblea el siguiente proyecto de

Decreto que reforma y adiciona la Ley Federal del Tra-
bajo

Artículo Primero. Se reforma el artículo 311 de la Ley Fe-
deral del Trabajo, para quedar redactado de la siguiente
manera:

Artículo 311. Trabajo a domicilio es el que se ejecuta ha-
bitualmente para un patrón, en el domicilio del trabajador
o en un local libremente elegido por él, sin vigilancia ni di-
rección inmediata de quien proporciona el trabajo.

Si el trabajo se ejecuta en condiciones distintas de las se-
ñaladas en este artículo se regirá por las disposiciones ge-
nerales de esta ley.

Artículo Segundo. Se adiciona el capítulo XII Bis que
consta de los artículos 330-A, 330-B, 330-C, 330-D y 330-
E de la Ley Federal del Trabajo, para quedar redactado de
la siguiente manera:

Capítulo XII Bis
Teletrabajo

Artículo 330-A. Será considerado como teletrabajo a la
forma de organización laboral que consiste en el desem-
peño de actividades remuneradas, sin requerirse la pre-
sencia física del trabajador en un sitio especifico de tra-
bajo y utilizando como soporte las tecnologías de la
información y la comunicación para el contacto entre el
trabajador y empleador.

Para fines de esta ley, el teletrabajador es la persona que en
el marco de la relación laboral utiliza las tecnologías de la
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información y comunicación como medio o fin para reali-
zar su actividad laboral fuera del local del empleador. 

Artículo 330-B. El convenio del teletrabajo por virtud del
cual se establece la relación laboral entre el empleador y el
teletrabajador deberá considerar las condiciones de servi-
cio, los medios tecnológicos y de ambiente requeridos y la
forma de ejecutar el mismo en condiciones de tiempo y es-
pacio; las responsabilidades de custodia de equipos, pro-
gramas y manejo de información que, en su caso le sean
otorgados por el empleador; el procedimiento de solicitud,
supervisión y entrega del trabajo a realizar; las medidas de
productividad y de seguridad informática que debe conocer
y cumplir el teletrabajador; y demás disposiciones que es-
tablezcan las obligaciones, los derechos y las responsabili-
dades que deben asumir las partes.

Artículo 330-C. El empleador debe promover el equilibrio
de la relación laboral de los teletrabajadores a fin de que
gocen de un trabajo decente y de igualdad de trato en cuan-
to a remuneración, capacitación, formación, seguridad so-
cial, acceso a mejores oportunidades laborales y demás
condiciones que ampara el artículo segundo de la presente
Ley a los trabajadores presenciales que prestan sus servi-
cios en la sede de la empresa.

Artículo 330-D. Las obligaciones y responsabilidades del
empleador y del teletrabajador sobre salud, seguridad y
previsión de riesgos profesionales por las actividades a
desarrollar fuera del lugar de trabajo utilizando tecnologí-
as de la información y comunicación serán precisadas en
una norma oficial mexicana, la cual debe considerar los de-
rechos del trabajador, como el garantizar el respeto a su in-
timidad y privacidad.

Artículo 330-E. Las autoridades laborales deberán esta-
blecer una red nacional de asesoría, promoción y fomento
del teletrabajo entre organizaciones sociales, privadas y
públicas, que facilite la inclusión laboral de jóvenes, muje-
res, personas con discapacidad y adultos mayores en esta
forma de organización laboral; la capacitación, adiestra-
miento y certificación de recursos humanos en materias de
tecnologías de la información y comunicación; la inspec-
ción, vigilancia y cumplimiento del marco normativo en te-
letrabajo; la cultura del teletrabajo para generar empleo y
aumentar la productividad, y como medida de implementa-
ción en caso de contingencias para garantizar la continui-
dad de operaciones a que refiere la Ley General de Protec-
ción Civil.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. El Poder Ejecutivo federal dispondrá de un pla-
zo de ciento ochenta días hábiles, contados a partir de la
entrada en vigor de la presente iniciativa, para establecer
por parte de las autoridades correspondientes en materia de
salud, seguridad y medio ambiente la Norma Oficial Mexi-
cana prevista en el artículo 330-D y para establecer la red
nacional de promoción y fomento del teletrabajo del artí-
culo 330-E.

Notas

1 Artículos 2, 7 y 11 de la Ley General de Protección Civil.

2 Inegi. Boletín de Prensa Núm. 131/16. 1 de febrero de 2017. 

3 Ibídem.

4 Instituto Federal de Telecomunicaciones. Disponible en línea:

http://www.ift.org.mx/que-es-el-ift/reforma-constitucional# Fecha
de consulta: 1 de febrero de 2017.

5 Proyecto de Ley para la promoción, regulación e implementación del
teletrabajo en Costa Rica. Expediente N° 18.549. Fecha de consulta: 1
de febrero de 2017.

6 Acuerdo Marco Europeo de Teletrabajo. Disponible en línea: 

http://www.uned.ac.cr/viplan/images/acuerdo-marco-europeo-so-
bre-teletrabajo.pdf Disponible en línea: 

7 Ministerio del Trabajo. Decreto N° 0884 de 2012 por el cual se re-
glamenta la Ley N° 1221 del 16 de julio de 2008 y se dictan otras dis-
posiciones. Colombia.

8 Sierra, Benítez Esperanza Macarena. “La nueva regulación del tra-
bajo a distancia” en Revista Internacional y Comparada de Relaciones
Laborales y Derecho del Empleo. ISSN 2282-2313. Volumen 1, núm.
1, enero-marzo de 2013.

9 Garmendia, Cedillo Xóchitl. “Teletrabajo” en Tribunal Federal de
Justicia Fiscal de la Federación. México, 2008.

10 Castro Estrada, Álvaro. “El teletrabajo y la legislación laboral me-
xicana” en Boletín Política Informática, N° 1, 2001, México.
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11 Salinas, Novoa Lorena. “Teletrabajo, mitos y realidades”. Año 6,
Número 21, abril de 2006. 

http://eltintero.ruv.itesm.mx

12 Sierra, Benítez Esperanza Macarena. “La nueva regulación del tra-
bajo a distancia” en Revista Internacional y Comparada de Relaciones
Laborales y Derecho del Empleo. ISSN 2282-2313. Volumen 1, núm.
1, enero-marzo de 2013. p.22. 

13 IBM. The Globalization of Traffic Congestion: IBM 2010 Commu-
ter Pain Survey. 

http://www-03.ibm.com/press/us/en/pressrelease/32017.wss Frus-
tration Rising: IBM 2011 Commuter Pain Survey. 

http://www-03.ibm.com/press/us/en/presskit/35314.wss 

14 Guía metodológica para la estimación de emisiones vehiculares en
ciudades mexicana. México: Instituto Nacional de Ecología, Secretaría
de Medio Ambiente y Recursos Naturales. 

http://www2.ine.gob.mx/publicaciones/consultaPublicacion.html?i
d_pub=618

15 Secretaría de Salud, 2010. Comunicado de prensa No. 131 

http://portal.salud.gob.mx/redirector?tipo=0&n_seccion=Boletines&s
eccion=2010-03-26_4488.html

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 12 octubre de 2017.— Diputadas
y diputados: Emma Margarita Alemán Olvera, Emma Margarita
Alemán Olvera, Adriana Lizarraraz Sandoval, Alejandra Gutiérrez
Campos, Alejandra Noemí Reynoso Sánchez, Alfredo Miguel Herrera
Deras, Angélica Moya Marín, Ariel Enrique Corona Rodríguez, Carlos
Alberto de la Fuente Flores, Eloisa Chavarrías Barajas, Enrique Cam-
branis Torres, Exaltación González Ceceña, Genoveva Huerta Villegas,
Gina Andrea Cruz Blackledge, Gretel Culin Jaime, Guadalupe Gonzá-
lez Suástegui, Héctor Barrera Marmolejo, Ingrid Krasopani Scheme-
lensky Castro, J. Apolinar Casillas Gutiérrez, Javier Antonio Neblina
Vega, Jesús Antonio López Rodríguez, Jorge Ramos Hernández, José
Antonio Salas Valencia, José Erandi Bermúdez Méndez, José Everar-
do López Córdova, Juan Alberto Blanco Zaldívar, Juan Corral Mier,
Leonel Gerardo Cordero Lerma, Leticia Amparano Gamez, Lilia Ar-
minda García Escobar, Luis Gilberto Marrón Agustín, Luz Argelia Pa-
niagua Figueroa, Marco Antonio Gama Basarte, María de los Ángeles
Rodríguez Aguirre, María del Rosario Rodríguez Rubio, María García
Pérez, María Guadalupe Murguía Gutiérrez, María Mercedes Aguilar
López, María Verónica Agundis Estrada, Martha Cristina Jiménez
Márquez, Miguel Ángel Huepa Pérez, Miguel Ángel Salim Alle, Mi-

nerva Hernández Ramos, Norma Edith Martínez Guzmán, Patricia Gar-
cía García, Pedro Garza Treviño, René Mandujano Tinajero, Rocío Ma-
tesanz Santamaría, Román Francisco Cortés Lugo, Rubén Alejandro Ga-
rrido Muñoz, Ulises Ramírez Núñez, Víctor Ernesto Ibarra Montoya,
Wenceslao Martínez Santos, Ximena Tamariz García (rúbricas).»

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión So-
cial, para dictamen.

La diputada Alejandra Noemí Reynoso Sánchez (desde
la curul): Presidenta.

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Sonido en la curul de la diputada Alejandra Reynoso,
por favor.

La diputada Alejandra Noemí Reynoso Sánchez: Gra-
cias, presidenta. Para felicitar a la diputada Magos Alemán
por esta iniciativa y pedirle que si puedo adherirme. La
conciliación de la vida laboral y familiar es clave para mu-
chos temas: seguridad, desarrollo, crecimiento, economía,
y por supuesto el fortalecimiento de la familia. Muchas fe-
licidades.

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: La diputada expresa su anuencia para que pasen, por
favor, aquí a la Secretaría a suscribir junto con ella las dis-
tintas iniciativas que ha presentado esta mañana. Felicida-
des, diputada.

LEY SOBRE LA CELEBRACIÓN DE 
TRATADOS Y LEY DE INVERSIÓN EXTRANJERA

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Tiene la palabra, por cinco minutos, la diputada Ma-
ría Cristina García Bravo, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática, para presentar ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona di-
versas disposiciones de la Ley sobre la Celebración de Tra-
tados, y de la Ley de Inversión Extranjera. Le pido a la
diputada Concepción Villa González, se prepare también
para su intervención a continuación de la diputada García
Bravo. Adelante, diputada.

La diputada María Cristina Teresa García Bravo: Gra-
cias Con su permiso, diputada presidenta. Compañeras y
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compañeros diputados, la presente iniciativa que someto a
su consideración propone reformar y adicionar disposicio-
nes de la Ley sobre la Celebración de Tratados y la Ley de
Inversión Extranjera, a fin de que los tratados comerciales
y de inversión extranjera que México suscriba y ratifique,
se incluyan términos de cooperación internacional y de in-
versión extranjera con integración industrial internacional
y de inversión extranjera con integración de tecnología, pa-
ra que den impulso al desarrollo nacional a través del res-
peto al medio ambiente, a la igualdad de género y al desa-
rrollo sostenible.

La iniciativa se sustenta en que la Ley sobre Tratados, en
México, no se incluye una definición sobre cooperación in-
ternacional y que en los tratados comerciales no se incor-
poran aspectos como el respeto a las reglas medioambien-
tales, la equidad de género y el desarrollo sostenible de las
partes que lo conforman.

A ello se suma que en la Ley de Inversión Extranjera se
busca actualizar su contenido para que dicha inversión se
canalice a la ciencia y tecnología, a efecto de impulsar a las
pequeñas y medianas empresas para que contribuyan con el
desarrollo sostenible.

Lo cierto es que México cuenta con una red de 12 tratados
de libre comercio, nueve acuerdos de alcance limitado, en
el marco de la Asociación Latinoamericana y de Integra-
ción, y es miembro del Tratado de la Asociación Transpa-
cífico que proporcionó acceso preferencial a 46 países.

No hay que olvidar que el presidente Miguel de la Madrid
comenzó una reforma estructural cuyos elementos fueron
la desregulación y privatización de las empresas públicas,
sí como la apertura de los mercados nacionales a la com-
petencia exterior.

En 1996, México se convirtió en miembro del pleno de-
recho del GATT. En 1993 se aprobó la nueva Ley de In-
versión Extranjera que simplificó los procedimientos ad-
ministrativos y eliminó las restricciones sobre inversión
directa en la industria, liberación comercial y financiera,
impulsado por el Fondo Monetario Internacional y el
Banco Mundial.

El Tratado de Libre Comercio de América del Norte se firmó
el 17 de diciembre de 1992 y se publicó en el Diario Oficial
de la Federación el 20 de diciembre de 1993, consta de ocho
partes, más de 2 mil 100 artículos y 22 capítulos.

En 2012, el comercio trilateral ascendió a mil 56 mil mi-
llones de dólares, cifra récord, experimentando un creci-
miento del 265 por ciento desde su entrada en vigor. El
acuerdo de la Asociación Económica, Concertación Políti-
ca y Cooperación, conocido como el acuerdo global, fir-
mado en 1997 y en vigor desde el 2000, es la piedra angu-
lar del marco jurídico en el que se han desarrollado las
relaciones entre la Unión Europea y México.

El acuerdo global entre la Unión Europea y México es más
que un acuerdo de libre comercio, mientras se podría decir
que la columna vertebral de la relación es la parte econó-
mica, también es muy significativo para fomentar el diálo-
go político y la cooperación.

Sin duda, el acuerdo global organiza la relación desde una
perspectiva horizontal y en tres áreas temáticas principales:
diálogo político, asociación económica, y cooperación. De
ahí que la diferencia entre el TLCAN y el acuerdo global,
este se incluye en aspectos de género, medio ambiente y
desarrollo sustentable.

Por ello recordamos que, en México, el 99.8 por ciento de
las empresas son micro, pequeñas y medianas empresas, y
se distribuyen de la siguiente manera: 47.1 por ciento en
servicios, 26 por ciento en el comercio, 18 por ciento en la
industria manufacturera, y el resto de las actividades repre-
sentan el 8.9 por ciento. Y que, pese a que los tratados han
impulsado las exportaciones de México, se encuentran do-
cumentados en diversas investigaciones y análisis que las
Pymes cierran por falta de apoyo y de una política indus-
trial que fomente el desarrollo de industrias de soporte y
genere empleos, así como el fortalecimiento del mercado
interno y el ingreso de la población.

Por ello, compañeras y compañeros diputados, son impor-
tantes las reformas y adiciones que se plantean en las di-
versas disposiciones a la Ley sobre la Celebración de Tra-
tados y la Ley de Inversión Extranjera, a efecto de que los
tratados comerciales y de inversión extranjera que el Esta-
do mexicano suscriba y ratifique, se incluyan términos de
cooperación internacional y de inversión extranjera con in-
tegración industrial y de transferencia de tecnología para
que den impulso al desarrollo nacional a través del respeto
al medio ambiente, la igualdad de género y al desarrollo
sostenible. Muchas gracias.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de las Leyes sobre la Celebración de Tratados, y de Inver-
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sión Extranjera, a cargo de la diputada María Cristina Gar-
cía Bravo, del Grupo Parlamentario del PRD

Planteamiento del problema a resolver con la presente
iniciativa

La propuesta de iniciativa con proyecto por el que se re-
forman y adicionan diversas disposiciones a la Ley sobre la
Celebración de Tratados y la Ley de Inversión Extranjera,
pretende que los tratados comerciales y de inversión ex-
tranjera que México suscriba y ratifique, se incluyan tér-
minos de cooperación internacional y de inversión extran-
jera con integración industrial y de transferencia de
tecnología, que den impulso al desarrollo nacional, a través
del respeto al medio ambiente, de género y de desarrollo
sostenible.

En este contexto, se desprende que en la ley vigente so-
bre tratados en México no se incluye una definición so-
bre cooperación internacional, además de que en los tra-
tados comerciales no se incorporan aspectos como el
respeto a las reglas medio ambientales, la equidad de gé-
nero y que contribuyan con el desarrollo sostenible de las
partes que lo conforman, lo que sería motivo de suspen-
sión. Dicho vacío se pretende corregir con adiciones a la
ley en los artículos 2 y 12.

Asimismo, en la Ley de Inversión Extranjera se busca ac-
tualizar su contenido para que dicha inversión se canalice a
la ciencia y tecnología para impulsar a las pequeñas y me-
dianas empresas, con lo que se pretende que la cooperación
internacional contribuya con el desarrollo sostenible, con
una adición al artículo 4 de la ley.

Argumentos

Se entiende por tratado internacional el “convenio regido
por el derecho internacional público, celebrado por escrito
entre el gobierno de los Estados Unidos Mexicanos y uno
o varios sujetos de derecho internacional público, ya sea
que su aplicación requiera o no la celebración de acuerdo
en materias específicas, cualquier que sea su denomina-
ción, mediante el cual los Estados Unidos Mexicanos asu-
men compromiso”1.

En ese sentido, México cuenta con una red de 12 tratados
de libre comercio, nueve acuerdos de alcance limitado
(acuerdos de complementación económica y acuerdos de
alcance parcial) en el marco de la Asociación Latinoameri-

cana de Integración (Aladi) y es miembro del Tratado de
Asociación Transpacífico, que proporciona acceso prefe-
rencial a 46 países.

Se estima que se han firmado acuerdos comerciales en tres
continentes, que iniciaron con el ingreso de México al Acuer-
do General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio (GATT,
por sus siglas en inglés) y los acuerdos de alcance parcial
(AAP), con Panamá a partir de 1986. Después llegó el acuer-
do de complementación económica (ACE), con Argentina en
1987. Mientras que con Estados Unidos y Canadá se firma el
Tratado de Libre Comercio (TLCAN) en 1994.

Un año después, se firma el TLC G3 con Colombia y Ve-
nezuela y un tratado con Costa Rica y un ACE con Bolivia.
En 1998 se firma un acuerdo de alcance parcial con Ecua-
dor y el TLC con Nicaragua. Para 1999 se logra el TLC con
Chile. Mientras que para 2000 se alcanza un TLCUEM con
la Unión Europea, un APP con Paraguay, asimismo se lo-
gra el TLC con Israel.

En tanto que para 2001 se logra el TLC con Islandia,
Liechtenstein, Noruega y Suiza, mientras se alcanza con
Cuba un ACE y un TLC con Guatemala, Honduras y el Sal-
vador. Para 2003 se concreta un ACE con Brasil y otro con
el Mercosur en materia automotriz. Con Uruguay se con-
creta el TLC en 2004, en tanto existen acuerdos con Japón
en 2005 y un ACE con el Mercosur en 2006.

Por su parte, se concreta la Alianza del Pacífico (AP), donde
participan Chile, Colombia y Perú. Además, el TLC Único
con Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras y Nicara-
gua en 2011. El siguiente año se alcanza el TLC con Perú y
para 2014 el TLC con Panamá.

El tratado de Asociación Transpacífico (TPP), con la parti-
cipación de Australia, Brunei, Darussalam, Canadá, Chile,
Estados Unidos, Japón, Malasia, Nueva Zelanda, Perú,
Singapur y Vietnam se da en 2015.

Con base en lo anterior, existen diversos análisis sobre los
resultados de los tratados y acuerdos, con relación a los 20
años del TLC. Desde la academia algunos especialistas han
señalado que: el gobierno mexicano tiene a la fecha doce
tratados de libre comercio firmados con 46 países, sin que
esto se refleje en un mayor equilibrio en la balanza comer-
cial y en la cuenta corriente de la balanza de pagos que si-
guen siendo deficitarias. El 81 por ciento de las exporta-
ciones son de manufacturas producidas en empresas
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maquiladoras de grandes corporativos, que realizan sólo
negocios “intrafirma”, con escasos beneficios a los bolsi-
llos de los mexicanos.2

Además algunos investigadores señalan que: lo importante
de destacar es que la apertura al exterior de México fue ra-
dical y en contexto internacional severamente proteccio-
nista, como se demuestra en las leyes comerciales nortea-
mericanas y los subsidios agrícolas del 2001. Las
restricciones fitosanitarias y las barreras a la migración evi-
dencian que a pesar del TLC continúan los problemas con
EU. Se demuestra que mientras México ofreció libremente
su mercado, los EU, agudizaron su proteccionismo y su na-
cionalismo.3

Mientras que en otros estudios se busca ubicar los aspectos
económicos más destacados de la relación trilateral al señalar
que: la apertura comercial ha sido también una de las medi-
das económicas que mayormente han impactado en el siste-
ma de producción nacional y en la composición y desenvol-
vimiento del mercado interno por las razones que se citan:

1) Al modificar sustancialmente el tamaño de la econo-
mía nacional (cambios en los niveles de la oferta y la de-
manda agregadas);

2) Al provocar cambios fundamentales en las estructu-
ras sectoriales y regionales de la actividad económica
(relaciones insumo-producto);

3) Al afectar los patrones y las preferencias de los con-
sumidores (elasticidades precio e ingreso de los bienes
producidos);

4) Al suprimir distorsiones en el nivel de precios relati-
vos y en el nivel general de precios;

5) al alinear la liberalización de los flujos externos de
comercio y servicios con una política cambiaria que ga-
rantiza la flotación libre del tipo de cambio;

6) Al propulsar la eficiencia económica de los sectores
productivos, los mercados y las empresas a través de la
reconversión industrial y tecnológica a efecto de que
puedan quedar dotadas de las ventajas competitivas que
demandan los mercados internacionales;

7) Al crear un entorno más propicio para el intercambio
con los socios comerciales, que privilegie la concreción

de negociaciones multilaterales por encima de las bila-
terales (tratados de libre comercio);

8) Al sujetar las operaciones de comercio exterior al
marco jurídico y a las prácticas de la Organización
Mundial de Comercio;

9) Al poner a disposición de los exportadores e impor-
tadores privados un marco de confianza y certidumbre
para participar de manera permanente y cada vez más
intensa en los mercados mundiales.4

No hay que olvidar que el presidente Miguel de la Ma-
drid comenzó una reforma estructural cuyos elementos
fueron la desregularización y privatización de las empre-
sas públicas; apertura de los mercados nacionales a la
competencia exterior.

• En 1986 México se convirtió en miembro de pleno de-
recho del GATT.

• En 1993 se aprobó la nueva Ley de Inversiones Ex-
tranjeras, que simplificó los procedimientos administra-
tivos y eliminó restricciones sobre inversión directa en
la industria.

• Liberalización comercial y financiera (Consenso de
Washington) impulsado por el Fondo Monetario Inter-
nacional (FMI) y el Banco Mundial (BM).

El Tratado de Libre Comercio de América del Norte se firmó
el 17 de diciembre de 1992 y se publicó en el Diario Oficial
de la Federación el 20 de diciembre de 1993. Consta de ocho
partes, más de 2 mil 100 artículos y 22 capítulos.

En 2012, el comercio trilateral ascendió a 1,056 mil millo-
nes de dólares, cifra récord, experimentando un crecimien-
to de 265 por ciento desde su entrada en vigor.5

Por lo tanto, el Acuerdo de Asociación Económica, Con-
certación Política y Cooperación, conocido como el
“Acuerdo Global” (AG), firmado en 1997 y en vigor desde
2000, es la piedra angular del marco jurídico en el que se
han desarrollado las relaciones entre la Unión Europea
(UE) y México.6

El AG entre la UE y México es más que un acuerdo de li-
bre comercio. Mientras que se podría decir que la columna
vertebral de la relación es la parte económica del AG, el
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Acuerdo también es muy significativo para fomentar el
diálogo político y la cooperación.

El AG organiza la relación desde una perspectiva horizon-
tal y en tres áreas temáticas principales: diálogo político,
asociación económica y cooperación.

Una diferencia entre el TLC y el AG es que se incluyen as-
pectos de: género, medio ambiental y desarrollo sustentable.

Por su parte, en México, 99.8 por ciento de las empresas
son micro, pequeñas y medianas empresas (Mipyme) y se
distribuyen de la siguiente manera: 47.1 por ciento en ser-
vicios, 26 por ciento en el comercio, 18 por ciento en la in-
dustria manufacturera y el resto de las actividades repre-
sentan el 8.9 por ciento.

De acuerdo con información oficial de la Secretaría de
Economía, estas empresas generan el 78.5 por ciento de
los empleos formales y el 52 por ciento del producto in-
terno bruto (PIB) del país, situación que denota la im-
portancia de contar con políticas públicas promovidas
desde el gobierno mexicano para incentivar, impulsar y
consolidar condiciones adecuadas para su crecimiento
sostenible y competitivo.7

De acuerdo con información de ProMéxico en 2013, el pa-
ís fue el principal exportador de electrodomésticos de Lati-
noamérica y el sexto a nivel global. Es el principal expor-
tador de refrigeradores con congelador de puertas
separadas. Primer exportador de televisiones de pantalla
plana en el mundo.8

México es el principal exportador de la industria electróni-
ca de América Latina. Nueve de las diez principales em-
presas transnacionales de servicios de manufactura de elec-
trónicos (EMS) están ubicadas en el país. Es el segundo
productor del sector eléctrico en Latinoamérica. El sector
eléctrico empleó a más de 132 mil 500 personas.

México es el tercer exportador de servicios de tecnologías
de la información, después de India y Filipinas. El sector
de tecnologías de la información (TI) está integrado por
más de cuatro mil unidades económicas o empresas y 32
clústeres especializados.

Es el quinto proveedor de autopartes a nivel mundial y el
líder exportador en Latinoamérica en éste sector. La indus-
tria automotriz y de autopartes emplea a más de 645 mil
trabajadores.

México es líder en diseño y manufactura de trenes mo-
trices, cinturones, asientos, suspensiones y chasis; ele-
mentos elásticos, partes de metal, arneses e iluminación,
entre otros. Concentra noventa de las cien empresas de
autopartes más importantes del mundo.

Según la información de ProMéxico, es el sexto provee-
dor de la industria aeroespacial de EUA. Actualmente el
sector aeroespacial emplea a más de 32 mil 600 trabaja-
dores. También es el séptimo mayor exportador de telé-
fonos celulares.

México es el primer exportador de hortalizas, raíces y tu-
bérculos en América, y el cuarto a nivel mundial. Es el pri-
mer exportador de tomates frescos en el mundo. Además es
el primer productor y exportador de aguacate en el mundo.
También es reconocido como uno de los cinco principales
productores y exportadores de café orgánico. El primer ex-
portador de guayaba y mango en el mundo. El primer ex-
portador de papaya en el mundo.

El segundo exportador de espárragos en el mundo. El ter-
cer exportador de pepino en el mundo. El cuarto exporta-
dor de fresas en el mundo. Es el cuarto exportador de atún
aleta azul fresco. Es el décimo segundo exportador mun-
dial de carne porcina y es el décimo tercer exportador mun-
dial de carne bovina fresca o refrigerada.

México exporta mezcal, tequila y sotol, tres bebidas con
Denominación de origen, que sólo pueden producirse en
regiones específicas del país. Asimismo es el principal ex-
portador de cerveza en el mundo.

Ocupa el primer lugar mundial como productor de plata
además figura como el segundo productor de oro en Lati-
noamérica y el octavo a nivel mundial. Además ocupa el
segundo lugar en producción de fluorita y es el tercer pro-
ductor de cobre en América Latina y décimo a nivel mun-
dial. Es el sexto mayor exportador en animación, videojue-
gos y software, además es uno de los destinos para el
desarrollo de contenidos digitales.

Es el cuarto proveedor de productos textiles y de confec-
ción en EUA. Asimismo, es el cuarto exportador global de
mobiliario para medicina, cirugía, odontología y veterina-
ria. También el cuarto exportador mundial de ajugas tubu-
lares de metal y agujas de sutura. Es el séptimo exportador
global de aparatos de terapia respiratoria y el noveno ex-
portador global de dispositivos médicos.
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ProMéxico destaca que es el segundo mercado más grande
de Latinoamérica para la industria farmacéutica. Veinte de
las veinticinco principales empresas farmacéuticas a nivel
internacional cuentan con operaciones en el país.

Sin embargo, una organización por los derechos de las muje-
res, revisa otros aspectos del “libre comercio” al señalar que
se ha incrementado la concentración de la riqueza en pocas
manos y se han producido los mayores niveles de pobreza.
De acuerdo con esta organización: los empleos creados son
precarios, pues: existe poca incorporación de la población
trabajadora a la seguridad social; y los salarios pierden ace-
leradamente su capacidad adquisitiva.

Asimismo, destaca es que con la producción agroempresa-
rial, en la cual las trasnacionales producen alimentos, ge-
nera la destrucción de las pequeñas unidades productivas,
que son las que abastecen los mercados internos, y en las
cuales las mujeres tienen una mayor representatividad.

Mientras que en el ámbito de la maquila textil, ha habido
un aumento de productividad en dicho sector, sin embargo
esto no se ha traducido en una mejora de los salarios de las
personas.9

Por otra parte, de acuerdo con información de comercio ex-
terior del Banco de México, del total de las exportaciones
de México 90 por ciento se dirigen a América, 4 por cien-
to a Asia, 0.14 por ciento África, 0.30 por ciento Oceanía,
Otros países Europeos 0.36 por ciento y con la Unión Eu-
ropea 5.2 por ciento.

En tanto que las exportaciones hacia Alemania representan
0.89 por ciento, Bélgica 0.40 por ciento, España 0.73 por
ciento, Francia 0.57 por ciento, Países Bajos 0.46 por cien-
to, Italia 0.47 por ciento, Dinamarca 0.06 por ciento, Por-
tugal 0.04 por ciento, otros 0.53 por ciento y Reino Unido
0.96 por ciento.

En México un inversionista requiere de 6 procedimientos y
6.3 días para abrir una empresa y de 11 procedimientos y
86.4 días para obtener un permiso de construcción.

Los socios comerciales del país representan 58 por ciento
del PIB y 53 por ciento del comercio global y significan
mil 150 millones de consumidores potenciales. México es
el decimotercer país que más comercia en el mundo.

Mientras que, el país ocupa el lugar 57 de 140 países en el
Índice de Competitividad Global 2015-16; el 39 de 189

países dentro del Doing Business 2015; el país recibió 394
mil 828.6 millones de dólares de inversión extranjera di-
recta (IED), entre enero de 1999 y diciembre de 2014.

De acuerdo con especialistas, en materia de inversión ex-
tranjera, pese al TLCAN, hemos perdido atractivo en com-
paración con otras economías. China se ha vuelto ya no so-
lamente receptora, sino también inversora. De hecho, a
principios de la presente década, la inversión extranjera di-
recta (IED) de China en Brasil equivale a 50 por ciento de
la IED que recibió México en total.10

La Inversión Extranjera Directa (IED) realizada y notifica-
da entre el 1° de enero y el 30 de septiembre de 2016 as-
cendió a 19 mil 772.6 millones de dólares (mdd), lo que re-
presentó un decremento de 8.40 por ciento respecto a la
cifra preliminar reportado en el mismo periodo de 2015.
Por tipo de inversión, del total de la IED, 39.86 por ciento
correspondió a reinversión de utilidades, 32.37 por ciento
a nuevas inversiones y 27.77 por ciento a cuentas entre
compañías.11

De acuerdo con la Comisión Económica para América Lati-
na y el Caribe (Cepal), en 2015, Brasil se mantuvo como el
principal receptor de IED en la región, aunque ésta disminu-
yó; en segundo lugar estuvo México, donde la IED aumentó
18 por ciento y alcanzó los 30 mil 285 millones de dólares.
Detrás de ellos estuvo Chile, Colombia y Argentina.

Como se ve, a pesar de que los tratados han impulsado las
exportaciones de México, existe una diferencia entre éstas y
las exportaciones mexicanas. Se encuentra documentado en
diversas investigaciones y análisis que las Pyme cierran por
falta de apoyo y de una política industrial que fomente el
desarrollo de industrias de soporte y genere empleos, así co-
mo el fortalecimiento del mercado interno y el ingreso de la
población.

Por eso, es importante las reformas y adiciones que se
plantean a las diversas disposiciones a la Ley sobre la Ce-
lebración de Tratados y la Ley de Inversión Extranjera, a
efecto de que los Tratados Comerciales y de Inversión Ex-
tranjera que el Estado mexicano suscriba y ratifique, se in-
cluyan términos de cooperación internacional y de inver-
sión extranjera con integración industrial y de transferencia
de tecnología, que den impulso al desarrollo nacional, a
través del respeto al medio ambiente, de género y de desa-
rrollo sostenible.
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Fundamento legal

Atendiendo a las disposiciones establecidas en la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos y como me-
dio jurídico para el debido cumplimiento de las mismas, en
nuestra calidad de diputadas y diputados federales y con
fundamento en el artículo 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, y en los ar-
tículos 6, numeral 1, fracción I, y 77, numeral 1, del Re-
glamento de la Cámara de Diputados y demás
disposiciones aplicables, ponemos a su consideración la
presente iniciativa.

Denominación del proyecto de ley o decreto

Iniciativa de ley con proyecto de

Decreto por el que se adicionan el artículo 2 y 12 de la
Ley Sobre la Celebración de Tratados, así como tam-
bién se adiciona un cuarto párrafo al artículo 4 de la
Ley de Inversión Extranjera

Artículo Primero. Se adiciona una fracción al artículo 2
para quedar en IX fracciones y se adiciona el artículo 12 de
la Ley sobre la Celebración de Tratados, para quedar como
sigue:

Ley sobre la Celebración de Tratados

Artículo 2.

Para los efectos de la presente ley se entenderá por:

I. a VIII. …

IX. Cooperación Internacional: el acto mediante el
cual los Estados Unidos Mexicanos hacen constar su
consentimiento por la interlocución, negociación y
cooperación entre las partes, que complementen es-
trategias comerciales.

La cooperación internacional es un factor comple-
mentario al desarrollo nacional, es un mecanismo de
vinculación con diversos agentes interesados en la
gestión, intercambio y obtención de recursos huma-
nos, técnicos, materiales y financieros que permiten
acrecentar sus capacidades de participación, en el
plano interno e internacional.

Artículo 12.

De conformidad con los tratados aplicables, el Gobier-
no de los Estados Unidos Mexicanos no reconocerá las
estrategias de inserción y competitividad en mercados,
así como la integración y ampliación regional, y la di-
versificación comercial y bloques regionales, cuando en
las relaciones bilaterales, birregionales y multilaterales,
no se cumpla con las normas ambientales, se respete la
equidad de género y afecte el desarrollo sustentable.

Artículo Segundo. Se adiciona un cuarto párrafo al artícu-
lo 4 de la Ley de Inversión Extranjera, para quedar como
sigue:

Ley de Inversión Extranjera

Artículo 4. …

…

…

La inversión extranjera podrá participar en la asisten-
cia técnica de ciencia y tecnología y la promoción de
alianzas estratégicas con sectores susceptibles a la in-
versión. Asimismo, para ampliar los programas de di-
fusión y capacitación técnica, especialmente dirigidos a
las pequeñas y medianas empresas mexicanas.

Transitorio

Único. El presente decreto entrara en vigor a partir del
día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación. 
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 3 de octubre de
2017.— Diputada María Cristina Teresa García Bravo (rúbrica).»

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Gracias, diputada María Cristina García Bravo.
Túrnese a las Comisiones Unidas de Relaciones Exte-
riores, y de Economía, para dictamen.

LEY DE CAMINOS, PUENTES Y
AUTOTRANSPORTE FEDERAL

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Tiene la palabra por cinco minutos la diputada Concep-
ción Villa González, del Grupo Parlamentario de Morena. La
diputada presenta dos iniciativas. La primera con proyecto de
decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal. La se-
gunda, iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adi-
ciona los artículos 16 Bis y 17 de la Ley General de Acceso
de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia.

Le pido al diputado Juan Manuel Celis Aguirre, del Grupo
Parlamentario del Partido Verde Ecologista, prepare su in-
tervención. Adelante, diputada.

La diputada Concepción Villa González: Muchas gra-
cias, presidenta. Compañeros, compañeras, la primera ini-
ciativa establece el esquema de corresponsabilidad entre
los propietarios de carga o usuarios y las personas con per-
miso para prestar servicios de transporte.

De enero de 2015 al mes de agosto de 2016, se registraron
9 mil 900 hechos de tránsito, 4 mil 873 personas perdieron
la vida como consecuencia de los mismos y 18 mil 879 per-
sonas resultaron heridas en tales eventos.

De mayo de 2015 a septiembre de 2016, las autoridades fe-
derales impulsaron 59 mil 671 sanciones por infracciones
a normas de circulación vehicular: exceder los límites de
peso de carga y de velocidad o incumplir con las dimen-
siones de plataforma de carga. De manera particular, en la
revisión a los vehículos articulados y doblemente articula-
dos, en el 30 por ciento de los casos se detectó un exceso
de carga.

Actualmente en ninguno de los supuestos legados se consi-
dera la responsabilidad para el dueño de carga o usuario del
servicio de autotransporte de carga, no obstante que tam-
bién tiene el beneficio de disminución en los costos de
transporte, por el transporte de bienes o productos en los
vehículos que sufren algunos accidentes por el exceso en el
peso de carga autorizada o incumplir con especificaciones
técnicas y condiciones mecánicas que deben observar los
vehículos de doble remolque.

Por lo anterior, es necesario incluir la responsabilidad soli-
daria entre los permisionarios y usuarios o dueños de car-
ga, quienes pueden tener un aliciente socialmente perverso
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en el transporte de bienes o productos a tiempos de permi-
tir no cerciorarse, solicitar o prohijar, alentar o aspirar que
se excedan los límites en el peso de la carga de dimensio-
nes autorizadas o no exigir que los vehículos de remolque
que no se transporte la carga cumpla con las prescripciones
reglamentarias y normas aplicables o no asegurarse a soli-
citar con el operador asignado esté debidamente capacita-
do y conduzca bajo las condiciones de seguridad que per-
mitan prevenir, disminuir las acciones.

Es necesario que desde la ley se establezca la obligación
para la Secretaría de llevar, no solo un registro de licencias
otorgadas, sino de aquellas que se han suspendido o revo-
cado en el registro que sea público.

La segunda iniciativa de violencia en la comunidad de la
Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de
Violencia. La violencia sexual contra las mujeres ha sido
reconocida en el ámbito internacional y nacional como una
violación de los derechos humanos y un problema estruc-
tural de escala mundial, que afecta de manera despropor-
cionada a las mujeres, niñas y adolescentes.

Existen numerosas disposiciones internacionales que ha-
cen referencia a este término y establecen obligaciones es-
tatales para prevenir y atenderlas. De forma más específi-
ca, la violencia sexual en el espacio público es una forma
de violencia sexual contra las mujeres. En la actualidad es
la más común en el país.

Por ejemplo, un estudio del Colegio Mexicano asegura que
en la Ciudad de México el 93 por ciento de las mujeres han
sufrido miradas lascivas, y el 50 por ciento han sido toca-
das por la vía pública. La Ciudad de México no es un caso
aislado, la violencia sexual contra las mujeres en espacios
públicos ha sido señalada por organizaciones de la socie-
dad civil en diversas entidades federativas y se materializa
en acciones como miradas o palabras lascivas, hostiga-
miento, pero también en prácticas sexuales no voluntarias,
acoso o violación.

En esta lista de acciones no es limitada, la comprensión de
este tipo de violación en espacios públicos debe ser de for-
ma amplia.

No prevenir y atender la violencia sexual en el espacio pú-
blico tiene como resultado el menoscabo del ejercicio de
los derechos humanos de las mujeres y su plena participa-
ción en la vida pública del país, ya que este tipo de viola-
ción limita su movilidad y modifica su comportamiento.

A pesar de los efectos que tiene en las mujeres la violencia
sexual en el espacio público, legalmente no se cuenta con
un marco jurídico adecuado para prevenir y atenderla.

La Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre
de Violencia es la ley que contempla y describe la violen-
cia en la comunidad. Sin embargo, esta ley no cuenta con
los reconocimientos específicos sobre violencia sexual
contra las mujeres en espacio público.

En este sentido, la presente iniciativa busca enriquecer la
Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de
Violencia, incorporando una definición específica de vio-
lencia sexual en el espacio público, ya que es un tipo de
violencia que se representa en la comunidad y, debido a
que no ha sido nombrada e identificada en el Estado se
cuenta con poca información al respecto y, por lo tanto, con
una incorrecta o deficiente planeación política pública pa-
ra prevenir y atenderla.

También la presente iniciativa prevé estrategias de preven-
ción de violencia contra las mujeres en el espacio público,
tanto para modificar patrones socioculturales, como para
crear espacios públicos seguros para las mujeres y niñas,
considerando que estas acciones contribuyen efectivamen-
te a la erradicación de violencia sexual en los espacios pú-
blicos. Por su atención, gracias.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal, a
cargo de la diputada Concepción Villa González, del Gru-
po Parlamentario de Morena

Concepción Villa González, diputada integrante de la
LXIII Legislatura del Congreso de la Unión, miembro del
Grupo Parlamentario de Morena, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 71, fracción II, y 72 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así co-
mo del 1, 3, fracción VIII; 6, numeral 1, fracciones I, II, IV
y X; 36, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, someto a su consideración la siguiente iniciativa con
proyecto de decreto por el cual se reforman y adicionan
diversas disposiciones de la Ley de Caminos, Puentes y
Autotransporte Federal, bajo las siguientes:

Consideraciones

Primera. El artículo 1 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos dispone que todas las personas
gozarán de los derechos humanos reconocidos en nuestra
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Carta Magna y en los Tratados Internacionales de los cua-
les nuestro país sea parte; además, se prohíbe toda forma
de discriminación; y, muy importante, se establece la obli-
gación para todas las autoridades de promover, respetar,
proteger y garantizar los derechos humanos reconocidos.

El artículo 25 de la Carta Magna dispone:

“Artículo 25…. Corresponde al estado la rectoría del
desarrollo nacional para garantizar que éste sea inte-
gral y sustentable, que favorezca la soberanía de la na-
ción y su régimen democrático…”.

Y el 26 de la Constitución federal prevé:

“Artículo 26.

A. El Estado organizará un sistema de planeación de-
mocrática del desarrollo nacional…

La planeación será democrática y deliberativa. Me-
diante los mecanismos de participación que defina la
ley, recogerá las aspiraciones y demandas de la socie-
dad…”.

De su lado, la Ley General del Equilibrio Ecológico y la
Protección al Ambiente (LGEEPA), en su artículo 19,
fracciones IV y V, prevé que el equilibrio ecológico debe
observarse en los asentamientos humanos y en el empla-
zamiento de las vías de comunicación. Y, en la Ley Ge-
neral de Cambio Climático, el artículo 34 contiene la
obligación para las autoridades de la administración pú-
blica federal de diseñar e instrumentar programas de
movilidad que sean sustentables.

La LGEEPA exige además que el proceso tienda “a mejo-
rar la calidad de vida y la productividad de las perso-
nas” (artículo 3, fracción XI), de lo que se sigue que las
personas tienen derecho a gozar, mejorar y cuidar el
ambiente que las rodea, incluyendo su forma de vida, in-
dividual y colectiva; y las autoridades tienen la obligación
de establecer, instrumentar y respetar los mecanismos y
procedimientos que garanticen el derecho a un desarrollo
sustentable.

A su vez, en la Ley Orgánica de la Administración Pública
Federal (LOAPF) se establecen las bases de la administra-
ción pública federal centralizada y paraestatal, con atribu-
ciones precisas para las dependencias adscritas al Poder
Ejecutivo de la Unión. En lo que interesa, en el artículo 36

de la LOAPF se enlistan las atribuciones otorgadas a la Se-
cretaría de Comunicaciones y Transportes, entre las que
tenemos la formulación y conducción de las políticas y
programas para el desarrollo del transporte, el otorga-
miento de concesiones y permisos para la explotación de
autotransportes en las carreteras federales y la vigilancia
técnica de su funcionamiento y operación, así como la fija-
ción de la normas técnicas del funcionamiento y operación
de los servicios de transportes.

En relación estrecha con lo anterior, en la Ley de Caminos,
Puentes y Autotransporte Federal (LCPAF), se establece
como objeto la regulación de los servicios de autotrans-
porte federal que operen en los caminos y puentes fede-
rales y el tránsito en dichas vías.

De lo anterior se colige que el pacto fundamental y las le-
yes reglamentarias tienden, por un lado, a lograr el pleno
ejercicio de los derechos humanos de las personas, sin
distingo alguno y, por el otro lado, la obligación del Esta-
do de garantizar dicho ejercicio, en el ámbito de sus
competencias y atribuciones.

Segunda. El 26 de octubre de 2016, en el Senado de la Re-
pública se verificó el foro Pesos y Dimensiones de las Con-
figuraciones Vehiculares que Transitan en las Vías Fede-
rales de Comunicación, donde se reunieron especialistas,
representantes de organizaciones, legisladores y autorida-
des del ramo del autotransporte de carga.

Uno de los resultados del foro es un documento denomina-
do Acciones y Medidas a Implementar para mejorar la Se-
guridad Vial del Transporte de Carga en las Carreteras
Federales. En este documento se describe el estado que
guarda la seguridad vial en las carreteras federales, los
factores que influyen en ese aspecto y algunas de las ac-
ciones que se consideran necesarias para salvaguardar la
vida y la integridad de todos los usuarios de las Carre-
teras y Puentes de Jurisdicción Federal.

El estado que guarda este fenómeno social se refleja en las
cifras siguientes:

a) Del mes de enero de 2015 al mes de agosto de 2016
se registraron 19 mil 920 hechos de tránsito; 4 mil 873
personas perdieron la vida como consecuencia de los
mismos; y,

b) 18 mil 879 personas resultaron lesionadas en tales
eventos.
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Asimismo, en el período del mes de mayo de 2015 al
mes de septiembre de 2016 las autoridades federales
impusieron 59 mil 671 sanciones por infracciones a las
normas de circulación vehicular (exceder los límites
de peso de carga, de velocidad o incumplir con las di-
mensiones de las plataformas de carga); de manera par-
ticular, en la revisión a los vehículos articulados y do-
blemente articulados, en el 30 por ciento de los casos
se detectó un exceso en la carga.

Además, se retiraron de la circulación 11 mil 175 vehícu-
los que incumplían con las normas mínimas de circulación.

Entre las acciones que se consideran necesarias para salva-
guardar la vida e integridad de las personas que hacen uso
de las vías de comunicación federales, en el ámbito legis-
lativo, se encuentran las siguientes:

a) Establecer un esquema de corresponsabilidad entre
los propietarios de la carga o usuarios y las personas con
permiso para prestar el servicio de transporte de carga,
por violaciones a la normatividad de pesos y dimensio-
nes;

b) Fortalecer los esquemas de control, supervisión y vi-
gilancia de las condiciones en cuales opera el parque
vehicular, regulación de las condiciones de trabajo de
los operadores y la actualización de las sanciones y de
los procedimientos de aplicación de éstas;

c) Fortalecer las causales para la revocación de permi-
sos y licencias de conducir, por violación a los límites
de velocidad, de carga o dimensiones de los remolques,
entre otras;

d) Establecer la base de datos asociados a las infrac-
ciones a la ley y las normas aplicables, el “buró de trans-
portistas” y el “buró de conductores” sancionados;

e) Ampliar las facultades de la Secretaría para inspec-
cionar y verificar fuera de sitios fijos las condiciones fí-
sico-mecánicas de los vehículos, la documentación in-
herente a los vehículos y de la carga, así como el peso
de la carga y las dimensiones de los remolques o plata-
formas utilizados.

f) Facultar a la Secretaría y a la Policía Federal para san-
cionar e impedir que los conductores que sean sorpren-
didos conduciendo bajo el influjo del alcohol, estupefa-

ciente u otra droga, se les sancione mediante el impedi-
mento de seguir conduciendo el vehículo a su cargo y la
cancelación de la licencia de conducir.

Tercera. En el esquema jurídico actual, en la Ley de Ca-
minos, Puentes y Autotransporte Federal (LCPAF), se pre-
vé la responsabilidad solidaria entre el permisionario y el
conductor, bajo algunos supuestos:

Artículo 38. Los permisionarios de los vehículos son
solidariamente responsables con sus conductores, en
los términos de esta Ley, sus reglamentos y demás dis-
posiciones legales aplicables, de los daños que causen
con motivo de la prestación del servicio.

Artículo 66. Los permisionarios de servicios de auto-
transporte de carga son responsables de las pérdidas y
daños que sufran los bienes o productos que transpor-
ten, desde el momento en que reciban la carga hasta que
la entreguen a su destinatario…

Artículo 68. Es obligación de los permisionarios de
autotransporte de carga garantizar, en los términos que
autorice la Secretaría, los daños que puedan ocasionar-
se a terceros en sus bienes y personas, vías generales de
comunicación y cualquier otro daño que pudiera gene-
rarse por el vehículo o por la carga en caso de acci-
dente, según lo establezca el reglamento respectivo.

Como se advierte, en el artículo 38 citado, se prevé la co-
rresponsabilidad entre el permisionario y el conductor,
respecto de los daños que se causen con motivo de la pres-
tación del servicio; en el diverso 66 se establece la respon-
sabilidad para el permisionario, respecto de los daños que
sufran los bienes transportados (se infiere que sean propie-
dad del propietario de la carga o usuario del servicio); y, en
el artículo 68 se establece la “obligación” a cargo del per-
misionario, respecto de los daños que se causen a “terce-
ros” en sus bienes o personas.

De lo anterior también se advierte que en ninguno de los
supuestos previstos se considera la responsabilidad para el
dueño de la carga o usuario del servicio de autotranspor-
te de carga, no obstante que es un hecho notorio que éstos
también obtienen beneficios (disminución en los costos de
transporte) por el transporte de bienes o productos en los
vehículos que sufren algún tipo de accidente vial asociado
con el exceso en el peso de la carga autorizada o incumplir
con las especificaciones técnicas y condiciones mecánicas
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que deben observar los vehículos y remolques de carga o
las condiciones en las cuales conducen los operadores de
los vehículos, por ejemplo.

La no previsión o exención de responsabilidad para uno de
los actores beneficiados en el servicio de transporte de car-
ga, puede resultar en un aliciente económico perverso (en
términos sociales) que puede influir en las decenas de mi-
les de infracciones de tránsito, en el altísimo número de
personas lesionadas con motivo de la prestación de este
servicio y, sobre todo, en la pérdida de miles de vidas hu-
manas que se registran cada año.

Por lo anterior, es necesario incluir en el Capítulo II (“De
la responsabilidad en el autotransporte de carga”) de la
LCPAF la responsabilidad solidaria entre los permisiona-
rios y quienes pueden tener interés en obtener un aliciente
-socialmente perverso— en el transporte de bienes o pro-
ductos, al tiempo de permitir, no cerciorarse, solicitar, pro-
hijar, alentar o auspiciar que se excedan los límites en el
peso de carga o dimensiones autorizados, o no exigir que
los vehículos y remolques en que se transporte la carga
cumpla con las prescripciones reglamentarias y normas
aplicables o no asegurarse o solicitar que el operador asig-
nado esté debidamente capacitado y conduzca bajo las con-
diciones de seguridad que permitan prevenir y disminuir
accidentes viales.

Cuarta. Otra de las líneas de acción recomendadas para pro-
teger la vida, salud y bienes de las personas que hacen uso de
los caminos y puentes de jurisdicción federal, es fortalecer las
causales para la revocación de permisos y licencias de con-
ducir, por violación a los límites de velocidad, de carga o di-
mensiones de los remolques, entre otras.

Al respecto, en la LCPAF se prevén las condiciones gene-
rales para que los operadores de los automotores que cir-

culan en vías federales obtengan y renueven la licencia fe-
deral correspondiente, así como las sanciones y la autori-
dad facultada para aplicarlas:

Artículo 36. Los conductores de vehículos de auto-
transporte federal, deberán obtener y, en su caso, reno-
var, la licencia federal que expida la Secretaría, en los
términos que establezca el reglamento respectivo...

El interesado deberá aprobar los cursos de capacitación y
actualización de conocimientos teóricos y prácticos con
vehículos o simuladores que se establezcan en el regla-
mento respectivo.

Los permisionarios están obligados a vigilar y constatar
que los conductores de sus vehículos cuentan con la licen-
cia federal vigente.

La Secretaría llevará un registro de las licencias que
otorgue.

Los conductores de vehículos que transitan en los caminos
y puentes, deberán portar la licencia vigente que exijan las
disposiciones jurídicas aplicables. Asimismo se absten-
drán de conducir en estado de ebriedad o bajo los efec-
tos de drogas de abuso o rebasar los máximos de veloci-
dad, establecidos por la Secretaría.

El reglamento respectivo establecerá las causas de suspen-
sión o cancelación de las licencias federales, así como las
disposiciones relativas al tránsito.

De la lectura del artículo citado se advierten los requisitos
para que los conductores obtengan, mantengan y porten o se
les suspenda o cancele la licencia de conducir. Además, se
prevé la obligación de los permisionarios para vigilar y
constatar que las licencias de su personal están vigentes; y,
la obligación de la Secretaría de llevar el registro de las li-
cencias otorgadas.

En este caso, la obligación de verificar y constatar que los
conductores cuentan con licencia vigente recae en los per-
misionarios, lo que resulta lógico, viable y necesario; pe-
ro esta obligación es absolutamente insuficiente para pre-
venir y disminuir la pérdida de vidas humanas, daños a la
salud y en los bienes de los usuarios de las vías de comu-
nicación de índole federal, cuando los conductores infrin-
gen alguna disposición relacionada con la prestación del
servicio de transporte de carga.
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Por lo anterior, es necesario establecer que, una vez que los
permisionarios vigilen y constaten que los conductores
cuentan con licencia vigente, se obliguen legalmente a in-
formar a los usuarios o dueños de la carga esa circuns-
tancia, de manera que éstos puedan constatar esa circuns-
tancia; pues acorde con la modificación recién propuesta
(nuevo esquema de corresponsabilidad), en caso de si-
niestro, puede resultar alguna responsabilidad para ellos.

Asimismo, es necesario que desde la ley se establezca la
obligación para la Secretaría de llevar no sólo un registro
de las licencias otorgadas, sino de aquellas que se han sus-
pendido o cancelado y las fechas y causas directas de la
suspensión y cancelación; así como las personas físicas o
jurídicas para las cuales prestaban sus servicios al momen-
to de que se les suspendió o canceló la licencia de condu-
cir. Además, en atención a la protección del bien supremo
en todo Estado democrático de derecho (la vida) y al dere-
cho humano a la información, es preciso que dicho regis-
tro sea público absolutamente, con las únicas restriccio-
nes previstas en las leyes de acceso a la información
vigentes; lo anterior, con el fin ulterior de desalentar que
los permisionarios y usuarios o dueños de la carga sigan
permitiendo que los conductores que han infringido la ley
operen vehículos destinados al servicio de transporte de
carga.

De igual manera, considerando las recomendaciones ema-
nadas del foro ya precisado, en el nuevo esquema de co-
rresponsabilidad, es necesario que desde la ley se amplí-
en las consecuencias para los permisionarios y los usuarios
o dueños de la carga que permitan que los conductores in-
frinjan la restricción de conducir en estado de ebriedad o
bajo los efectos de drogas de abuso o rebasar los máxi-
mos de velocidad establecidos; de manera que no exista
duda de la intención del legislador al respecto: proteger al
máximo la vida, la salud y los bienes de los usuarios de las
vías de comunicación de jurisdicción federal.

Por lo anterior es necesario establecer que, en caso de que los
conductores de transporte de carga federal violen la disposi-
ción de conducir en estado de ebriedad o bajo los efectos
de drogas de abuso, una vez que se establezca esa circuns-
tancia con certeza (en términos del reglamento de la materia),
la Policía Federal podrá retirar de la circulación el vehí-
culo, en el lugar más próximo y seguro, hasta que el per-
misionario designe a otro conductor que observe el esta-
do de salud en que debe conducirse el vehículo.

Quinta. Una de las recomendaciones emanadas del foro
Pesos y Dimensiones de las Configuraciones Vehiculares
que Transitan en las Vías Federales de Comunicación es
ampliar las facultades de la Secretaría para inspeccio-
nar y verificar fuera de sitios fijos las condiciones físico-
mecánicas de los vehículos, la documentación inherente a
los vehículos y de la carga, así como el peso de la carga y
las dimensiones de los remolques o plataformas utilizados.

Actualmente, en el artículo 70 de la LCPAF, se dispone:

Artículo 70. La Secretaría tendrá a su cargo la inspec-
ción, verificación y vigilancia de los caminos y puen-
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tes, así como de los servicios de autotransporte federal,
sus servicios auxiliares y transporte privado, en sus as-
pectos técnicos y normativos, para garantizar el cum-
plimiento de esta Ley, sus reglamentos y las normas ofi-
ciales mexicanas que expida de acuerdo con la misma…

La Secretaría inspeccionará o verificará en centros fi-
jos de verificación de peso y dimensiones, que tanto el
autotransporte federal, sus servicios auxiliares y trans-
porte privado que operen en los caminos y puentes,
cumplen con las disposiciones sobre pesos, dimensiones
y capacidad de los vehículos, de acuerdo con lo estable-
cido en las normas oficiales mexicanas respectivas. Lo
anterior sin perjuicio de las atribuciones que tiene con-
feridas la Secretaría de Seguridad Pública en la materia,
cuando los vehículos circulen en los caminos y puentes.

…

…

De lo anterior se observa que la Secretaría tiene restringida su
facultad de inspeccionar y verificar el peso y dimensiones del
autotransporte que opere en los caminos y puentes federales
en centros fijos de verificación. Por esta razón, está impedi-
da para inspeccionar y verificar que los prestadores de servi-
cios cumplan con las disposiciones legales y normativas apli-
cables fuera de dichos centros, lo que limita en demasía la
capacidad de la Secretaría para prevenir y disminuir los acci-
dentes viales y sus consecuencias.

Por lo anterior, es necesario facultar a la Secretaría para
ampliar sus capacidades de inspección y verificación fuera
de los centros fijos ya previstos, con la finalidad ulterior de
salvaguardar la vida, la salud y los bienes de los usuarios
de las vías de comunicación federales.

Por lo anterior, someto a la consideración del Honorable
Pleno la siguiente 

Iniciativa que reforma, adiciona y recorre diversas dis-
posiciones de la Ley de Caminos, Puentes y Autotrans-
porte Federal:

Artículo Primero. Por el que se reforma el artículo 36 de
la Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal, para
quedar como sigue:

Artículo 36. Los conductores de vehículos de autotrans-
porte federal, deberán obtener y, en su caso, renovar, la li-
cencia federal que expida la Secretaría, en los términos que
establezca el reglamento respectivo...

…

Los permisionarios están obligados a vigilar y constatar que
los conductores de sus vehículos cuentan con la licencia fe-
deral vigente; circunstancia que deberán hacer del conoci-
miento del usuario del transporte de carga o dueño de ésta, al
momento en que se contrate el servicio de transporte.

La Secretaría llevará un registro de las licencias que otor-
gue, suspenda y cancele. El registro observará el principio
constitucional de máxima publicidad, con las únicas salve-
dades que las leyes reglamentarias prevén.

...
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Artículo Segundo. Por el que se adiciona una fracción y se
recorre la fracción V para quedar como VI del artículo 74
Ter de la Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Fede-
ral, para quedar como sigue:

Artículo 74 Ter. La Secretaría de Seguridad Pública, a tra-
vés de la Policía Federal Preventiva, podrá retirar de la cir-
culación los vehículos en los siguientes casos:

I…

II…

III...

IV…

V. Cuando se encuentre en tránsito y el conductor se en-
cuentre en estado de ebriedad o bajo los efectos de dro-
gas de abuso; en este caso, se sancionará al conductor
con la suspensión de la licencia y, en caso de reincidir,
con la cancelación de la misma; y

VI. Cuando se encuentren prestando servicio de auto-
transporte y esté vencido su plazo o límite máximo de
operación para dar el servicio de autotransporte federal
de pasajeros o turismo, de acuerdo a las disposiciones
reglamentarias correspondientes.

Artículo Tercero. Por el que se reforma el párrafo segun-
do del artículo 70 de la Ley de Caminos, Puentes y Auto-
transporte Federal, para quedar como sigue:

Artículo 70. La Secretaría tendrá a su cargo la inspección,
verificación y vigilancia de los caminos y puentes, así co-
mo de los servicios de autotransporte federal, sus servicios
auxiliares y transporte privado, en sus aspectos técnicos y
normativos, para garantizar el cumplimiento de esta Ley,
sus reglamentos y las normas oficiales mexicanas que ex-
pida de acuerdo con la misma…

La Secretaría inspeccionará o verificará en centros fijos y
móviles de verificación de peso y dimensiones, que tanto el
autotransporte federal, sus servicios auxiliares y transporte
privado que operen en los caminos y puentes, cumplen con
las disposiciones sobre pesos, dimensiones y capacidad de
los vehículos, de acuerdo con lo establecido en las normas
oficiales mexicanas respectivas. Lo anterior sin perjuicio
de las atribuciones que tiene conferidas la Secretaría de Se-

guridad Pública en la materia, cuando los vehículos circu-
len en los caminos y puentes.

…

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor conforme a lo
siguiente:

I. Los artículos primero y segundo entrarán en vigor al
día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación; y,

II. El artículo tercero entrará en vigor ciento ochenta días
después de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Ciudad de México, a 14 de septiembre de 2017.— Diputadas y dipu-
tados: Concepción Villa González, Blanca Margarita Cuata Domín-
guez, Delfina Gómez Álvarez, Ernestina Godoy Ramos, Laura Beatriz
Esquivel Valdés, Norma Xóchitl Hernández Colín, Patricia Elena Ace-
ves Pastrana (rúbricas).»

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Muchas gracias, diputada Concepción Villa Gon-
zález. Se turna a la Comisión de Transportes, para dic-
tamen.

LEY GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES A
UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA

La diputada Concepción Villa González: «Iniciativa que
reforma y adiciona los artículos 16 Bis y 17 de la Ley Ge-
neral de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Vio-
lencia, a cargo de la diputada Concepción Villa González,
del Grupo Parlamentario de Morena

La que suscribe, diputada Concepción Villa González, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Morena, con fundamento
en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II,  de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como
en los artículos 6, numeral 1, fracción l, 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, presenta a consideración
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de esta soberanía la iniciativa con proyecto de decreto por el
que se adicionan el artículo 16 Bis y las fracciones IV, V y VI
del artículo 17 del Capítulo III, “De la Violencia en la Co-
munidad”, de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una
Vida Libre de Violencia, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

• Propósito de la iniciativa

La violencia sexual contra las mujeres ha sido reconocida
en el ámbito internacional y nacional como una violación
de derechos humanos y un problema estructural de escala
mundial, que afecta de manera desproporcionada a las mu-
jeres, niñas y las adolescentes.1 Existen numerosas dispo-
siciones internacionales que hacen referencia a este térmi-
no, establecen obligaciones estatales para prevenirla y
atenderla, así como medidas de sanción para las personas
que son responsables de ella.

De forma más específica, la violencia sexual en el espacio
público es una forma de violencia sexual contra las muje-
res. En la actualidad, es la más común en el país. Un estu-
dio del Colegio de México asegura que el 93 por ciento de
las mujeres han sufrido miradas lascivas y el 50 por cien-
to ha sido tocada en la vía pública.2 Como se observa, la
violencia contra las mujeres en el espacio público se mate-
rializan en acciones como miradas o palabras lascivas, hos-
tigamiento, prácticas sexuales no voluntarias, acoso, viola-
ción. Sin embargo, esta lista de acciones no es limitativa y
la comprensión de este tipo de violencia en los espacios pú-
blicos debe ser comprendida de forma amplia. 

De acuerdo a la Organización Mundial de la Salud (OMS) la
sexualidad es un aspecto central del ser humano, presente a
lo largo de su vida que abarca al sexo, las identidades y los
papeles de género, el erotismo, el placer, la intimidad, la re-
producción y la orientación sexual. Establece que la sexuali-
dad se vive y se expresa a través de pensamientos, fantasías,
deseos, creencias, actitudes, valores, conductas, prácticas, pa-
peles y relaciones interpersonales. E indica que la vida sexual
está influida por la interacción de factores biológicos, psico-
lógicos, sociales, económicos, políticos, culturales, éticos, le-
gales, históricos, religiosos y espirituales.3

Por su parte, la Corte IDH ha establecido que la “violencia
sexual” tiene los siguientes elementos:4

• Son acciones de naturaleza sexual (en su dimensión
corporal, psicológica y socio-cultural).

• Se ejecutan contra una persona sin su consentimiento
(la fuerza por parte de la persona perpetradora supone
ausencia de consentimiento, pero, la misma no constitu-
ye un elemento esencial de la violencia sexual).5

• Comprende la invasión física del cuerpo, pero también
otros actos que no incluyen la penetración o incluso
contacto físico alguno.

• No necesariamente ocasionan lesiones físicas.

En este sentido, la sexualidad y lo sexual, no se limita a la ex-
periencia de la dimensión corporal de la persona; consiste en
el resultado de la combinación de varios elementos, algunos
físicos, otros psicológicos y unos más socio-culturales. Esta
es la razón por la que la violencia sexual en contra de las mu-
jeres debe considerarse como una vivencia que es distinta en
cada persona y es la noción multidimensional sobre la vio-
lencia sexual la que debe orientar la garantía del derecho de
las mujeres a una vida libre de violencia, específicamente, de
violencia sexual en el espacio público.

Al hablar de la violencia en el espacio público es nece-
sario comprender que este se refiere a aquellos lugares
en donde es posible la interacción humana colectiva,
pues son sitios de expresión individual y colectiva que
propician la expresión social y fortalecen los lazos co-
munitarios. Es decir, el espacio público conforma la cul-
tura de la comunidad que lo crea y la identidad de la ciu-
dad; y no se limita a la clasificación jurídica de “espacio
público lo que no es propiedad privada”. En este sentido,
el espacio público se refiere a calles y avenidas, al trans-
porte público, pero también a aquellos espacios privados
de reunión como bares o plazas comerciales.

El espacio público constituye el elemento fundamental del
derecho a la ciudad, entendido como un derecho colectivo
de las y los habitantes de las urbes, que les confiere la le-
gitimidad de acción y de organización para alcanzar el ple-
no ejercicio del derecho a un nivel de vida adecuado.6 Lo
anterior implica habitar el espacio con la posibilidad de go-
zar y ejercer en el mismo los derechos humanos, incluida
la autonomía y la libertad individual y colectiva.7Por lo an-
terior, el espacio público en el marco del derecho a la ciu-
dad, debe considerar y proporcionar los medios para ase-
gurar que las mujeres, niñas y adolescentes puedan
participar como sujetos sociales de pleno derecho en la vi-
da urbana8 y entren en el espacio público como ciudadanas
legítimas, seguras del acceso a los medios para vivir, co-
municarse y progresar.
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No prevenir y atender la violencia sexual en el espacio pú-
blico, tiene como resultado el menoscabo del ejercicio de
los derechos humanos de las mujeres y su plena participa-
ción en la vida pública del país, ya que este tipo de violen-
cia limita su movilidad y modifica su comportamiento; así
como la perpetuación de la violencia contra las mujeres en
todos los ámbitos de su vida.

A pesar de los efectos que tiene en las mujeres la violencia
sexual en el espacio público legalmente no se cuenta con
un marco jurídico adecuado para prevenirla y atenderla. La
normativa que contempla la violencia en la comunidad es
Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de
Violencia; pero ninguna que contemple específicamente la
violencia sexual contra las mujeres en el espacio público. 

El derecho de las mujeres a vivir libres de violencia es un
derecho humano establecido en el artículo primero consti-
tucional y en los tratados internacionales en la materia:
la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas
de Discriminación contra la Mujer y la Convención Inter-
americana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violen-
cia contra la Mujer; así como en la Ley General de Acceso
de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia. También, los
órganos de los tratados del sistema de Naciones Unidas de
protección a los derechos humanos han realizado diversas
interpretaciones y recomendaciones generales que desarro-
llan el contenido de la Convención sobre la Eliminación de
Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer: 

• Comité para la Eliminación de la Discriminación con-
tra la Mujer, Recomendación general No. 19 La Violen-
cia contra la Mujer, 11º período de sesiones, 1992.

• Comité para la Eliminación de la Discriminación con-
tra la Mujer, General recommendation Nº 35 on gender-
based violence against women, updating general recom-
mendation No. 19, CEDAW/C/GC/35, 14 Julio 2017.

• Comité para la Eliminación de la Discriminación con-
tra la Mujer, Recomendación general No. 12 La violen-
cia contra la mujer, Octavo periodo de sesiones, 1989.

• Comité para la Eliminación de la Discriminación
contra la Mujer, Recomendación general No. 3 Cam-
pañas de educación y divulgación, Sexto período de
sesiones, 1987.

Como instrumentos orientadores también se han desarro-
llado una amplia gama de Resoluciones del Consejo de De-

rechos Humanos de Naciones Unidas en materia de violen-
cia contra las mujeres: 

• Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Uni-
das, Acelerar los esfuerzos para eliminar todas las for-
mas de violencia contra la mujer: prevención de las vio-
laciones y otras formas de violencia sexual y respuesta
ante ellas (A/HRC/RES/23/25), 23º periodo de sesio-
nes, 25 de junio de 2013.

• Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Uni-
das, Accelerating efforts to eliminate all forms of vio-
lence against women: ensuring due diligence in preven-
tion (A/HRC/RES/14/12), 14º periodo de sesiones, 30
de junio de 2010. 

• Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Uni-
das, Accelerating efforts to eliminate violence against
women: preventing and responding to violence against
women and girls, including indigenous women and girls
(A/HRC/32/L.28/Rev.1), 33º periodo de sesiones, 30 de
junio de 2016. 

• Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas,
Acelerar los esfuerzos para eliminar todas las formas de
violencia contra la mujer: recursos para las mujeres vícti-
mas de la violencia (A/HRC/20/L.10), 20º periodo de se-
siones, 2 de julio de 2012. 

Por su parte, los diversos órganos del sistema interameri-
cano de protección a los derechos humanos, con sus infor-
mes temáticos y por país, y la jurisprudencia en la materia
han abonado al desarrollo de estándares internacionales: 

• Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos
de la Mujer en Ciudad Juárez, México: El Derecho a No
Ser Objeto de Violencia y Discriminación,
OEA/Ser.L/V/II.117, 7 marzo 2003.

• Informe No. 89/08, Caso 12.580, Inés Fernández Or-
tega y otros contra los Estados Unidos Mexicanos, 7 de
mayo de 2009.

• Informe No. 89/08, Caso 12.580, Inés Fernández Or-
tega y otros contra los Estados Unidos Mexicanos, 7 de
mayo de 2009.

• Informe No. 36/09, Caso 12.579, Valentina Rosendo
Cantú y otra contra los Estados Unidos Mexicanos, 2 de
agosto de 2009.
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• Caso González y otras (“Campo Algodonero”), Sen-
tencia de 19 de noviembre de 2009, (Excepción Preli-
minar, Fondo, Reparaciones y Costas).

• Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México, Sentencia de
31 de agosto de 2010 (Fondo, Reparaciones y Costas). 

• Caso Fernández Ortega y otros Vs. México, Sentencia
de 30 de agosto de 2010, (Excepción Preliminar, Fondo,
Reparaciones y Costas.

Aunado a lo anterior la Organización de las Naciones Uni-
das ha impulsado en colaboración con todos sus miembros
los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS). En lo refe-
rente al espacio público y la seguridad de las mujeres, las
metas 11.2 y 11.7, sobre proporcionar acceso a sistemas de
transporte seguros, asequibles, accesibles y sostenibles, y
sobre acceso universal a zonas verdes y espacios públicos
seguros, inclusivos y accesibles. 

Todos estos documentos, son vinculantes para el Estado
mexicano y constituyen estándares internacionales en
materia de protección de derechos humanos con los cua-
les debe nutrir su marco normativo y guiar las acciones
de las autoridades en materia de prevención, atención y
acceso a la justicia de las mujeres víctimas de violencia
sexual en el espacio público. 

• Propuesta de solución

Como ya lo han establecido los instrumentos internaciona-
les en la materia, las causas de la violencia contra las mu-
jeres se encuentran en patrones socioculturales de prejui-
cios y en prácticas que replican y refuerzan estereotipos de
género. De tal forma que uno de los mecanismos de mayor
efectividad para erradicar la violencia contra las mujeres,
sobre todo en un contexto generalizado de violencia como
el de México, es mediante acciones de prevención.

En este sentido, la presente iniciativa busca enriquecer a la
Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de
Violencia incorporando una definición específica de vio-
lencia sexual en el espacio público, ya que es un tipo de
violencia que se presenta en la comunidad y que debido a
que no ha sido nombrada e identificada por el Estado se
cuenta con poca información al respecto y por lo tanto con
una incorrecta planeación para prevenirla y atenderla. 

Es importante señalar que la propuesta de definición incor-
pora actos de “acoso sexual” por ser el delito comúnmente

identificados en los códigos penales de las entidades fede-
rativas y también “otras formas de violencia sexual” debi-
do a los argumentos previamente expuestos sobre la cons-
trucción de sexualidad y violencia.

También, la presente iniciativa prevé estrategias de pre-
vención de la violencia contra las mujeres en el espacio pú-
blico, mismos que constituyen la principal solución al pro-
blema de la violencia contra las mujeres. 

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta soberanía el siguiente proyecto de

Decreto por el que se adiciona el artículo 16 Bis y las
fracciones IV, V y VI del artículo 17 del Capítulo III,
“De la Violencia en la Comunidad”, de la Ley General
de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia

Artículo Único. Se adiciona el artículo 16 bis y las fraccio-
nes IV y V del artículo 17 del Capítulo III De la Violencia en
la Comunidad de la Ley General de Acceso de las Mujeres a
una Vida Libre de Violencia para quedar como sigue:

Capítulo III
De la Violencia en la Comunidad

Artículo 16. Violencia en la Comunidad: Son los actos in-
dividuales o colectivos que transgreden derechos funda-
mentales de las mujeres y propician su denigración, discri-
minación, marginación o exclusión en el ámbito público. 

Artículo 16 Bis. Constituye violencia en la comunidad
los actos de acoso sexual u otras formas de violencia se-
xual contra las mujeres en el espacio y transporte pú-
blico, que limitan el pleno ejercicio de sus derechos y su
participación en el ámbito público. 

Artículo 17. El Estado mexicano debe garantizar a las mu-
jeres la erradicación de la violencia en la comunidad, a tra-
vés de: 

I. La reeducación libre de estereotipos y la información
de alerta sobre el estado de riesgo que enfrentan las mu-
jeres en una sociedad desigual y discriminatoria; 

II. El diseño de un sistema de monitoreo del comporta-
miento violento de los individuos y de la sociedad con-
tra las mujeres, y 
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III. El establecimiento de un banco de datos sobre las
órdenes de protección y de las personas sujetas a ellas,
para realizar las acciones de política criminal que co-
rrespondan y faciliten el intercambio de información en-
tre las instancias.

IV. Talleres de educación para los agresores sobre
nuevas masculinidades libres de violencia, igualdad
de género y derechos de las mujeres.  

V. El desarrollo y la aplicación de medidas eficaces
para que los espacios públicos sean seguros y accesi-
bles a todas las mujeres y niñas. 

VI. La incorporación de la prevención de la violencia
contra las mujeres como elemento explícito en la pla-
nificación urbana y rural, en el diseño y construcción
de edificios, residencias y en la infraestructura urbana.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Se derogan o adecuarán todas las disposiciones
legales, reglamentarias y administrativas que se opongan al
presente decreto.

Tercero. Se realizarán las adecuaciones presupuestarias
correspondientes para que se provean los recursos huma-
nos, financieros y materiales correspondientes para la eje-
cución acciones previstas en el presente decreto. 

Notas

1 ONU Secretario General, “Poner fin a la violencia contra la mujer.
De las palabras a los hechos.”, pp. 7 y 10.

2 Ver: Acoso sexual callejero: Un acto que no cuenta, disponible en 

http://www.huffingtonpost.com.mx/2016/10/10/acoso-sexual-ca-
llejero-un-acto-que-no-cuenta_a_21578372/; El acoso en el trans-
porte público: las mujeres llevan las de perder al denunciar, dispo-
nible en 

http://www.animalpolitico.com/2016/04/que-ahi-quede-la-cosa-au-
toridades-en-la-cdmx-disuaden-a-victimas-a-no-denunciar-acoso-
en-el-transporte/ 

3 OMS, “Defining sexual health. Report of a technical consultation on
sexual health”, p. 5.

4 CIDH, “Acceso a la justicia para mujeres víctimas de violencia se-
xual: la educación y la salud”, párr. 44.

5 “La coacción puede abarcar: uso de grados variables de fuerza; inti-
midación; psicológica; extorsión; amenazas (por ejemplo, de daño físi-
co o de no obtener un trabajo o una calificación, etcétera). También
puede haber violencia sexual si la persona no está en condiciones de
dar su consentimiento, por ejemplo, cuando está ebria, bajo los efectos
de un estupefaciente, dormida o mentalmente incapacitada.” OMS,
“Violencia contra la mujer: violencia de pareja y violencia sexual con-
tra la mujer”, p. 2.

6 Carta Mundial de Derecho a la Ciudad, Quito, Preámbulo.  

7 Delgadillo Jaramillo, Pilar, et. Al., “Espacio Público y Derecho a la
Ciudad”, p. 45-48.

8 Temas Hábitat III, Espacio Público, Conferencia de las Naciones
Unidas sobre la Vivienda y el Desarrollo Urbano Sostenible. Nueva
York, pp. 2 y 3.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de octubre de 2017.— Dipu-
tadas: Concepción Villa González, Delfina Gómez Alvarez, Ernestina
Godoy Ramos, Norma Xochitl Hernández Colín (rúbricas).»

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón:Se turna a la Comisión de Igualdad de Género, pa-
ra dictamen.

La diputada Delfina Gómez Álvarez (desde la curul):
Presidenta.

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Sonido en la curul de la diputada Delfina Gómez.

La diputada Delfina Gómez Álvarez (desde la curul):
Gracias, presidenta. Nada más para pedirle a la compañe-
ra, nos permita adherirnos a sus iniciativas, compañeros de
Morena que estamos deseosos de hacerlo. Gracias.

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Por el abrazo, presumo que la diputada no tiene nin-
gún inconveniente de que sus compañeras y compañeros se
sumen. Está a sus órdenes aquí en la Secretaría. Muchas
gracias.
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LEY GENERAL PARA LA PREVENCIÓN 
Y GESTIÓN INTEGRAL DE LOS RESIDUOS

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Tiene la palabra, por cinco minutos, el diputado Juan
Manuel Celis Aguirre, para presentar iniciativa con pro-
yecto de decreto que adiciona el artículo 12 de la Ley Ge-
neral para la Prevención y Gestión Integral de los Resi-
duos, suscrita por el propio diputado Celis Aguirre y
diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México.

Le pido, por favor, a la diputada María Candelaria Ochoa
Avalos se prepare, porque a continuación a ella correspon-
dería su intervención. Adelante, diputado.

El diputado Juan Manuel Celis Aguirre: Gracias, dipu-
tada presidenta. Saludo también a los compañeros y las
compañeras, diputados y diputadas, a los medios de comu-
nicación presentes.

Compañeras y compañeros diputados, la iniciativa que pre-
sentamos el día de hoy propone adicionar una nueva frac-
ción I Bis al artículo 12 de la Ley General para la Preven-
ción y Gestión Integral de los Residuos, con el propósito de
establecer que de manera obligatoria se cuente con un pa-
drón de prestadores de servicios para el manejo de resi-
duos, de acuerdo a la categoría específica de cada tipo de
residuos a tratar, ya que por su importancia existen resi-
duos sólidos, líquidos o gaseosos, que requieren de un ma-
nejo especial y controlado por parte de las personas físicas
o morales.

De acuerdo con datos del Instituto Nacional de Estadística
y Geografía, en la actualidad la recolección de basura en el
país es de más de 86 mil toneladas diarias de desechos. La-
mentablemente la separación de la basura aún no forma
parte de una cultura ambiental.

Uno de los desechos que ha crecido en los últimos años son
los aparatos eléctricos y electrónicos, resultan alarmantes
las cifras en el mundo al señalar que anualmente se produ-
cen entre 40 y 50 millones de toneladas de basura electró-
nica, estos desperdicios conocidos como RAEE, Residuos
de Aparatos Eléctricos y Electrónicos, tienen componentes
altamente nocivos para la salud, para el agua, para la tierra,
al contener metales pesados como el plomo, el mercurio, el
cadmio y sus componentes plásticos o metálicos, que no
son biodegradables.

En nuestro país, a efecto de atender el serio problema de
los residuos, en 2003 se publicó la Ley General para la Pre-
vención y Gestión Integral de Residuos, a efecto de prote-
ger al medio ambiente mediante la prevención y gestión in-
tegral de residuos en el territorio nacional.

La necesidad de contar con una ley de esta naturaleza fue
para poner atención en la regulación del uso, manejo y tra-
tamiento en la gestión integral de los residuos como facto-
res contaminantes que ponen en riesgo la salud de la po-
blación y el entorno ambiental.

La generación nacional de residuos electrónicos se estima
entre 150 mil y 180 mil toneladas al año. Sin embargo, con
la reconversión tecnológica en las comunicaciones por el
famoso apagón analógico, se estimó que se desecharon por
lo menos 34 millones de televisores, los cuales en su com-
ponente del tubo de rayos catódicos contiene óxido de plo-
mo con un peso de 1.595 kilogramos por aparato. Y hasta
la fecha no nos hemos enterado del manejo de dichos com-
ponentes o sustancias, que son más de 67 mil toneladas li-
beradas al medio ambiente.

Por otro lado, México genera anualmente 8 millones de to-
neladas de residuos peligrosos, como lo hemos señalado,
sin contar con cifras precisas sobre el manejo de este tipo
de desechos que repercuten al deterioro ambiental del país.

Se estima que en el país se procesa al año únicamente el
siete por ciento de los residuos peligrosos que se generan.
Esto debido a que aún no contamos con la tecnología ade-
cuada para tratar o eliminar dichos desechos.

El contar con una legislación que regule este tipo de des-
echos no garantiza que seamos un país que esté luchan-
do por tener un ambiente sano, como lo establece el artí-
culo 4 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos.

Por ello la importancia que tiene la presente iniciativa al
crear un padrón de gestores por tipo de actividad en el ma-
nejo de los residuos o desechos, tanto urbanos como in-
dustriales, y también crear un sistema de rastreabilidad de
los materiales de manejo delicado.

Finalmente, esta iniciativa tiene el propósito de fortalecer a
la Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los
residuos, con apego a los acuerdos y tratados internaciona-
les en materia ambiental, para poder cumplir con los dere-
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chos constitucionales en materia de salud y con ello fo-
mentar un medio ambiente sano.

Con esta reforma se pretende dar viabilidad, certidumbre y
aprovechamiento integral a los residuos, por lo que es ne-
cesario establecer un padrón de gestores, prestadores de
servicio de manejo integral de residuos, sean estos sólidos,
líquidos o gaseosos...

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Concluya, por favor.

El diputado Juan Manuel Celis Aguirre: ...que por su
peligrosidad para el medio ambiente y para la salud re-
quieren de un manejo especial y controlado. Muchas gra-
cias.

«Iniciativa que adiciona el artículo 12 de la Ley General
para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos, sus-
crita por el diputado Juan Manuel Celis Aguirre e integran-
tes del Grupo Parlamentario del PVEM

Quienes suscriben, Juan Manuel Celis Aguirre e integran-
tes del Partido Verde Ecologista de México, así como Héc-
tor Javier Álvarez Ortiz, Hersilia Córdova Morán, Telésfo-
ro García Carreón, Maricela Serrano Hernández y Edith
Villa Trujillo, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional, en la LXIII Legislatura del Congre-
so de la Unión, con fundamento en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción I, 77, numeral 1, y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, someten a
consideración de esta soberanía la presente iniciativa con
proyecto de decreto, por el que se adiciona la fracción II
Bis al artículo 12 de la Ley General para la Prevención y
Gestión Integral de los Residuos, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El problema de la generación de basura y su inadecuada
disposición es un fenómeno de graves consecuencias para
el ambiente, para la salud humana y, en general, para las
distintas formas de vida existentes en el planeta.

De acuerdo con datos del Instituto Nacional de Estadística
y Geografía (Inegi), en la actualidad se recolectan poco
más de 86 mil toneladas diarias de basura en nuestro país.
Lamentablemente, la cultura de separación de la basura
aún no forma parte de la vida cotidiana de los mexicanos.
Otro grave problema es, por ejemplo, la gran cantidad de

desechos que se tiran en las calles, los cuales se convierten
en un foco de infecciones y en temporada de lluvias pro-
vocan severas inundaciones al acumularse y obstruir el dre-
naje. Lo anterior se traduce en afectaciones para la infraes-
tructura hidráulica y para las viviendas que implican
pérdidas económicas en lo individual y para la comunidad.

Uno de los desechos que más ha crecido en los últimos
años es la basura electrónica, derivada de los escasos pe-
riodos de vida de los aparatos eléctricos y electrónicos de
hoy en día que cada vez más rápido caen en la obsolescen-
cia. Resulta alarmante saber que, de acuerdo al Programa
de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente, en el
mundo se producen entre 40 y 50 millones de basura elec-
trónica cada año. Los residuos de aparatos eléctricos y
electrónicos tienen componentes altamente nocivos para la
salud, el agua y la tierra, al contener metales pesados como
plomo, mercurio, aluminio y cadmio, además de que sus
componentes plásticos o metálicos no son biodegradables.

A efecto de atender el problema de la generación, manejo
y tratamiento de los residuos y evitar que estos generaran
contaminación ambiental en nuestro país, el 8 de octubre
de 2003 se publicó en el Diario Oficial de la Federación la
Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los
Residuos (LGPGIR). La expedición de la LGPGIR repre-
sentó un avance significativo, pues antes de este ordena-
miento se venían enfrentando serios problemas para la re-
gulación y control de los residuos, así como para su
valorización y gestión integral.

Dado que la información respecto a los residuos que se ge-
neran en el país es dinámica y cambia constantemente, no
existen registros del todo precisos en la materia, sin em-
bargo, de acuerdo con el Inegi, cada mexicano genera 770
gramos de basura al día.

Respecto a los sitios en los cuales se depositan los resi-
duos, se sabe que el 87% son tiraderos de basura a cielo
abierto, mientras que únicamente el 13% corresponde a re-
llenos sanitarios. Los tiraderos a cielo abierto y los tirade-
ros clandestinos generan problemas de contaminación del
agua, aire y suelo, así como riesgos en materia de salud pú-
blica provocados por la fauna nociva y gases tóxicos que la
mezcla de residuos produce.

Según datos de Heberto Ferreira, académico del Instituto
de Investigaciones en Ecosistemas y Sustentabilidad de la
UNAM, cada mexicano produce entre siete y nueve kilo-
gramos de basura electrónica anualmente, si la cifra se
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multiplica por los 120 millones de habitantes se aprecia
mejor la magnitud del problema, pues estaríamos hablando
de un total de entre 840 y 1,080 toneladas de desechos de
este tipo. Lo anterior ha provocado que nuestro país sea el
tercer lugar en América en cuanto se refiere a la generación
per cápita de basura electrónica, sólo después de Estados
Unidos y Canadá.

La reconversión tecnológica en el sector de las telecomuni-
caciones pudo haber sido un factor importante en el incre-
mento de la basura electrónica en nuestro país, pues gracias
al llamado apagón analógico se desecharon por lo menos 34
millones de televisores. Es importante señalar que los televi-
sores poseen un tubo de rayos catódicos que contiene aproxi-
madamente 1.95 kilogramos de óxido de plomo por aparato
y que representarían 67 mil toneladas de esta sustancia que
pudieron haber sido liberadas al ambiente.

Por otro lado, México genera anualmente 8 millones de to-
neladas de residuos peligrosos, como lo hemos señalado no
hay cifras precisas sobre el manejo de este tipo de desechos
que repercute indirectamente en el deterioro ambiental de un
país que procesa al año únicamente 7 por ciento de los resi-
duos peligrosos que genera, pues no cuenta con la tecnología
adecuada para tratarlos o eliminarlos adecuadamente.

Contar con legislación que regula el manejo de este tipo de
desechos no significa necesariamente que estemos luchan-
do adecuadamente por garantizarle a la población un am-
biente sano, como lo establece al artículo 4° de nuestra
Constitución Política y los acuerdos firmados por México
a nivel internacional, como es el caso del Acuerdo de Kio-
to, entre otros.

Datos de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Na-
turales (Semarnat) señalan que hay 200 rellenos sanitarios,
pero sólo 9 se acercan al cumplimiento de la norma que re-
gula su construcción y los requisitos para su funciona-
miento; esos mismos datos evidencian que se tienen regis-
trados alrededor de 650 tiraderos a cielo abierto, lo cual
denota un déficit de 92 por ciento en la cobertura para la
gestión de los residuos mediante sitios sostenibles que evi-
ten pasivos ambientales.

En el país opera una especie de mercado negro de piezas y
reciclables electrónicos, el cual se encuentra fuera del con-
trol de las autoridades e implica un importante riesgo am-
biental por su inadecuado manejo.

La LGPGIR define con precisión el concepto de gestor, en-
tendido como aquella persona física o moral autorizada en
los términos de la Ley para realizar la prestación de los ser-
vicios de una o más de las actividades de manejo integral
de residuos.

No obstante, debe haber un padrón de prestadores de ser-
vicios para el manejo de residuos que señale claramente el
tipo o categoría específicos de cada tipo de residuos a tra-
tar; ya que no se puede perder de vista que existen residuos
sólidos, líquidos o gaseosos que requieren un manejo espe-
cial y controlado por parte de las personas físicas o mora-
les autorizadas para ello.

La importancia que tiene la presente iniciativa es la de cre-
ar un padrón de gestores por tipo de actividad en el mane-
jo de los residuos o desechos, tanto urbanos como indus-
triales, implementando así un sistema que haga posible
rastrear los materiales de manejo delicado y que requieren
la intervención de los gestores.

Es necesario conocer los protocolos de manejo y su dispo-
sición o confinamiento, saber qué sucede con ese tipo de
materiales que son de uso reservado y de manipulación es-
pecializada debe ser de conocimiento de la sociedad. Para
tener un control sobre el manejo de residuos peligrosos es
importante saber cuál es el destino y forma de tratamiento,
transporte o confinamiento que le dan las personas físicas
o morales que se acreditan para dicho manejo, ya que éstas
deben contar con la experiencia y el equipo o tecnología
para el buen trato o manejo de los residuos.

La adecuada disposición y reciclaje de desechos electróni-
cos en nuestro país es todavía un tema incipiente. En Mé-
xico existen legalmente establecidas y autorizadas alrede-
dor de 5 empresas para el manejo de este tipo de residuos,
sin embargo, como ya se señaló, se encuentran operando
otras organizaciones de forma clandestina, ofreciendo pie-
zas y reciclables electrónicos en el mercado negro.

La basura electrónica produce los siguientes problemas en
el ambiente:

1. Emite toxinas cuando es quemada inapropiadamente
por quienes buscan componentes valiosos, como cobre
y oro.

2. Un tubo fluorescente, por su contenido en mercurio y
fósforo, puede contaminar 16 mil litros de agua.
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3. Una batería de níquel-cadmio de un teléfono celular
puede contaminar 50 mil litros de agua y afectar 10 me-
tros cúbicos de suelo.

4. Un televisor puede contaminar 80 mil litros de agua
por su contenido de metales en las plaquetas, plomo en
vidrio y fósforo en la pantalla.

5. Una plaqueta de un celular o una computadora tiene
mercurio, bromo, cadmio, plomo y selenio, entre otros
contaminantes peligrosos.

6. Toda heladera o aire acondicionado tiene gases CFC
que destruyen la capa de ozono, tanto en el gas refrige-
rante como en el poliuretano expandido.

La LGPGIR establece las facultades de la federación, entre
las que se encuentran

Formular, conducir y evaluar la política nacional en mate-
ria de residuos, así como elaborar el Programa Nacional
para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos, el
Programa Nacional para la Prevención y Gestión Integral
de los Residuos de Manejo Especial y el Programa Nacio-
nal de Remediación de Sitios Contaminados y coordinar su
instrumentación con las entidades federativas y munici-
pios, en el marco del Sistema Nacional de Planeación De-
mocrática, establecido en el artículo 25 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; además de dar-
le las atribuciones que esta ley confiere a la federación, se-
rán ejercidas por el Ejecutivo federal, a través de la secre-
taría, salvo las que directamente correspondan al
presidente de la República por disposición expresa de ley.

La Semarnat publicó la NOM-161-SEMARNAT-2011, la
cual establece los criterios para clasificar a los Residuos de
Manejo Especial y determinar cuáles están sujetos a Plan
de Manejo; la lista de éstos, el procedimiento para la in-
clusión o exclusión a dicho listado; así como los elementos
y procedimientos para la formulación de los planes de ma-
nejo; incluso la LGPGIR establece en su artículo 19 diez
categorías definidas de residuos de manejo especial; igual-
mente, la NOM-161-SEMARNAT-2011, en su anexo nor-
mativo, presenta una lista de los residuos de manejo espe-
cial sujetos a plan de manejo.

La presente iniciativa tiene el propósito de fortalecer la Ley
General para la Prevención y Gestión Integral de los Resi-
duos con el fin de darle viabilidad y certidumbre al apro-

vechamiento integral de los residuos, por lo cual se propo-
ne establecer un padrón de gestores prestadores de servi-
cios de manejo integral de residuos por clasificación de una
o más de las actividades en la que el acreditado puede par-
ticipar.

Por lo anterior, y conforme a las consideraciones expues-
tas, presentamos a esta honorable Asamblea el siguiente
proyecto de

Decreto por el que se adiciona la fracción II Bis al artí-
culo 12 de la Ley General para la Prevención y Gestión
Integral de los Residuos

Único. Se adiciona la fracción II Bis al artículo 12 de la
Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los
Residuos, para quedar como sigue:

Artículo 12. La federación, por conducto de la secretaría,
podrá suscribir con los gobiernos de las entidades federati-
vas convenios o acuerdos de coordinación, con el propósi-
to de asumir las siguientes funciones, de conformidad con
lo que se establece en esta ley y con la legislación local
aplicable:

I. La autorización y el control de las actividades reali-
zadas por los microgeneradores de residuos peligrosos
de conformidad con las normas oficiales mexicanas co-
rrespondientes;

II. El control de los residuos peligrosos que estén suje-
tos a los planes de manejo, de conformidad con lo pre-
visto en la presente ley;

II Bis. El establecimiento de un padrón de gestores que
presten los servicios de manejo de residuos, señalando
claramente la actividad o actividades específicas para
las cuales están autorizados;

III. El establecimiento y actualización de los registros
que correspondan en los casos anteriores; y

IV. La imposición de las sanciones aplicables, relacio-
nadas con los actos a los que se refiere este artículo.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 14 de noviembre de
2017.— Diputados: Juan Manuel Celis Aguirre, Jesús Sesma Suárez
(rúbricas).»

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Muchas gracias, diputado Juan Manuel Celis
Aguirre. Túrnese a la Comisión de Medio Ambiente y
Recursos Naturales, para dictamen.

LEY GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES A
UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: A continuación tiene la palabra por cinco minutos
diputada María Candelaria Ochoa Avalos, para presentar
iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artícu-
los 16 y 17 de la Ley General de Acceso de las Mujeres a
una Vida Libre de Violencia, suscrita por las diputadas Ma-
ría Candelaria Ochoa y Mirza Flores Gómez, del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

Le pido a la diputada Karina Sánchez Ruiz, del Grupo Par-
lamentario de Nueva Alianza, que prepare su intervención.
Adelante, diputada.

La diputada María Candelaria Ochoa Avalos: Gracias,
presidenta. Compañeras y compañeros diputados, estamos
a cuatro días de conmemorar el 25 de noviembre como el
Día para la Eliminación de la Violencia contra las Mujeres;
como el día en donde recuperamos la presencia de las her-
manas Mirabal; c omo el día en que las feministas de Amé-
rica latina propusieron que conmemoráramos a las Mira-
bal, pero sobre todo, que cada una y cada uno de nosotros
luchara contra la violencia hacia las mujeres.

Por eso, que en nuestro país se maten a siete mujeres al día
es verdaderamente vergonzante. Lo que ha mostrado el Es-
tado es que ha sido incapaz ante estas cifras y que no ha po-
dido dimensionar el problema, porque el asesinato de mu-
jeres no es una cosa menor ni es, como insisten muchos,
una manifestación cualquiera de violencia.

El asesinato de mujeres se llama feminicidio y es la expre-
sión más extrema de violencia contra las mujeres. Es pro-
ducto de la desigualdad, es producto de un sistema de rela-
ciones de poder que históricamente ha oprimido, ha
acosado, violentado y matado a mujeres.

Siendo la violencia contra las mujeres producto de la cultura
y de las prácticas institucionales profundamente machistas,
es una responsabilidad del Estado diseñar e implementar to-
dos los mecanismos que se requieran para contrarrestar las
expresiones de violencia contra las mujeres.

Como firmante de la Convención Belém do Pará y de la Con-
vención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discri-
minación contra la Mujer, México tiene la obligación de se-
guir el debido proceso en todos los casos de violencia contra
las mujeres, haciendo especial hincapié en el feminicidio, en
ese sentido, el mecanismo de la Alerta de Género tendría que
funcionar, por ello proponemos reformarlo.

Este mecanismo de Alerta de Violencia de Género tiene 10
años, desde que se diseñó y aprobó en esta Cámara la Ley
de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, su
objetivo es identificar geográficamente en dónde se está
produciendo más violencia contra las mujeres y diseñar es-
trategias específicas para disminuirla. Las alertas de géne-
ro se emiten por los municipios y es responsabilidad de las
autoridades estatales y municipales darles seguimiento.

El problema surge cuando la declaratoria de alerta es pro-
ducto de trabas burocráticas o en razón de intereses políti-
cos. Las alertas de género cuando logran ser declaradas,
muchas veces se hacen después de más de un año de es-
fuerzos constantes y desgastantes por parte de mujeres que
desde la sociedad civil son vigilantes.

Por ello, creemos que estas mujeres pueden hacerse cargo
del proceso para declarar las alertas de género, crear un co-
mité de expertas, quienes sean electas después de una con-
vocatoria pública. Ya no queremos dejar nuestra vida y
nuestra suerte al arbitrio de intereses políticos y negligen-
cias, queremos y necesitamos un mecanismo eficiente que
resguarde las vidas de las mujeres.

Esta iniciativa la presenté desde el primer año de la Legis-
latura y precluyó porque en la Comisión de Igualdad nun-
ca se dictaminó. Nuestra propuesta surge de un lugar de
preocupación, de indignación y de consciencia, pero tam-
bién de un profundo dolor de pérdida de vidas que no son
reemplazables: las de las mujeres. Ellas, que son víctimas
de feminicidio, no tienen otra vida.

No queremos que nos maten, queremos que se haga todo,
todo para evitarlo. Estamos cansadas de que no se haga jus-
ticia, de que nos vean solamente como una cifra, de que ve-
an pasar las muertes de las mujeres y no se haga nada. Es-
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tamos cansadas de la indiferencia y de la incomprensión, y
a veces hasta del choteo ante el aumento de cifras y cuan-
do se denuncia.

El feminicidio es una afrenta para esta sociedad. Basta ya.
Ni una más. Muchas gracias.

«Iniciativa que reforma los artículos 16 y 17 de la Ley Ge-
neral de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Vio-
lencia, suscrita por las diputadas María Candelaria Ochoa
Ávalos y Mirza Flores Gómez, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano

Las suscritas, María Candelaria Ochoa Ávalos y Mirza
Flores Gómez, diputadas federales a la LXIII Legislatura
del honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo
que se dispone en los artículos 71, fracción II, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 6, nu-
meral 1, fracción I, del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, someten a la consideración de la Cámara de
Diputados la siguiente iniciativa con proyecto de decreto
por el que se reforma el Capítulo III De la violencia en la
comunidad, del Título II, Modalidades de la violencia, de
la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre
de Violencia, bajo la siguiente:

Exposición de Motivos

La violencia contra las mujeres encuentra muchas formas
de expresarse y de manifestarse. Así como hay muchos ti-
pos de violencia (violencia física, emocional, psicológica,
sexual, económica, laboral, política, etcétera); también tie-
ne muchos espacios y formas de manifestarse. El tener pre-
sente tanto los tipos de violencia como las formas en que
ésta puede presentarse es importante porque permite que la
concienciación genere estrategias, políticas públicas, leyes
y programas que eventualmente permitan –además de pre-
venirla y atenderla- erradicarla completamente.

El acoso es, evidentemente, una forma de violencia. Evi-
dencia un desbalance de poder en el que una persona ame-
drenta de alguna forma a otra. Por acoso nos referimos al
maltrato psicológico, verbal o físico; directa o indirecta-
mente, cuyo objetivo es reiterar el poder que se tiene sobre
la persona a quien se acosa. Tiene también muchas formas
de expresión y no necesariamente está dirigido siempre
contra las mujeres. Sin embargo, nos referimos en este ca-
so a un tipo específico: el acoso que sufren las mujeres en
la vía pública, en los espacios en los que se desenvuelven
diariamente, en su comunidad. Este comportamiento es

una forma de violencia de género contra las mujeres y
comprende cualquier acto con una connotación sexual lle-
vado a cabo en un espacio público que no sea consentido
por quien lo recibe, motivado principalmente por el sexo o
el género percibido de la persona acosada. Es importante
mencionar que puede ser un solo evento o una serie de
eventos que produzcan un daño

El acoso sexual en lugares públicos es un fenómeno que, a
pesar de ser una agresión directa en contra de a quien se di-
rige, se ha normalizado hasta el punto de sorprender la de-
nuncia del mismo. Es un comportamiento que, más que in-
visible, llega a considerarse común en las interacciones
cotidianas aun cuando afecta directamente la vida de la ma-
yoría de las mujeres en nuestro país.

Según una encuesta llevada a cabo en varios países por
YouGov (de la fundación Thomson Reuters)1 en el 2014, la
Ciudad de México fue la segunda más peligrosa para las
mujeres en el transporte público, el cual es uno de los prin-
cipales espacios públicos. En esta misma encuesta, México
fue evidenciado como en el que más se acosa verbalmente
a las mujeres en el transporte público. Aunado a esto, en un
estudio publicado en Salud Pública de México,2 en el que
entrevistaron a 952 mujeres, el 62.8 por ciento declaró ha-
ber sufrido algún tipo de acoso callejero en el último mes,
y de éstas, el 25 por ciento dijo que el abuso había sido fí-
sico. El estudio encontró no sólo que la prevalencia del
acoso contra las mujeres en el espacio público es sufrido
por la mayoría de las mujeres en México, sino que éste im-
pacta directamente en la percepción de las mujeres sobre la
cohesión social y limita directamente su libre desenvolvi-
miento en la ciudad; lo cual implica que modifiquen rutas,
horarios, vestimenta e incluso que decidan no salir al no sa-
berse seguras. Las mujeres en nuestro país no se sienten a
gusto, ni mucho menos seguras, en la calle, en el transpor-
te, en la comunidad, que es en donde tendrían que desarro-
llarse libremente. 

Según Patricia Gaytán Sánchez,3 la brevedad de la dura-
ción del acoso en la comunidad, aunada a la forma vela-
da en que se presenta (disfrazándose de halagos, en vo-
lumen muy bajo, en medio de la multitud) y a lo
normalizado que está socialmente, lo vuelve casi intan-
gible; lo que deriva en que no se considere que hay sufi-
cientes elementos para su denuncia, o, incluso, para con-
cretar el sentimiento de violencia. La dificultad de reunir
pruebas de su ocurrencia hace que la única herramienta
con la que se cuente para denunciar sea el testimonio de
la persona agredida, mismo que en muchas ocasiones es
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menospreciado por las autoridades; quienes, no obstante,
continúan violentando a las mujeres y revictimizándolas.
Urge modificar este comportamiento, tanto de la socie-
dad como de los servidores públicos. Resulta fundamen-
tal considerar estos agravios como lo que son, para poder
fomentar la cultura de la denuncia y así eventualmente
poder erradicarlo de nuestra cultura.

La violencia en la comunidad puede expresarse de diversas
formas, siendo unas de ellas el acoso expresivo, el verbal,
el físico, las persecuciones y el exhibicionismo.4 Tanto las
miradas lascivas, como los “piropos”, o los tocamientos en
los amontonamientos –frecuentes en el transporte público-
constituyen una transgresión a la integridad de las mujeres,
son formas de acoso sexual, y no deben pasar desapercibi-
dos ni permanecer impunes.

La normalización del acoso sexual en la cultura ha provo-
cado que las personas no sean conscientes de que es un
problema ampliamente difundido, y que se den explicacio-
nes socialmente válidas que lo perpetúan. Tanto la frecuen-
cia como la generalización del acoso, así como el silencio
en torno a éste sugieren que es un problema social respec-
to del trato que merecen las mujeres, en lugar de una pato-
logía psicológica individual.5

Contrario a lo que piensa la mayoría, basta con ser mujer
para estar expuesta a ser acosada en lugares públicos, pres-
cindiendo de la edad o condición socioeconómica. Ade-
más, aunque se suele creer que el acoso es proferido sólo
por personas de bajos recursos o dedicados a actividades
socialmente relacionadas con la apariencia física desaliña-
da, se ha confirmado que los acosadores pertenecen a dife-
rentes estratos sociales y a una gran variedad de ocupacio-
nes. El acoso sexual en lugares públicos es una de las
manifestaciones del poder interactivo y socialmente otor-
gado tácitamente a los todos los hombres en los lugares pú-
blicos y es una de las conductas que más corrompen la vi-
da en comunidad.6

Sobra decir que, considerando la reglamentación interna-
cional, éste es un tema que tiene que ser atendido, preveni-
do y sancionado. México es firmante de la Convención
Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Vio-
lencia contra la Mujer, “Convención de Belem do Pará”, la
cual indica, en el artículo 6, que “el derecho de toda mujer
a una vida libre de violencia incluye, entre otros: […] b) el
derecho de la mujer a ser valorada y educada libre de pa-
trones estereotipados de comportamiento y prácticas socia-
les y culturales basadas en conceptos de inferioridad o sub-

ordinación”. Asimismo, en el artículo 4 se lee que “toda
mujer tiene derecho al reconocimiento, goce, ejercicio y
protección de todos los derechos humanos y […] b) el de-
recho a que se respete su integridad física, psíquica y mo-
ral”. Es derecho de todas las mujeres del mundo a transitar
y a vivir sin ser acosadas en la calle, sin ser molestadas en
el transporte, sin estar constantemente tolerando que se les
digan cosas sin su consentimiento; y es obligación del Es-
tado crear las condiciones para que lo hagan. Sin embargo,
la legislación en nuestro país en materia de acoso sexual
todavía tiene un gran tramo por recorrer. 

La Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre
de Violencia define, en su artículo 6, los tipos de violencia
contra las mujeres; y las clasifica en cinco tipos: violencia
psicológica, física, patrimonial, económica y sexual. Auna-
do a esto, en la continuación del articulado, se desarrollan
otros tipos de violencia que se puede ejercer sobre las mu-
jeres: la violencia intrafamiliar, violencia laboral y docen-
te, la violencia en la comunidad, violencia institucional y
violencia feminicida. Sin embargo, la LGAMVLV no
ahonda suficientemente en lo que comprende la violencia
en la comunidad, ni contiene algún apartado que se refiera
al acoso sexual en el espacio público, en la comunidad. Se
definen al hostigamiento y al acoso sexual (en el artículo
13) exclusivamente en términos de ámbitos laboral y/o es-
colar, y no hay mención posterior o alterna sobre otros ti-
pos de acoso. En el artículo 15, en donde se establecen los
mecanismos que deberán llevar a cabo los tres órdenes de
gobierno, también se hace alusión únicamente al acoso en
escuelas y centros laborales privados o públicos. 

Como ya hemos mencionado, la violencia que sufren las
mujeres en la vía pública es, indiscutiblemente, un tipo de
hostigamiento capaz de provocar en la persona a quien se
dirige intimidación, hostilidad, degradación, humillación,
o, incluso, una respuesta ofensiva; y es algo contra lo que
tenemos que trabajar, para reducir y eventualmente elimi-
nar cualquier experiencia negativa, humillante, intimidato-
ria y agresiva que se vive diariamente en nuestro país. Es
nuestra obligación prevenir la violencia contra las mujeres
y educar a la sociedad en contra del mismo, pero, también
–y mientras tanto-, fomentar la cultura de la denuncia y es-
tablecer mecanismos que lo sancionen. 

El año pasado se aprobó en esta Cámara de Diputados una
iniciativa para reformar el artículo 17 de la LGAMVLV, sin
embargo la intención de esta modificación fue –aunque va-
liosa- únicamente dirigida a atender la manifestación de la
violencia contra las mujeres en el transporte público, y no
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en todo lo que comprende a la comunidad como todo el es-
pacio público en que pretenderían desarrollarse libremente
tanto mujeres como hombres. 

Consideramos que es fundamental la comprensión clara y
concisa de que las agresiones –verbales, físicas o simbólicas-
no consensuadas a una mujer en la calle comprenden un tipo
de violencia que debe ser sancionado, es imperante para el
entendimiento integral del problema general de violencia
contra las mujeres que hay en nuestro país y la eventual erra-
dicación de ésta; y la Ley General de Acceso de las Mujeres
a una Vida Libre de Violencia es una de las herramientas es-
tratégicas más importantes que para ello tenemos. 

De tal suerte, con el objetivo de que la Ley General de
Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia se
fortalezca como mecanismo regulador de un problema
imperante en nuestra sociedad, proponemos que se modi-
fique la definición de violencia en la comunidad para que
comprenda al acoso sexual y las manifestaciones de este
en el espacio público como una manifestación más de
violencia contra las mujeres.

Por las consideraciones antes expuestas, sometemos a la
consideración de la honorable Cámara de Diputados la
presente: 

Iniciativa por la que se reforma el título II: Modalida-
des de la violencia, Capítulo III, De la violencia en la co-
munidad, para quedar como sigue:

Artículo Único. Se modifican los artículos 16 y 17 del
Capítulo III, De la Violencia en la Comunidad, del Tí-
tulo II, Modalidades de la violencia, de la Ley General
de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violen-
cia, para quedar como sigue:

Capítulo III 
De la violencia en la comunidad

Artículo 16. Violencia en la Comunidad: Son los actos in-
dividuales o colectivos que transgreden derechos funda-
mentales de las mujeres y propician su denigración, discri-
minación, marginación, exclusión o incomodidad en el
ámbito público.

Puede consistir en un solo evento o en una serie de even-
tos cuya suma produce el daño. También incluye el hosti-
gamiento, el acoso y aquellas conductas con una connota-
ción sexual que no son consentidas por quien las recibe.

Artículo 17. El Estado mexicano debe garantizar a las mu-
jeres la erradicación de la violencia en la comunidad, a tra-
vés de:

I. La reeducación libre de estereotipos y la información
de alerta sobre el estado de riesgo que enfrentan las mu-
jeres en una sociedad desigual y discriminatoria;

II. El diseño de un sistema de monitoreo del comporta-
miento violento de los individuos y de la sociedad con-
tra las mujeres, y

III. El establecimiento de un banco de datos sobre las
órdenes de protección y de las personas sujetas a ellas,
para realizar las acciones de política criminal que co-
rrespondan y faciliten el intercambio de información en-
tre las instancias.

IV. La implementación efectiva de un sistema de de-
nuncia ante el acoso y la facilitación de los protocolos
correspondientes, así como la capacitación de los ser-
vidores públicos en materia de acoso para no doble
victimizar a las denunciantes.

Transitorio

Artículo Primero. El presente Decreto entrará en vigor el
día de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 YouGov (Encuesta). 2014. Most dangerous transport systems for wo-

men. En: Reuters Thomas Foundation. Disponible en: 

http://news.trust.org/spotlight/most-dangerous-transport-systems-
for-women/

2 Campos PA, Falb KL, Hernández, S, Díaz-Olavarrieta C, Gupta J.
2017. Experiences of street harassment and associations with percep-

tions of social cohesion among women in Mexico City. En: Salud Pu-
blica de México: México. 59:102-105. Disponible en: 

http://dx.doi.org/10.21149/7961

3 Gaytán Sánchez, Patricia. 2007. El acoso sexual en lugares públicos:

un estudio desde la Grounded Theory. En: El Cotidiano. Universidad
Autónoma Metropolitana Azcapotzalco: México.

4 Ibídem.
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5 Ídem.

6 Ídem.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, el 26 de octubre de
2017.— Diputadas y diputados: María Candelaria Ochoa Avalos,
Flor Estela Rentería Medina, Marbella Toledo Ibarra, María Soledad
Sandoval Martínez, María Victoria Mercado Sánchez, Mirza Flores
Gómez, Rosa Alba Ramírez Nachis, Verónica Delgadillo García (rú-
bricas).»

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Muchas gracias, diputada María Candelaria
Ochoa Avalos. Su iniciativa se turna a la Comisión de
Igualdad de Género para dictamen.

LEY GENERAL DE SALUD

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: A continuación, como se anunció, tiene el uso de la
palabra por cinco minutos la diputada Karina Sánchez
Ruiz, del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza, para pre-
sentar iniciativa con proyecto de decreto que reforma el ar-
tículo 51 Bis-1 de la Ley General de Salud.

Le suplico al diputado José Máximo García López, del
Grupo Parlamentario de Acción Nacional, prepare su inter-
vención. Adelante, diputada.

La diputada Karina Sánchez Ruiz: El arte de la medici-
na consiste en mantener al paciente en buen estado, mien-
tras que la del médico es mantenerlo informado. Con el
permiso de la Presidencia. Compañeras y compañeros le-
gisladores. Me dirijo a esta asamblea para presentar la ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se adicionan dos
párrafos al artículo 51 Bis-1 de la Ley General de Salud.

Lo anterior, con la finalidad de establecer la obligación de
las autoridades sanitarias de orientar a los pacientes sobre
el tratamiento que se les aplicó durante la hospitalización,
dejando constancia en el expediente clínico, y que dicha in-
formación sea entregada al interesado de manera impresa,
biométrica o de forma electrónica.

Nuestra Constitución Política, en su artículo 4o., garantiza
el derecho a la protección de la salud. Dicho precepto se-
ñala que la ley definirá las bases y modalidades para el ac-
ceso a los servicios de salud y establecerá la concurrencia

de la federación y las entidades federativas en materia de
salubridad general.

En congruencia con lo anterior, la Ley General de Salud es-
tablece que el sistema nacional de salud se constituye por
las dependencias y entidades de la administración pública
tanto federal como local, y las personas físicas o morales
de los sectores social y privado que presten servicios de sa-
lud, así como los mecanismos de coordinación de acciones
y que tiene por objeto dar cumplimiento al derecho a la
protección de la salud.

Dicha norma también contiene una serie de derechos en-
tre los cuales se encuentra el de obtener prestaciones de
salud oportunas y de calidad idónea, y a recibir atención
profesional y éticamente responsable, así como un trato
respetuoso y digno por parte de los profesionales técni-
cos y auxiliares.

A pesar de lo anterior, en muchas ocasiones este precepto
no llega a cumplirse. Prueba de ello es que tan solo el año
pasado la Comisión Nacional de Arbitraje Médico recibió
más de 14 mil asuntos.

Para el Grupo Parlamentario de Nueva Alianza es indispen-
sable mejorar el trato a los usuarios de los servicios de salud.
Por esta razón pretendemos adecuar la ley para lograr un tra-
to mucho más humanitario y cercano al paciente. 

En este sentido la propuesta de Nueva Alianza consiste en
que se haga del conocimiento del paciente la función, fre-
cuencia y efecto de los medicamentos que se le suminis-
tren, así como toda la información sobre la terapia o trata-
miento a seguir.

La rehabilitación física o cualquier otra medida preventiva
que el usuario deba adoptar para cumplir eficazmente con
las recomendaciones del personal de salud.

Asimismo, se propone que exista una constancia que indi-
que que se orientó correctamente al paciente o a su familia
en cuanto al tratamiento médico dado, que la falta de una
orientación más precisa puede llevar a los pacientes a co-
meter equívocos en su tratamiento, perjudicando así su
propia salud.

También será obligatorio almacenar el expediente clínico
por la vía biométrica o electrónica en aras de conservar los
datos contenidos en el historial clínico, de modo que se
tengan al alcance del médico tratante de forma inmediata.
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Las y los diputados de Nueva Alianza estamos decididos a
realizar las modificaciones necesarias para que el Estado
garantice que la prestación de los servicios sanitarios se
conduzca por la vía de la imparcialidad, pero, sobre todo,
la transparencia.

Antes que nada, buscamos que la calidad sea un sello dis-
tintivo de nuestros servicios públicos de salud. Trato digno
a nuestra población. Por su atención, muchas gracias.

«Iniciativa que reforma el artículo 51 Bis 1 de la Ley Ge-
neral de Salud, a cargo de la diputada Karina Sánchez
Ruiz, del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza

Quien suscribe, Karina Sánchez Ruiz, diputada a la LXIII
Legislatura del honorable Congreso de la Unión e inte-
grante del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza, con
fundamento en el artículo 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos y los artí-
culos 6, numeral 1, fracción I; 77, numeral 1 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de esta soberanía la presente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se adicionan un párrafo se-
gundo y tercero, recorriéndose en su orden el actual párra-
fo segundo que pasa a ser el cuarto, al artículo 51 Bis 1 de
la Ley General de Salud, con base en el siguiente

Planteamiento del problema

Consagrado el derecho a la salud en el artículo 4o. de la
norma suprema, en donde se establece que “toda persona
tiene derecho a la protección de la salud. La ley definirá las
bases y modalidades para el acceso a los servicios de salud
y establecerá la concurrencia de la federación y las entida-
des federativas en materia de salubridad general, conforme
a lo que dispone la fracción XVI del artículo 73 de esta
Constitución”; en consecuencia, de este ordenamiento se
desprende la obligación del Estado de proporcionar los ser-
vicios médicos, necesarios y suficientes, para hacer posible
lo mandatado por la Carta Magna.

Así, en la prestación de los servicios médicos concurren los
tres niveles de gobierno, pudiéndose proporcionar, además,
por instituciones privadas y sociales, y en todas ellas la ge-
nerosa función consiste en atender las legítimas demandas
de los usuarios, para que los servicios operen con la mayor
calidad y eficiencia.

Lo anterior garantiza que, en caso de cualquier evento la-
mentable, exista constancia que coadyuve ante cualquier

indagatoria, tendiente a deslindar responsabilidades, res-
pondiendo de esta manera a los legítimos reclamos de los
actores de la relación que genera la prestación de los servi-
cios médicos. 

A pesar de lo antes dicho, mucho se ha cuestionado sobre
la eficiencia y la efectividad con que ha operado la presta-
ción de la asistencia médica, así como del abandono que
sufre el paciente, principalmente, en el caso de los grupos
vulnerables, entre los que se encuentran mujeres, niños y
ancianos, llegándose a tener la percepción de que el perso-
nal médico se aparta de su noble deber en cuanto al trato
que proporcionan a las personas que ingresan al servicio de
hospitalización para recobrar la salud.

Cuando las personas no reciben un trato digno, en caso de
ser hospitalizadas en cualquier nosocomio, ese factor se
vuelve un elemento en contra que interviene frente aque-
llos favorables para que los pacientes recobren su salud,
pues viene a vulnerar con mayor rigor el estado anímico de
los hospitalizados y, consecuentemente, dicha atribulación
obstaculiza la fortaleza o no permite la recuperación pron-
ta y plena del enfermo.

No se puede omitir que en las actuales circunstancias re-
sulta necesario que la población cuente con mecanismos
que contribuyan a tutelar el derecho a la protección de la
salud, así como a mejorar la calidad en la prestación de los
servicios médicos.

Para lograr tal objetivo, es pertinente contar con instru-
mentos jurídicos que orienten a los usuarios y a los presta-
dores de servicios médicos, los cuales indiquen en forma
sencilla el tratamiento a recibir, terapias a aplicar, así como
el tipo, nombre y efecto del medicamento que se le sumi-
nistró, además de que todo esto conste en el expediente clí-
nico generado y que tal cúmulo de información se le entre-
gue al paciente o, en caso de incapacidad, a sus familiares.

Atentos a esta problemática, el Grupo Parlamentario de
Nueva Alianza propone la presente iniciativa para estable-
cer la obligación que tienen las autoridades sanitarias de in-
dicar u orientar a los pacientes o a sus familiares sobre el
tipo de medicamento que se le suministró, la evolución del
padecimiento y el tipo de tratamiento que se aplicó mien-
tras se encontraba hospitalizado, sabedores que de ello se
deja constancia en el expediente clínico, y que tal informa-
ción se le entregue al interesado por la vía impresa, biomé-
trica o electrónica.
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Argumentación

La reforma constitucional del año 2011 marcó un partea-
guas en el ejercicio de los derechos humanos, en virtud de
que la modificación aplicada al capítulo I de nuestra norma
suprema, en cuanto a su contenido y denominación, mostró
un cambio de paradigma, porque lo que antes era el capí-
tulo de garantías individuales hoy se conoce y aplica bajo
el concepto de los derechos humanos y sus garantías.

La citada reforma abrió la puerta al entendimiento de la se-
guridad social como derecho humano. Además, más allá
del cambio de denominación, sustancialmente esta trans-
formación implicó la conformación de lo que se ha deno-
minado “Bloque de constitucionalidad”, al incorporar el
conjunto de normas internacionales en materia de derechos
humanos que, si bien no están consagradas en la Constitu-
ción, se hacen parte de ella por llamamiento expreso que el
propio texto constitucional realiza y, por tanto, gozan del
mismo rango que el texto constitucional; es decir, como ley
suprema, vigente en la nación.

Lo anterior cobra especial relevancia al analizar la situa-
ción de inaplicabilidad en la que se encuentra la Comisión
Nacional de Arbitraje Médico, creada como un órgano que
tiene por función dirimir la controversia que se suscite en-
tre el prestador del servicio sanitario y el paciente, cuando
aquella prestación no es proporcionada con la pericia co-
rrespondiente y, como consecuencia de ello, resulta un que-
branto en la salud del usuario1; sin embargo, a pesar de la
nobleza de su propósito, la autoridad referida no cuenta
con capacidad sancionatoria, por lo que dicha condición
propicia que el quejoso acuda a otras instancias ministeria-
les o judiciales a reclamar justicia.

Es decir, esta entidad fue creada para oír, asistir o apoyar a
los pacientes víctimas de una irresponsabilidad médica en
su demanda de justicia, tal como lo señala el decreto de su
nacimiento; no obstante, se tiene la percepción de que no
ha cumplido con los objetivos que propiciaron y motivaron
su creación.

Por tanto, la pieza legislativa que aquí se plantea tiene co-
mo propósito establecer para el prestador de la asistencia
sanitaria, la obligación de comunicar y dejar constancia del
tratamiento que se aplicó, así como el tipo de medicamen-
to suministrado durante el lapso que duró la hospitalización
del usuario médico. Lo anterior, en virtud de que el pa-
ciente, o usuario de los servicios médicos, tiene entre sus
derechos humanos el derecho a la información; es decir, a

ejercer los derechos que las leyes establecen en su favor
durante el tiempo que dure la hospitalización.

La acción legislativa que se plantea conlleva la ventaja de
que ante el supuesto de una controversia entre ambos, es
decir, entre el prestador del servicio y el paciente, se faci-
lite la investigación y elucidación de la misma y, por lo tan-
to, abonar el camino para que con mayor facilidad y certe-
za se deslinden responsabilidades.

Como es del dominio público, en muchas ocasiones el per-
sonal médico y de enfermería, o incluso el administrativo,
trata con indolencia o prepotencia a las personas que de-
mandan de una atención médica urgente, derivado de su
delicada o crítica condición de salud, convirtiéndose dicha
atención en uno de los principales motivos para la presen-
tación de quejas, al considerar que la negligencia desple-
gada llega a poner en grave riesgo no sólo la salud, sino la
vida misma del enfermo.

Así lo demuestra el más reciente informe del órgano garante
de la salud en México, que es la Comisión Nacional de Arbi-
traje Médico, la Conamed, donde se aprecia que el mayor nú-
mero de quejas provinieron del sector público (66.4 por cien-
to); de las cuales, sólo las ingresadas en contra del Instituto
Mexicano del Seguro Social (IMSS) representan 43.4 por
ciento del total, seguidas por los servicios del Instituto de Se-
guridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado
(ISSSTE) con 23 por ciento, y los privados, entre los que se
encuentran consultorios, clínicas, hospitales, laboratorios y
gabinetes, llegan a 25.6 por ciento.2

El problema no es fácil de arreglar, pues como ya se evi-
denció en el párrafo precedente, existe una gran incidencia
de reclamaciones por responsabilidad médica, mismas que
en su gran mayoría quedan impunes porque las instancias
judiciales, administrativas o ministeriales se vuelven inac-
cesibles para el usuario del servicio sanitario, sea por su al-
to costo, indiferencia o negación del servicio por parte de
la autoridad competente hacia la mayoría de los pacientes.

Así, con el propósito de mejorar las prácticas médicas, se
promueve la presente expresión legislativa, con el objeto
de que el personal médico, del sector público o privado, en
ejercicio de los derechos que le asisten al paciente en ma-
teria de salud, haga de su conocimiento, en el lapso de
tiempo que dure la atención médica y recuperación de la
salud, el tipo, efecto y consecuencia del medicamento que
se le esté suministrando y/o sobre la terapia que reciba, y
que se deje constancia en el expediente clínico.
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Uno de los retos que enfrenta la relación entre el prestador
de los servicios médicos (del sector público, privado o so-
cial) y el paciente o enfermo, consiste en mejorar el trato a
éste último y, para satisfacer esa condición, es menester
instrumentar los mecanismos normativos para ello, a fin de
transitar de una visión de indolencia a otra con un sentido
más humanista.

Conviene decir que en la mayoría de las ocasiones, las que-
jas presentadas ante la Conamed se caracterizan por la ma-
la atención recibida durante el tiempo de hospitalización;
sin embargo, no es el único factor, pues éstas también pro-
vienen de los errores cometidos en el diagnóstico clínico y,
para evitar esa situación, se plantea en el presente proyec-
to el que se le haga saber al paciente la función, frecuencia
y efecto de los medicamentos que se le suministren, de-
biendo recibir para su cuidado posterior, la información so-
bre el tratamiento a seguir, la terapia a utilizar, la rehabili-
tación física a practicar, y las medidas preventivas a
adoptar, entre otras. Lo anterior, a fin de evitar accidentes,
alteraciones o riesgos a la salud, durante y posterior al
tiempo de hospitalización.

El objetivo se centra en evitar el mayor número de errores
al momento de diagnosticar cualquier tipo de enfermedad
o padecimiento y, por lo tanto, prevenir la aplicación de un
tratamiento inadecuado o estéril hacia el hospitalizado, si-
tuación que puede conducir al agravamiento de la salud, la
pérdida de un miembro corporal o, incluso, hasta la pre-
sentación de la muerte.

Un aspecto de especial repercusión en el planteamiento de
esta propuesta legislativa es el deslinde de responsabilida-
des médicas, mediante la constancia que indique que se le
orientó correctamente en el uso y tratamiento médico al pa-
ciente, atendiendo una grave problemática que motiva un
gran número de quejas médicas, pues ante la ausencia de la
constancia que se propone, el interno clínico podría argu-
mentar que en ningún momento recibió la orientación mé-
dica y que ello lo condujo hacia la agudización del proble-
ma de salud.

La práctica arroja que los médicos argumentan a sus pa-
cientes que “van a quedar como nuevos y que su padeci-
miento desaparecerá”, pero en ningún momento les expli-
can que tendrán que tomar terapias, cuidados o, incluso,
dietas especiales. Lo cierto es que la falta de una orienta-
ción más precisa y profunda al respecto conduce a que los
pacientes cometan equívocos en su tratamiento o terapia,
obligando con ello el que regresen al hospital, con una sin-

tomatología o un cuadro clínico en peores condiciones a las
presentadas en su primer arribo para recuperar su salud.

Estas realidades ofrecen problemas que se tienen que aten-
der, pues por un lado se causan molestias al paciente y a
sus familias que se pueden evitar y, por el otro la mala aten-
ción genera una gravosa carga presupuestal al Estado, al
atender diversos daños colaterales como ocupar un espacio
que puede ser utilizado por otra persona que demanda hos-
pitalización, el uso de instrumental o material médico, así
como del tiempo mismo del personal médico.

Ahora bien, en lo que concierne a la propuesta respecto a
que se le tiene que entregar el expediente clínico en forma
impresa, biométrica o electrónica al paciente, o a algún fa-
miliar en caso de que aquél no se encuentre capacitado,
conviene argumentar que, en las últimas décadas, los avan-
ces científicos y tecnológicos logrados por la ciencia médi-
ca han traído consigo beneficios extraordinarios para toda
la humanidad. Por ello, de aprobarse el presente proyecto
de decreto se tendrían profundas e importantes ventajas pa-
ra la salud de las personas que buscan recuperar su salud,
porque el expediente médico contiene datos clínicos como
tipo de sangre, vacunas aplicadas, padecimientos, alergias,
patologías, tratamientos, riesgo de enfermedades por he-
rencia, accidentes, número y clase de investigaciones reali-
zadas, así como el tipo y frecuencia de medicamentos 
suministrados.

Toda esta información adquiere especial relevancia, pues
en caso de la ocurrencia de un padecimiento futuro, el cual
ponga en peligro la salud de la persona, el médico tratante
tendrá un panorama más completo e informado y así arri-
bar a un diagnóstico más certero y, consecuentemente, apli-
car un tratamiento con criterios más objetivos y contun-
dentes para combatir el problema sanitario en turno.

Para mayor abundamiento, se tendrían sólidas ventajas an-
te diversos casos de tratamientos, aplicación de vacunas,
antibióticos, antineoplásicos y otros fármacos que tengan
como objetivo el lograr la curación de enfermedades o la
corrección de trastornos endocrinológicos, metabólicos y
muchos otros.

Sin embargo, no podemos dejar de obviar que la praxis mé-
dica opta por negar la emisión del expediente clínico, en al-
gunos casos, para que el facultativo no se vea comprome-
tido en asuntos legales o de censura social o, en otros, para
mantener cautivo al paciente. Esas circunstancias nos obli-
gan a generar mecanismos normativos que coadyuven en el
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ejercicio de la profesión médica y que vaya más allá del
compromiso de los médicos con el cumplimiento de estric-
tos códigos de buena conducta profesional, enmarcados en
el Juramento Hipocrático.

El expediente clínico almacenado por la vía biométrica o
electrónica permite el almacenamiento de miles de millones
de datos generados, lo que propiciaría una pronta y eficaz
atención médica de los pacientes; esto es así, porque los da-
tos contenidos en el historial clínico se tendrían de inmedia-
to y de manera oportuna en la aplicación de medicamentos,
vacunas, antibióticos, etcétera.

Los mexicanos recibimos servicios médicos en los que par-
ticipan instituciones públicas y privadas, así como profe-
sionales de la salud que ejercen libremente su actividad con
el objeto común de proteger, promover y restaurar la salud
de los habitantes del país; para lograr tal objetivo, es perti-
nente, oportuno y necesario otorgar al paciente o usuario
médico, el derecho para que la autoridad sanitaria le facili-
te su historial clínico, en la vía biométrica, electrónica o,
incluso, impresa.

Por todo lo antes argumentado, en el Grupo Parlamentario
de Nueva Alianza creemos que es indispensable que el Es-
tado garantice que la prestación de los servicios sanitarios
se conduzca por la vía de la imparcialidad y la transparen-
cia, porque mucho se ha cuestionado la eficiencia y la efec-
tividad en que operan algunos prestadores de esos servi-
cios, tanto públicos como privados, que hacen nugatorio el
derecho del paciente a estar bien informado.

Fundamento legal

Por las consideraciones expuestas y fundadas, en mi cali-
dad de diputada federal e integrante del Grupo Parlamenta-
rio de Nueva Alianza en la LXIII Legislatura de la Cámara
de Diputados del honorable Congreso de la Unión; con
fundamento en el artículo 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos y los artí-
culos 6, numeral 1, fracción I; 77, numeral 1 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, someto a
consideración de esta soberanía la presente iniciativa con
proyecto de

Decreto por el que se adicionan un párrafo segundo y
tercero, recorriéndose en su orden el actual párrafo se-
gundo que pasa a ser el cuarto, al artículo 51 Bis 1 de la
Ley General de Salud

Artículo Único. Se adicionan un párrafo segundo y terce-
ro, recorriéndose en su orden el actual párrafo segundo que
pasa a ser el cuarto, al artículo 51 Bis 1 de la Ley General
de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 51 Bis 1. …

Asimismo, hacer del conocimiento del paciente la fun-
ción, frecuencia y efecto de los medicamentos que se le
suministran, para lo cual deberá recibir del personal
que se los aplique, según el caso, el tratamiento a seguir,
la terapia a utilizar, la rehabilitación física a practicar o
las medidas preventivas a adoptar, a fin de evitar acci-
dentes, alteraciones o riesgos a la salud durante y pos-
terior al tiempo de hospitalización.

En este caso se dejará constancia y se entregará en con-
junto con el expediente clínico a que se refieren los artí-
culos 51 Bis 2 y 53 Bis de esta ley, en forma impresa, en
vía biométrica o electrónica al paciente o usuario médi-
co, o a sus familiares, en caso de que aquél se encuentre
imposibilitado para recibirlo.

Los usuarios de los servicios públicos de salud en general,
contarán con facilidades para acceder a una segunda opinión.

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 La Comisión Nacional de Arbitraje Médico en el año 2016 docu-
mentó más de 14 mil quejas por negligencia médica, en donde los Es-
tados de México, Michoacán y Jalisco, son los que más demandas pre-
sentan; por su parte, el Instituto Mexicano del Seguro Social ocupa el
primer lugar en ese rubro.

http://www.milenio.com/politica/2016-quejas-negligencias_medi-
cas-conamed-instituciones_salud-doctores-medicos-mile-
nio_0_901709834.html.

2 Viernes 5 de mayo de 2017. 

https://www.elsoldemexico.com.mx/mexico/654621-14-mil-que-
jas-por

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 21 de noviembre de 2017.—
Diputada Karina Sánchez Ruiz (rúbrica).»
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La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Gracias, diputada Karina Sánchez Ruiz. Túrnese
a la Comisión de Salud, para dictamen.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Tiene la palabra, por diez minutos, el diputado José Má-
ximo García López, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional, debido a que el diputado presenta tres
iniciativas en una sola intervención. Una es iniciativa con
proyecto de decreto que reforma el artículo 30 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos. La segun-
da es iniciativa que reforma los artículos 84, 85 y 134 del Có-
digo Nacional de Procedimientos Penales. Y, la tercera es
iniciativa con proyecto de decreto que adiciona el artículo
173 del Código Nacional de Procedimientos Penales.

Diputado, permítame nada más suplicarle al diputado Die-
go Valente Valera Fuentes, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática, prepare también su
intervención. Adelante, diputado, muchas gracias.

El diputado José Máximo García López: Gracias, diputada
presidenta. Diputadas y diputados muy buen día, saludo tam-
bién a quienes nos dan seguimiento a través de las redes so-
ciales y del Canal del Congreso, y en esta oportunidad pre-
sento ante esta honorable asamblea tres iniciativas de la cual
la primera de ellas tiene el propósito de adicionar dos frac-
ciones al artículo 30 de nuestra Constitución, con el objeto de
ampliar las causales por las que sea reconocida la nacionali-
dad mexicana a miles de nuestros compatriotas que por di-
versas razones de carácter administrativo o burocrático, la
perdieron o desean recuperarla.

Son múltiples las causas por las que en su momento los pa-
dres de mexicanos que nacieron en el extranjero no reali-
zaron dichos trámites para el reconocimiento de la nacio-
nalidad mexicana. Pero ello no debiera restringirle su
derecho humano a nuestra nacionalidad y el Estado mexi-
cano está obligado a darles tal reconocimiento, y el Estado
mexicano está obligado a darles también consiguiente, el
resto de sus derechos fundamentales como mexicanos.

Las adiciones al artículo 30 de nuestra Constitución irían
este sentido, que son mexicanos por nacimiento: fracción II

Bis, los que nazcan en el extranjero, nietos de abuelo me-
xicano nacido en el territorio nacional, de abuela mexicana
nacida en el territorio nacional. Y también son mexicanos
por nacimiento, fracción III Ter, los que nazcan en el ex-
tranjero, nietos de abuelo mexicano por naturalización o de
abuela mexicana por naturalización.

Por otra parte, la siguiente iniciativa, que tiene el propósito de
adicionar un último párrafo al artículo 173 del Código Na-
cional de Procedimientos Penales, para que en todas las me-
didas cautelares que dicten las autoridades donde haya fija-
ción monetaria, las cauciones a las que haya lugar cubran
enteramente los montos y las prerrogativas y las restricciones
que amparen, atiendan al contexto real de los beneficiarios,
víctimas u ofendidos por hechos delincuenciales.

Lo anterior servirá para empoderar más a las víctimas u
ofendidos de delitos en una reparación del daño más justa,
proporcional y acorde a los hechos delictivos por los que
hayan atravesado.

Finalmente, la tercera iniciativa de la ley que presento tie-
ne como propósito reformar también al Código Nacional
de Procedimientos Penales para reforzar aún más el nuevo
sistema penal acusatorio que reconoce derechos fundamen-
tales a un debido proceso y de acceso a la justicia.

Como ustedes saben, el nuevo sistema acusatorio en Méxi-
co brinda a la sociedad una serie de exigencias que deben
satisfacerse, y ello para corregir y poner fin a los usos y
costumbres de un sistema inquisitorio anterior a las luces,
es violatorio a los derechos humanos.

Aún deben enmendarse deficiencias en las prácticas de los
organismos encargados de la procuración, administración e
impartición de justicia, y no son menores. Esta iniciativa
propone, entre otras cosas, que las autoridades resuelvan
los asuntos sometidos a su consideración a la debida dili-
gencia dentro de los términos previstos en la ley y con su-
jeción a los principios que deben regir el ejercicio de la
función jurisdiccional, evitando actos dilatorios, evasivos
que pudiera perjudicar la acción de la justicia.

Asimismo, en que todas las notificaciones expresen en for-
ma clara, completa y precisa el contenido de la resolución
con los elementos legales necesarios para asegurar su de-
fensa. De ser el caso, el ejercicio de los derechos y las fa-
cultades de las partes en los términos que se establecen pa-
ra el desahogo de cada etapa procedimental conforme al
artículo 91 de dicho Código.
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Con estas iniciativas le daremos más certeza jurídica a nues-
tros connacionales y empoderamos más a la sociedad mexi-
cana, y en el ejercicio de sus derechos, por lo que el nuevo
sistema de justicia penal requiere de un mayor seguimiento y
coordinación entre los tres poderes del Estado. Los ciudada-
nos, empresarios, organizaciones de la sociedad civil, gober-
nadores, alcaldes, han manifestado su inconformidad en el
delito de portación de arma de fuego que no está sujeto a un
delito grave o a prisión preventiva oficiosa.

En este espacio que tengo quisiera manifestar que se ha
presentado en 2016 y en febrero de 2017, una iniciativa pa-
ra que la portación de arma de fuego sea catalogada como
delito grave o con la responsabilidad para que sea un deli-
to con prisión preventiva oficiosa, derivado de lo siguien-
te, 7 de cada 10 homicidios dolosos se cometen en nuestro
país con arma de fuego.

Las investigaciones por portación o acopio ilegal de armas
de fuego en esta administración han descendido un 30 por
ciento. Esto contrasta con el incremento de homicidios con
armas de fuego que tan solo en los últimos dos años se han
disparado más del 70 por ciento.

Según la PGR, los delitos relacionados con armas de fuego
como homicidio, robo y lesiones, son los ilícitos federales
más numerosos, pero en 2016 la violencia comenzó a dis-
pararse, de enero a abril de ese año se registraron 3 mil
5060 homicidios dolosos con armas de fuego y en ese mis-
mo periodo, pero ya de este año, el saldo ya ascendió has-
ta 5 mil 75 asesinatos en esta modalidad.

En México, el incremento de un mil 700 por ciento en la
compra de armas por parte de civiles en este último año. Más
de 115 mil personas han perdido la vida a causa de una heri-
da de bala, de acuerdo con datos oficiales del Secretariado
Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública.

Concluyo haciendo un llamado a la Comisión de Justicia, pa-
ra dictaminar a la brevedad las iniciativas relacionadas de un
servidor y también de otros grupos parlamentarios, en rela-
ción a la prisión preventiva oficiosa a la portación de arma de
fuego de uso exclusivo del Ejército. Pasemos ya del discurso
a las acciones, tenemos casi tres mil iniciativas por dictami-
nar, estamos a punto de terminar un periodo y sería muy la-
mentable que este tipo de iniciativas que se presentan para
beneficiar y sobre todo construir un sistema de justicia penal
mucho más eficiente, mucho más eficaz, se nos vaya por
cuestión de tiempo y falta de atención a este tema que así lo
requiere. Es cuanto, diputada presidenta.

«Iniciativa que reforma el artículo 30 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del
diputado José Máximo García López, del Grupo Parlamen-
tario del PAN

El suscrito, diputado José Máximo García López, así como
los diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional de la LXIII Legislatura del honorable
Congreso de la Unión, en ejercicio de las facultades que
me confieren los artículos 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, numeral
78, del reglamento de la Cámara de Diputados, me permi-
to poner a la consideración de esta asamblea, iniciativa con
proyecto de decreto que adiciona las fracciones II Bis y III
Ter, inciso a), del artículo 30 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos.

Exposición de Motivos

Nuestro país, dentro de sus políticas de Estado desde la
promulgación de la Ley Fundamental, estableció en forma
clara su deseo por incorporar dentro del elemento personal
del Estado a las mujeres y hombres a quienes da el carác-
ter de identidad mexicana por la vía de nacimiento y la na-
turalización en su artículo 30.

Este atributo de la personalidad, materia de la presente ini-
ciativa, es un factor influyente dentro de la solución de
conflictos de derecho internacional privado reconocidos en
los principios de locus regit actum y lex fori derivados de
la incorporación de México a la Convención Americana so-
bre Derechos Humanos o Pacto de San José, que estable-
cen el deber de reconocer a toda persona el derecho a la na-
cionalidad, a conservar la nacionalidad, a erradicar la
situación apátrida, y a todo Estado de permitir la recupera-
ción y reconocimiento de nacionalidad.

La situación anterior ha sido vigente y tras perfeccionar las
normas en el marco del derecho interno que dio lugar en
1998 a la creación del texto vigente del artículo 30 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
la Ley de Nacionalidad, se incorporó como parte de la he-
rencia jurídica iberoamericana el principio de irrenunciabi-
lidad de la nacionalidad mexicana.

Es decir, si bien es cierto, es vigente el ordenamiento que
permite se recupere la nacionalidad mexicana porque se
perdió por naturalización en un país tercero o bien alguna
circunstancia a la potestad de esta patria le privó de su pro-
tección connacional, se le pueda volver a dar el reconoci-
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miento jurídico como parte del Estado, disposición que ha
beneficiado a millones en el mundo cuando se han visto en
la necesidad de retornar a nuestro país, principalmente por
verse en riesgo de inminente de expulsión por cambios de
situación jurídica o por motivos que ponen en riesgo sus
derechos humanitarios fundamentales.

La configuración de la geografía humana de comunidades
de personas mexicanas en el mundo, principalmente en zo-
nas que en su momento les abrieron sus puertas como sus
nacionales, sus circunstancias personales particulares de
origen consanguíneo son atribuibles a nuestro país, aunque
por circunstancias naturales ajenas a su voluntad o consen-
timiento les involucra en un hecho jurídico de nacer en el
territorio de una patria que legalmente conforme sus nor-
mas internas no les reconoce la calidad de nacionales ni a
ellos ni a sus padres, y les rechazan.

Las anteriores situaciones son parte de un gran problema
migratorio para la comunidad internacional, problema in-
terno para México y una franca violación a los derechos
humanos de miles de personas, cuyo único problema es ser
parte de un conflicto donde las normas de la nacionalidad
de esta país no les dan la garantía de identidad nacional
porque la ley no lo prevé y en la que nacieron del extranje-
ro les niega la calidad de pertenencia poblacional por ser
hijos de padres indocumentados.

Este fenómeno lo hallamos vigente con las mujeres y hom-
bres denominados dreamers, los individuos deportados en
masa día con día por las fronteras del país o múltiples casos
similares en los que la premisa es que conforme el artículo 30
constitucional no se le puede dar la calidad de mexicanos, sin
importar que sí se les permita el acceso a los programas de
apoyo humanitario al migrante en su arribo, por carecer de
medios de prueba de identidad de un origen de padres con-
nacionales, lo cual les impide ser legalmente reconocidos co-
mo mexicanos y ser únicamente titulares del amparo del artí-
culo 33 de nuestra Carta Magna.

A mayor abundamiento las hipótesis de las personas de-
portadas de origen mexicano de países donde nacieron, con
sus padres que pierden la vida o son encarcelados a su lle-
gada, debemos dejar claro que son nuestros hermanos na-
cionales, pero ante las autoridades migratorias en aplica-
ción del artículo 7 de la Ley de Nacionalidad son vistos
como ajenos al país, sin necesidad de verse en tal situación,
ya que su origen consanguíneo, su lengua, su raza o cos-
tumbres son mexicanos, a su llegada recurren a sus fami-

liares son nacionales, pero jurídicamente al amparo de las
fracciones I, II y III del numeral 30 del precepto funda-
mental, toda vez que sólo existen dos medios de prueba de
la nacionalidad, en el territorio nacional con arreglo el ar-
tículo 57 de la Ley de Nacionalidad, el Reglamento de Ex-
pedición de Certificados de Nacionalidad Mexicana, y el
Capítulo VI de la Ley General de Población, son ajenos al
país, máxime que en todos los casos les obliga a exhibir do-
cumentales públicas de origen inexistentes, sin ninguna ne-
cesidad o justificación legal, siendo solo la aspiración a ob-
tener la nacionalidad por Naturalización la indebida
alternativa.

Cabe señalar que la presente iniciativa además responde al
llamado de diversas organizaciones que en Estados Unidos
realizan funciones de detección de mexicanos sin patria,
apátridas, que viven sin ningún documento migratorio o de
identidad americano, logrando detectar millones de perso-
nas desde el 2014 a este 2017 que han sido enviadas a Mé-
xico sin contar con una nacionalidad.

Es además invocable la función del Instituto de Investiga-
ciones Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de
México que estimó que cerca de 14 millones de mexicanos
que no cuentan con nacionalidad viven en Estados Unidos,
entre 7 y 10 millones de mexicanos concentrados en su ma-
yoría en comunidades marginadas de Chiapas, Guerrero,
Oaxaca, Puebla, Morelos y Veracruz, no les ha sido posible
a corto plazo contar con un reconocimiento de nacionales
con graves dificultades no sólo reclamar sus derechos hu-
manos de identidad sino de permanencia en país y sin lu-
gar poder ser legalmente deportados su lugar de nacimien-
to, en consecuencia quedando excluidos del mundo. 

Es claro que este problema no es un tema de política que se
deba resolver en el ámbito del servicio exterior mexicano
con la permisión del otorgamiento del atesto civil median-
te la expedición de un acta nada más basada en una decla-
ración unilateral como extemporáneo como en el caso su-
gerido por un sector como solución a los dreamers para
regularizar su estancia en el país, por ser además de onero-
so no garantiza el derecho a la identidad de los mexicanos
en el exterior y deportados en los casos aducidos, sino só-
lo bajo los lineamientos de la reforma que hago valer es co-
mo vamos a lograr la obtención de un mejor México pro-
tector de sus nacionales en todo momento en todos los
planos, así como de un mejor marco de cumplimiento con
las leyes y el respeto de los derechos humanos de nuestros
connacionales.
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Por lo expuesto, propongo a esta soberanía la siguiente ini-
ciativa con proyecto de 

Decreto por el que se adiciona las fracciones II Bis y III
Ter, inciso a), del artículo 30 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 30. . . 

A) Son mexicanos por nacimiento: 

I…

II. 

II Bis. Los que nazcan en el extranjero, nietos de
abuelo mexicano nacido en el territorio nacional, de
abuela mexicana nacida en el territorio nacional.

III…

III Ter. Los que nazcan en el extranjero, nietos de
abuelo mexicano por naturalización, o de abuela me-
xicana por naturalización. 

Transitorios

Primero. Publíquese en el Diario Oficial de la Federación. 

Segundo. Una vez publicada en el Diario Oficial de la Fe-
deración se armonizarán las leyes secundarias de la mate-
ria. 

“Por una patria ordenada y generosa y una vida mejor y
más digna para todos”

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, el 14 de noviembre de
2017.— Diputados y diputadas: José Máximo García López, Alejan-
dra Gutiérrez Campos, Ana María Boone Godoy, Ariel Enrique Coro-
na Rodríguez, Arlette Ivette Muñoz Cervantes, César Augusto Rendón
García, Enrique Cambranis Torres, Flor Estela Rentería Medina, Gina
Andrea Cruz Blackledge, Gretel Culin Jaime, Guadalupe González
Suástegui, Ingrid Krasopani Schemelensky Castro, J. Apolinar Casillas
Gutiérrez, Javier Antonio Neblina Vega, Jesús Antonio López Rodrí-
guez, Jorge Ramos Hernández, José Erandi Bermúdez Méndez, José
Everardo López Córdova, Juan Alberto Blanco Zaldívar, Juan Corral
Mier, Kathia María Bolio Pinelo, Leonel Gerardo Cordero Lerma, Le-
ticia Amparano Gamez, Lilia Arminda García Escobar, Luis Gilberto
Marrón Agustín, Luz Argelia Paniagua Figueroa, María de los Ángeles
Rodríguez Aguirre, María del Rosario Rodríguez Rubio, María García

Pérez, María Guadalupe Murguía Gutiérrez, María Guadalupe Oyervi-
des Valdez, María Mercedes Aguilar López, María Verónica Agundis
Estrada, Miguel Ángel Huepa Pérez, Miguel Ángel Salim Alle, Miner-
va Hernández Ramos, Pedro Garza Treviño, René Mandujano Tinaje-
ro, Ricardo Ramírez Nieto, Rocío Matesanz Santamaría, Román Fran-
cisco Cortés Lugo, Rubén Alejandro Garrido Muñoz, Silvia Rivera
Carbajal, Ulises Ramírez Núñez, Víctor Ernesto Ibarra Montoya, Wen-
ceslao Martínez Santos, Ximena Tamariz García (rúbricas).»

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Muchas gracias, diputado. Se turna a la Comisión
de Puntos Constitucionales, para dictamen.

CÓDIGO NACIONAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES

El diputado José Máximo García López: «Iniciativa que
reforma los artículos 84, 85 y 134 del Código Nacional de
Procedimientos Penales, a cargo del diputado José Máximo
García López, del Grupo Parlamentario del PAN

El suscrito, diputado José Máximo García López, así como
los diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional de la LXIII Legislatura del honorable
Congreso de la Unión, en ejercicio de las facultades que
me confieren los artículos 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, 6, numeral
1, fracción I, 76, numeral 1, fracción II, 77, numeral 1, y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados; los artículos 6,
fracción I, numeral 1; 39, numeral 2, 62, numeral 2; 76,
fracción IV, y 79, numeral 1, fracción II, y 2 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados; los artículos 55, frac-
ción II, 28, último párrafo, y 30, fracción III, del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, me permito poner a la con-
sideración de esta asamblea, iniciativa con proyecto de de-
creto que se reforman los artículos 84, 85 y 134, fracción I,
del Código Nacional de Procedimientos Penales.

Exposición de Motivos

El nuevo sistema penal acusatorio en México brindó a la
sociedad una serie de exigencias de encausamiento a los
usos y costumbres que aún mantiene la exigencia de en-
mendar deficiencias que deben ajustarse a la realidad del
país, atento a la configuración del trinomio de inculpados,
juzgadores y victimas u ofendidos para adecuarlos a los es-
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cenarios donde el Ministerio Público debe actuar como
parte investigadora y acusadora conforme las expectativas
buscadas por el espíritu de las leyes.

Por un lado, el nuevo proceso penal se caracteriza por la in-
tegración de la carpeta de investigación o la averiguación
previa, en la que hallamos la orden de salvaguardar las ga-
rantías, el predominio de propiciar arreglos alternativos o
la vinculación del proceso hasta alcanzar la reinserción so-
cial, para que las consecuencias del delito sean reparadas.

Como podemos ver, en este camino hay casos muy parti-
culares que surgen durante la vinculación a proceso, en los
que después turnar a la unidad de investigación el asunto el
Ministerio Público solicita las medidas cautelares para evi-
ta la evasión de la justicia del inculpado, que puede ser des-
de el arraigo territorial hasta la solicitud de una garantía
económica, es cuando teóricamente el Código Nacional de
Procedimientos Penales en su letra ubica en tal circunstan-
cia de tiempo, modo y lugar el presupuesto de la presencia
del inculpado, dada sea por citación, presentación o por es-
tar físicamente como detenido.

En la norma jamás hallamos en el ordenamiento que algu-
na en sus hipótesis relativas a la presentación de los incul-
pados en la fase inicial, los supuestos que pueden ser apli-
cables acerca de proceder jurisdiccional atendible sobre los
casos de los supuestos en los que de forma espontánea, vo-
luntaria y libre no solo se apersonen de las constancias si-
no que comparezcan para recibir sus declaraciones, sin me-
diar cita o bien comunicado con apercibimientos, lo cual en
la presente iniciativa busco sea regulada, que es positiva
porque da lugar a privilegiar las formas de terminación an-
ticipada del proceso mediante el uso de medios alternativos
vigentes en las leyes actuales, máxime porque esta acción
de voluntad presume de manera positiva la participación
del autor de un ilícito que podría ser constitutivo de delito,
favorece el desarrollo trasparente de la procuración de jus-
ticia sin mediar ningún mecanismo tendiente provocar la
ineficacia del derecho provocando confesiones emergidas
por coacción.

Esta situación a todas luces privilegiará que el juzgador al
conocer del asunto elimine las reservas o dudas acerca de
que si el imputado compareció o declaró previamente me-
diante actos irregulares de tortura o presión ante la repre-
sentación social o bien sin respetarse los ordenamientos
previstos en los artículos 17,46, 62, 67 primordialmente del
Código Nacional de Procedimientos Penales en relación al
numeral 18 de la Ley Fundamental, además de generar cer-

teza de que se puede diluir el reclamo social de que se ges-
ta la prisión de inocentes por abuso de autoridad o extor-
sión, máxime que los artículos 8.3, 10 y 15 de la Conven-
ción contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles,
Inhumanos o Degradantes de la cual México al ser parte le
obliga solo a dar validez a confesiones dadas sin coacción,
y desestima las obtenidas por la fuerza, motivo por el sos-
tengo que deben regularse la hipótesis que faciliten la com-
parecencia voluntaria.

En un segundo plano, se aborda el tema de las citaciones de
indiciados o de quienes intervienen para la celebración de
la audiencia primaria, esta última si bien es cierto dentro
del Código Nacional de Procedimientos Penales se prevé
disposición, en los hechos vemos que la redacción de los
fundamentos aplicables es aplicada de forma irregular y
ello es materia de actuaciones ilegales que lejos de soste-
ner el desarrollo de los procesos conforme a derecho parti-
cularmente la aplicación de los artículos 14, 16 y 17 de la
Ley Fundamental son trasgredidos, ya que nada se asentó
acerca de los puntos que deben ser obligatorios a observar
dentro de la redacción de oficios que contengan citaciones
u órdenes de comparecencia.

Para la elaboración de los comunicados oficiales que ini-
cian el camino a la impartición de la justicia, además de ac-
tos procesales deben ser interpretados como forma de ejer-
cicio de un derecho humano, preservación de las garantías
de audiencia, legalidad y seguridad jurídica por ser las que
enarbolan la formal acusación o hacen llegar a la verdad de
los hechos y no existe en la norma un parámetro de requi-
sitos mínimos para su realización a contener en la letra del
Código Nacional de Procedimientos Penales, lo cual como
consecuencia conlleva a la constaste práctica de diferi-
mientos de diligencias y audiencias que además de retrasar
el proceso o la impartición de justicia, no se prevé esta si-
tuación real que entorpece la aplicación de los principios
de continuidad e igualdad ante la ley y celeridad procesal.

La anterior problemática impide la intervención del Juez de
Control, conforme a derecho y surge ante la falta de obli-
gatoriedad de establecer en forma literal los elementos que
deben tener la citación, tales informar al Juez sobre la fe-
cha, hora y lugar de la detención, indicar que se anexe co-
pia de lo anterior al imputado, el señalamiento de que se
pone a disposición del imputado conforme las reglas gene-
rales los autos al inicio de la audiencia y asentar que son
debidamente verificadas; ellos son elementos mínimos que
deben asentar a fin de poderse dar todos los hechos y dar
legalidad a la celebración de las actuaciones.
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Como podemos ver existen diversos elementos jurídicos de
hecho que trascienden en los hechos que hacen exigibles en
el Código Nacional del Procedimientos Penales se deben
puntualizar  los requisitos para las citaciones, precisamen-
te para que desde el control de la detención emanada con
base a los artículos 307 y 308 del Código Nacional de Pro-
cedimientos Penales se deslinde la corresponsabilidad mi-
nisterial y judicial. 

En tal sentido, en la práctica nos enfrentamos a retos que el
espíritu del legislador con el Nuevo Sistema Penal Acusato-
rio se omitieron, sin que en el camino hayan distinguido
eventualidades, retrasos formales o incidentales que hacen
imposible se cumpla en tiempo y forma con las fases del pro-
ceso de manera puntual, por ello busco su perfeccionamiento
para que los procesos se lleven conforme ordena la norma ad-
jetiva penal vigente, además aportar mayores elementos de
legalidad en la construcción jurídica del estatus del culpable
o el inocente en cumplimiento con la fracción II, apartado B
del propio artículo 20 de la Ley Fundamental.

En consecuencia, como se ha demostrado la ciudadanía de-
be contar con elementos legales mayores de certeza de que
la solución de los conflictos penales en realidad cuenta con
varias posibilidades para que los involucrados puedan lle-
gar a acuerdos, y a que al enfrentarse al juicio oral la efi-
cacia del Nuevo Sistema de Justicia Penal no se pude decir
sea un hecho real por la falta de evaluación en sus resulta-
dos, ya que sin indicadores que muestren un avance real
hay que enmendar como se hizo ver el pasado 31 de julio
del 2017 con la Primer Encuesta Nacional de Población
Privada de su Libertad, en el periodo de enero a diciembre
de 2016 en 338 centros penitenciarios, que justamente ha
evidenciado que los vacíos materia de la presente iniciati-
va imposibilitan la aplicación efectiva de la justicia, por
ende deben ser reencausadas y resueltas.

Resolutivos

Único: Se reforman los artículos 84, 85 y 134, fracción I,
del Código Nacional de Procedimientos Penales para que-
dar como siguen:

Artículo 84. ...

...

...

Todas las notificaciones deben ser expresarse en forma
clara, precisa, completa el contenido de la resolución o
acto requerido con las condiciones o plazo para su
cumplimiento, con los elementos legales necesarios pa-
ra asegurar la defensa, de ser el caso, el ejercicio de los
derechos y las facultades de las partes en los términos
que se establecen para el desahogo de cada etapa pro-
cedimental conforme el artículo 91.

Artículo 85. . .

...

...

...

...

Las resoluciones que deban notificarse, no obligan sino
a las personas debidamente notificadas con la debida
anticipación de 24 horas, salvo los casos urgentes en
que se deberán tomar las providencias para el correcto
desahogo de las actuaciones correspondientes con pleno
respeto a derechos fundamentales. Los agentes del mi-
nisterio público, jueces o tribunales pueden corregir en
cualquier momento oficiosamente o a solicitud de las
partes, los errores en las actuaciones cuando una notifi-
cación no se realice conforme lo dispuesto en el presen-
te Código, procurando en todo momento evitar diferi-
mientos y postergaciones innecesarias.

Artículo 134. ...

I. Resolver los asuntos sometidos a su consideración
con la debida diligencia, dentro de los términos previs-
tos en la ley y con sujeción a los principios que deben
regir el ejercicio de la función jurisdiccional, evitando
actos dilatorios, evasivos y diferimientos que retar-
den el procedimiento;

II. a VII. ...

Transitorios

Primero. Publíquese en el Diario Oficial de la Federación. 

Segundo. La presente reforma entrará en vigor a los tres-
cientos sesenta y cinco días hábiles siguientes al de su pu-
blicación en el Diario Oficial de la Federación. 
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Tercero. Dentro del término previsto en el transitorio se-
gundo el Congreso de la Unión expedirá la Ley General
prevista en el presente Decreto. 

Dado el 26 de octubre de 2017.— Diputados y diputadas: José Máxi-
mo García López, Alejandra Gutiérrez Campos, Ana María Boone
Godoy, Ariel Enrique Corona Rodríguez, Arlette Ivette Muñoz Cer-
vantes, Beatriz Vélez Núñez, Carlos Alberto de la Fuente Flores, César
Augusto Rendón García, Enrique Cambranis Torres, Flor Estela Ren-
tería Medina, Francisco Ricardo Shefflield Padilla, Genoveva Huerta
Villegas, Gina Andrea Cruz Blackledge, Gretel Culin Jaime, Guadalu-
pe González Suástegui, Hugo Alejo Domínguez, Ingrid Krasopani
Schemelensky Castro, J. Apolinar Casillas Gutiérrez, Javier Antonio
Neblina Vega, Jesús Antonio López Rodríguez, Jorge Ramos Hernán-
dez, José Antonio Salas Valencia, José Erandi Bermúdez Méndez, Jo-
sé Everardo López Córdova, Juan Alberto Blanco Zaldívar, Juan Co-
rral Mier, Kathia María Bolio Pinelo, Leonel Gerardo Cordero Lerma,
Leticia Amparano Gamez, Lilia Arminda García Escobar, Luis Gilber-
to Marrón Agustín, Luz Argelia Paniagua Figueroa, María de los Án-
geles Rodríguez Aguirre, María del Rosario Rodríguez Rubio, María
García Pérez, María Guadalupe Murguía Gutiérrez, María Guadalupe
Oyervides Valdez, María Mercedes Aguilar López, María Verónica
Agundis Estrada, Miguel Ángel Huepa Pérez, Miguel Ángel Salim
Alle, Pedro Garza Treviño, René Mandujano Tinajero, Ricardo Ramí-
rez Nieto, Rocío Matesanz Santamaría, Román Francisco Cortés Lugo,
Rubén Alejandro Garrido Muñoz, Silvia Rivera Carbajal, Ulises Ra-
mírez Núñez, Víctor Ernesto Ibarra Montoya, Wenceslao Martínez
Santos, Ximena Tamariz García (rúbricas).»

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.

CÓDIGO NACIONAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES

El diputado José Máximo García López: «Iniciativa que
adiciona el artículo 173 del Código Nacional de Procedi-
mientos Penales, a cargo del diputado José Máximo García
López, del Grupo Parlamentario del PAN

El suscrito, diputado José Máximo García López, del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional de la LXIII
Legislatura del honorable Congreso de la Unión, en ejercicio
de las facultades que me confieren los artículos 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; 6, numeral 1, fracción I, 77, numeral 1, y 78 del Regla-

mento de la Cámara de Diputados, me permito poner a la
consideración de esta asamblea, iniciativa con proyecto de
decreto que adiciona un último párrafo al artículo 173 del Có-
digo Nacional de Procedimientos Penales.

Exposición de Motivos

A dos años de ser vigente el nuevo sistema penal acusato-
rio, no sólo las normas aplicables en el contexto de la pro-
curación e impartición de justicia o reinserción social es
que se deben armonizar los cuadros normativos atentos a
los artículos constitucionales que dieron lugar a la creación
del debido proceso entre otros derechos humanos estable-
cidos en el artículo 20 de la ley fundamental.

El establecimiento de las prerrogativas que dan lugar al
ejercicio de la potestad del Ministerio Público y el juez pa-
ra ejercer la petición de la prisión preventiva conforme lo
ordenado en el los artículos 67, fracción V, 109 fracción I,
XIX, XXIV, XXV, 131 fracción XIX, XXVII y 155, frac-
ción II, entre otros aplicables del Código Nacional de Pro-
cedimientos Penales frente a la hipótesis de la aplicación
de las medidas cautelares para garantizar el desarrollo de la
indagación, la protección de víctimas, testigos o la comu-
nidad y dentro del enjuiciamiento del imputado o el conde-
nado, en comunión con la medida económica para además
cumplir con la reparación del daño establecida en la Ley de
Protección de las Víctimas, para otorgar el resarcimiento
integral conforme el principio de proporcionalidad tenien-
do en cuenta la gravedad y magnitud del hecho delictivo
que juez de control resolverá atento a la evaluación en los
hechos. Es decir los casos de fianzas halladas en los ámbi-
tos siguientes: 

• Cuando se beneficia a las víctimas con la reparación
del daño, respecto a la cual la víctima exprese su con-
formidad, con una adecuada representación legal y de-
fensa de sus intereses por parte del fiscal del Ministerio
Público, que a la vez debe garantizar el pleno respeto a
los derechos humanos del imputado en congruencia con
los hechos y el resultado material;

• En Proceso Penal Acusatorio el Ministerio Publico
desarrolla la facultad de aplicar los criterios de oportu-
nidad para promover mecanismos autónomos alternati-
vos de solución siempre que el delito permita y exhiba
la caución patrimonial el acusado para reparar el daño
ante la mínima afectación, el inculpado haya sufrido un
daño grave al cometer el delito o colabore en la investi-
gación del hecho cometido por él, siempre que no exis-
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ta un interés público por delitos contra la seguridad na-
cional, se trate de violación, homicidio o extorsión;

• Para el caso de suspensión condicional del proceso,
cuando por primera vez se comete un delito no grave,
ámbito donde el juez de control suspende el curso del
juicio a cambio la aceptación de culpa, y se comprome-
te a indemnizar el daño, es decir, da la ley la oportuni-
dad al imputado de aceptar su responsabilidad, evitán-
dose un juicio largo mediante sin duda la garantía
económica de reparación del daño.

Los casos anteriores en los que hace obligada la presencia
de la aplicación de los supuestos legales en materia de fian-
zas, que ha sido un gran problema en la práctica para la so-
ciedad ya que lejos de resolver el juicio de valor predomi-
nante en la sociedad como lo hice valer se debe resolver en
punto de acuerdo presentado ante la Comisión Permanente
el 5 de julio del año en curso, atendido el 12 del citado mes
y año, establecí exhorto al Poder Ejecutivo federal para es-
timular a los órganos jurisdiccionales y representaciones
sociales a impulsar y aplicación las medidas cautelares que
garanticen el debido control, la vigilancia y la operación
conforme las leyes vigentes en el plano de la las medidas
precautorias económicas, toda vez que no obstante las Uni-
dades de Supervisión de Supervisión de Medidas Cautela-
res y Suspensión Condicional del Proceso como órganos
legítimos, que en la fecha no existen porque no han sido
creados para fungir con la infraestructura operativa de su-
pervisión para la armonización de los criterios encamina-
dos a garantizar puntos hechos valer sin duda deben los que
se abordan atender, pero no será ello posible si no legisla-
mos a fin de atender, a saber:

-La debida aplicación de medidas económicas en fian-
zas en consonancia con la gravedad de los delitos co-
metidos en toda la república que eliminen la dinámica
actual de falta de sensibilidad de las autoridades fo-
mentadoras de dictar montos mínimos muy por debajo
del contexto de la gravedad del delito sin tomar con la
debida seriedad que implica la aplicación del Anexo 1
como Catálogo Mínimo de Delitos Susceptibles para la
Aplicación de Mecanismos Alternativos de Solución de
Controversias en Materia Penal, relativo a tomar las
previsiones indispensables para que se detenga el flujo
de liberaciones con finanzas mínimas que lejos de cre-
ar en el ánimo de convicción del delincuente la idea de
desistir del deseo de delinquir lo adoptan como un jue-
go de ingreso y liberación sin fin, máxime que el cita-
do establece un total de 102 tipos penales federales y

del fuero común que atento al estudio de la Procuradu-
ría General de la República ameritan penas privativas
de libertad y hacen aplicables las Medidas Cautelares
en garantías económicas;

-La nula presencia de colocación de dispositivos elec-
trónicos para el monitoreo del imputado a distancia, dis-
positivos que no se cumplen en los estados, cuyo costo
debe estar contemplado con el monto de las fianzas es-
tablecidas por las autoridades ministeriales sin contem-
plar los datos arrojados por las Unidades de Supervisión
de Medidas Cautelares, para que el órgano jurisdiccio-
nal tenga una información objetiva y no subjetiva del
comportamiento del imputado, y;

-Para el cumplimiento de lo ordenado en artículo 164,
párrafos primero y cuarto, el primer párrafo del Código
Nacional de Procedimientos Penales en forma tangible
y neutral partiendo de implementar la base de datos, ba-
jo la responsabilidad de las Procuradurías con acceso di-
recto e inmediato el Juez de Control, en para acatar la
disposiciones en una plataforma a efecto de reducir la
reincidencia 

Por lo tanto, hemos detectado que gran parte del esquema
de solución legal estiba en las medidas legales de las refor-
mas que también deben darse las normas aplicables en la
legislación del contrato de seguro que se suscribe como ac-
to jurídico previo para materializar la caución fijada como
Medida Cautelar económica consistente en la fianza de ma-
nera clara, en consonancia con el deber de establecer las
garantías personales restrictivas o privativas en contra el
imputado conforme lo ordenado en las leyes vigentes. 

En efecto, debemos tener claro que las fianzas judiciales
derivadas de un procedimiento son calculadas y determi-
nadas en torno a un monto de suficiencia capaz de repa-
rar el daño, con base a la determinación del valor de da-
ños corporales, daños materiales sufridos o los que
pudiesen ocasionar, requiere ser una empresa afianzado-
ra especial en el ramo a fin de prestar el servicio al am-
paro de una póliza, entre los casos más frecuentes cesan
por cancelación del beneficiario, por sentencia favorable
y por resolución judicial. 

Es cuando igual debemos ver que a la luz de las normas del
contrato de seguro de fianzas del ramo penal se dividen en:

• Fianza de libertad provisional fundada en artículo 20,
fracción I, de la Constitución aplicable cuando el delito
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no excede de pena mayor a 5 años que es vigente hasta
que exista resolución en sentencia ejecutoria y garanti-
za la no sustracción del reo de la justicia, 

• Fianza de pago por la reparación del daño que además
garantiza las posibles multas que pueda generar; la con-
dena condicional cuando el infractor está en prisión y
por buen comportamiento se otorga el beneficio para
que puedan compungir sus penas fuera de la cárcel, pa-
ra lo cual exige al beneficiario residir en determinado
lugar del cual no podrá ausentarse, reparar el daño cau-
sado, que la condena no exceda de dos años de prisión,
abstenerse de consumir bebidas embriagantes y emple-
ar estupefacientes, no reincidir en cualquier otro delito
y la misma tendrá una vigencia de tres años y medio.

• Fianza de libertad preparatoria, que se otorga a los sen-
tenciados que han compurgador en presidio tres quintas
partes de su condena, tratándose de delitos intencionales,
o bien la mitad de la misma para el caso de delitos im-
prudenciales, siempre que el condenado otorgue fianza
suficiente que garantice la reparación del daño si no lo ha
hecho, así como la no sustracción a la acción de la justi-
cia, debiendo en interno no reincidir, haber reparado el
daño o se obligue a repararlo, residir en el lugar que se le
determine, desempeñar algún modo honesto de trabajo y
abstenerse de bebidas alcohólicas.

• Fianza judicial en materia de amparo, esta última al
igual que las anteriores sea requerida por jueces, tri-
bunales colegiados de circuito o por la suprema corte
de justicia o la representación social para garantizar el
pago de los daños y perjuicios, la afianzadora es quien
paga al beneficiario la fianza de amparo en caso de
que no exista sentencia favorable en el juicio de ga-
rantías y cuando no se puede determinar exactamente
en dinero los daños, el juez o la autoridad fijara el im-
porte de la fianza.

Es claro que en la aplicación de los casos anteriores es ne-
cesario y obligatorio encaminar los procesos a fin de ha-
cerlos congruentes hacia la estricta ejecución de las resolu-
ciones y medidas cautelares patrimoniales como lo exige la
sociedad, toda vez que se elimine la impunidad con la li-
beración de delincuentes sin que existan elementos de libre
acceso a sus garantías constitucionales con la tradicional
idea de reincidir tras pagar una fianza, lo cual debemos
erradicar a fin de alcanzar el ideal de una verdadera rein-
serción social.

Por tal motivo, es legalmente viable la adición de un pá-
rrafo al artículo 173 del Código Nacional de Procedimien-
tos Penales a efecto de encausar los fines jurídicos que se
persiguen bajo un criterio estricto y tangible.

Por lo expuesto y fundado:

Resolutivo

Único. Se adiciona un último párrafo al artículo 173 del
Código Nacional de Procedimientos Penales, para quedar
como sigue:

Artículo 173…

I a VI. . .

En los casos aplicables a las fracciones anteriores de-
berá observarse lo dispuesto por las autoridades que
dicten las medidas cautelares y resoluciones en tér-
minos de los hechos que determinen su fijación mo-
netaria a efecto de que las cauciones cubran los mon-
tos, las prerrogativas, las restricciones que amparen,
atiendan el contexto real de los beneficiarios, victi-
mas, ofendidos y terceros conforme las leyes. 

Transitorios

Primero. Publíquese en el Diario Oficial de la Federación. 

Segundo. La presente reforma entrará en vigor a los tres-
cientos sesenta y cinco días hábiles siguientes al de su pu-
blicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, el 21 de noviembre de
2017.— Diputados y diputadas: José Máximo García López, Ana
María Boone Godoy, Ariel Enrique Corona Rodríguez, Arlette Ivette
Muñoz Cervantes, Carlos Alberto de la Fuente Flores, César Augusto
Rendón García, Eloisa Chavarrías Barajas, Enrique Cambranis Torres,
Francisco Ricardo Sheffield Padilla, Genoveva Huerta Villegas, Gina
Andrea Cruz Blackledge, Gretel Culin Jaime, Ingrid Krasopani Sche-
melensky Castro, J. Apolinar Casillas Gutiérrez, Javier Antonio Nebli-
na Vega, Jesús Antonio López Rodríguez, Jorge Ramos Hernández, Jo-
sé Antonio Salas Valencia, José Erandi Bermúdez Méndez, José
Everardo López Córdova, Juan Alberto Blanco Zaldívar, Juan Corral
Mier, Kathia María Bolio Pinelo, Leonel Gerardo Cordero Lerma, Le-
ticia Amparano Gamez, Lilia Arminda García Escobar, Luis Gilberto
Marrón Agustín, Luz Argelia Paniagua Figueroa, María de los Ángeles
Rodríguez Aguirre, María del Rosario Rodríguez Rubio, María García
Pérez, María Guadalupe Murguía Gutiérrez, María Guadalupe Oyervi-
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des Valdez, María Mercedes Aguilar López, María Verónica Agundis
Estrada, Miguel Ángel Huepa Pérez, Miguel Ángel Salim Alle, Pedro
Garza Treviño, René Mandujano Tinajero, Ricardo Ramírez Nieto, Ro-
cío Matesanz Santamaría, Román Francisco Cortés Lugo, Rubén Ale-
jandro Garrido Muñoz, Silvia Rivera Carbajal, Ulises Ramírez Núñez,
Víctor Ernesto Ibarra Montoya, Wenceslao Martínez Santos, Ximena
Tamariz García (rúbricas).»

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.

Sonido en la curul del diputado César Rendón, por favor.

El diputado César Augusto Rendón García (desde la cu-
rul): Diputada presidente, para solicitarle al diputado Gar-
cía si nos permite adherirnos a su iniciativa.

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Se le pregunta al diputado si permite que se adhieran.
Adelante, diputado, en la Secretaría está a sus órdenes la
iniciativa.

La diputada María Verónica Agundis Estrada (desde la
curul): Presidenta.

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Sonido en la curul de la diputada Agundis, por favor.
Adelante.

La diputada María Verónica Agundis Estrada (desde la
curul): Sí, muchas gracias, presidenta, buenas tardes a to-
dos. Nada más solicitarle de igual manera al diputado Max,
adherirnos.

Esto que él comentaba con el tema de las armas, se han pre-
sentado varias iniciativas en este sentido. Los diputados de
Guanajuato, antes de finalizar el periodo pasado también,
solicitamos reformar el artículo 19, esto está en comisión,
no se ha dictaminado.

Este fin de semana fue un fin de semana muy violento pa-
ra México. Personalmente, en el periodo de receso, presen-
té un exhorto al Cisen, porque hay más de mil a mil 500 ar-
mas que entran diario de manera clandestina a este país.
Nos estamos rompiendo y sí tenemos que hacer algo al res-
pecto, todos. Muchas gracias, diputado Max y aquí esta-
mos con ese tema al pendiente.

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Gracias, diputada.

La diputada Claudia Sánchez Juárez (desde la curul):
Presidenta.

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Sonido en la curul de la diputada Sánchez, por favor.

La diputada Claudia Sánchez Juárez (desde la curul):
Sí, diputada presidenta, para solicitar, en el mismo sentido,
que el diputado me permita adherirme a sus iniciativas, y
felicitarlo y hacerle un reconocimiento por esta labor que
está haciendo por nuestros compatriotas mexicanos. Mu-
chísimas gracias.

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Gracias, diputada. 

Al igual que sus compañeros, está a sus órdenes la iniciati-
va aquí en la Secretaría, ya que el diputado presentante ha
dado su anuencia.

LEY MINERA

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Como se anunció, se le concede el uso de la palabra,
por cinco minutos, al diputado Diego Valente Valera Fuen-
tes, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática, para presentar iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma el artículo 4o. de la Ley Minera. Suplico
a la diputada Patricia Elena Aceves Pastrana, del Grupo
Parlamentario de Morena, prepare su intervención. Ade-
lante, diputado.

El diputado Diego Valente Valera Fuentes: Gracias, pre-
sidente. Agradezco mucho la oportunidad de presentar esta
iniciativa y también pedirle a mis compañeros, que segura-
mente en algún momento de su vida, cuando alguno de sus
hijos estaba pequeño, le puso una pequeña piedra de ám-
bar, ya sea en la muñeca o en la ropa, para cuidar de las ma-
las vibras, cuidar del ojo, pues el ámbar es una joya, es una
joya con denominación de origen chiapaneca, orgullosa-
mente chiapaneca, y esta joya que ha sido premiada, que
tiene su propia feria, que de aquí en memoria de don Froy-
lan Camacho, en la Secretaría de Economía, que esta pie-
dra que es símbolo de identidad chiapaneca, que es símbo-
lo de nuestras tradiciones y de nuestros pueblos
originarios, ha sido utilizada como ofrenda ceremoniales,
ha sido utilizada como protección, como medicina y tam-
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bién como investigación por los residuos vegetales y ani-
males que en ella se han encontrado.

Es una resina fósil de 25 millones de años, qué bonita his-
toria la del ámbar. Municipios como Simojovel de Allende,
como Huitiupán, Totolapa, como El Bosque, San Andrés
Duraznal, Pantelhó, Pueblo Nuevo Solistahuacán, se han
dedicado por muchos años a la actividad del ámbar.

Pero, ¿dónde radica el problema y el espíritu de esta ini-
ciativa? Cuando fui diputado local platicaba con muchos
productores de ámbar y me decían que no había una legis-
lación del ámbar, que se estaba saqueando el ámbar, que se
estaba en precios, en ese entonces, de casi 300 mil pesos el
kilo y que lo estaban saqueando de otros países. Entonces,
como diputado local propuse una iniciativa para proteger el
ámbar y resulta que como es bajo un proceso minero tenía
que ser legislado en el Congreso federal y cuando llegué a
la diputación federal hicimos la propuesta del ámbar decí-
an que era una resina fósil y por lo tanto no era un mineral
y tenía que ser legislado en el Congreso local.

Entonces, el ámbar se encontraba en una pequeña laguna,
en una pequeña laguna legislativa, que no permitía que se
tuviera ninguna regla para cuidar. Hoy esos 300 mil pesos
el kilo se han vuelto 50, se han vuelto problemas sociales
y, sobre todo que, aunque tres mil familias solo en Simojo-
vel se dedican al ámbar, hay miles que se dedican a la ar-
tesanía, al trabajo y que venden en municipios tan mágicos
como San Cristóbal de las Casas.

Y es por eso que me permito hacer esta iniciativa para re-
formar el artículo 4o., en su fracción IV, de la Ley Minera,
y poder incorporar al ámbar como parte de los minerales de
México, al hacer esto también quiero aprovechar para pe-
dir a la Comisión de Economía, que preside el diputado
Jorge Enrique Dávila Flores, para que pudiera pasar esta
iniciativa lo antes posible y pudiera incorporarse al ámbar
en la Ley Minera, de esta manera podemos desarrollar una
legislación que lo proteja.

No estamos en contra de que países quieren trabajar el ám-
bar, pero que lo trabajen aquí, que lo trabajen en Chiapas,
que pongan empresas, que paguen artesanos, que generen
empleo. Pero no permitir que siga saqueándose por kilo el
ámbar de Chiapas, que se siga exportando en las peores
condiciones laborales para la gente. Que el dinero no se
quede en nuestro estado, que se estén generando conflictos
sociales allá en los municipios y que los beneficios de
nuestra joya, que los beneficios de esta resina fósil o de es-

te mineral puedan quedarse para nuestro estado, para nues-
tros artesanos, para nuestros mineros, porque trabajan en
condiciones inimaginables.

Es por eso, compañeros legisladores, que presumiendo una
pieza de ámbar aquí en tribuna, les pido que se adhieran a
esta iniciativa y que me ayuden y ayuden a los chiapanecos
a defender una de nuestras más grandes identidades: el ám-
bar chiapaneco. Muchísimas gracias.

«Iniciativa que reforma el artículo 4o. de la Ley Minera, a
cargo del diputado Diego Valente Valera Fuentes, del Gru-
po Parlamentario del PRD

Planteamiento del problema

El ámbar es una resina vegetal petrificada con una antigüe-
dad de 25 millones de años procedente del árbol llamado
Hymenaea Courbaril, leguminosa conocida como guapi-
nol. En México, extrae únicamente en Chiapas, en los mu-
nicipios de Simojovel de Allende, Huitiupán, Totolapa El
Bosque, Pueblo Nuevo Solistahuacán, Pantelhó y San An-
drés Duraznal; juntos conforman la microregión del ámbar. 

Según estudios del Museo del Ámbar de San Cristóbal de
las Casas, el localizado en la zona de Simojovel, Chiapas,
proviene de la época Terciaria, el cual se comprobó que tie-
ne una antigüedad de 25 millones de años. Aunque en otros
países se ha encontrado ámbar, el de mejor calidad es el de
México y República Dominicana.

Como es una resina, no se encuentra regulada en la Ley
Minera, Reglamentaria del Artículo 27 Constitucional. Por
ello se plantea la reforma de este artículo para considerar al
ámbar como un mineral y no como una resina, correspon-
dería a la legislatura estatal de Chiapas regular su extrac-
ción y comercio.

No obstante lo anterior, no hay legislación reguladora sobre
la materia. Las únicas normas jurídicas que hacen referencia
a la extracción y transformación del ámbar son la Norma Ofi-
cial Mexicana NOM-152-SCFI-2003 y la declaratoria gene-
ral de protección a la denominación de origen para ser apli-
cada al ámbar y sus derivados (joyas y objetos de arte, entre
otros) como piedra semipreciosa de origen vegetal.

Ninguna de las normatividades, sin embargo, protege los
derechos humanos de las personas que participan en la ca-
dena productiva del ámbar, pues, por su naturaleza se tra-
tan de normas de carácter técnico.
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Argumentos

La cadena de comercialización se inicia en las minas en
donde los terratenientes las rentan a los mineros para ex-
traer el ámbar en bruto, la producción es vendida a los ar-
tesanos locales y principalmente a intermediarios. Los ar-
tesanos locales adquieren el ámbar, lo procesan y lo venden
al consumidor final, o bien, lo comercializan al exterior
con compradores y comerciantes foráneos.

Algunas veces los intermediarios lo distribuyen a los turis-
tas que llegan a la ciudad de Simojovel, pero en otras, lo
trasladan en bruto a la ciudad de Tuxtla Gutiérrez, San
Cristóbal de las Casas o al extranjero. Debido a que la ma-
yoría de los familiares del minero no saben leer y escribir,
se dan condiciones que aprovechan los intermediarios para
comprar a muy bajo precio el ámbar en bruto.

Esa situación se debe a que no hay condiciones en la región
para continuar los estudios profesionales, o bien se tiene
que emigrar a otras ciudades de mayor población en bús-
queda de oportunidades educativas, pero como no cuentan
con recursos o becas, los estudiantes se limitan, condicio-
nados a elegir sus usos y costumbres locales.

Durante la extracción que tarda hasta jornadas de 10 horas
diarias, los mineros tienen que soportar altas temperaturas,
falta de oxígeno, humedad, contaminación por la quema de
velas y la posibilidad real de morir enterrado por los des-
prendimientos de piedra o arcilla. Además, la incertidum-
bre es la constante dentro o fuera de los túneles; que miden
en promedio 150 metros de profundidad.

Regularmente transcurren más de 30 días para saber si lo-
calizaron una buena pieza. Se reaniman, se recupera la in-
versión, se fortalece la esperanza y se regresa a la oscuri-
dad del túnel.

Sin embargo, suele suceder con frecuencia que no haya tal
evento y aun así, se tenga que pagar la renta a los dueños
de los túneles. La mayor cantidad de ámbar la adquiere el
intermediario local; la menor, el artesano local, esta co-
mercialización permite la existencia de los estratos tanto
locales como foráneos.

En el caso de accidentes laborales, la mayoría de los mine-
ros han tenido golpes por material lítico suelto, aunque se
tienen datos de muertes por derrumbes en las minas. Igual-
mente muchos padecen enfermedades por trabajar en los
túneles, quejándose de dolor de espalda y problemas respi-

ratorios y visuales. Las situaciones de riesgo dentro de la
mina son dadas por el material suelto, el calor, el humo de
las velas que utilizan para iluminarse, la falta de aire y es-
pacio así como el exceso de humedad, misma que provoca
derrumbes.

Esas condiciones extremas de trabajo en las minas de ám-
bar han provocado rupturas familiares por eventos de sepa-
ración, abandono, divorcio, viudez y, últimamente, por la
migración.

La economía los pueblos ambareros y la de sus familias de-
pende de la venta de ámbar. El problema que ha venido sur-
giendo, es que extranjeros, principalmente chinos y estadou-
nidenses están ingresando al país para sobre explotarlo
debido a la alta demanda que se genera a nivel internacional.

En los últimos años ha retomado un valor monetario incalcu-
lable en el mercado y no se tiene un control exacto de cuán-
to ámbar queda en los yacimientos naturales que se tienen en
Chiapas y para cuántos años de extracción y venta.

Los extranjeros compran el ámbar en bruto a precios muy
altos y se los llevan a sus países, ocasionando con esto, que
los habitantes de zonas ambareras, quieran trabajar mayor-
mente en minas para poder conseguir dinero fácil, sin con-
tar con un seguro de vida ni buenas condiciones en el cam-
po de trabajo, arriesgando la vida.

Actualmente no se cuenta con una legislación que regule su
explotación.

Contenido de la iniciativa

El diputado promovente destaca el problema que significa
la no existencia de una regulación por parte del Estado en
cuanto a la explotación y aprovechamiento del ámbar ya
que los extranjeros se están apropiando de la misma y de su
beneficio económico. Además de no ofrecer a los mineros
ningún tipo de seguridad laboral ni de pagar precios justos
por las altas horas de trabajo en condiciones deplorables.
Esto ha venido representando un perjuicio para los mineros
mexicanos tanto en su seguridad, integridad, como en su
economía.

Con la presente iniciativa se busca la integración del Esta-
do en la regulación de la explotación y aprovechamiento
del ámbar en beneficio de los mexicanos, y considerarla no
sólo como una resina sino como un mineral.
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Fundamento legal

El que suscribe, Diego Valente Valera Fuentes, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática de la LXIII Legislatura, con fundamento en los
artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, y 77 y 78 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, presenta ante el pleno de esta so-
beranía la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma la fracción IV del artícu-
lo 4 de la Ley Minera

Único. Se reforma la fracción IV del artículo 4 de la Ley
Minera para quedar como sigue:

Artículo 4. Son minerales o sustancias que en vetas, man-
tos, masas o yacimientos constituyen depósitos distintos de
los componentes de los terrenos los siguientes:

I. a III. …

IV. Piedras preciosas: agua marina, alejandrina, amatis-
ta, amazonita, aventurina, berilo, crisoberilo, crocidoli-
ta, diamante, dioptasa, epidota, escapolita, esmeralda,
espinel, espodumena, jadeita, kuncita, lapislázuli, mala-
quita, morganita, olivino, ópalo, ámbar, riebeckita, ru-
bí, sodalita, tanzanita, topacio, turmalina, turquesa, ve-
subianita y zafiro;

V. a IX. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 7 de noviembre de 2017.— Dipu-
tados y diputadas: Diego Valente Valera Fuentes, Beatriz Vélez Nú-
ñez, Cesáreo Jorge Márquez Alvarado, Genoveva Huerva Villegas,
María Guadalupe Oyervides Chávez (rúbricas).»

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Muchas gracias, diputado. Túrnese a la Comisión
de Economía para dictamen. Al contrario, diputado.

LEY FEDERAL DEL TRABAJO, LEY GENERAL DE
ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE

VIOLENCIA Y LEY FEDERAL PARA PREVENIR Y
ERRADICAR LA DISCRIMINACIÓN

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Se concede el uso de la palabra, por cinco minutos, a
la diputada Patricia Elena Aceves Pastrana, del Grupo Par-
lamentario de Morena, para presentar iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposi-
ciones de la Ley Federal del Trabajo, de la Ley General de
Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia y de
la Ley Federal para Prevenir y Erradicar la Discriminación.

Le pido, mientras llega a esta tribuna la diputada, al dipu-
tado José Refugio Sandoval Rodríguez, del Grupo Parla-
mentario del Partido Verde, prepare su intervención. Ade-
lante, diputada.

La diputada Patricia Elena Aceves Pastrana: Con su ve-
nia, señora presidenta. Compañeras y compañeros dipu-
tados, en nuestro país y en el mundo en la actualidad exis-
ten graves problemas de salud pública que azotan a las
poblaciones, entre ellos se encuentran los trastornos ali-
mentarios más reconocidos: bulimia, anorexia y obesidad.
Enfermedades que están influyendo de manera alarmante
en las sociedades y, por tanto, alterando su funcionamiento
y cotidianeidad.

La anorexia es un trastorno de la alimentación potencialmen-
te fatal, en el que la persona voluntariamente decide estar en
ayuno para evitar el sobrepeso. Por su parte, la bulimia des-
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cribe episodios incontrolables de comer en exceso y como
síndrome presenta un conjunto de síntomas entre los cuales
destaca la preocupación por el peso, la forma corporal, la pér-
dida de control sobre la ingesta y la adopción de estrategias
que contrarresten los efectos engordantes.

El otro gran problema de salud pública es el de la obesidad,
enfermedad multifactorial y compleja en cuyo desarrollo
intervienen factores genéticos, conductuales y ambientales.
Es un proceso que se presenta lento y gradual y es el resul-
tado de un desequilibrio entre la ingesta y el gasto de ener-
gía. Detona en enfermedades crónico-degenerativas que
llevan a la muerte, por ello se ha convertido en un grave re-
to para todos los países del mundo. 

Datos de la Encuesta Nacional de Salud y Nutrición 2006,
realizada por el Instituto Nacional de Salud Pública, revela-
ron que el sobrepeso y la obesidad continuaban su aumento
en todas las edades, regiones y grupos socioeconómicos.

Como contraste con esta encuesta, pero del año 2012, se al-
canzaron los siguientes resultados: 35 por ciento de los
adolescentes tiene sobrepeso u obesidad. En el ámbito na-
cional esto representa que, de 6 millones, 325 mil indivi-
duos entre 12 y 19 años de edad. Además, indica que más
de uno de cada cinco adolescentes tiene sobrepeso y uno de
cada 10 presenta obesidad.

Recientemente también la prensa dio a conocer que ya en
el caso de los adultos la obesidad alcanza el 70 por ciento.

En 2012 el sobrepeso en mujeres de 20 a 49 años de edad
se incrementó de 25 a 35.3 en un periodo de 10 años, y la
obesidad, de 9.5 a 35.2.

Cabe señalar que la obesidad en las mujeres adquiere di-
versas connotaciones debido a una mayor prevalencia. En
las mujeres el control de peso tiene una fuerte motivación
estética y presenta importantes componentes emocionales
relacionados con la comida y la aceptación social.

No podemos desestimar la marcada influencia de los medios
masivos de comunicación y tampoco podemos olvidar que
bajo esta tendencia se encuentra toda una industria del adel-
gazamiento que se mueve por fuertes intereses económicos.

Sobre todo, las personas obesas se enfrentan cada vez a ac-
titudes y acciones discriminatorias, solo equiparables al ra-
cismo y la homofobia. Muchas de ellas se consideran víc-
timas de una sociedad cruel y prejuiciosa.

A las determinaciones médicas catastróficas se une la pro-
blemática económica, además del escarnio público en me-
dios de comunicación, películas y revistas. Peor aún, cuan-
do se les descalifica para actividades diversas en razón de
su peso y talla.

Las personas obesas sufren constantemente la humillación
y la discriminación de una sociedad que no estás adaptada
para ellos, que les temen y los rechaza. Se debe aceptar y
respetar a la persona excedida de peso y brindarle las mis-
mas posibilidades que al resto de los individuos, por lo ge-
neral se percibe a la persona obesa como alguien carente de
voluntad y compromiso, un prejuicio incierto e infundado.
Muchos empleadores toman estos y otros argumentos para
rechazarlos, así mismo creen que es una enfermedad que
condiciona el desempeño de los quehaceres laborales.

La obesidad no afecta la capacidad intelectual. Menciona-
mos lo anterior, porque cada vez es más frecuente el en-
contrar anuncios clasificados con vacantes laborales, don-
de se solicita que los y las aspirantes que presenten sí y
solo sí cumplen con una serie de requisitos donde se inclu-
ye con carácter de obligatorio cumplir con requisitos pun-
tuales de edad, talla y peso, de no ser así será inútil aspirar
al logro de la contratación. Por ello es reprobable, por de-
cir lo menos, el que de manera abierta y sin ningún pudor
se publiquen avisos donde se estipulen requisitos como los
anteriormente señalados.

Por ello, compañeras y compañeros diputados, reconoce-
mos que existen una gama de problemas que requieren re-
formas legales y mecanismos institucionales que permitan
a las personas, y particularmente a las mujeres de este pa-
ís, acceder a la igualdad de oportunidades, así como al go-
ce y ejercicio de sus derechos plenos.

Asimismo, con esta propuesta se erradicarían acciones dis-
criminatorias y se tendría un acercamiento a la eliminación
de determinados estereotipos estéticos que afectan la salud
física y emocional de las personas, por lo que se propone la
reforma y adición al párrafo segundo del artículo 3o., la
fracción XI del artículo 5o. y la fracción I del artículo 133
de la Ley Federal del Trabajo. A los artículos 11 y 12 de la
Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de
Violencia y los artículos 1, fracción III y la fracción
XXXIII del artículo 9 de la Ley Federal para Prevenir y
Eliminar la Discriminación. Gracias por su atención.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de las Leyes Federal del Trabajo, General de Acceso de las
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Mujeres a una Vida Libre de Violencia, y Federal para pre-
venir y erradicar la Discriminación, a cargo de la diputada
Patricia Elena Aceves Pastrana, del Grupo Parlamentario
de Morena

Planteamiento del problema a resolver con la presente
iniciativa

Con la presente propuesta de iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley Federal del Trabajo, de la Ley General de Acceso de
las Mujeres a una Vida Libre de Violencia y de la Ley Fe-
deral para prevenir y erradicar la Discriminación, se busca
eliminar la discriminación de las personas por motivo de su
peso y/o talla, ya que es común encontrar convocatorias de
empleo, donde se especifica de manera puntual que las per-
sonas deben tener un determinado peso o talla. 

La discriminación y la desigualdad son acciones que generan
altos costos políticos y económicos para la sociedad en gene-
ral. Pese a los avances logrados en el tema, hay una gama de
problemas que requieren reformas legales y mecanismos ins-
titucionales que permitan a las personas y particularmente a
las mujeres de este país acceder a la igualdad de oportunida-
des, así como al goce y ejercicio de sus derechos plenos. Asi-
mismo, con esta propuesta, se erradicarían acciones discrimi-
natorias y se tendría un acercamiento a la eliminación de
determinados estereotipos estéticos que afectan la salud físi-
ca y emocional de las personas. 

Argumentos

En México, la Encuesta Intercensal 2015, realizada por el
Instituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi), dio
como resultado el conteo de 119 millones 530 mil 753 ha-
bitantes, donde 61.4 millones son mujeres y representan
más de la mitad de la población nacional (51.4 por ciento);
mientras que los varones se ubican con el (48.6 por ciento)
en términos proporcionales, la relación por sexo es de 94.4
hombres por cada 100 mujeres.1

En nuestro país y en el mundo, en la actualidad existen gra-
ves problemas de salud pública que azotan a las poblaciones,
entre ellos se encuentran los trastornos alimentarios más re-
conocidos; bulimia, anorexia y obesidad. Enfermedades que
están influyendo de manera alarmante en las sociedades, y
por tanto alterando su funcionamiento y cotidianidad.

En el tema de la anorexia, la edad comprendida en las
personas afectadas, es estimada entre los 13 y 24 años,

aunque existen casos descritos desde los 7 hasta los 25
años. La persona con anorexia raramente reconoce que
padece este mal. Así también, el 90 por ciento de las mis-
mas son mujeres, mientras que el 10 por ciento restante
son varones. 

La anorexia es un trastorno de la alimentación potencial-
mente fatal, en el que la persona voluntariamente decide
estar en ayuno para evitar el sobrepeso. Por su parte, la bu-
limia describe episodios incontrolables de comer en exce-
so, como síndrome hace referencia a un conjunto consis-
tente de síntomas entre los cuales destaca la preocupación
por el peso, la forma corporal, la pérdida de control sobre
la ingesta y la adopción de estrategias que contrarresten los
efectos engordantes. 

El otro gran problema de salud pública es el de la obesidad,
enfermedad multifactorial y compleja en cuyo desarrollo
intervienen factores genéticos, conductuales y ambientales.
Es un proceso que se presenta lento y gradual y es el resul-
tado de un desequilibrio entre la ingesta y el gasto de ener-
gía, detona en enfermedades crónico degenerativas que lle-
van a la muerte. 

Por ello se ha convertido en un grave reto para todos los
países del mundo, tanto desarrollados como los que se en-
cuentran en vías de desarrollo, debido a su alta prevalencia
y a que es un importante factor de riesgo cardiovascular, la
diabetes mellitus tipo 2, hipertensión, síndrome de apnea
del sueño, cáncer, enfermedades endocrinológicas, trastor-
nos del embarazo, climaterio, etc.

Asimismo es motivo de incapacidades severas, debido a ar-
trosis de rodillas y cadera, y lo más importante, es que su
prevalencia va en aumento en la sociedad occidental, por lo
que se considera como una verdadera epidemia no infec-
ciosa en el mundo moderno. 

Datos de la Encuesta Nacional de Salud y Nutrición (Ensa-
nut), 2006 realizada por el Instituto Nacional de Salud Pú-
blica, revelaron que el sobrepeso y la obesidad continuaban
en aumento en todas las edades, regiones y grupos socioe-
conómicos, con lo que se colocaron entre los problemas de
salud pública más importantes del país. 

Como contraste, en la misma encuesta Ensanut, pero del
año 2012, se alcanzaron los siguientes resultados; 35 por
ciento de los adolescentes tiene sobrepeso u obesidad. En
el ámbito nacional esto representa alrededor de 6, 325, 131
individuos entre 12 y 19 años de edad. Además, indica que
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más de uno de cada cinco adolescentes tiene sobrepeso y
uno de cada diez presenta obesidad. 

La prevalencia nacional combinada de sobrepeso y obesidad
en adolescentes fue de alrededor de 35.8 por ciento para el se-
xo femenino (lo que representa a 3, 175, 711 adolescentes del
sexo femenino en todo el país) y 34.1 por ciento en el sexo
masculino (representativos de 3, 148, 146 adolescentes varo-
nes) en 2012. La proporción de sobrepeso fue más alta en
mujeres (23.7 por ciento) que en hombres (19.6 por ciento, 4
por persona mayor); y para obesidad los datos revelan que el
porcentaje de adolescentes de sexo masculino con obesidad
fue mayor (14.5 por ciento) que en las de sexo femenino
(12.1 por ciento, 2.4 pp mayor).2

Así también, al analizar la proporción de adolescentes que
participó en la Ensanut 2012 y que estaban en riesgo de te-
ner un trastorno de la conducta alimentaria, fue de 1.3 por
ciento (1.9 por ciento en el sexo femenino y 0.8 por ciento
en el masculino). Esta proporción fue medio punto porcen-
tual más alta (0.9 y 0.4 puntos porcentuales para el sexo fe-
menino y masculino, respectivamente) que la registrada en
la Ensanut 2006.

Las conductas alimentarias de riesgo más frecuentes en las y
los adolescentes mexicanos fueron: preocupación por engor-
dar, comer demasiado y perder el control sobre lo que se co-
me. En las adolescentes, la principal conducta de riesgo fue
la preocupación por engordar (19.7 por ciento). En los varo-
nes, la conducta de riesgo más frecuente fue hacer ejercicio
para perder peso (12.7 por ciento). Al comparar la frecuencia
de conductas para intentar bajar de peso entre adolescentes de
ambos sexos, en las adolescentes fue más frecuente hacer
ayuno, dietas, tomar pastillas, diuréticos o laxantes.3

Se debe reconocer que México está inmerso en un proceso
de transición donde la población experimenta un aumento
excesivo en sobrepeso y obesidad, y que afecta a todas las
personas de cualquier edad de las zonas urbanas y rurales,
así como a las diferentes regiones. Los aumentos en las
prevalencias de obesidad en el país, se encuentran entre los
más rápidos de los documentados en el plano mundial. De
1988 a 2012, el sobrepeso en mujeres de 20 a 49 años de
edad se incrementó de 25 a 35.3 por ciento y la obesidad de
9.5 a 35.2 por ciento. 

A nivel mundial existen más de mil millones de adultos con
sobrepeso; y por lo menos 300 millones de ellos presentan
obesidad. El sobrepeso consiste en un exceso de peso cor-
poral debido a masa muscular, masa ósea, grasa o agua. La

obesidad consiste en una cantidad excesiva de grasa corpo-
ral, la medida más útil del sobrepeso y la obesidad es el ín-
dice de masa corporal (IMC). El índice de masa corporal se
basa en la estatura y el peso y se usa en toda la población. 

Nuestro país ocupa el segundo lugar de obesas y obesos en el
mundo, por ello, desde un enfoque poblacional, los recursos
destinados por el Estado son insuficientes para ofrecer trata-
miento a todas las y los afectados. El alto costo socioeconó-
mico de la obesidad, es la limitante más importante para al-
canzar la atención integral a nivel nacional.

Cabe señalar que la obesidad en las mujeres adquiere di-
versas connotaciones debido a una mayor prevalencia. En
ellas, el control de peso tiene una fuerte motivación estéti-
ca y presenta importantes componentes emocionales en re-
lacionados con la comida y la aceptación social. Entre las
causas más frecuentes, encontramos principalmente a fac-
tores de orden cultural y social, sobre todo por la influen-
cia de la moda que implica un tipo de vestimenta, de for-
mas físicas, así como la realización para conseguirlas de un
número indeterminado de dietas. 

No podemos desestimar la marcada influencia de los me-
dios masivos de comunicación, tampoco podemos olvidar
que, bajo esta tendencia, se encuentra toda una “industria
de adelgazamiento” que se mueve por fuerte intereses eco-
nómicos, sin importar las terribles consecuencias que de
ello se puedan derivar.

Así, nos bombardean con publicidad que propone dietas
milagrosas, aparatos para ejercicio y productos milagro,
entre otros, fomentando la idea de que, el secreto de la fe-
licidad y el éxito se encuentran en conseguir un cuerpo fe-
menino bello y delgado y un cuerpo musculoso y atlético
en los varones. 

Pero sobre todo, las personas obesas se enfrentan cada vez
más a actitudes y acciones discriminatorias sólo equiparables
al racismo y a la homofobia, muchas de ellas se consideran
víctimas de una sociedad cruel y prejuiciosa. A las determi-
naciones médicas catastróficas se une la problemática econó-
mica, además del escarnio público en medios de comunica-
ción, películas y revistas. Peor aun cuando se les descalifica
para actividades diversas en razón de su peso y talla.

La discriminación sufrida por obesidad es muy distinta en
función del género, puesto que “para que un hombre sea con-
siderado gordo ha de tener mucho más sobrepeso que lo que
se requiere para ser considerada como tal una mujer”. Dicho
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de otro modo, la obesidad es un elemento más que se añade
a la lista de discriminaciones que suma una mujer, sometida
a una mayor presión de imagen que el hombre.4

Así entonces, en la sociedad actual, se sobrevalora la apa-
riencia y belleza física. La delgadez es tomada como un va-
lor supremo, por lo que muchas personas comenten actos
que ponen en severo riesgo su salud para entrar en estos
modelos ideales, ya que hoy dado su incremento la obesi-
dad es mucho más visible, detectable y objeto de rechazo. 

Las personas obesas sufren constantemente la humillación
y la discriminación de una sociedad que no está adaptada
para ellos, que les teme y los rechaza. La discriminación y
la desigualdad son acciones que generan altos costos polí-
ticos y económicos para la sociedad en general. 

La sociedad debe aceptar y respetar a la persona excedida
de peso y brindarle las mismas posibilidades que al resto de
los individuos. Por lo general se percibe a la persona obe-
sa como alguien carente de voluntad y compromiso, un
prejuicio incierto e infundado. Muchos empleadores toman
estos y otros argumentos para rechazarlos. Asimismo, cre-
en que es una enfermedad que condiciona el desempeño de
los quehaceres laborales. Si bien esto puede ser cierto en
algunos casos, hay muchas tareas que pueden desarrollar
personas obesas o delgadas por igual. La obesidad no afec-
ta la capacidad intelectual.

Mencionamos lo anterior porque cada vez es más frecuen-
te el encontrar anuncios clasificados con vacantes labora-
les, donde se solicita que los y las aspirantes se presenten
sí y sólo sí cumplen con una serie de requisitos donde se in-
cluye con carácter de obligatorio cumplir con requisitos
puntuales de edad, talla y peso, de no ser así será inútil as-
pirar al logro de la contratación. 

Por lo sabido, la imagen importa y mucho, las personas
obesas sufren discriminación cuando quieren trabajar y
más cuando es de cara al público. Esto es muy injusto, có-
mo permitir que, a una mujer u hombre, se le deniegue un
trabajo por estar obeso. Por supuesto, para el empleador
ella o él, no da el perfil -o más bien lo supera en exceso.

Entonces no queda más que hacer el uso del derecho a de-
nunciar y proponer reformas legislativas que tienen por ob-
jeto implementar en la ley, la regulación que proteja a las
personas y particularmente a las mujeres, de ser receptoras
de actos violentos y discriminatorios.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
en su artículo 1o. instituye que; 

Artículo 1o. …
… 

Queda prohibida toda discriminación motivada por
origen étnico o nacional, el género, la edad, las disca-
pacidades, la condición social, las condiciones de sa-
lud, la religión, las opiniones, las preferencias, el esta-
do civil o cualquier otra que atente contra la dignidad
humana y tenga por objeto anular o menoscabar los
derechos y libertades de las personas.

Con base en lo anterior, es reprobable –por decir lo menos–
el que de manera abierta y sin ningún pudor se publiquen
avisos donde se estipulen requisitos como los anteriormen-
te señalados, sin que se levante alguna voz para señalar la
ilegalidad de estos actos. 

Es aquí donde el Estado juega un papel relevante para ge-
nerar políticas públicas dirigidas a informar, atender y erra-
dicar los trastornos alimentarios y la obesidad, y desde el
ámbito legislativo, generar la normatividad que suprima las
conductas y prácticas discriminatorias en los requisititos de
las convocatorias para contratar a una mujer. 

Asimismo, debemos establecer en nuestra normatividad la
obligación de no excluir ni discriminar a las personas por
razón de su talla o peso, ya que como se argumenta, el pa-
decer algún mal relacionado con la alimentación, no es ex-
cusa para limitar y/o eliminar los derechos de las personas,
nuestro trabajo como representantes del pueblo es legislar
para, custodiar su bienestar y prever los riesgos que puedan
alterar su calidad de vida. No permitamos que la discrimi-
nación se institucionalice, estamos a tiempo de evitarlo, es
parte de nuestra tarea legislativa.

Fundamento Legal

Con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, pongo a su consideración la presente
iniciativa.

Denominación del proyecto de ley o decreto

Iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona
diversas disposiciones de la Ley Federal del Trabajo, de la
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Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de
Violencia y de la Ley Federal para prevenir y erradicar la
Discriminación.

Artículo Primero. Se reforma el párrafo segundo del artí-
culo 3°, la fracción XI del artículo 5° y la fracción I del ar-
tículo 133 de la Ley Federal del Trabajo, para quedar como
sigue:

Artículo 3o. …

No podrán establecerse condiciones que impliquen discri-
minación entre los trabajadores por motivo de origen étni-
co o nacional, género, edad, talla, peso, discapacidad, con-
dición social, condiciones de salud, religión, condición
migratoria, opiniones, preferencias sexuales, estado civil o
cualquier otro que atente contra la dignidad humana.

…

…

Artículo 5o. …

I a X. …

XI. Un salario menor que el que se pague a otro traba-
jador en la misma empresa o establecimiento por traba-
jo de igual eficiencia, en la misma clase de trabajo o
igual jornada, por consideración de edad, sexo, talla,
peso o nacionalidad;

XII y XIII. …

…

Artículo 133. …

I. Negarse a aceptar trabajadores por razón de origen ét-
nico o nacional, género, edad, talla, peso, discapacidad,
condición social, condiciones de salud, religión, opinio-
nes, preferencias sexuales, estado civil o cualquier otro
criterio que pueda dar lugar a un acto discriminatorio;

II a XV. …

Artículo Segundo. Se reforman los artículos 11 y 12 de la
Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida libre de
Violencia, para quedar como sigue:

Artículo 11. Constituye violencia laboral: la negativa ilegal a
contratar a la Víctima o a respetar su permanencia o condi-
ciones generales de trabajo; la descalificación del trabajo re-
alizado, las amenazas, la intimidación, las humillaciones, la
explotación, el impedimento a las mujeres de llevar a cabo el
período de lactancia previsto en la ley y todo tipo de discri-
minación por condición de género, talla o peso.

Artículo 12. Constituyen violencia docente: aquellas con-
ductas que dañen la autoestima de las alumnas con actos de
discriminación por su sexo, edad, condición social, acadé-
mica, limitaciones y/o características físicas, talla o peso
que les infligen maestras o maestros.

Artículo Tercero. Se reforman los artículos 1, las fraccio-
nes III y XXVIII del artículo 9 de la Ley Federal para pre-
venir y eliminar la Discriminación, para quedar como 
sigue:

Artículo 1. …

…

I y II…

III. Discriminación: Para los efectos de esta ley se en-
tenderá por discriminación toda distinción, exclusión,
restricción o preferencia que, por acción u omisión, con
intención o sin ella, no sea objetiva, racional ni propor-
cional y tenga por objeto o resultado obstaculizar, res-
tringir, impedir, menoscabar o anular el reconocimiento,
goce o ejercicio de los derechos humanos y libertades,
cuando se base en uno o más de los siguientes motivos:
el origen étnico o nacional, el color de piel, la cultura, el
sexo, el género, la edad, las discapacidades, la condición
social, económica, de salud o jurídica, la religión, la apa-
riencia física, la talla, el peso, las características genéti-
cas, la situación migratoria, el embarazo, la lengua, las
opiniones, las preferencias sexuales, la identidad o filia-
ción política, el estado civil, la situación familiar, las res-
ponsabilidades familiares, el idioma, los antecedentes
penales o cualquier otro motivo;

También se entenderá como discriminación la homofo-
bia, misoginia, cualquier manifestación de xenofobia,
segregación racial, antisemitismo, así como la discrimi-
nación racial y otras formas conexas de intolerancia;

IV a X…
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Artículo 9. …

…

I a XXVII …

XXVIII. Realizar o promover violencia física, sexual, o
psicológica, patrimonial o económica por la edad, géne-
ro, discapacidad, apariencia física, talla, peso, forma de
vestir, hablar, gesticular o por asumir públicamente su
preferencia sexual, o por cualquier otro motivo de dis-
criminación;

XXIX a XXXIV…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente de
su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Notas

1 Instituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi) (2016). En-

cuesta Intercensal EIC 2015. Base de datos. México, 2016.

2 Instituto Nacional de Salud Pública, Encuesta Nacional de Salud y
Nutrición, Resultados Nacionales, México, 2012.

3 Ibídem 

4 Revista Público, 

http://www.publico.es/sociedad/discriminacion-gorda-mas-perju-
dicial-salud.html, Málaga, España, 16/ 03/ 2016

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 12 de septiembre de 2017.— Di-
putadas y diputados: Patricia Elena Aceves Pastrana, Blanca Marga-
rita Cuata Domínguez, Delfina Gómez Álvarez, Genoveva Huerta Vi-
llegas, Laura Beatriz Esquivel Valdés, Lilia Arminda García Escobar,
María Mercedes Aguilar López, Noma Xóchitl Hernández Colín, Ru-
bén Alejandro Garrido Muñoz (rúbricas).»

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Gracias, diputada. Túrnese a las Comisiones Uni-
das de Trabajo y Previsión Social y de Igualdad de Gé-
nero, para dictamen.

La diputada Norma Xóchitl Hernández Colín (desde la
curul): Presidenta.

La presidenta diputada Martha Hilda González Cal-
derón: Sonido en la curul de la diputada Norma Xóchitl,
por favor. 

La diputada Norma Xóchitl Hernández Colín (desde la
curul): Disculpe, diputada. Se adelantó al trámite, pero qui-
siéramos hacer la petición en el grupo parlamentario para
suscribir la iniciativa de la compañera que acaba de leer su
iniciativa sobre obesidad.

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Se le pregunta a la diputada Patricia Elena si está de
acuerdo.

La diputada Patricia Elena Aceves Pastrana (desde la
curul): Con gusto, presidenta.

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Está a sus órdenes en la Secretaría, diputada, la ini-
ciativa para suscribirla para adherirse, junto con las diputa-
das que lo crean conveniente.

LEY GENERAL DE SALUD

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Tiene la palabra el diputado José Refugio Sandoval
Rodríguez, para presentar iniciativa con proyecto de decre-
to que adiciona un artículo 1o. Ter a la Ley General de Sa-
lud, suscrita por el propio diputado Sandoval y diputados
integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México

El diputado José Refugio Sandoval Rodríguez: Mu-
chas gracias, diputada presidenta. Muy buenas tardes,
compañeros y compañeras diputadas. México requiere de
un sistema nacional de salud universal centrado en las
necesidades de las personas, capaz de ofrecer servicios
de calidad que respondan con rapidez y que además rin-
dan cuentas claras a los contribuyentes. Necesitamos un
sistema de salud basado en principios claramente defini-
dos y garantizados por la ley.

Por lo anterior, en este acto vengo a presentar una iniciati-
va de reforma que propone adicionar el artículo 1 Ter a la
Ley General de Salud de nuestro país, a efecto de estable-
cer los principios sobre los cuales se debe regir el derecho
a la protección a la salud. La propuesta enumera ocho prin-
cipios rectores en la materia, los cuales son:
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El de universalidad, consistente en homologar la capacidad
de respuesta de las instituciones de salud. 

El principio de equidad, que garantiza el acceso imparcial
a los servicios de salud disponibles.

El de gratuidad, entendido como una responsabilidad so-
cial que comparte el Estado, la sociedad y los interesados
eximiéndose de su cobro a aquellos que carezcan de recur-
sos para cubrirlo.

El principio de disponibilidad, que implica que el sector sa-
lud debe contar con un número suficiente de estableci-
mientos y de servicios.

El de accesibilidad, que establece que los ciudadanos po-
damos contar con todos los servicios que presenta el sec-
tor salud.

El principio de aceptabilidad, que supone el respeto a la
ética médica y a la cultura de las personas, las minorías, los
pueblos y las comunidades.

El principio de calidad, el cual señala que las entidades y los
servicios del sector salud deberán ser eficaces y apropiados.

Finalmente, el principio de rendición de cuentas, que esti-
pula que las instituciones garantes del derecho a la salud
deben ser responsables de las observancias de las leyes de
transparencia.

Con la propuesta que hoy planteo, quedará formalizado en
nuestra Ley General de Salud parte de las estrategias plan-
teadas en el Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018, en
donde se estableció avanzar en la construcción de un siste-
ma nacional de salud universal, así como garantizar el ac-
ceso efectivo a los servicios de salud de calidad. Además,
se da cumplimiento a la Observación General número 14
que emitió el Comité de Derechos Económicos, Sociales y
Culturales de la ONU que señala que todos tenemos dere-
cho al disfrute del más alto nivel posible de la salud.

Lo que busca esa iniciativa es transitar hacia un enfoque
de salud basado en los derechos humanos que ofrezca es-
trategias y que ofrezca soluciones que permitan afrontar
y corregir las desigualdades, las prácticas discriminato-
rias y las relaciones de poder injustas que suelen ser as-
pectos centrales de la falta de equidad que tenemos en el
sector salud.

Actualmente, la Ley de Salud de aquí de la Ciudad de Mé-
xico, ya reconoce tres de estos principios: el de universali-
dad, el de equidad y el de gratuidad.

Como país necesitamos afrontar las necesidades de salud
complejas y demandantes que vivimos día a día, ya que es-
to permitirá asegurar la cobertura de salud universal y dig-
nificará la vida de todas y de todos los mexicanos, pues un
verdadero sistema de salud debe abarcar a la totalidad de la
población con servicios de calidad, sobre todo que tenga
una base de igualdad y de responsabilidad que todas y to-
dos los mexicanos se merecen. Es cuanto.

«Iniciativa que adiciona el artículo 1 Ter a la Ley General
de Salud, suscrita por el diputado José Refugio Sandoval
Rodríguez e integrantes del Grupo Parlamentario del
PVEM

Quienes suscriben, José Refugio Sandoval Rodríguez y
diputados federales de la LXIII Legislatura integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de Mé-
xico, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 71,
fracción II, y 135 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, así como los artículos 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, someten a conside-
ración de esta honorable asamblea la presente iniciativa
con proyecto de decreto por el que se adiciona un artículo
1 Ter a la Ley General de Salud, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Vida y salud constituyen un binomio indisoluble para la
existencia humana, por ello, el párrafo tercero del artículo
4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos y su ley reglamentaria establecen el derecho que
tiene todo mexicano a la protección de su salud por parte
de las instituciones del Estado, así como la distribución de
competencias en el ámbito de salud entre los poderes pú-
blicos, los diversos niveles de gobierno y la sociedad.

La Organización Mundial de la Salud define la salud como
“un estado de completo bienestar físico, mental y social, y
no solamente la ausencia de afecciones o enfermedades”.1

Además, se afirma que “el goce del grado máximo de sa-
lud que se pueda lograr es uno de los derechos fundamen-
tales de todo ser humano sin distinción de raza, religión,
ideología política o condición económica o social”.2

En este orden de ideas, todos los estados miembros de la
Organización de las Naciones Unidas han acordado tratar
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de alcanzar la cobertura sanitaria universal a más tardar en
2030, en el marco de la consecución de los Objetivos de
Desarrollo Sostenible3; sin duda, nuestro país también está
obligado a realizar las acciones necesarias para cumplir
con esta meta.

La Organización Mundial de la Salud ha señalado que la
Cobertura Sanitaria Universal (CSU) implica que todas las
personas y comunidades reciban los servicios de salud que
necesitan sin tener que pasar penurias financieras para pa-
garlos. Abarca toda la gama de servicios de salud esencia-
les de calidad, desde la promoción de la salud hasta la pre-
vención, el tratamiento, la rehabilitación y los cuidados
paliativos.

Por su parte, el Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018
proyectó para la población mexicana un sistema de salud
en el cual, todos los ciudadanos tengan acceso efectivo al
derecho a la protección de la salud. Entre los objetivos es-
tablecidos para ello en la meta nacional México Incluyen-
te, se plantea asegurar el acceso a los servicios de salud,
bajo una política social enfocada en alcanzar que el ciuda-
dano sea protagonista de su propia superación, a través de
su organización y participación activa.

En reciprocidad, la visión que la Secretaría de Salud ha
sostenido constituirse como “un Sistema Nacional de Sa-
lud Universal, equitativo, integral, sustentable, efectivo
y de calidad, con particular enfoque a los grupos de la
población que viven en condición de vulnerabilidad, a
través del fortalecimiento de la rectoría de la autoridad
sanitaria y la intersectorialidad; de la consolidación de la
protección y promoción de la salud y prevención de en-
fermedades, así como la prestación de servicios plurales
y articulados basados en la atención primaria; la genera-
ción y gestión de recursos adecuados; la evaluación y la
investigación científica, fomentando la participación de
la sociedad con corresponsabilidad”.

Muchos son los pasos que se han dado para transitar a un
Sistema Nacional de Salud Universal, sin embargo, es fun-
damental estipular en la Ley General de Salud los princi-
pios por los cuales se debe regir el ejercicio del derecho hu-
mano a la salud, ya que hasta el momento no han sido
establecidos.

Los principios son entendidos como el conjunto de valores,
creencias, normas, que orientan y regulan un sector en lo
particular. Son el soporte de la visión, la misión, la estrate-

gia y los objetivos estratégicos para el sistema, en este ca-
so concreto, el Sistema Nacional de Salud Universal.

Resulta importante dar un enfoque a estos principios basa-
do en los derechos humanos. Así, el término derechos hu-
manos “se utiliza al menos en dos acepciones: como los
instrumentos y mecanismos para controlar y limitar la ac-
ción del Estado, y como la brújula de los esfuerzos socia-
les para conseguir el bien común”.4

La legislación en materia de derechos humanos obliga a
los gobiernos (principalmente) y otros titulares de debe-
res a hacer ciertas cosas, del mismo modo que les impi-
de hacer otras.

Entre las principales características de los derechos cabe
citar las siguientes:

• Son universales, derechos inalienables de todos los se-
res humanos; 

• Se centran en la dignidad intrínseca y el valor igual de
todos los seres humanos;

• Son iguales, indivisibles e interdependientes;

• No pueden ser suspendidos o retirados;

• Imponen obligaciones de acción y omisión, particular-
mente a los estados y los agentes de los estados; 

• Han sido garantizados por la comunidad internacional: 

• Están protegidos por la ley; 

• Protegen a los individuos y, hasta cierto punto, a los
grupos.5

En el año 2000 el Consejo Económico y Social emitió la
observación general número 14 respecto de “el derecho al
disfrute del más alto nivel posible de salud” en relación con
diversas cuestiones sustantivas que se plantean en la apli-
cación del pacto internacional de derechos económicos, so-
ciales y culturales.

Respecto del tema que nos ocupa se observa lo siguiente: 

“El derecho a la salud en todas sus formas y a todos los
niveles abarca los siguientes elementos esenciales e in-
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terrelacionados, cuya aplicación dependerá de las con-
diciones prevalecientes en un determinado Estado parte:

a) Disponibilidad. Cada estado parte deberá contar con
un número suficiente de establecimientos, bienes y ser-
vicios públicos de salud y centros de atención de la sa-
lud, así como de programas. La naturaleza precisa de los
establecimientos, bienes y servicios dependerá de diver-
sos factores, en particular el nivel de desarrollo del es-
tado parte. Con todo, esos servicios incluirán los facto-
res determinantes básicos de la salud, como agua limpia
potable y condiciones sanitarias adecuadas, hospitales,
clínicas y demás establecimientos relacionados con la
salud, personal médico y profesional capacitado y bien
remunerado, habida cuenta de las condiciones que exis-
ten en el país, así como los medicamentos esenciales de-
finidos en el programa de acción sobre medicamentos
esenciales de la Organización Mundial de la Salud
(OMS).

b) Accesibilidad. Los establecimientos, bienes y servi-
cios de salud deben ser accesibles a todos, sin discrimi-
nación alguna, dentro de la jurisdicción del estado par-
te. La accesibilidad presenta cuatro dimensiones
superpuestas:

i) No discriminación: los establecimientos, bienes y
servicios de salud deben ser accesibles, de hecho y de
derecho, a los sectores más vulnerables y marginados de
la población, sin discriminación alguna por cualquiera
de los motivos prohibidos.

ii) Accesibilidad física: los establecimientos, bienes y
servicios de salud deberán estar al alcance geográfico de
todos los sectores de la población, en especial los grupos
vulnerables o marginados, como las minorías étnicas y
poblaciones indígenas, las mujeres, los niños, los adoles-
centes, las personas mayores, las personas con discapa-
cidades y las personas con VIH/Sida. La accesibilidad
también implica que los servicios médicos y los factores
determinantes básicos de la salud, como el agua limpia
potable y los servicios sanitarios adecuados, se encuen-
tran a una distancia geográfica razonable, incluso en lo
que se refiere a las zonas rurales. Además, la accesibili-
dad comprende el acceso adecuado a los edificios para
las personas con discapacidades.

iii) Accesibilidad económica (asequibilidad): los esta-
blecimientos, bienes y servicios de salud deberán estar
al alcance de todos. Los pagos por servicios de atención

de la salud y servicios relacionados con los factores de-
terminantes básicos de la salud deberán basarse en el
principio de la equidad, a fin de asegurar que esos ser-
vicios, sean públicos o privados, estén al alcance de to-
dos, incluidos los grupos socialmente desfavorecidos.
La equidad exige que sobre los hogares más pobres no
recaiga una carga desproporcionada, en lo que se refie-
re a los gastos de salud, en comparación con los hoga-
res más ricos. 

iv) Acceso a la información: ese acceso comprende el
derecho de solicitar, recibir y difundir información e
ideas acerca de las cuestiones relacionadas con la salud.
Con todo, el acceso a la información no debe menosca-
bar el derecho de que los datos personales relativos a la
salud sean tratados con confidencialidad.

c) Aceptabilidad. Todos los establecimientos, bienes y
servicios de salud deberán ser respetuosos de la ética
médica y culturalmente apropiados, es decir respetuosos
de la cultura de las personas, las minorías, los pueblos y
las comunidades, a la par que sensibles a los requisitos
del género y el ciclo de vida, y deberán estar concebidos
para respetar la confidencialidad y mejorar el estado de
salud de las personas de que se trate.

d) Calidad. Además de aceptables desde el punto de
vista cultural, los establecimientos, bienes y servicios de
salud deberán ser también apropiados desde el punto de
vista científico y médico y ser de buena calidad. Ello re-
quiere, entre otras cosas, personal médico capacitado,
medicamentos y equipo hospitalario científicamente
aprobados y en buen estado, agua limpia potable y con-
diciones sanitarias adecuadas”.6

Respecto de lo anterior, cabe hacer mención que acorde a
lo establecido en el artículo 1o. constitucional resulta de
observancia obligatoria para el Estado mexicano, de acuer-
do al principio Pro Homine, el cual ha sido definido por la
Suprema Corte de Justicia de la Nación que tratándose de
derechos humanos los mismos deberán ser aplicados en fa-
vor de la persona, lo que se traduciría en que aunque se en-
cuentren fuera del marco jurídico nacional deberán ser ob-
servados por la autoridades nacionales siempre y cuando el
Estado mexicano haya aceptado la competencia de algún
tratado o convención internacional en la materia, como lo
es el caso que se expone.

En virtud de lo anterior, lo que se busca con esta propues-
ta es transitar a un enfoque de la salud basado en los dere-
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chos humanos que ofrezca estrategias y soluciones que
permiten afrontar y corregir las desigualdades, las prácticas
discriminatorias y las relaciones de poder injustas que sue-
len ser aspectos centrales de la inequidad en los resultados
sanitarios.

Para llegar a la meta de un sistema de salud universal, in-
clusivo y gratuito es necesario contar con el marco legal
adecuado para ello. Por esta razón, es ineludible establecer
en la Ley General de Salud los principios por los que se de-
be regir el ejercicio de este derecho humano.

Actualmente, algunos de los principios propuestos ya se
encuentran estipulados en la Ley de Salud del Distrito
Federal.

Dicha legislación señala en su artículo 3o. que:

“El derecho a la protección a la salud se regirá por los
principios siguientes:

I. Universalidad. La cobertura de los servicios de sa-
lud que responda a las necesidades de salud de toda
persona para hacer efectivo su derecho a la protección
a la salud;

II. Equidad. La obligación de las autoridades sanitarias
locales de garantizar acceso igual a los habitantes del
Distrito Federal a los servicios de salud disponibles an-
te las necesidades que se presenten en la materia, y

III. Gratuidad. El acceso sin costo a los servicios de
salud disponibles en las unidades médicas del gobierno
del Distrito Federal y a los medicamentos asociados a
estos servicios, a los residentes del Distrito Federal que
carezcan de seguridad social laboral.”

Sirve de apoyo también para lo expuesto el siguiente crite-
rio jurisprudencial:

Salud. El derecho a su protección conforme al artí-
culo 4, tercer párrafo, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, es una responsabilidad 
social.

La Ley General de Salud, reglamentaria del citado pre-
cepto constitucional, precisa que los servicios de salud,
atendiendo a los prestadores de los mismos, se clasifi-
can en: a) servicios públicos a la población general, que
se prestan en establecimientos públicos de salud a los

residentes del país, regidos por criterios de universali-
dad y de gratuidad, cuyas cuotas de recuperación se
fundarán en principios de solidaridad social y guarda-
rán relación con los ingresos de los usuarios, debiéndo-
se eximir del cobro cuando éstos carezcan de recursos
para cubrirlas; b) servicios a derechohabientes de insti-
tuciones públicas de seguridad social, que son los pres-
tados a las personas que cotizan o las que hubieren co-
tizado conforme a sus leyes, así como los que con sus
propios recursos o por encargo del Ejecutivo federal se
presten por tales instituciones a otros grupos de usua-
rios; c) servicios sociales y privados, los primeros se
prestan por los grupos y organizaciones sociales a sus
miembros y beneficiarios de los mismos, directamente o
mediante la contratación de seguros individuales y co-
lectivos, y privados, los que se prestan por personas fí-
sicas o morales en las condiciones que convengan con
los usuarios, sujetos a las leyes civiles y mercantiles, los
cuales pueden ser contratados directamente por los
usuarios o a través de sistemas de seguros individuales
o colectivos y, d) otros que se presten de conformidad
con la autoridad sanitaria, como lo son aquellos que
conforman el Sistema de Protección Social en Salud,
previsto para las personas que no sean derechohabientes
de las instituciones de seguridad social o no cuenten con
algún otro mecanismo de previsión social en salud, que
será financiado de manera solidaria por la federación,
los estados, el Distrito Federal y los propios beneficia-
rios mediante cuotas familiares que se determinarán
atendiendo a las condiciones socioeconómicas de cada
familia, sin que el nivel de ingreso o la carencia de éste
sea limitante para acceder a dicho sistema. Lo anterior
permite advertir que el derecho a la protección de la
salud se traduce en la obligación del Estado de esta-
blecer los mecanismos necesarios para que todas las
personas tengan acceso a los servicios de salud y que
en virtud de que ésta es una responsabilidad que
comparten el Estado, la sociedad y los interesados, el
financiamiento de los respectivos servicios, no corre
a cargo del Estado exclusivamente, pues incluso, se
prevé el establecimiento de cuotas de recuperación a
cargo de los usuarios de los servicios públicos de sa-
lud y del sistema de protección social en salud, que se
determinan considerando el costo de los servicios y
las condiciones socioeconómicas de los usuarios, exi-
miéndose de su cobro a aquellos que carezcan de recur-
sos para cubrirlas, de ahí que la salud sea una responsa-
bilidad que comparten indisolublemente el Estado, la
sociedad y los interesados, con base en criterios de ca-
pacidad contributiva y redistribución del ingreso.
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Amparo en revisión 220/2008. Alma Rosa Sandoval Ro-
dríguez y coagraviados. 19 de junio de 2008. Unanimi-
dad de diez votos. Ausente: Genaro David Góngora Pi-
mentel. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos.
Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Sofía
Verónica Ávalos Díaz, María Marcela Ramírez Cerrillo,
Carmen Vergara López, Gustavo Ruiz Padilla y Lucia-
no Valadez Pérez.

Amparo en revisión 218/2008. José Luis Olivares Cer-
vantes y coagraviados. 19 de junio de 2008. Unanimi-
dad de diez votos. Ausente: Genaro David Góngora Pi-
mentel. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García
Villegas. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Rome-
ro, Sofía Verónica Ávalos Díaz, María Marcela Ramírez
Cerrillo, Carmen Vergara López, Gustavo Ruiz Padilla
y Luciano Valadez Pérez.

Amparo en revisión 219/2008. José del Carmen de la
Torre Mendoza y coagraviados. 19 de junio de 2008.
Unanimidad de diez votos. Ausente: Genaro David
Góngora Pimentel. Ponente: José Ramón Cossío Díaz.
Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Sofía
Verónica Ávalos Díaz, María Marcela Ramírez Cerrillo,
Carmen Vergara López, Gustavo Ruiz Padilla y Lucia-
no Valadez Pérez.

Amparo en revisión 221/2008. Socorro Fregoso Frago-
so y coagraviados. 19 de junio de 2008. Unanimidad de
diez votos. Ausente: Genaro David Góngora Pimentel.
Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretarios: Geor-
gina Laso de la Vega Romero, Sofía Verónica Ávalos
Díaz, María Marcela Ramírez Cerrillo, Carmen Vergara
López, Gustavo Ruiz Padilla y Luciano Valadez Pérez.

Amparo en revisión 229/2008. Rosa Carmina Barrera
Salinas y coagraviados. 19 de junio de 2008. Unanimi-
dad de diez votos. Ausente: Genaro David Góngora Pi-
mentel. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretarios: Ge-
orgina Laso de la Vega Romero, Sofía Verónica Ávalos
Díaz, María Marcela Ramírez Cerrillo, Carmen Vergara
López, Gustavo Ruiz Padilla y Luciano Valadez Pérez.

El Tribunal Pleno, el treinta de septiembre en curso, apro-
bó, con el número 136/2008, la tesis jurisprudencial que
antecede. México, Distrito Federal, a treinta de septiembre
de dos mil ocho.

Parafraseando al doctor Hugo Saúl Ramírez García, “es ne-
cesario aclarar que el objeto del derecho a la salud no pue-

de identificarse con un estado de absoluta ausencia de en-
fermedades: no se tiene derecho a no padecer enfermeda-
des, sino a contar con toda una gama de facilidades, bienes,
servicios y condiciones necesarios para alcanzar el más al-
to nivel posible de salud.”7

Un marco legal que defina los principios rectores que debe
seguir nuestra política de salud es una base sólida para ase-
gurar la cobertura de salud universal y a través de ello dig-
nificar la vida de todos los mexicanos. 

El derecho a la salud debe ser considerado como un dere-
cho humano que se sustente en principios claramente esti-
pulados en la ley donde se incluya la universalidad, la equi-
dad, la gratuidad, la disponibilidad, la accesibilidad, la
aceptabilidad, la calidad y la rendición de cuentas, que ga-
ranticen que los ciudadanos gocemos de una salud digna.

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a la considera-
ción de esta Honorable Cámara de Diputados la presente
iniciativa con el proyecto de 

Decreto por el que se adiciona un artículo 1 Ter a la Ley
General de Salud

Único. Se adiciona un artículo 1 Ter a la Ley General de
Salud, para quedar como sigue:

Artículo 1 Ter. El derecho a la protección de la salud se
regirá por los principios siguientes:

I. Universalidad: La cobertura de los servicios de sa-
lud debe responder a las necesidades de salud de to-
da persona para hacer efectivo su derecho a la pro-
tección a la salud; 

II. Equidad: La obligación de las autoridades sanita-
rias de garantizar acceso igual a todos los mexicanos
a los servicios de salud disponibles ante las necesida-
des que se presenten en la materia;

III. Gratuidad: El acceso sin costo a los servicios de
salud disponibles en las unidades médicas y a los me-
dicamentos asociados a estos servicios, a toda perso-
na residente en el territorio nacional que carezca de
seguridad social;

IV. Disponibilidad: se deberá contar con un número
suficiente de establecimientos, bienes y servicios pú-
blicos de salud, así como de programas de salud.
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V. Accesibilidad: los establecimientos, bienes y servi-
cios de salud deben ser accesibles a todos. La accesibi-
lidad implica, a su vez: no discriminación; accesibili-
dad física; accesibilidad económica (asequibilidad); y
acceso a la información.

VI. Aceptabilidad: todos los establecimientos, bienes y
servicios de salud deberán ser respetuosos de la ética
médica y culturalmente apropiados, es decir, respe-
tuosos de la cultura de las personas, las minorías, los
pueblos y las comunidades.

VII. Calidad: los establecimientos, bienes y servicios
de salud deberán ser apropiados desde el punto de
vista científico y médico y ser de buena calidad.

VIII. Rendición de cuentas: las instituciones garan-
tes del derecho a la salud deberán observar la legis-
lación en materia de transparencia y acceso a la in-
formación.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 La cita procede del Preámbulo de la Constitución de la Organización
Mundial de la Salud, que fue adoptada por la Conferencia Sanitaria In-
ternacional, celebrada en Nueva York del 19 de junio al 22 de julio de
1946, firmada el 22 de julio de 1946 por los representantes de 61 Es-
tados (Official Records of the World Health Organization, Nº 2, p. 100)
y entró en vigor el 7 de abril de 1948. La definición no ha sido modi-
ficada desde 1948. Consultado el 25 de agosto, 2018. Visible en: 

http://www.who.int/suggestions/faq/es/

2 Véase, Salud y derechos humanos. Consultado el 27 de agosto, 2018
en:

http://www.who.int/mediacentre/factsheets/fs323/es/

3 Véase: 

http://www.who.int/mediacentre/factsheets/fs395/es/

4 Véase, Ramírez García, Hugo Saúl, et al., Derechos Humanos, Edi-
torial Oxford, México 2012, pág. 23.

5 Preguntas frecuentes sobre el enfoque de derechos humanos en la co-
operación para el desarrollo. Oficina del Alto Comisionado de las Na-
ciones Unidas para los Derechos Humanos. Nueva York y Ginebra,
2006. Consultado el 5 de septiembre de 2018, visible en 

http://www.ohchr.org/Documents/Publications/FAQsp.pdf

6 El derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud:
11/08/2000. Cuestiones sustantivas que se plantean en la aplicación
del pacto internacional de derechos económicos, sociales y culturales.
Consultada el 6 de septiembre de 2018. Visible en 

http://www.acnur.org/t3/fileadmin/Documentos/BDL/2001/1451.
pdf

7 Ramírez García Hugo Saúl et al. Op. Cit. pág. 173.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 21 de noviembre 2017.— Dipu-
tadas y diputados: José Refugio Sandoval Rodríguez, Flor Estela
Rentería Medina, Genoveva Huerta Villegas, Jesús Sesma Suárez (rú-
bricas).»

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Gracias, diputado. Túrnese a la Comisión de Sa-
lud, para dictamen.

Quiero hacer un paréntesis para saludar la presencia en
este recinto legislativo de alumnos de la Preparatoria Li-
cenciado Adolfo López Mateos, de Ciudad de Hidalgo,
Michoacán, sociedad de alumnos, docentes, directivos y
padres de familia que fueron invitados por nuestro com-
pañero el diputado Norberto Antonio Martínez Soto. Ca-
be destacar que hoy nos visitan los mejores promedios,
tengo hasta las calificaciones de las alumnas y de los
alumnos que hoy nos visitan. Bienvenidos y muchas gra-
cias por su presencia.

Tiene la palabra, por cinco minutos, la diputada María del
Rocío Rebollo Mendoza, del Grupo Parlamentario del PRI,
para presentar iniciativa con proyecto de decreto que refor-
ma el artículo 300 de la Ley del Seguro Social. Y, suplico
a la diputada Verónica Delgadillo se prepare para su inter-
vención. No está la diputada Rocío Rebollo.
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LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO 
Y LA PROTECCIÓN AL MEDIO AMBIENTE, 
LEY MINERA, Y CÓDIGO PENAL FEDERAL

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Se le concede el uso de la palabra a la diputada Ve-
rónica Delgadillo García, quien a nombre del diputado Cle-
mente Castañeda Hoeflich, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano, presenta iniciativa con proyecto
de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección
al Medio Ambiente, de la Ley Minera y del Código Penal
Federal.

La diputada Verónica Delgadillo García: Señoras y seño-
res, compañeras y compañeros, las áreas naturales protegidas
debemos entenderlas como un espacio y un mecanismo de
protección ambiental de suma relevancia, ya que permiten la
conservación de la biodiversidad y la preservación del medio
ambiente natural, lo cual resulta fundamental para combatir
los efectos negativos del cambio climático.

Actualmente México cuenta con 182 áreas naturales prote-
gidas, con ella son cerca de 90 millones de hectáreas. La-
mentablemente en los últimos años, la política ambiental
de nuestro país ha sido secuestrada por los intereses de un
partido que dice protegerla, y por un gobierno federal que
solo ve en la agenda medioambiental, una moneda de cam-
bio electoral.

Esto ha provocado que, por un lado, la preservación del
medio ambiente quede en segundo plano. Y dos, que las
áreas naturales estén en constante peligro porque un go-
bierno federal sigue privilegiando los intereses de las gran-
des empresas, sigue privilegiando los intereses de los gran-
des capitales y los negocios que pueden representar para su
gobierno y para los miembros de su gabinete, en lugar de
pensar en la salud de todos los mexicanos y en las graves
consecuencias para el medio ambiente y para millones y
millones de especies que viven en esos ecosistemas.

Ejemplos de esto que menciono hoy, hay muchísimos. Por
ejemplo, Tajamar y el complejo hotelero es un claro ejem-
plo de cómo se privilegia el interés del capital por encima
del interés de los mexicanos, porque también se puede
mencionar lo que están haciendo con el Nevado de Toluca
o lo que están intentando hacer. Incluso podríamos men-
cionar la insensibilidad de algunos legisladores del partido
en el poder, que han viajado a reservas naturales como el

Arrecife de Alacranes sin importar que sus helicópteros da-
ñan el patrimonio de todos los mexicanos.

Ante este panorama, el Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano —y a lo largo de esta Legislatura— hemos pre-
sentado en diversas ocasiones iniciativas y exhortos para pro-
mover la preservación de nuestras áreas naturales e impulsar
políticas públicas que estén centradas en la construcción de
una verdadera agenda medio ambiental.

Hemos propuesto desde llevar a nuestra legislación los de-
rechos de la naturaleza hasta medidas concretas de protec-
ción de las áreas naturales de nuestro país. Bajo esta mis-
ma lógica, el día de hoy mi compañero Clemente
Castañeda y yo presentamos una iniciativa para fortalecer
la preservación de nuestro patrimonio natural.

Esta iniciativa que proponemos tiene diferentes propuestas
muy interesantes: la primera es la prohibición de manera
expresa para realizar construcciones hoteleras o de aloja-
miento en áreas naturales protegidas o en sus zonas limí-
trofes, para que nunca más se repita el caso de Tajamar: la
delimitación de una zona de transición entre las áreas natu-
rales y este tipo de construcciones. También, que cualquier
instalación para brindar servicios turísticos deba ser de ba-
jo impacto ambiental.

Proponemos que el 100 por ciento de los recursos obteni-
dos por multas generadas en torno a los daños a las áreas
naturales protegidas deban ser destinados a la conservación
de estas áreas naturales, porque quien daña nuestro patri-
monio natural tiene que pagar por ello.

Y establecer también el concepto de patrimonio natural en
nuestra legislación, para que este sirva como un parámetro
en la identificación de áreas naturales y en el diseño de las
políticas púbicas de todo el país.

Además, proponemos prohibir cualquier tipo de actividad
minera en las áreas naturales y en sus zonas limítrofes, y
establecer tanto sanciones penales, como la revocación de
la concesión que ya se haya otorgado.

Señoras y señores, para Movimiento Ciudadano nuestra ri-
queza natural es un tema fundamental para el desarrollo de
nuestro país. Por eso seguiremos alzando la voz, seguire-
mos luchando para preservar nuestro medio ambiente y la
salud de todos los mexicanos, seguiremos luchando en
contra de aquellos que tienen secuestrada esta agenda, y
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también seguiremos luchando en contra de quienes defien-
den la naturaleza, pero con sus acciones la utilizan como
una moneda de cambio. Es cuanto.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de las Leyes General del Equilibrio Ecológico y la Protec-
ción al Ambiente, y Minera, así como del Código Penal Fe-
deral, a cargo del diputado Clemente Castañeda Hoeflich,
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

El suscrito, Clemente Castañeda Hoeflich, integrante del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, con fun-
damento en lo establecido por los artículos 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, sometemos a consideración la si-
guiente iniciativa con proyecto de decreto que reforma y
adiciona diversas disposiciones de la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Medio Ambiente, y
de la Ley Minera, y adiciona el artículo 417 Bis al Código
Penal Federal, en materia de áreas naturales protegidas en
materia de áreas naturales protegidas, con fundamento en
la siguiente

Exposición de Motivos

I. De acuerdo a la Comisión Nacional de áreas naturales
protegidas (Conanp), México cuenta con 182 áreas natura-
les protegidas, equivalentes a 90’839,521.55 hectáreas,1 de
las cuales más de 20 millones son en superficie terrestre e
insultar, y casi 70 en zona marina.2

Actualmente México forma parte del Plan Estratégico
para la Diversidad Biológica 2011-2020, el cual busca
enfrentar la problemática de la pérdida de biodiversidad
e impulsar políticas públicas resilientes. Las Metas de
Aichi son un conjunto de 20 metas que forman parte de
este Plan Estratégico, dentro de las cuales se encuentra la
preservación, por medio del sistemas de áreas protegi-
das, de al menos el 17 por ciento de las zonas terrestres
y de aguas continentales y de al menos el 10 por ciento
de las zonas marinas y costeras.3

La conservación de las áreas naturales es una de las asig-
naturas más importantes para hacer frente a  los estragos
causados por las variaciones climatológicas, pues éstas
permiten mantener los servicios naturales esenciales y
reducir las vulnerabilidades climáticas.4

Durante los últimos años, México ha presenciado un incre-
mento favorable en el número de áreas naturales protegidas
(ANP), aún a pesar de las diversas problemáticas a las que
se enfrentan, como el desarrollo de actividades que afectan
su conservación, la insuficiencia de recursos destinados a
su mantenimiento y preservación, entre otros. 

II. Uno de los ejemplos de este tipo de actividades es la ex-
ploración y explotación de recursos mineros, dado que en
nuestro país se otorgan concesiones para este tipo de proyec-
tos dentro de ANP, a pesar de sus efectos negativos en las
mismas. De acuerdo con un estudio realizado por el Centro
de Investigaciones Biológicas del Noreste (CIBN), hasta el
año 2010 se habían otorgado 1,609 concesiones mineras cu-
yos polígonos se traslapaban con ANP, afectando a casi un
millón y medio de hectáreas.5 Las ANP con mayor afecta-
ción fueron Rayón, en Michoacán, con un 100 por ciento;
Sierra la Mojonera, en San Luis Potosí, con un 86; los Már-
moles y el Chico, en Hidalgo, con 55 y 52 por ciento, res-
pectivamente; y la Sierra de Quila, en Jalisco, con 50 por
ciento.6 Igualmente, se han visto afectadas otras ANP de ma-
yor superficie, como las cuencas alimentadoras de riego 004
en Coahuila y 043 en los estados de Durango, Nayarit, Jalis-
co, Aguascalientes y Zacatecas, así como el Valle de los Ci-
rios y el Vizcaíno.7 En junio de 2014 se otorgó permiso al
proyecto los Cardones para la extracción de oro en Sierra La-
guna, ubicada en Baja California Sur, proyecto que continúa
gestionando los permisos faltantes.8

III. Igualmente negativos para las ANP son el desarrollo de
proyectos turísticos mal planificados, dado que las instala-
ciones para brindar este tipo de servicios pueden afectar de
manera significativa el área donde se asientan.

En septiembre del presente año 2017 se autorizó el proyecto
para el desarrollo de un hotel  de 530 habitaciones en Cancún,
Quintana Roo, que generará afectaciones en la zona de in-
fluencia del Área de Protección de Flora y Fauna Manglares
de Nichupté y el Marino Nacional Costa Occidental de Isla
Mujeres.9 Este proyecto podría implicar el retiro de 15 mil
600 metros cuadrados de vegetación, incluyendo especies de
mangle, además de que requiere la instalación de una planta
desalinizadora, la cual contaminaría los mantos acuíferos por
las salmueras que esta deseha.10

La presión ejercida por diversos intereses particulares para
que se lleven a cabo este tipo de proyectos turísticos den-
tro de las ANP es una constante en el país. Un caso más
aconteció en el Parque Nacional Tulum, en el año 2016,
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donde se detectó que más de la mitad de las construcciones
destinadas para alojamiento dentro del área eran ilegales;
sin embargo, hasta la fecha no se ha procedido a realizar
ningún tipo de acción para reparar el daño, además de que
se continúa construyendo nuevas edificaciones que podrí-
an impactar el área natural de manera negativa.11

IV. Además de estas problemáticas, debe destacarse que
las ANP no reciben los recursos suficientes para su con-
servación y vigilancia. De acuerdo con estudios, se re-
quieren por lo menos 5 dólares por hectárea para lograr
una correcta preservación,12 por lo que en México nece-
sitaríamos más de 8,000 millones de pesos para tener una
correcta política de conservación de las ANP; sin embar-
go, la Comisión Nacional de áreas naturales protegidas
ejerció en el año 2016 para este propósito poco más de
1,300 millones de pesos.13

Es importante destacar que los servicios que nos otorgan
las ANP tienden a ser de gran valor económico, por lo que
su correcta conservación puede ser redituable si se des-
arrollan actividades de bajo impacto que beneficien a las
comunidades y a la misma área. De acuerdo a un estudio
de valuación que se llevó a cabo en la reserva de la bios-
fera Bahía de los Ángeles, Canales de Ballena y Salsi-
puedes, el desarrollo de actividades como la observación
del tiburón ballena llegaría a generar entre 78 mil y 11 mil
800 dólares por año.14

Otro de los principales problemas que enfrenta la política
nacional en materia de ANP es las complejidades para su
identificación. De acuerdo a la Auditoria Superior de la
Federación en la Evaluación de la Política Pública al Patri-
monio Natural, el concepto de patrimonio natural aunque
está ligado con el concepto de área natural en nuestra le-
gislación, no existe una homologación entre ambos.15

Para la UNESCO el patrimonio natural está constituido
por: 

“Los monumentos naturales constituidos por formacio-
nes físicas y biológicas o por grupos de esas formacio-
nes que tengan un valor universal excepcional desde el
punto de vista estético o científico,

Las formaciones geológicas y fisiográficas y las zonas
estrictamente delimitadas que constituyan el hábitat de
especies, animal y vegetal, amenazadas, que tengan un
valor universal excepcional desde el punto de vista es-
tético o científico,

”Los lugares naturales o las zonas naturales estricta-
mente delimitadas, que tengan un valor universal ex-
cepcional desde el punto de vista de la ciencia, de la
conservación o de la belleza natural,”16

La homologación de los conceptos de áreas naturales y de
patrimonio natural permitiría contar con parámetros para
la identificación oportuna de nuevas ANP, lo que ayuda-
ría a nuestro país a cumplir sus metas y compromisos en
la materia. 

V. La protección de las áreas naturales de nuestro país de-
be asumirse como uno de los principales retos y compro-
misos de las instituciones del Estado, pues éstas aportan in-
valuables beneficios económicos, sociales y ambientales.
Por ello, mediante la presente iniciativa proponemos lo 
siguiente: 

• Establecer la prohibición para realizar construcciones
hoteleras o de alojamiento dentro de las ANP, así como
el establecimiento de una zona de transición entre este
tipo de construcciones y el polígono protegido. Se aña-
de que las instalaciones que se desarrollen para brindar
servicios de apoyo al turismo deberán ser de bajo im-
pacto ambiental. 

• Direccionar el 100 por ciento de los recursos obtenidos
por multas generadas por daños a las ANP, directamen-
te a los programas de conservación y preservación de las
mismas. 

• Incluir el concepto de patrimonio natural en nuestra
legislación para que sirva como parámetro en la iden-
tificación de nuevas áreas naturales, contribuyendo a
que nuestro país cumpla con las metas y objetivos en
la materia. 

En la Ley Minera proponemos: 

• Prohibir cualquier tipo de actividad de exploración y
explotación minera dentro de las ANP, así como en las
zonas limítrofes a estas. 

• Postular la revocación de la concesión minera en caso
de que se desarrollen actividades de exploración o ex-
plotación en las ANP o en sus zonas limítrofes.

• Establecer que no podrá darse carácter preferente a las
actividades mineras por encima de los servicios que
brindan las ANP. 
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En el Código Penal Federal, planteamos: 

• Adicionar un artículo a los delitos contra la biodiversi-
dad en donde se sancione penalmente a quien desarrollo
actividades mineras dentro de las ANP. 

Por lo anteriormente expuesto someto a su consideración el
siguiente Proyecto de: En la Ley del Equilibrio Ecológico y
Protección al Medio Ambiente, planteamos: 

Decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protec-
ción al Medio Ambiente, y de la Ley Minera, y adiciona
el artículo 417 Bis al Código Penal Federal, en materia
de áreas naturales protegidas

Artículo Primero. Se reforma la fracción II del artículo 2;
se adiciona una fracción XXV al artículo 3, recorriéndose
y modificándose la numeración de las subsecuentes; se re-
forma el artículo 44; se reforman las fracciones X, XI, se
adiciona una fracción XII y un párrafo octavo al artículo
46; se reforman los incisos e y f de la fracción II del artí-
culo 47 Bis;  y se  adiciona un segundo párrafo al artículo
175 Bis de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la
Protección al Medio Ambiente, para quedar como sigue:

Artículo 2o. Se consideran de utilidad pública: 

I. [...] 

II. La conservación del patrimonio natural de la na-
ción, mediante el establecimiento, protección y preser-
vación de las áreas naturales protegidas y de las zonas
de restauración ecológica; 

IV. a V. [...]

Artículo 3o. Para los efectos de esta Ley se entiende por: 

I. a XXIV. [...] 

XXV. Patrimonio Natural: Las formaciones físicas y
biológicas o grupos de ellas, las formaciones geológi-
cas y fisiográficas y las zonas que constituyan el há-
bitat de especies animales o vegetales amenazadas,
así como los lugares naturales que tengan un valor
excepcional desde el punto de vista estético, científi-
co o de preservación. 

XXVI. a XL. [...]

Artículo 44. Las zonas del territorio nacional y aquellas so-
bre las que la Nación ejerce soberanía y jurisdicción que se
consideren patrimonio natural o en las que los ambientes
originales no han sido significativamente alterados por la ac-
tividad del ser humano, o que sus ecosistemas y funciones
integrales requieren ser preservadas y restauradas, quedarán
sujetas al régimen previsto en esta Ley y los demás ordena-
mientos aplicables.

[...]

Artículo 46. Se consideran áreas naturales protegidas: 

I. a IX. [...] 

X. Zonas de conservación ecológica municipales, así
como las demás categorías que establezcan las legisla-
ciones locales, 

XI. Áreas destinadas voluntariamente a la conserva-
ción; y

XII. Las que sean consideradas patrimonio natural.

Para efectos de lo establecido en el presente Capítulo,
son de competencia de la Federación las áreas naturales
protegidas comprendidas en las fracciones I a VIII y XI
y XII anteriormente señaladas.

[…]

[…]

[…]

[…]

[…]

En las áreas naturales protegidas no podrán estable-
cerse Zonas de Desarrollo Turístico Sustentable.

Artículo 47 Bis.- […]

I. […]

II. […]

a. a d. […]
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e. De aprovechamiento especial: Aquellas superfi-
cies generalmente de extensión reducida, con pre-
sencia de recursos naturales que son esenciales pa-
ra el desarrollo social, y que deben ser explotadas
sin deteriorar el ecosistema, modificar el paisaje
de forma sustancial, ni causar impactos ambienta-
les irreversibles en los elementos naturales que
conformen.

En dichas subzonas sólo se podrán ejecutar obras
públicas o privadas para la instalación de infraes-
tructura o explotación de recursos naturales renova-
bles, que generen beneficios públicos, que guarden
armonía con el paisaje, que no provoquen desequili-
brio ecológico grave y que estén sujetos a estrictas
regulaciones de uso sustentable de los recursos natu-
rales, con apego estricto a los programas de manejo
emitidos por la Secretaría.

f) De uso público: Aquellas superficies que presen-
tan atractivos naturales para la realización de activi-
dades de recreación y esparcimiento, en donde es
posible mantener concentraciones de visitantes, en
los límites que se determinen con base en la capaci-
dad de carga de los ecosistemas. 

En dichas subzonas se podrá llevar a cabo exclusi-
vamente la construcción de instalaciones para el de-
sarrollo de servicios de apoyo al turismo, a la inves-
tigación y monitoreo del ambiente,  y la educación
ambiental. Dichas construcciones deberán ser de
bajo impacto ambiental, así como congruentes con
los propósitos de protección y manejo de cada área
natural protegida.

Las instalaciones de recreación y esparcimiento,
así como las que contemplen concentraciones y
alojamiento de visitantes, no podrán estar ubica-
das dentro del polígono protegido ni en zonas li-
mítrofes a este, por lo que se deberá establecer un
área de transición entre éstas.

g. a h. […]

Artículo 175 Bis. […]

Los ingresos obtenidos de las multas por infracciones,
del remate en subasta pública o de la venta directa de
los bienes decomisados generados a partir de afectacio-
nes en áreas naturales protegidas, deberán destinarse

en su totalidad a la ejecución de acciones de preserva-
ción y restauración de dichas áreas. 

Artículo Segundo. Se reforma el artículo 6; se deroga la
fracción XVI del artículo 9; se reforma el artículo 20 y se
adiciona una fracción XIV al artículo 55 a la Ley Minera,
para quedar como sigue:

Artículo 6. […]

El carácter preferente de las actividades a que se refiere el
párrafo anterior, no tendrá efectos frente a las actividades
de exploración y extracción del petróleo y de los demás hi-
drocarburos, al servicio público de transmisión y distribu-
ción de energía eléctrica, ni frente al establecimiento de
áreas naturales protegidas federales. 

La Secretaría, previo a expedir títulos de concesión, debe-
rá solicitar información necesaria a las autoridades compe-
tentes, a fin de verificar si, dentro de la superficie en la que
se solicita la concesión, se realiza alguna de las actividades
de exploración y extracción de petróleo y de los demás hi-
drocarburos, del servicio público de transmisión y distribu-
ción de energía eléctrica o de preservación de un área na-
tural protegida federal.

En caso de que la información solicitada confirme la reali-
zación de alguna de las actividades a que se refiere el pá-
rrafo segundo de este artículo dentro de la superficie para
la que se solicita la concesión, la Secretaría, con base en un
estudio técnico que realice con la Secretaría de Energía y
en el cual se determine la factibilidad de la coexistencia de
actividades mineras con las actividades de exploración y
extracción de petróleo y demás hidrocarburos, o con las de
servicio público de transmisión y distribución de energía
eléctrica, en la misma superficie, podrá negar la concesión
minera u otorgarla excluyendo la superficie que compren-
dan las actividades preferentes, en la medida en que resul-
ten incompatibles con la explotación minera. Para el caso
de las áreas naturales protegidas,  queda prohibido del
desarrollo de actividades de exploración o explotación
minera dentro del polígono protegido o en zonas limí-
trofes a éste.

[…]

Artículo 9.- […]

[…]
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[…]

[…]

[…]

[…]

[…]

[…]

[…]

[…]

[…]

Para el cumplimiento de su objeto señalado en el párrafo
primero de este Artículo, el Servicio Geológico Mexicano
tendrá las siguientes funciones: 

I. a XV. […]

XVI. Se deroga.

XVII. a XXVI. […]

Artículo 20. […].

Las obras y trabajos de exploración y de explotación que se
realicen dentro de poblaciones, presas, canales, vías gene-
rales de comunicación y otras obras públicas, en los zóca-
los submarinos de islas, cayos y arrecifes, el lecho marino
y el subsuelo de la zona económica exclusiva, así como las
que se efectúen dentro de la zona federal marítimo terres-
tre, únicamente podrán realizarse con autorización, permi-
so, o concesión según el caso, de las autoridades que ten-
gan a su cargo los referidos bienes, zócalos, lecho marino,
subsuelo, las áreas o las zonas citadas, en los términos que
señalen las disposiciones aplicables.

Artículo 55.- Se sancionará con la cancelación de la con-
cesión minera cualquiera de las infracciones siguientes:

I. a XIII. […]

XIV. Realizar actividades de exploración o extrac-
ción minera en áreas naturales protegidas o en zonas
limítrofes a éstas.

[…]

[…]

Tercero. Se adiciona un artículo 417 Bis al Código Penal
Federal, para quedar como sigue: 

Artículo 417 Bis. Se impondrá pena de uno a trece años
de prisión y por el equivalente de trescientos a cuatro
mil días de multa, a quien realice o consienta, autorice
u ordene la realización de actividades de exploración o
extracción minera dentro de áreas naturales protegidas
o zonas limítrofes a estas. 

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. A partir de la entrada en vigor del presente de-
creto las concesiones mineras que se encuentran en etapa
exploratoria no podrán avanzar hacia la fase de explota-
ción.   

Notas

1 “Áreas naturales protegidas decretadas”, Comisión Nacional de
Áreas Naturales Protegidas, (2017)

http://sig.conanp.gob.mx/website/pagsig/datos_anp.htm

2 “México: Hacia el cumplimiento de la Meta 11 de Aichi del Conve-
nio de Diversidad Biológica”, Comisión Nacional de áreas naturales
protegidas (Conanp), (2016)

https://simec.conanp.gob.mx/aichi/Mexico_Target_11_Dec_2016_
Booklet.pdf

3 “Plan Estratégico para la Diversidad Biológica 2011-2020”, Comi-
sión Nacional para el Conocimiento y Uso de la Biodiversidad, (2016).

http://www.biodiversidad.gob.mx/planeta/internacional/plan_es-
trategico.html

4 “Las áreas protegidas ante el cambio climático”, La Nación, (2012) 

http://www.nacion.com/opinion/foros/areas-protegidas-cambio-cli-
matico_0_1252274862.html
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5 Dra. Elisa Jeanneht Armendáriz Villegas,  “áreas naturales protegidas
y minería en México: perspectivas y recomendaciones (tesis docto-
ral)”, Centro de Investigaciones Biológicas del Noreste (CIBN),
(2016) 

http://dspace.cibnor.mx:8080/bitstream/handle/123456789/497/ar-
mendariz_e.pdf?sequence=1&isAllowed=y

6 Ibídem. 

7 Ibídem.

8 Ibídem.

9 “Dan luz verde a mega hotel español en área natural protegida de
Cancún”, PROCESO, (2017)

http://www.proceso.com.mx/499907/dan-luz-verde-a-mega-hotel-
espanol-en-area-natural-protegida-cancun

10 “Un hotel de lujo en Punta Nizuc arrasará ecosistema entre áreas na-
turales protegidas, advierten”, sin embargo, (2017)

http://www.sinembargo.mx/13-09-2017/3299883 

11 “Devastan con construcciones área natural protegida de Tulum”, Ta-
bascohoy.com, (2016)

http://www.tabascohoy.com/nota/299198/devastan-con-construc-
ciones-area-natural-protegida-de-tulum

12 “Severas carencias en el país para conservar las reservas naturales”,
La Jornada, (2015) 

http://www.jornada.unam.mx/2015/05/22/sociedad/039n1soc

13 “Estado analítico del ejercicio del Presupuesto de Egresos en clasi-
ficación administrativa 1/ 16 Medio ambiente y recursos naturales (pe-
sos), Cuenta Pública, (2016)

http://cuentapublica.hacienda.gob.mx/work/models/CP/2016/to-
mo/III/Print.R16.03.EAEPPEGF.pdf

14 Low-Pfeng A., H. de la Cueva, R. Enríquez. 2005. ¿Cuánto vale el
tiburón ballena? Su papel en la industria del ecoturismo en la Bahía de
los Ángeles, Baja California. Ponencia presentada en el II Congreso
Latinoamericano y del Caribe de Economistas Ambientales y Recursos
Naturales, Oaxaca, México, marzo 10 - 20 de 2005. Citado en: Con-
servation International. 2008. EconomicValues of Coral Reefs, Man-
groves and Seagrasses: A Global Compilation. Center forAppliedBio-

diversityScience, Conservation International, Arlington, VA, USA. 36
pp.

15 Evaluación número 1644 “Evaluación de la política pública al pa-
trimonio natural”, Auditoria Superior de la Federación, (2014)

https://www.asf.gob.mx/Trans/Informes/IR2014i/Documentos/Au-
ditorias/2014_1644_a.pdf

16 Convención sobre la protección del patrimonio mundial, cultural y
natural, UNESCO, 1972,

http://whc.unesco.org/archive/convention-es.pdf

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, octubre 30 de 2017.—
Diputadas y diputados: Verónica Delgadillo García, José Clemente
Castañeda Hoeflich, Marbella Toledo Ibarra, María de los Ángeles Ro-
dríguez Aguirre, María Victoria Mercado Sánchez, Rosa Alba Ramírez
Nachis (rúbricas).»

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Muchas gracias, diputada Verónica Delgadillo.
Túrnese a las Comisiones Unidas de Medio Ambiente y
Recursos Naturales, y de Justicia, para dictamen.

LEY DEL SEGURO SOCIAL

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Tiene la palabra por cinco minutos, la diputada María
del Rocío Rebollo Mendoza, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional, para presentar inicia-
tiva con proyecto de decreto que reforma el artículo 300 de
la Ley del Seguro Social.

La diputada María del Rocío Rebollo Mendoza: Gra-
cias. Buenas tardes a todas y a todos. Con su permiso, se-
ñora presidenta. 

Dentro del sistema de seguridad social, las pensiones por
invalidez, vida, retiro, cesantía en edad o vejez, junto con
los servicios de salud, ocupan un lugar preponderante en
nuestra nación por dos razones: la primera, por su impor-
tancia en el objetivo de conservar y mejorar las condicio-
nes de vida de las personas, y la segunda, por su magnitud
en el gasto de seguridad social que debe programar el go-
bierno mexicano.
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La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
sienta las bases para propiciar un marco jurídico de protec-
ción a los trabajadores, con un claro sentido tutelar, procu-
rando mejorar su nivel de vida, estabilidad y certidumbre,
mayores oportunidades de empleo y salarios más elevados,
mejores y más equitativas condiciones al momento de su
retiro laboral.

La legislación vigente establece que la seguridad social tie-
ne por finalidad garantizar el derecho humano a la salud, la
asistencia médica, así como el bienestar social individual y
colectivo. Para cumplir con tales propósitos, el Instituto
Mexicano del Seguro Social cuenta con cuatro ramos de
aseguramiento, que son: invalidez, vejez, cesantía en edad
avanzada y muerte, riesgos de trabajo, enfermedades y ma-
ternidad, así como guarderías.

A pesar de esas realizaciones, se debe reconocer que, para
construir el sistema de seguridad social que requieren hoy
los mexicanos y necesitará México en este siglo XXI, es
indispensable corregir deficiencias, superar limitaciones y
sentar bases sólidas, para que la seguridad social sea, en
mayor medida, la vía por la cual avancemos hacia la efica-
cia plena de los derechos sociales.

No obstante lo anterior, encontramos un precepto en la Ley
del Seguro Social, que en mi opinión contradice lo susten-
tado en el párrafo que precede, lo cual atenta en contra de
los postulados constitucionales y en los tratados interna-
cionales suscritos por el Estado mexicano, que tutelan las
prestaciones de seguridad social a favor de nuestros traba-
jadores. Ello constituye las razones que me inspiran para
proponer la modificación del precepto que se precisa en el
párrafo siguiente.

Dicho artículo es el número 300, que estatuye lo siguiente:
El derecho de los asegurados o sus beneficiarios para re-
clamar el pago de las prestaciones de dinero respecto a los
seguros de riesgo de trabajo, enfermedades y maternidad,
invalidez y vida, guarderías y prestaciones sociales pres-
cribe en un año, de acuerdo con las siguientes situaciones:

1. Cualquier mensualidad de una pensión, asignación fa-
miliar o ayuda asistencial, así como el aguinaldo;

2. Los subsidios por incapacidad para el trabajo por enfer-
medad no profesional y maternidad;

3. La ayuda para gastos de funeral, y;

4. Los finiquitos que establece la ley.

Los subsidios por incapacidad para trabajar derivada del
riesgo de trabajo prescriben en dos años, a partir del día en
que se hubiera generado el derecho a la percepción.

Como se advierte, en este precepto establece la figura de-
nominada prescripción y dicha figura legal es un modo de
adquirir bienes o también es un medio para librarse de obli-
gaciones mediante el transcurso del tiempo y bajo las con-
diciones establecidas en la propia ley. Así lo establece el ar-
tículo 1135 del Código Civil Federal.

Luego, si la seguridad social, conforme al artículo 123,
apartado B, fracción XI, de la propia Constitución, es un
derecho humano cuyo surgimiento se ubica en los denomi-
nados de la segunda generación que tutela el derecho a la
vivienda y al disfrute de las prestaciones de seguridad so-
cial, que entre otras instituciones otorga el IMSS, entonces
poseen los atributos que caracterizan a los derechos huma-
nos, entre otros la imprescriptibilidad. Esto es, que su goce
y disfrute no se pierden con el transcurso del tiempo, sino
que la persona la conserva durante toda su existencia.

Lo anterior significa que, en el artículo 300 antes transcri-
to, la Ley del Seguro Social se aparta por completo del pro-
pósito proteccionista, consagrado en la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos y en los tratados
internacionales suscritos por nuestro país a favor del traba-
jador derechohabiente, dado que establece la figura de la
prescripción como un medio de perder la titularidad del de-
recho del asegurado o sus beneficiarios, no obstante que di-
cho derecho es, por su propia naturaleza, imprescriptible.

En ese sentido, la única manera de lograr la protección in-
tegral del derecho a la seguridad social de los trabajadores
o sus beneficiarios sobre los recursos de su subcuenta de
vivienda en la Ley del Seguro Social, es que se establezca
de manera expresa que es imprescriptible.

Toda vez que atenta a la naturaleza de la Ley del Seguro
Social, esta debe ser la de la protección a los derechos de
los trabajadores, para lo cual me permito proponer a la
asamblea la siguiente reforma para el artículo 300 de la
Ley del Seguro Social, para quedar de la siguiente forma:

Artículo 300. El derecho de los asegurados o sus benefi-
ciarios para reclamar el pago de las prestaciones en dinero
respecto a los seguros de riesgo de trabajo, enfermedad y
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maternidad, invalidez y vida, y guarderías y prestaciones
sociales, es imprescriptible.

Compañeras y compañeros diputados, los invito a sumarse
a esta propuesta que busca lograr que la seguridad social
mexicana sea acorde a las garantías constitucionales y al
derecho internacional, eliminando la figura de la preclu-
sión por la prescripción de los derechos de los trabajadores
y sus beneficiarios. Es cuanto, señora presidenta.

«Iniciativa que reforma el artículo 300 de la Ley del Segu-
ro Social, a cargo de la diputada María del Rocío Rebollo
Mendoza, del Grupo Parlamentario del PRI

María del Rocío Rebollo Mendoza, integrante del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, de
la LXIII Legislatura, con fundamento en lo dispuesto por la
fracción II del artículo 71 y el inciso h del artículo 72 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; el
artículo 6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la hono-
rable Cámara de Diputados, somete a consideración de es-
ta honorable asamblea, la presente iniciativa con proyecto
de decreto, que reforma el artículo 300 de la Ley del Segu-
ro Social, conforme a la siguiente

Exposición de Motivos

Un sistema de pensión es un mecanismo de seguridad so-
cial, el cual le suministra al trabajador la capacidad de con-
tar con un soporte económico en caso de algún apuro para
obtener un buen nivel de vida como lo es la vejez, la en-
fermedad, viudez, orfandad, entre otros.

En otras palabras, cuando hablamos de pensiones, nos re-
ferimos a las prestaciones o cantidades en dinero que se en-
tregan a los asegurados, o a sus beneficiarios, para garanti-
zar la salvaguarda de sus ingresos cuando son perturbados
por algunos de los riesgos contemplados en la Ley del 
Seguro Social.

En ese contexto, dentro de la seguridad social, las pensio-
nes por invalidez, vida, retiro, cesantía en edad o vejez,
junto con los servicios de salud, ocupan un lugar prepon-
derante, tanto por su importancia en el objetivo de conser-
var y mejorar las condiciones de vida de las personas, co-
mo por su magnitud en el gasto en seguridad social.

La presente iniciativa tiene estrecha relación con la pensión
por viudez a que se refiere el numeral 130 de la Ley del Se-

guro Social para el caso de que la persona fallecida y ase-
gurada sea la esposa o concubina, la cual exige como re-
quisito de procedencia que el esposo o concubino depen-
dan económicamente de aquella; y la pensión temporal
regulada en el artículo 121 de dicha ley, en lo que se refie-
re al trámite interno de valoración médica del pensionado
internado en la clínica en el departamento de medicina del
trabajo para la revaloración de la pensión temporal, por lo
que no nos detendremos para abordar exhaustivamente ca-
da uno de los tipos de dichas pensiones, ya que no consti-
tuyen el objeto de nuestra iniciativa.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
sienta las bases para propiciar un marco jurídico de protec-
ción a los trabajadores con un claro sentido tutelar, procu-
rando mejorar su nivel de vida; estabilidad y certidumbre;
mayores oportunidades de empleo y salarios más elevados;
mejores y más equitativas condiciones al momento de su
retiro laboral.

La legislación vigente establece que la seguridad social tie-
ne por finalidad garantizar el derecho humano a la salud, la
asistencia médica, la protección de los medios de subsis-
tencia y los servicios sociales necesarios para el bienestar
individual y colectivo.

Para cumplir con tales propósitos el Instituto Mexicano del
Seguro Social (IMSS) cuenta con cuatro ramos de asegura-
miento: invalidez, vejez, cesantía en edad avanzada y
muerte; riesgos de trabajo; enfermedades y maternidad, así
como guarderías.

A pesar de estas realizaciones se debe reconocer que para
construir el sistema de seguridad social que requieren hoy
los mexicanos y necesitará México en este siglo XXI, es
indispensable corregir deficiencias, superar limitaciones y
sentar bases sólidas para que la seguridad social sea, en
mayor medida, la vía por la cual avancemos hacia la efica-
cia plena de los derechos sociales.

No obstante lo anterior, encontramos un precepto en la Ley
del Seguro Social que en mi opinión, contradice lo susten-
tado en el párrafo que precede, lo cual atenta en contra de
los postulados constitucionales y en los tratados interna-
cionales suscritos por el Estado mexicano, que tutelan las
prestaciones de seguridad social a favor de nuestros traba-
jadores, ello constituye las razones que me inspiran para
proponer la modificación del precepto que se precisa en el
párrafo siguiente.
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Dicho artículo es el número 300, que estatuye lo siguiente:

“Artículo 300. El derecho de los asegurados o sus be-
neficiarios para reclamar el pago de las prestaciones en
dinero, respecto a los seguros de riesgos de trabajo, en-
fermedades y maternidad, invalidez y vida y guarderías
y prestaciones sociales prescribe en un año de acuerdo
con las reglas siguientes:

I. Cualquier mensualidad de una pensión, asignación fa-
miliar o ayuda asistencial, así como el aguinaldo;

II. Los subsidios por incapacidad para el trabajo por en-
fermedad no profesional y maternidad;

III. La ayuda para gastos de funeral, y

IV. Los finiquitos que establece la Ley.

Los subsidios por incapacidad para trabajar derivada de
un riesgo de trabajo, prescriben en dos años a partir del
día en que se hubiera generado el derecho a su percep-
ción.”

Como se advierte, este precepto establece la figura deno-
minada “prescripción” y dicha figura legal, es un modo de
adquirir bienes, o también es un medio para librarse de
obligaciones, mediante el transcurso del tiempo y bajo las
condiciones establecidas en la propia ley, así lo establece el
artículo 1135 del Código Civil Federal.

Sin embargo, los recursos de la subcuenta de vivienda for-
man parte de las prestaciones de seguridad social, dado que
son integrantes del seguro de retiro, cesantía en edad avan-
zada y vejez, y en ese sentido, el derecho a la seguridad so-
cial contemplado por el artículo 123 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos debe ser en todo
momento proteccionista de los derechos de los trabajado-
res mexicanos.

En consecuencia, dichos recursos de la subcuenta de vi-
vienda, constituyen un derecho humano a favor del traba-
jador derechohabiente y sus beneficiarios, cuyo ejercicio es
inalienable, irrenunciable, e imprescriptible.

Lo anterior es así porque conforme al artículo 1o. de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, to-
das las personas gozarán de los derechos humanos recono-
cidos en ella y en los tratados internacionales de los que el
Estado mexicano sea parte, y que las normas relativas a los

derechos humanos se interpretarán de conformidad con la
Constitución y con los tratados internacionales de la mate-
ria, favoreciendo en todo tiempo a las personas la protec-
ción más amplia.

Esos derechos son universales, inalienables, irrenuncia-
bles, imprescriptibles e indivisibles; su origen no es el Es-
tado o las leyes, decretos o títulos, sino la propia naturale-
za o dignidad de la persona humana; por lo que, al ser
inmanentes a ésta, una vez reconocida formalmente su vi-
gencia no caduca, aun superadas las situaciones coyuntura-
les que llevaron a reivindicarlo, ni se pierden con el trans-
curso del tiempo.

Luego, si la seguridad social, conforme al artículo 123,
apartado B, fracción XI, de la propia Constitución es un de-
recho humano cuyo surgimiento se ubica en los denomina-
dos de segunda generación, que tutela el derecho a la vi-
vienda y al disfrute de las prestaciones de seguridad social
que, entre otras instituciones, otorga el Instituto Mexicano
del Seguro Social; entonces, poseen los atributos que ca-
racterizan a los derechos humanos; entre otros, la impres-
criptibilidad, esto es, que su goce y disfrute no se pierden
con el transcurso del tiempo, sino que la persona los con-
serva durante toda su existencia.

Lo anterior es acorde a la siguiente tesis sustentada por el
Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Segundo Circui-
to que se transcribe literalmente:

Época: Décima Época 
Registro: 2006320 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 
Libro 5, Abril de 2014, Tomo II 
Materia(s): Constitucional 
Tesis: XII.2o.3 L (10a.) 
Página: 1660 

Saldos de la subcuenta de vivienda e inscripción al
Instituto Mexicano del Seguro Social. Son prestacio-
nes inmersas en el derecho humano de seguridad so-
cial, cuyo ejercicio es imprescriptible. Si el actor re-
clamó la regularización de los pagos de las aportaciones
a su subcuenta de vivienda e inscripción al seguro social
por todo el tiempo que duró la relación laboral, contra
ello no opera la prescripción, no obstante que ya hubie-
se obtenido su jubilación por cesantía, pues por tratarse
de prestaciones de seguridad social, constituyen un de-
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recho humano cuyo ejercicio es imprescriptible. Lo an-
terior es así, porque conforme al artículo 1o. de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, to-
das las personas gozarán de los derechos humanos
reconocidos en ella y en los tratados internacionales de
los que el Estado Mexicano sea parte, y que las normas
relativas a los derechos humanos se interpretarán de
conformidad con dicha Carta Magna y con los tratados
internacionales de la materia, favoreciendo en todo
tiempo a las personas la protección más amplia. Esos
derechos son universales, inalienables, irrenunciables,
imprescriptibles e indivisibles; su origen no es el Esta-
do o las leyes, decretos o títulos, sino la propia natura-
leza o dignidad de la persona humana; por lo que, al ser
inmanentes a ésta, una vez reconocida formalmente su
vigencia no caduca, aun superadas las situaciones co-
yunturales que llevaron a reivindicarlo, ni se pierden
con el transcurso del tiempo. 

Luego, si la seguridad social, conforme al artículo 123,
apartado B, fracción XI, de la propia Carta Magna es un
derecho humano cuyo surgimiento se ubica en los denomi-
nados de segunda generación, que tutela el derecho a la vi-
vienda y al disfrute de las prestaciones de seguridad social
que, entre otras instituciones, otorga el Instituto Mexicano
del Seguro Social; entonces, poseen los atributos que ca-
racterizan a los derechos humanos; entre otros, la impres-
criptibilidad, esto es, que su goce y disfrute no se pierden
con el transcurso del tiempo, sino que la persona los con-
serva durante toda su existencia, aun cuando ya no exista
relación laboral. Así se corrobora de la tesis de jurispru-
dencia 2a./J. 3/2011, de la Segunda Sala de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, To-
mo XXXIII, febrero de 2011, página 1082, de rubro: “Se-
guro Social. Procede la inscripción retroactiva de un traba-
jador al régimen obligatorio, aun cuando ya no exista el
nexo laboral con el patrón demandado.”, pues en ésta se es-
tableció la obligación de las Juntas de condenar al patrón a
que inscriba al trabajador al régimen obligatorio del segu-
ro social y entere las cuotas correspondientes por el tiempo
que duró la relación de trabajo, debido a que, si el acto ju-
rídico que condiciona el derecho a la seguridad social es la
existencia de una relación de trabajo, una vez acreditada
ésta, se hacen exigibles al patrón las obligaciones previstas
en el artículo 15, fracciones I y III, de la Ley del Seguro
Social (19, fracciones I y III, de la derogada). Congruente
con lo anterior, la Ley del Seguro Social, en el capítulo III,
denominado “De la caducidad y prescripción”, del título
quinto, no estableció la procedencia de estas figuras proce-

sales respecto del derecho del trabajador o sus beneficia-
rios a que las cuotas de seguridad social sean pagadas o re-
gularizadas ante el Instituto Mexicano del Seguro Social.
Razones por las cuales ante la claridad y especificidad del
orden jurídico aplicable, no existe justificación para obrar
en sentido adverso. Segundo Tribunal Colegiado del Déci-
mo Segundo Circuito. Amparo directo 651/2013. José Gil-
berto Peraza Gutiérrez. 14 de febrero de 2014. Unanimidad
de votos. Ponente: José Elías Gallegos Benítez. Secretaria:
Ruth Ochoa Medina. Esta tesis se publicó el viernes 25 de
abril de 2014 a las 9:32 horas en el Semanario Judicial de
la Federación.

Época: Novena Época 
Registro: 197072 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gace-
ta 
Tomo VII, Enero de 1998 
Materia(s): Laboral 
Tesis: XIX.1o.22 L
Página: 1137 

Pensión por Vejez. Imprescriptibilidad del derecho a
solicitarla en el régimen de seguridad social. Una in-
terpretación integral del artículo 280 de la Ley del Segu-
ro Social permite establecer que contempla dos hipótesis,
a saber: aquella que se refiere a la imprescriptibilidad del
derecho al otorgamiento de una pensión, ayuda asisten-
cial o asignación familiar, la cual opera una vez que el
asegurado ha satisfecho los requisitos de edad y núme-
ro de cotizaciones que prevé el artículo 138 de dicho or-
denamiento; derecho que es inextinguible, por lo que
puede solicitarlo el asegurado en cualquier momento al
Instituto Mexicano del Seguro Social para que le retri-
buya a través del llamado “seguro de vejez”, las aporta-
ciones efectuadas durante el tiempo que estuvo cotizan-
do y la segunda, que se refiere al caso cuando termina la
relación laboral sin que el asegurado haya cumplido con
los requisitos relativos de mérito, en el que la propia ley
le preserva sus derechos por el tiempo que consignan los
artículos 182 y 183 del mismo ordenamiento legal; por
lo que en la primera hipótesis resulta violatorio de ga-
rantías el que se declare prescrita la acción de solicitar
el otorgamiento de esa pensión cuando se promueve la
demanda respectiva después de dos años de que el tra-
bajador dejó de prestar sus servicios para su último pa-
trón. Primer Tribunal Colegiado del Décimo Noveno
Circuito. Amparo directo 577/97. Baldomero Ornelas
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Prieto. 14 de noviembre de 1997. Unanimidad de votos.
Ponente: Guillermo Loreto Martínez. Secretario: Rafael
Roberto Torres Valdez.

Lo anterior significa que en el artículo 300 antes transcri-
to, la Ley del Seguro Social se aparta por completo del pro-
pósito proteccionista consagrado en la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos y en los tratados
internacionales suscritos por nuestro país, a favor del tra-
bajador derechohabiente dado que, establece la figura de la
prescripción como un medio de perder la titularidad del de-
recho del asegurado o sus beneficiarios, no obstante que di-
cho derecho es por su propia naturaleza imprescriptible, lo
cual es incorrecto.

Efectivamente, con base en las reformas a la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia de
derechos humanos, publicadas en el Diario Oficial de la
Federación el diez de junio de dos mil once, en vigor des-
de el once del mismo mes y año, todas las personas goza-
rán de los derechos humanos reconocidos en la menciona-
da Carta Magna y en los tratados internacionales de los que
el Estado Mexicano sea parte.

En ese contexto, el numeral 9o. del adendum a la Conven-
ción Americana de Derechos Humanos, conocido común-
mente como Protocolo de San Salvador, reconoce el dere-
cho de toda persona a la seguridad social, mientras que los
artículos 1, numeral 1 y 2 de la citada Convención estable-
cen la obligación a cargo de los estados de respetar los de-
rechos humanos y garantizar su libre y pleno ejercicio a to-
da persona que esté sujeta a su jurisdicción, además
disponen que en caso de que el ejercicio de los derechos y
libertades no esté garantizado en las disposiciones legisla-
tivas o de otro carácter, aquéllos se comprometen a adop-
tar las medidas necesarias para hacerlos efectivos.

Por ello, a fin de cumplir con los compromisos adquiridos
en dicha convención, en su interpretación y aplicación, de-
be atenderse a los principios de universalidad, interdepen-
dencia, indivisibilidad y progresividad, a efecto de que los
derechos humanos y las normas que los contienen sean in-
terpretados de manera que permitan la ampliación de los ti-
tulares del derecho y de las circunstancias protegidas por
estos derechos (universalidad); además, debe atenderse a
que todos los derechos humanos establecen relaciones re-
cíprocas entre sí (interdependencia) y, por ello, no pueden
ser analizados de manera aislada ni estableciendo jerarqui-
zaciones (indivisibilidad).

En ese sentido, la única manera de lograr la protección in-
tegral del derecho a la seguridad social de los trabajador
eso sus beneficiarios sobre los recursos de su subcuenta de
vivienda, en la Ley del Seguro Social es que se establezca
de manera expresa que es imprescriptible, toda vez que
atento a la naturaleza de la Ley del Seguro Social, ésta de-
be ser la de proteccionista de los derechos de los trabaja-
dores, y para lo cual me permito proponer la siguiente re-
forma para el artículo 300 de la Ley del Seguro Social, para
quedar en la siguiente forma:

Artículo 300. El derecho de los asegurados o sus benefi-
ciarios para reclamar el pago de las prestaciones en dinero,
respecto a los seguros de riesgos de trabajo, enfermedades
y maternidad, invalidez y vida y guarderías y prestaciones
sociales es imprescriptible.

Para mayor claridad, la propuesta se ilustra en la siguiente
tabla a modo de comparación.

Por lo antes expuesto y motivado, someto a consideración
del pleno de esta honorable Cámara de Diputados la si-
guiente iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma el artículo 300 de la Ley del Segu-
ro Social

Artículo Único. Se reforma el artículo 300 de la Ley del
Seguro Social, para quedar redactado como sigue: 

Artículo 300. El derecho de los asegurados o sus benefi-
ciarios para reclamar el pago de las prestaciones en dinero,
respecto a los seguros de riesgos de trabajo, enfermedades
y maternidad, invalidez y vida y guarderías y prestaciones
sociales es imprescriptible.
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Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 21 de noviembre de 2017.— 
Diputadas y diputados: María del Rocío Rebollo Mendoza, Adolfo
Mota Hernández, Alicia Guadalupe Gamboa Martínez, Ana María
Boone Govea, Arlet Mólgora Glover, Beatriz Vélez Núñez, Carlos Fe-
derico Quinto Guillén, Cesareo Jorge Márquez Alvarado, David Mer-
cado Ruiz, Delia Guerrero Coronado, Erika Lorena Arroyo Bello, Fa-
biola Guerrero Aguilar, Fernando Quetzalcóatl Moctezuma Perada,
Flor Estela Rentería Medina, Francisco Saracho Navarro, Marbella To-
ledo Ibarra, Marco Antonio Aguilar Yunes, María Gloria Hernández
Madrid, María Guadalupe Oyervides Valdez, María Soledad Sandoval
Martínez, María Victoria Mercado Sánchez, Noemí Zoila Guzmán La-
gunes, Pedro Luis Coronado Ayarzagoytia, Ricardo Ramírez Nieto,
Rosa Alba Ramírez Nachis, Rosa Guadalupe Chávez Acosta, Sara La-
tife Ruiz Chávez, Timoteo Villa Ramírez, Yahleel Abdala Carmona
(rúbricas).»

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Muchas gracias, diputada Rocío Rebollo Mendo-
za. Túrnese a la Comisión de Seguridad Social, para
dictamen. Continuando…

La diputada Rosa Alba Ramírez Nachis (desde la curul):
Presidenta.

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Sonido en la curul de la diputada Ramírez.

La diputada Rosa Alba Ramírez Nachis (desde la curul):
Gracias, diputada presidenta. Felicitar a la diputada Rebo-
llo, porque realmente el sentido de pertenencia y de identi-
dad con los trabajadores del pueblo de México a todas lu-
ces se plasma en esta iniciativa, y pedirle, de favor, me
permita firmar la misma.

La presidenta diputada Martha Hilda González Calde-
rón: Permítame, diputada. Diputada Rebollo. Sí, me dice
la diputada que está a sus órdenes su iniciativa, para adhe-
rirse, en la Secretaría de esta Mesa Directiva.
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